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A las mujeres y a los hombres que vienen 
construyendo con la  organización, la formación 
popular y la acción política de las comunidades 

agrarias la paz de Colombia en el sur de Bolívar, el 
valle del río Cimitarra y el nordeste antioqueño. 

A mis dos familias, la de sangre y la que el 
destino me dio.





M
es

as
 C

om
un

al
es

 p
or

 la
 V

id
a 

D
ig

na

7

Contenido

Presentación 9
Introducción 13

1. Las luchas agrarias y el derecho a la vida 
digna

23

1.1 Aproximación histórica a las luchas agrarias 
por el territorio

24

1.2 Luchas agrarias por el territorio en el 
Magdalena Medio – colonización y guerra

36

2. La democracia campesina: experiencia del 
valle del río Cimitarra

49

2.1 La democracia y el Sistema Universal de los 
Derechos Humanos 

52

2.2 La democracia y el Sistema Interamericano 
de Derechos Humanos 

57

2.3 La democracia participativa en el derecho 
colombiano: aproximación desde el análisis 
de fuentes

62

2.4 La participación ciudadana en la 
jurisprudencia colombiana

70

2.5 Concepto de la propuesta de la democracia 
campesina

83

2.6 Principios aplicados en la democracia 
campesina

85

2.7 Concreción de principios que alimentan la 
democracia campesina

91

2.8 Estructuras de la democracia 110



3. Las Mesas Comunales por la Vida Digna 
como ejercicio de democracia campesina

121

3.1 Experiencias de práctica de democracia 
campesina en el territorio

125

3.2 La Zona de Reserva Campesina 146
3.3 Mesas Comunales por la Vida Digna de la 

Región
160

Epílogo 221

Bibliografía 225

Observación participante 237

Anexos 238



9

Presentación

Luego de cinco años de ardua e ininterrumpida labor 
académica e investigativa, el programa de maestría en 
Derechos Humanos, adscrito a la Escuela de Derecho y 
Ciencia Política de la Universidad Industrial de Santander, 
presenta a la comunidad universitaria y a la sociedad del 
nororiente colombiano una muestra de los resultados 
de los trabajos de investigación adelantados por los 
defensores en derechos humanos que iniciaron esta noble y 
necesaria travesía de abrir camino en su campo de estudios 
disciplinares en esta región del país, abordando temas 
sensibles y problemáticas álgidas que reflejan la realidad 
de una sociedad que no ha sido ajena a los avatares del 
conflicto armado interno, la desigualdad, la injusticia, la 
corrupción, el miedo y el olvido.

Desde la apertura del programa en julio de 2013, 
con orgullo y satisfacción se hizo pública la presentación 
oficial de este proyecto que estaba en mora de hacerse 
una realidad para la región santandereana, como era el 
que desde la universidad pública se abriera un espacio 
académico dedicado al estudio, la reflexión, pero por sobre 
todo, a la proyección de la universidad en el área de los 
derechos humanos. Un reto no solo para la Universidad 
misma, sino también para la Escuela de Derecho y Ciencia 
Política, que en las dos décadas que lleva de vida académica 
ha buscado dejar su huella a través del compromiso 
misional de formar nuevas generaciones de juristas y 
ciudadanos comprometidos con su región y el país. 



10

La maestría en Derechos Humanos es un espacio 
universitario de estudio y cualificación para todos aquellos 
profesionales y expertos que desean coadyuvar desde el 
campo de la defensa de los derechos humanos haciendo 
aportes significativos a la diversas problemáticas propias 
de la sociedad de nuestro tiempo. Su estructura curricular 
y los contenidos multidisciplinares que la definen se 
pensaron para buscar contribuir a una nueva definición de 
los derechos humanos que no solo atienda a la tradición 
jurídica, sino también a la actual realidad social por la que 
atraviesa el país.

El programa de maestría surge entonces como una 
posibilidad para enriquecer este entorno y para contribuir, 
junto a otras muchas instituciones y organizaciones 
gubernamentales y no gubernamentales vinculadas a 
la defensa y promoción de los derechos humanos, al 
desarrollo académico, intelectual y profesional en el firme 
propósito de promover, investigar e implementar políticas 
públicas e interactuar en procesos de negociación en 
defensa de los derechos humanos.

La presente obra hace parte de un conjunto de trabajos 
investigativos pertenecientes a una colección de libros 
que lleva por título “Estudios Regionales en Derechos 
Humanos”, publicaciones derivadas del proceso de 
investigación que se adelanta en la maestría en Derechos 
Humanos y que tiene por objetivo apoyar la difusión de 
la investigación en este campo y contribuir a la defensa 
y la promoción de los derechos humanos en la región. 
Desde esta perspectiva, el programa de maestría en 
Derechos Humanos no solo propende por la formación 
y cualificación académica y profesional de quienes 
decididamente han optado por asumir esta empresa, sino 
que también se constituye en una oportunidad para que 
las comunidades y los colectivos sociales se apropien de 
este proyecto académico y lo nutran con sus inquietudes 
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y valiosas experiencias en el campo de la convivencia, 
la paz, la reconciliación y la resolución pacífica de los 
conflictos, mediante el abordaje de un variopinto de 
temáticas de amplia y reconocida influencia desde las 
cuales se representa el sentir de las vivencias y expectativas 
de quienes forjan con su entrega, trabajo, dedicación y 
esfuerzo el porvenir de una nación que sufre, se desdibuja, 
pero se levanta y afronta con gallardía procesos de cambio 
que transforman su destino y sus esperanzas de mantenerse 
altiva y constante en alcanzar sus sueños e ideales.

René Álvarez Orozco
Coordinador, Maestría en Derechos Humanos
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Introducción

Los habitantes de lo que hoy se conoce geográficamente 
como el valle del río Cimitarra, ubicado en lo que es el 
centro de la región del Magdalena Medio y, para más fácil 
ubicación, en los municipios de Yondó y Remedios, en 
Antioquia, y Cantagallo y San Pablo, en el sur de Bolívar, 
provienen —en su mayoría—de otras regiones del país, 
de las que sus padres o ellos mismos tuvieron que salir 
desplazados por razones económicas o políticas hace 
cuarenta, cincuenta y hasta sesenta años. 

En su totalidad, lo que se conoce como Magdalena 
Medio es una región conformada, no a partir de una 
decisión política que tuviese que ver con la realización de 
los fines del Estado colombiano para con sus ciudadanos, 
sino de la dinámica de colonización que se fue dando 
alrededor del río Magdalena y el interés de sus pobladores 
en lograr para sí unas condiciones dignas de vida. 

El Magdalena Medio, así como el valle del río Cimitarra, 
es un territorio en donde se traslapan múltiples recursos 
naturales, como el agua, la biodiversidad, los bosques, 
el oro, el petróleo, el carbón y los maderables, con los 
intereses económicos, ambientales, territoriales y sociales 
sobre estos recursos. Por ende, se presenta una constante 
disputa entre la economía campesina y el abandono estatal, 
el latifundio y las políticas económica y mineroenergética.

En estas circunstancias, el campesinado ha vivido 
la sistemática violación de los derechos humanos y las 
infracciones al derecho internacional humanitario, y como 
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único recurso ha decidido organizarse de diferentes formas, 
e, incluso, mediante movilizaciones, ha logrado varios 
acuerdos con el Gobierno nacional, como sucedió tras 
las marchas de 1996 y 1998. Entre estos acuerdos está la 
ejecución de un plan de garantía de derechos humanos y 
de desarrollo integral de la región; sin embargo, según sus 
líderes, los acuerdos fueron incumplidos.

Las experiencias vividas han llevado a las comunidades 
agrarias a fortalecer sus niveles de organización y a hacer 
de la autonomía una práctica de sobrevivencia, entre cuyas 
dinámicas está la convocatoria a las administraciones 
municipales para la concertación social, política, 
económica, ambiental y cultural para la paz, en ejercicio 
de su derecho a la participación ciudadana en las instancias 
de planificación integral y decisión con respecto a su 
territorio, en el marco del escaso aval democrático 
constitucional existente hoy.

Esta persistencia en la organización como principal 
medio de defensa ha sido y sigue siendo atacada, más 
que con argumentos legales coherentes, con acciones 
políticas mediáticas, para destruir la lucha democrática de 
quienes, mediante la exigencia de reconocimiento como 
sujetos políticos obligados a estar en la marginalidad 
de la sociedad, insisten en la organización propositiva 
fundamentada en los derechos humanos enfocados en 
lograr una vida digna.

Al sistematizar, e incluso academizar, los avances de 
la dinámica social dirigida a una transformación de la 
realidad, se hallan con frecuencia vacíos, incoherencias 
y desencuentros entre lo jurídico, lo político y lo 
social. Es el caso de una república unitaria con un 
ordenamiento territorial descentralizado en el que 
existen derechos políticos, como la participación, entre 
los que se encuentra la figura de consulta previa para 
unas comunidades en particular, pero que en la práctica 
desconoce las iniciativas comunitarias populares, mucho 
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más amplias en su aplicación y no excluyentes con 
respecto a la consulta previa.

Para algunas comunidades agrarias históricamente 
excluidas en Colombia, la figura de Zona de Reserva 
Campesina, creada por la Ley 160 de 1994 y reglamentada 
con el Decreto 1777 de 1996, ha sido una destacada 
herramienta para las víctimas del conflicto social, 
económico y armado que se sufre de manera más vívida 
en algunas regiones del país, entre ellas, el valle del río 
Cimitarra. 

En este punto, dos mapas permiten identificar la región 
del valle del río Cimitarra para facilitar la orientación 
geográfica de los lectores, lo que permitirá reconocer 
algunos aspectos del porqué de los conflictos existentes en 
esta parte del territorio nacional.

Gráfico 1. Ubicación de la Zona de Reserva Campesina 
del valle del río Cimitarra (ZRC-VRC) en Colombia, 

según Resolución 028 de 2002 del Instituto Colombiano 
de Reforma Agraria. 

Fuente: Plan de Desarrollo Sostenible ZRC-VRC, 2012-2022.
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Gráfico 2. Mapa de posible ampliación de la Zona de 
Reserva Campesina del valle del río Cimitarra, según 
Resolución 028 de 2002 del Instituto Colombiano 
de Reforma Agraria, ubicado en jurisdicción de los 

municipios de Yondó y Remedios, en Antioquia, y San 
Pablo y Cantagallo, en el sur de Bolívar. 

Fuente: Plan de Desarrollo Sostenible ZRC-VRC, 2012-2022.

Es necesario precisar que aunque el impacto legal 
de la Zona de Reserva Campesina (gráfico 1) es escaso, 
puesto que en la actualidad esta no contiene todos los 
elementos que requiere una verdadera reforma agraria 
y la consecuente solución a los conflictos que rodean 
la tenencia de la tierra en Colombia, buena parte del 
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campesinado organizado en el país ha visto en ella la 
única herramienta para dar fuerza de ley a sus luchas 
por la exigencia de sus derechos, tanto desde el ámbito 
organizativo como el político.

Por esa razón, en el valle del río Cimitarra, y dentro de 
un proceso netamente agrario, las comunidades campesinas 
organizadas incuban y dan a luz constantemente iniciativas 
que pretenden garantizar su defensa y permanencia en el 
territorio y que mantienen la cultura campesina. 

En este trabajo se verá precisamente que hay iniciativas 
que se convierten en propuestas sólidas y efectivas, 
fundamentadas en la creación y práctica de una democracia 
ejercida desde abajo, que por sus particularidades puede 
denominarse democracia campesina.

En lo que tiene que ver con la elaboración 
metodológica, se destaca la capacidad organizativa, 
autodidacta y política de un proceso campesino 
regional que ayuda al fortalecimiento del movimiento 
campesino nacional. 

Esta investigación expone la organización de las 
comunidades campesinas, que utilizan su experiencia en 
el ejercicio de defensa de los derechos humanos y el poder 
popular en medio de un contexto adverso.

La metodología usada combina la etnografía, pues 
es una investigación cualitativa en la que los actores 
participantes han compartido su modo de vida y sus 
apuestas con la autora durante varios años, incluso en 
espacios informales; y la sociojurídica, a partir de la cual 
se hace un análisis normativo nacional e internacional 
enlazándolo con acontecimientos históricos y dinámicas 
sociales alrededor de la democracia. Se utilizan como 
fuentes de recolección de datos la investigación 
documental de normatividad, relatorías de reuniones 
comunitarias, textos, investigaciones, revistas y artículos 
publicados en la web, además, se hacen entrevistas 
semiestructuradas con líderes campesinos. También se 
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cuenta con los diarios de campo de dos sesiones de la Mesa 
Comunal por la Vida Digna. 

La razón de ser del proceso de investigación iniciado 
son las Mesas Comunales por la Vida Digna municipales, 
que son una creación colectiva y organizada. En ese 
sentido, es necesario destacar que la autora hace parte de la 
Asociación Campesina del Valle del Río Cimitarra – Red 
Agroecológica Nacional y que ha tenido contacto directo 
tanto con las comunidades campesinas que viven en el 
radio de acción de esta organización social de base como 
con la Mesa Comunal por la Vida Digna desde el año 
2008, participando en algunas sesiones como facilitadora 
en el tema de derechos humanos y derecho internacional 
humanitario. También acompañó, de manera constante, el 
proceso de reactivación de la Mesa Comunal de Remedios 
durante año y medio, desde mediados del 2012 hasta 
noviembre de 2013, y en el año 2015 tuvo el papel de 
facilitadora de las mesas comunales de los municipios de 
Remedios y Segovia, Antioqua. A partir de lo anterior se 
hacen las siguientes consideraciones éticas.

Teniendo en cuenta que la investigación busca analizar 
la puesta en práctica de una propuesta que contiene 
el ejercicio de los derechos políticos históricamente 
vulnerados y negados al campesinado del valle del río 
Cimitarra, existe un riesgo para los líderes entrevistados, 
quienes son referentes de la lucha agraria del campesinado 
en el Magdalena Medio. 

Esos líderes son:

Gilberto Guerra, campesino desplazado de Puerto 
Berrío, quien ha sido perseguido judicialmente en 
dos ocasiones y también ha sido objeto de atentados 
en zona rural del valle del río Cimitarra por parte 
de paramilitares. Asumió su responsabilidad en la 
dirigencia campesina desde hace treinta y cinco años 
y es conocedor y protagonista de la organización 
y la democracia campesina en la región. Hoy es el 
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coordinador general de la Asociación Campesina del 
Valle del Río Cimitarra - ACVC.

Álvaro Manzano, campesino de tiempo completo, 
como se autodefine, judicializado injustamente en dos 
ocasiones, también tiene una larga experiencia en la lucha 
agraria del Magdalena Medio. Hoy es asesor de la Mesa 
Comunal por la Vida Digna y de diversas juntas de acción 
comunal por la Vida Digna de Yondó, y hace parte de la 
dirigencia de la ACVC. 

María Irene Ramírez, una campesina nacida y criada 
en el valle del río Cimitarra, víctima del conflicto armado, 
asumió la dirigencia desde el año 2008 en medio de una de 
las crisis de persecución más fuertes contra la ACVC y hoy 
es la representante legal de esta organización campesina. 

Eladio Morales Polo, quien primero fue dirigente 
popular en Barrancabermeja, luego, y debido al 
desplazamiento forzado del que fue víctima junto con 
su familia, asumió la lucha campesina como propia. 
Judicializado en una ocasión, también vivió junto con sus 
hijos la judicialización de su esposa. Luego, en el año 2000 
se fue a vivir en el valle del río Cimitarra, donde asesoró 
Juntas de Acción Comunal y luego las Mesas Comunales 
por la Vida Digna de los cinco municipios, especialmente 
desde el año 2011, y actualmente hace parte del equipo 
responsable del trabajo regional de la ACVC. 

Javier Amaya, un dirigente campesino que se vinculó al 
trabajo de la ACVC en el año 2010. Hoy, como los demás, 
hace parte de la dirigencia de esta organización con el cargo 
de coordinador de la seccional media. 

De acuerdo con los parámetros establecidos para este 
tipo de investigaciones, la autora solicitó carta de aval 
a la Asociación Campesina del valle del río Cimitarra 
Red Agroecológica Nacional, no solo para acreditar el 
consentimiento con respecto a la realización de este 
trabajo, sino su apoyo para su elaboración. Este documento 
se adjunta en los anexos, junto con fotografías tomadas en 
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diferentes actividades y las dos fichas de diario de campo de 
la observación participante (véanse los anexos). 

En el primer capítulo, cuyos temas son  las luchas 
agrarias y el derecho a la vida digna, se hará un bosquejo 
de la lucha campesina que se ha orientado, en el caso del 
valle del río Cimitarra, hacia el derecho a una vida digna. 
En este reclamo de garantía se destacarán algunos avances 
y retrocesos expresados en acciones políticas y normativas 
que a su vez han servido de insumos para la producción 
y reproducción de propuestas desde el movimiento 
campesino, y que irán hilando el proceso de las luchas 
agrarias por el territorio. 

En el segundo capítulo se mostrará el ejercicio de 
democracia desarrollado en el valle del río Cimitarra. Se 
partirá de los contenidos universales de la democracia 
para continuar con el derecho internacional de los 
derechos humanos, pasando al derecho constitucional 
colombiano, para de allí enlazar la democracia con los 
derechos humanos que la sustentan y resultan esenciales 
para ejercerla. Posteriormente, se procederá a caracterizar 
la práctica democrática que se da en el valle del río 
Cimitarra, a la que en este trabajo se ha denominado 
democracia campesina.

En el tercer capítulo, titulado “Las Mesas Comunales 
por la Vida Digna como ejercicio de democracia 
campesina”, se explicará qué es una zona de reserva 
campesina, para luego pasar a lo que, con base en 
experiencias organizativas, apuestas políticas y procesos 
de formación interna, el campesinado del valle del río 
Cimitarra creó y denominó Mesas Comunales por la Vida 
Digna, estructura que reúne buena parte de las expresiones 
organizadas de la región.

Finalmente, se espera que este trabajo lleve a quien lo lea 
a tener una mirada general de lo que representan las Mesas 
Comunales por la Vida Digna como parte de un proceso 
particular de las comunidades campesinas del valle del río 
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Cimitarra. Este proceso surge a partir de una propuesta 
de ejercicio de democracia con características propias del 
campesinado que se organizó con un fuerte componente de 
lucha acumulada y que desemboca en el trabajo continuo 
por la integralidad de los derechos humanos.

Las mesas comunales, como estructuras que hacen 
parte de lo que se denominó democracia campesina, 
resultan ser hoy una expresión, desde lo popular y con sus 
particularidades, del ejercicio de la democracia. 
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1. Las luchas agrarias y el derecho a la 
vida digna

La relación con la tierra en sus enfoques de 
distribución, tenencia, producción y despojo en 
Colombia ha sido una problemática de especial interés 
para algunas investigaciones académicas, cuya mayor 
expresión es el estudio de las luchas agrarias1. Pese a que 
los Gobiernos no han puesto la atención debida al tema 
agrario, este ha estado presente de manera diferenciada 
en las agendas públicas de las administraciones del 

1	 La bibliografía escrita en torno a las luchas agrarias en Colombia 
es sumamente extensa, aquí algunos de los libros más reconocidos 
en el ámbito académico: ZAMOSC, León. La cuestión agraria y 
el movimiento campesino en Colombia. Ginebra: Unrist, 1987; 
BEJARANO, Jesús. Economía de la agricultura. Bogotá: Tercer Mundo 
-Universidad Nacional - IICA, 1998; MACHADO, Absalón. La 
cuestión agraria en Colombia a fines del milenio. Bogotá: El Áncora 
Editores, 1998; BEJARANO, José Antonio. Campesinado, luchas 
agrarias e historia social: notas para un balance historiográfico. En: 
Anuario colombiano de historia social y de la cultura. Bogotá: 1983, 
n.°11, pp. 251-304. También se puede consultar GILHODES, 
Pierre. Las luchas agrarias en Colombia. 4.a ed. Bogotá: Ecoe 
Editores, 1988; DÍAZ CALLEJAS, Apolinar. La cuestión agraria: 
reformismo, desarrollismo o conflicto social. Bogotá: Fescol, 1986. 
FALS BORDA, Orlando. Historia de la cuestión agraria en Colombia. 
4.a ed. Bogotá: Carlos Valencia Editores, 1982; LEÓN MONCAYO, 
Héctor. La cuestión agraria hoy: Colombia, tierra sin campesinos. 
Bogotá: Publicaciones Ilsa, 2008; MACHADO, Absalón. Problemas 
agrarios colombianos. Bogotá: Siglo Veintiuno Editores - Cega, 1986; 
MACHADO, Absalón. El problema agrario en Colombia y sus 
soluciones. Bogotá: Dintel, 1981, y FAJARDO, Darío. Haciendas, 
campesinos y políticas agrarias en Colombia, 1920-1980. Bogotá: 
Centro de Investigaciones para el Desarrollo, 1986.
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Estado, y se ha dinamizado en momentos en que las 
organizaciones agrarias exigen sus derechos y evidencian 
su voz de protesta. 

Las luchas agrarias han sido una variable 
determinante para comprender la historia del país. 
Incluso en la actualidad, cualquier investigador que haga 
un análisis sociopolítico de contexto no puede dejar de 
lado esta problemática.

En el 2012, el Gobierno de Juan Manuel Santos hizo 
público un proceso de diálogo con el grupo insurgente 
FARC-EP. Como primer punto de la agenda de 
negociación se concretó una propuesta de reforma agraria 
integral, que busca dar salida a un sinfín de problemas 
del campo colombiano. Se trató de un intento de los 
campesinos por avanzar en las históricas reivindicaciones 
de las organizaciones agrarias y en la garantía para exigir 
sus derechos.

Inicialmente, en el presente capítulo se hará una breve 
aproximación histórica a las luchas agrarias en Colombia 
desde inicios del siglo XX. En un segundo momento se 
dará una mirada al Magdalena Medio, una región en la 
que los conflictos agrarios han tenido dinámicas, actores y 
escenarios diversos. En un tercer momento se expondrá la 
experiencia de lucha de la Asociación Campesina del Valle 
del Río Cimitarra por el derecho al territorio y a una vida 
digna.

1.1 Aproximación histórica a las luchas agrarias por 
el territorio

El control de la tierra ha sido la fuente de acumulación 
de riqueza y de poder de más larga duración en la historia 
de Colombia. El reparto de tierras en encomiendas 
posibilitó que las autoridades coloniales formaran élites 
regionales que dirigieron el proceso de independencia y a 
su vez solidificaron el modelo económico de la hacienda. 
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Luego, durante el siglo XIX, las guerras civiles y las luchas 
por la propiedad del territorio dieron paso a un complejo 
proceso de fragmentación del poder en manos de caudillos 
regionales, apoyados por ejércitos de peones financiados 
por los hacendados. 

Justamente, fue la mentalidad de que la acumulación 
de riqueza y poder estaba en la posesión de la tierra la 
que influyó en el Gobierno para que pagara las deudas de 
guerra y los servicios militares de los vencedores asignando 
tierras baldías. De esta manera, las guerras fortalecieron 
capas de propietarios y dinamizaron la concentración de 
tierra en Colombia. 

Con el fin de la guerra de los Mil Días (1901-1903), 
conflicto civil con el que inicia el siglo XX, y el régimen 
del Partido Conservador, conocido como la hegemonía 
conservadora (1885-1930), se pone en evidencia que las 
garantías legales de la propiedad son privilegio de una élite 
económica. Si bien el Gobierno intentó desarrollar una 
serie de leyes para democratizar el acceso a la tierra durante 
las dos primeras décadas del siglo XX2, estas no cambiaron 
la estructura del monopolio y el poder terrateniente. La 
demagogia impulsada desde el Ministerio de Agricultura, 
creado en 1913, empezó a hacerse evidente en el 
momento en que las disputas con colonos y campesinos 
se agudizaron. Esto dio origen, en la década de 1920, 

2	 Ejemplo de esta serie de normas son la Ley 56 de 1905, que permitió 
una mayor adjudicación a colonos e introdujo algunos mecanismos 
para obligar al uso económico de las tierras adjudicadas. También 
aparecen el Código Fiscal de 1912, que le dio una definición a los 
territorios baldíos y dispuso que su propiedad se adquiere por el 
cultivo o su ocupación con ganado, y la Ley 71 de 1917, que trataba 
de defender y proveer a los cultivadores de exiguas porciones de 
terrenos del Estado; sin embargo, favorecía a los terratenientes al 
limitar la propiedad de los pequeños propietarios. Para un análisis más 
detallado de la legislación y políticas en Colombia, se puede consultar 
MACHADO, Absalón. Políticas agrarias en Colombia 1900-1960. 
Bogotá: Centro de Investigaciones para el Desarrollo, 1986.
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a grandes conflictos agrarios y a un cuestionamiento al 
poder terrateniente. 

Solo con la Ley 200 de 1936 se reconoció la propiedad 
adquirida por prescripción, de manera que la ocupación 
de tierras generaba derechos de señor y dueño a los veinte 
años. Esta norma, que buscó favorecer a los campesinos 
colonizadores, fue más aprovechada por los hacendados 
que legalizaron, mediante juicios de pertenencia, la 
propiedad de grandes extensiones de tierras comunales, 
baldíos y áreas de uso público, como ciénagas y playones.

Aunque la historiografía tradicional enfatiza en que 
fue la administración liberal de Alfonso López Pumarejo 
y su propuesta política de Revolución en Marcha las que 
incidieron directamente en la formulación de la Ley de 
Tierras, dejan de lado el papel que jugó el campesinado 
colombiano. Este, en el reclamo de sus derechos y en su 
lucha por el acceso a la tierra, propició el escenario para la 
formulación de esta norma.

En efecto, fueron las luchas agrarias desarrolladas 
a inicios de la década de 1920 las que propiciaron un 
ambiente favorable para que se oficializara una política 
agraria democrática. Las primeras expresiones de resistencia 
al latifundio se ubicaron en algunas zonas cafeteras de 
Cundinamarca y Tolima, y en áreas como Córdoba, 
destinadas a otros cultivos. En algunas de estas regiones, 
el Partido Socialista Revolucionario adelantó labores 
de organización sindical y política entre campesinos, 
jornaleros e indígenas. Estas ideas tuvieron una especial 
acogida en décadas posteriores. La lucha de los campesinos 
contra la hacienda como modelo de producción empezó a 
tener carácter y repercusiones en el ámbito nacional, como 
bien lo describe Darío Fajardo:

A partir de 1925 los conflictos se generalizaron y 
hasta 1933 cerca de 36 de las haciendas más grandes 
en el occidente cafetero de Cundinamarca enmarcaban 
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los conflictos, suscitados inicialmente en torno de las 
condiciones de trabajo y en el derecho de los arrendatarios 
y aparceros a sembrar café en sus parcelas […] estas 
reivindicaciones respondían necesariamente a las nuevas 
condiciones de la economía, frente a las cuales el régimen 
de las haciendas constituía una monumental cortapisa3.

Una de las manifestaciones más comunes de lucha 
contra las restricciones que generaba la hacienda se 
presentó bajo la modalidad de siembras clandestinas de 
café en baldíos cercanos a las propias haciendas. Una vez 
eran descubiertas por los hacendados o sus capataces, las 
siembras eran destruidas por la policía, que se encontraba 
al servicio de los terratenientes. Estas acciones represivas, 
además de impedir que los campesinos accedieran a 
la tierra, servían para afianzar el expansionismo de la 
hacienda sobre los baldíos. Frente a dichas acciones, 
los campesinos que recibían asesoría de dirigentes 
comunistas, socialistas y liberales, se organizaron en 
ligas y sindicatos agrarios buscando protección legal y 
desarrollando formas de autodefensa para mantener la 
posibilidad de acceso a la tierra4. 

La lucha por los baldíos se visibilizó principalmente 
en el Sumapaz y en algunas zonas del Tolima, pero tuvo 
repercusiones nacionales debido a que no solamente exigía 
tierra para el que la trabajaba, sino que ponía en duda el 
modelo de producción imperante. Cuando se resolvía el 
caso por vía judicial, en la mayoría de las veces se entregaba 
la tierra baldía al terrateniente. Esto evidenciaba la 
parcialidad del ordenamiento legal que pretendía responder 
a un cambio en el modelo hacendatario. 

3	 FAJARDO, Darío. Haciendas, campesinos y políticas agrarias en 
Colombia, 1920-1980. Bogotá: Centro de Investigaciones para el 
Desarrollo, 1986. p. 47.

4	 Al respecto se puede consultar: SÁNCHEZ, Gonzalo. Las ligas 
campesinas en Colombia. Bogotá: Ediciones Tiempo Presente, 1977.
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A la actividad política revolucionaria del Partido 
Socialista de los Trabajadores, que en 1930 se conocería 
como el Partido Comunista de Colombia, se sumaba la 
actividad reformista de la Unión Nacional de Izquierdas 
Revolucionarias (UNIR), partido dirigido por el liberal 
Jorge Eliécer Gaitán. La definición ideológica de la 
lucha agraria empezó a tener un carácter programático 
e ideológico en el que, entre otras cosas, se exigía la 
eliminación del latifundio y la confiscación de tierras y 
ganados monopolizados en beneficio de los campesinos 
y, además, se pretendía que las fincas con alto nivel de 
productividad fueran administradas por cooperativas. 
Otra de las exigencias era el reconocimiento de las 
comunidades indígenas y las mejoras en las condiciones 
laborales para los trabajadores agrícolas5. Según datos 
presentados por Fajardo: 

El transcurso de los años treinta vio aumentar los 
conflictos y la participación campesina en ellos. 
Algunos cálculos sobre el número de campesinos 
envueltos en estas movilizaciones arrojan cifras 
cercanas a 30.000 personas, volumen considerable 
si se tiene en cuenta que en Cundinamarca había 
50.000 arrendatarios en 1938, según el censo 
realizado ese año6.

Las pugnas entre el presidente Alfonso López 
Pumarejo y los terratenientes, y de estos con los 
campesinos, muestran un «orden institucional fundado 
sobre la hegemonía política del sector agrario»7. López 

5	 MEDINA, Medófilo. Historia del Partido Comunista de Colombia. 
Tomo I. Bogotá: Centro de Estudios e Investigaciones Sociales, 1980. 
pp. 219 y 220.

6	 FAJARDO. Op. cit., p. 48

7	 PECAUT, Daniel. Política y sindicalismo en Colombia. Medellín: 
Editorial La Carreta, 1973. p. 132.
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intentaba cambiar ese orden impulsando un modelo 
de industrialización por sustitución de importaciones 
que requería una intervención estatal en la economía 
colombiana en su conjunto y, en especial, en la economía 
rural, con miras a una reforma agraria. Con la Ley 200 se 
calmó la agitación que se vivía en el campo y se legalizó la 
subdivisión de grandes dominios y plantaciones que habían 
estado en proceso durante varios años. Sin embargo, esta 
ley no cumplió su gran objetivo, que era la redistribución 
de la gran propiedad, y, muy por el contrario, dividió 
al movimiento campesino, que fue lenta y hábilmente 
absorbido por las banderas del Partido Liberal. 

Para Machado, la Ley 200 desorientó el movimiento 
campesino, que entró en un proceso de disolución. La falta 
de orientación política de los partidos de izquierda que 
pudiera dar continuidad a la lucha fue el principal factor de 
deterioro de la lucha agraria:

El Partido Liberal sirvió como instrumento de los 
intereses de los terratenientes, desbaratando las 
luchas agrarias y garantizando la propiedad a los 
latifundistas8. 

A pesar de que entre 1936 y 1945 los sindicatos y ligas 
campesinas se reconocieron legalmente, estos obedecían 
al proceso de institucionalización y control del Partido 
Liberal sobre los movimientos campesinos. De modo que 
se limitó cualquier tipo de descontento y se fortaleció el 
latifundio. El estancamiento de las luchas agrarias que se 
produce durante esta década va a florecer nuevamente en el 
periodo de La Violencia (1945-1958), pero en esta ocasión 
con elevados niveles de represión contra el campesinado. 

8	 MACHADO, Absalón. Políticas agrarias en Colombia 1900-1960. 
Bogotá: Centro de Investigaciones para el Desarrollo, 1986. p. 57.
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Un factor detonante de La Violencia fue la instauración 
de la Ley 100 de 1944, o ley de aparcería, cuya 
consideración era que los contratos de aparcería eran de 
conveniencia pública, además de que extendió el periodo 
de diez años previsto en la Ley 200 de 1936 para la 
reversión al Estado de aquellas propiedades a las cuales 
no se les diera una utilización económica. Con esta ley se 
amplió a cinco años más la reversión, siempre y cuando 
los propietarios de estos terrenos celebraran contratos de 
aparcería. Con la instauración de la ley de aparcería fueron 
muchos los sectores campesinos que perdieron la esperanza 
en una reforma agraria implementada por vía institucional, 
y al quedar nuevamente la tenencia de las tierras más aptas 
para los cultivos en manos de terratenientes, el fenómeno 
de la colonización volvió a dinamizarse. 

El control que intentó instaurar el liberalismo en las 
organizaciones campesinas gradualmente se desgastó, 
siguiendo una clara tendencia autoritaria que confluía en 
la lógica internacional de la Guerra Fría. Para 1945, con 
el gobierno interino del liberal Alberto Lleras Camargo, 
aumentó el nivel de represión hacia las organizaciones 
campesinas e indígenas que exigían reivindicaciones 
por la tierra. Kalmanovitz, al referirse a las condiciones 
económicas para la inversión, considera:

Hay cierto acuerdo básico entre las clases dominantes 
en que el auge de la acumulación se garantizará solo si 
reprime el movimiento democrático, lo cual se expresa en 
la ruptura de la incómoda alianza de dos lustros entre el 
Partido Liberal y los sindicatos durante el corto periodo 
de Lleras Camargo, la represión contra las huelgas y 
movimientos solidarios que estas arrastran de manera 
creciente […] con toda una serie de concesiones a la clase 
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terrateniente que golpean las aspiraciones democráticas 
del campesinado9.

Fueron varias las ocupaciones de haciendas y baldíos 
realizadas por campesinos en su lucha por la tierra, 
principalmente en el Cauca, Tolima, Cundinamarca y 
Huila. Esta situación avivó, entre los terratenientes —
que constituyeron ejércitos de peones para «defender» su 
derecho a la propiedad—, las razones para justificar actos 
de violencia. En algunas zonas estos actos tuvieron la 
concupiscencia del Estado, como fue el caso de la vereda 
Chulavita en Boavita, Boyacá, que daría el nombre a uno 
de los grupos de sicarios más reconocidos del régimen 
conservador. Similar situación se vivió en la región del 
norte del Valle del Cauca, donde los denominados pájaros 
utilizaban el aparataje estatal para cometer sus crímenes y 
desplazar así a campesinos colonos. 

La respuesta a estos niveles de violencia y represión 
hacia el campesino no se hizo esperar. La lucha agraria, 
que anteriormente había tenido un carácter pacífico, tuvo 
en las armas su mejor opción. Campesinos apoyados por 
dirigentes liberales y comunistas crearon guerrillas en 
los Llanos Orientales, el noroccidente cundinamarqués, 
Antioquia y en el sur del Tolima como defensa contra 
la persecución desatada en su contra10. A pesar de que 
durante la dictadura militar del general Gustavo Rojas 
Pinilla (1953-1957) se buscó un acuerdo de paz con las 
guerrillas liberales, especialmente con las de los Llanos, este 

9	 KALMANOVITZ, Salomón. Desarrollo capitalista en el campo 
colombiano. En: ARRUBLA, M. Colombia hoy. Bogotá: Siglo XXI, 
1978. p. 295. 

10	 Al respecto se pueden consultar los siguientes libros, entre otros: 
FRANCO ISAZA, Eduardo. Las guerrillas del llano. Bogotá, 1959; 
LEÓN HERRERA, Eduardo. Lo que el cielo no perdona. Bogotá: 
Editorial Argra, 1954; MARULANDA VÉLEZ, Manuel. Cuadernos 
de campaña. Bogotá: Editorial Abejón Mono, 1973.
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fenómeno de violencia marcó el desarrollo de las luchas 
agrarias en Colombia durante los siguientes años. 

En efecto, la imposibilidad del Estado de garantizar 
la vida de los dirigentes guerrilleros desmovilizados y de 
propiciar escenarios favorables de distribución de tierras al 
campesino colono generó una división en la lucha agraria. 
Por un lado, se encontraba el sector rural que aún confiaba 
en la institucionalidad y reclamaba sus derechos por vía 
legal, cuyo proyecto agrario se concretó en la Asociación 
Nacional de Usuarios Campesinos (ANUC), y por otro, 
el sector que consideraba que sus reivindicaciones debían 
exigirse por vía armada, para configurar una posibilidad 
revolucionaria de toma de poder. Este último grupo dio 
cabida al surgimiento de las guerrillas de las FARC, ELN y 
EPL en la década de los sesenta.

Con el fin del periodo de La Violencia y el inicio del 
Frente Nacional (1958-1974), los Gobiernos bipartidistas 
buscaron afianzar el control sobre los sectores populares 
dentro del cauce institucional. Esta labor se realizó 
haciendo propaganda de «la reconstrucción nacional 
como propósito de los colombianos», situación que 
les facilitó a los dos partidos tradicionales etiquetar 
como enemigo público a los sectores que estuvieran 
en contra del Frente Nacional. Mientras que la lucha 
agraria atendía a las dos agendas políticas reivindicativas 
mencionadas anteriormente, el Frente Nacional como 
proyecto político hacía lo propio para contrarrestarlas. En 
sus inicios utilizó instrumentos en materia social como la 
Ley 135 de 1961, que buscó privilegiar la colonización 
de baldíos, pero no afectó de manera sustancial la alta 
concentración de la tierra en manos privadas y encontró 
rápidamente resistencias de sectores terratenientes y de 
facciones conservadoras. 

Esta ley, que se enmarcaba en una propuesta continental 
impulsada por Estados Unidos conocida como la 
Alianza para el Progreso, creó el Instituto Colombiano 
de la Reforma Agraria (Incora), que, aunque dinamizó 
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planes de expropiación de tierras principalmente en la 
costa colombiana, no logró acoger una reforma agraria 
integral, y se conviritó rápidamente en una institución 
burocratizada11. El último intento gubernamental serio 
de resolver el problema de distribución de la tierra fue la 
reforma agraria emprendida por el presidente Carlos Lleras 
Restrepo (1966-1970), quien llegó incluso a proponer 
una alianza con el campesinado, y para lograrla impulsó 
la ANUC, que se transformó rápidamente en un vasto 
movimiento social de poco más de un millón de afiliados. 
En muchas regiones, ante la frustración de la reforma 
durante el gobierno de Misael Pastrana (1970-1973), 
integrantes de esta asociación invadieron y reclamaron 
cerca de dos mil haciendas entre 1971 y 197512. 

En un principio, la ANUC contaba con una 
importante base campesina; sin embargo, con la 
cooptación institucional que vivió esta organización, 
políticos tradicionales y terratenientes acudieron al 
llamado oficial. De acuerdo con el análisis de Zamosc, 
la gran ventaja de la ANUC, pero al mismo tiempo su 
debilidad, era la gran heterogeneidad de sectores que 
la componían. La organización abarcó desde jornaleros 
sin tierra hasta campesinos ricos, pasando por colonos, 
minifundistas e indígenas. Los diversos intereses y formas 
de lucha exhibidos por cada sector arrojaron resultados 
bien diferentes. En las áreas minifundistas se actuó con 
una lógica más gremial y de concertación, en las de 
colonización hubo más propensión a la acción directa13. 

El poder político y social de la ANUC, manifestado en 
movilizaciones y toma de tierras, rápidamente encontró en 

11	 FAJARDO. Op. cit., p. 101-110.

12	 REYES, Alejandro. Guerreros y campesinos. El despojo de la tierra en 
Colombia. Bogotá: Grupo Editorial Norma, 2008.

13	 ZAMOSC, León. Los usuarios campesinos y su lucha por la tierra. 
Bogotá: CINEP, 1982. p. 212-230.
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el Gobierno y los grandes latifundistas sus peores enemigos. 
Para inicios de 1972, el Gobierno, junto con algunos 
congresistas, representantes de terratenientes, que vieron 
amenazados sus intereses económicos con los intentos de 
reforma agraria, decidieron reunirse en Chicoral, Tolima, 
para acordar una reorientación de la política agraria con 
un énfasis en la producción y el mercado por medio del 
crédito, la asistencia técnica y los precios internos de 
sustentación, dejando de lado el problema central de la 
concentración de la tierra, en lo que se conoció como el 
Pacto de Chicoral14. 

El Pacto de Chicoral también intentó romper las bases 
de las organizaciones campesinas, consideradas por el 
Gobierno y los terratenientes como las generadoras del 
«malestar político social» que vivía en esos momentos la 
nación. Desde la firma del Pacto de Chicoral en enero de 
1972, el movimiento campesino encaminó sus fuerzas a 
rechazar la propuesta gobiernista y a movilizarse en torno 
a la ya creada ANUC por la defensa de los derechos de 
los trabajadores del agro y una posibilidad real de reforma 
agraria. En tal sentido, la estrategia pastranista fue 
señalar que no aceptaría la propuesta de los campesinos 
por considerar que era una «reforma agraria de tipo 
comunista», ni tampoco que se utilizara a la ANUC 
como «instrumento del proselitismo comunista entre las 
clases campesinas»15.

Con esta estrategia la administración Pastrana 
empezó la división organizativa de la ANUC. Pese a los 

14	 La reunión, presidida por el ministro de Agricultura del Gobierno 
Pastrana, Hernán Jaramillo Ocampo, estableció un Plan Nacional 
Agrario ateniente a «poner en ejecución una política de ejecución y 
otra de mercadeo», en la cual el Gobierno garantizara a los campesinos 
«crédito, asistencia técnica, mercadeo y precios de sustentación para 
asegurarles al máximo la participación en el programa». En: El Tiempo. 
Bogotá. Enero, 1972. pp. 1 y 6.

15	 Ibid. p. 1.
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señalamientos, la Asociación continuó su lucha por la 
«recuperación de tierras» para los campesinos, y convocó, 
en julio de 1972, el II Congreso en Sincelejo, Sucre, donde 
se ratificaría el Mandato Campesino, que era la respuesta 
directa al Pacto de Chicoral. En la realización de este 
evento, que posteriormente jalonaría a los sectores adeptos 
al Frente Nacional para convocar un encuentro paralelo 
en noviembre del mismo año, esta vez en la ciudad de 
Armenia16, el Gobierno Pastrana no tuvo participación 
financiera ni logística. Con el desmoronamiento y la 
división de la ANUC, las luchas agrarias en los años 
siguientes tomaron un tinte distinto. Para los años ochenta, 
mientras que la ANUC se debatía entre la fragmentación 
y los intentos de unidad desde arriba, surgieron nuevas 
organizaciones que reunían a los campesinos bajo distintas 
propuestas de identidad. Las hubo locales y regionales, 
muy ligadas a sectores cívicos; otras fueron de carácter 
político, como expresiones de la izquierda, mientras que 
otras fueron promovidas desde la misma Iglesia.

Desde finales de los ochenta hasta la actualidad y con 
el paso que se presentó hacia un modelo aperturista y 
el desbordamiento de las violencias en las regiones, los 
campesinos modificaron sus repertorios de protesta, 
diversificaron sus demandas y abandonaron el énfasis 
exclusivo en la tierra y las condiciones de subsistencia. De 
esta forma se empiezan a asumir elementos de ciudadanía 
más amplia; es decir, se pasa a exigir derechos que abarcan 
una amplia gama de reivindicaciones, no exclusivamente 
el derecho a la tierra, sino una posibilidad democrática real 
de decisión política sobre los territorios, fenómeno que será 
analizado más adelante.

16	 PÉREZ, Jesús María. Luchas campesinas y reforma agraria. Memorias 
de un dirigente de la ANUC en la Costa Caribe. Bogotá: Centro de 
Memoria Histórica, 2010. pp. 43-73.
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1.2 Luchas agrarias por el territorio en el 
Magdalena Medio – colonización y guerra

Al caracterizar al campesinado en el Magdalena Medio 
se puede decir que al ser una región de colonización 
tardía los inmigrantes mantuvieron el ropaje cultural de 
las regiones de procedencia. En su mayoría, estos colonos 
con múltiples identidades han construido un territorio de 
sociedades campesinas diferenciadas por su cultura, sus 
capacidades productivas, sus economías, sus relaciones 
políticas y sociales y los tipos de organizaciones y conflictos 
en los que han participado. 

En cuanto a la colonización reciente, en el siglo pasado 
el Magdalena Medio fue un lugar de asentamiento 
y refugio para algunos excombatientes liberales de la 
guerra de los Mil Días. En efecto, el río Magdalena y sus 
afluentes son zonas obligadas de tránsito para los liberales 
alzados en armas contra el Gobierno conservador y la 
Regeneración. La presencia de estos excombatientes en la 
historia del poblamiento principalmente se presentó en La 
Dorada, Puerto Wilches y lo que hoy es Yondó, centros 
de expansión y presencia histórica del liberalismo y ejes 
configurativos de la tradición de lucha agraria en la región. 
Un segundo momento de colonización, que se presentó 
desde la década del treinta hasta los años sesenta del siglo 
pasado, se inscribe en el campo de las luchas resultantes de 
la relación trabajo asalariado -capital y de la relación entre 
campesinos sin tierra y terratenientes. En este periodo 
sobresalen los braceros, los trabajadores ferroviarios, los 
asalariados petroleros y las ligas campesinas como grupos 
fundamentales de resistencia. 

En la historiografía del Magdalena Medio hay un lugar 
común según el cual, durante el siglo XX, se presenta 
un primer periodo de colonización entre 1930 y 1950, 
caracterizado por la terminación de los ferrocarriles, la 
presencia de empresas petroleras y la consolidación de La 
Dorada, Puerto Berrío y Barrancabermeja como centros 
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económicos y comerciales de alguna importancia. Un 
segundo momento está comprendido por la colonización 
desde mediados del siglo XX hasta la actualidad, 
determinada en buena medida por la situación del conflicto 
y violencia que ha experimentado el país17.

Al respecto, dice Gilberto Guerra18: 

La colonización es casi que una necesidad de los 
campesinos desde hace muchos años; desde entonces, 
desde la juventud de muchos de nosotros hemos vivido 
esta misma experiencia en las luchas de colonización 
sin pasar de inmediato por procesos organizativos 
todavía, pues construidos o estructurados como hoy 
existen, pero si existían desde los sesenta, setenta que 
tenga conocimiento en la región del Magdalena Medio, 
especialmente en la zona de Berrío, La Dorada, Boyacá, 
estas tres ciudades grandes que son hoy muy importantes 
en el Magdalena Medio y muy tenidas en cuenta en el 
desarrollo comercial que eran espacios de colonización 
alrededor de todos estos procesos productivos. Si bien 
reconocemos y recordamos, tanto Boyacá como Puerto 
Berrío y La Dorada eran municipios convertidos ya en un 
gran desarrollo urbanístico que tenían como sustento la 
economía la producción agrícola19.

17	 Esta tesis es compartida en las siguientes investigaciones: MURILLO 
POSADA, Amparo. Historia de localidades en la región del 
Magdalena Medio. Medellín. Plan Nacional de Rehabilitación, 
Colcultura, 1991; ALONSO, Manuel Alberto. Conflicto armado 
y configuración regional. El caso del Magdalena Medio. Medellín: 
Editorial Universidad de Antioquia, 1996. PRADA, Esmeralda. 
Luchas campesinas en el Magdalena Medio 1990-2001. En: Mauricio 
ARCHILA et al. Conflictos, poderes e identidades en el Magdalena 
Medio, 1990-2001. Bogotá: Colciencias-CINEP, 2006.

18	 Dirigente campesino, colono de Puerto Berrío y, a raíz del despojo 
violento de las tierras de su familia, junto con otras familias, colono del 
valle del río Cimitarra. Además, es el fundador y coordinador general 
de la Asociación Campesina del Valle del Río Cimitarra. Referente de 
la lucha agraria en el Magdalena Medio.

19	 GUERRA, Gilberto. Derechos y resistencia campesina 3. 
[Videograbación]. Barrancabermeja. 21 de marzo de 2015. 119 minutos.
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Efectivamente, desde los años cincuenta, ante el 
desplazamiento masivo de campesinos del interior del 
país afectados por la violencia, el proceso de poblamiento 
sobrepasó la zona petrolera y se realizó sobre un mayor 
número de territorios de la región, mientras la colonización 
campesina se extendía hacia los valles y el piedemonte de 
la cordillera. La colonización, impulsada por el Gobierno 
nacional, fue de carácter militar, y, en palabras de 
Esmeralda Prada: 

Adjudicó terrenos baldíos de 200 hectáreas a reservistas 
y miembros retirados de las Fuerzas Armadas. Este 
programa se reformuló y se creó un instituto de 
colonización e inmigración para colonizar las tierras 
baldías […] El programa de colonización se desarrolló en 
el sur del Magdalena Medio santandereano, en especial 
en Cimitarra, lo que atrajo a nuevos inversionistas, entre 
ellos empresas madereras y constructoras de vías20. 

1.2.1 De 1960 a finales de los setenta. La presión 
por la tierra se acentuó en la década de los sesenta, 
principalmente en los municipios de Cimitarra21 y San 
Vicente de Chucurí en Santander y Yondó en Antioquia, 
mientras que florecía la vocación agropecuaria regional 
alrededor de la ganadería y de los cultivos comerciales 
como el algodón, el arroz y los cereales, a la par que las 
economías campesinas ganaban espacio regional. En la 
misma década, la agroindustria de la palma en Puerto 
Wilches y San Alberto atrajo a la región una nueva ola de 

20	 PRADA. Op. cit., p. 171.

21	 Es importante aclarar que en el Magdalena Medio hay dos Cimitarras: 
una corresponde al municipio de Santander, al que hace referencia 
Esmeralda Prada; la otra está en la región del valle del río Cimitarra, 
que corresponde a los municipios de Cantagallo, San Pablo de Bolívar, 
Yondó y Remedios, en Antioquia. Esta región recibe ese nombre dentro 
del Magdalena Medio porque la cruza el cauce del río Cimitarra
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migrantes e inversionistas que competían con los colonos y 
campesinos asentados en el territorio, y el conflicto social 
se agudizó con las demandas de los trabajadores agrícolas, 
sindicatos y pobladores urbanos. Un momento destacado 
de visibilización de este conflicto fue el primer paro cívico 
de Barrancabermeja en 1963. 

Durante esta década, los sindicatos agrícolas en el 
Magdalena Medio y las alianzas entre campesinos y obreros 
se expresaron a través de lazos de solidaridad en las luchas 
agrarias. En estos años, las juntas de acción comunal, 
concebidas desde el Gobierno central como formas de 
participación, luchaban por mejorar la calidad de vida en 
las veredas y corregimientos. 

En toda la región del Magdalena Medio fue importante 
la actividad de la ANUC, una organización que 
intervino en las recuperaciones de tierra adelantadas en 
Barrancabermeja, San Vicente de Chucurí, Puerto Wilches, 
Lebrija, Cimitarra, San Pablo y Sabana de Torres. Sin 
embargo, al finalizar la década del setenta la ANUC perdió 
presencia y se fragmentó por las disputas de los diversos 
grupos de izquierda que la influenciaban, así como por la 
persecución a sus dirigentes. 

Además de la ANUC, en la región existían varias 
organizaciones campesinas, entre ellas los aparceros de 
Santander, las ligas campesinas y los sindicatos agrarios. 
Uno de los principales actores que ingresó en la arena 
política fue el M-19, que incidió en la orientación política 
de las organizaciones campesinas alrededor de algunas 
experiencias regionales anteriores. Tales alianzas y la 
participación en acciones de protesta cívica, como fue 
el paro de 1975 y el paro de 1977 en Barrancabermeja, 
imprimieron a las luchas campesinas nuevas identidades, 
formas solidarias y maneras para exigir sus reclamos. 

1.2.2 Finales de los 70 y 80. A fines de la década 
de los setenta e inicios de los ochenta, el despliegue de 



40

grupos paramilitares en la región del Magdalena Medio 
llevó a constantes violaciones de los derechos humanos 
perpetradas por estos grupos. Guerra cuenta cómo el 
ingreso de los paramilitares empezó a restringir la libre 
circulación de los campesinos, y en connivencia con el 
Ejército exigían un salvoconducto para que los campesinos 
pudieran transitar. Este hecho generó la necesidad de 
establecer oficinas de derechos humanos en distintos 
municipios. Al respecto, en la entrevista se señala: 

Empezó entonces el proceso de protección (en este 
caso de derechos humanos) que sí había una oficina 
de derechos humanos en Puerto Berrío, hablando 
específicamente de Puerto Berrío, lo mismo sucedió 
en los demás sitios. Por ejemplo, recuerdo que 
mientras el control de salida nuestro era Río Nuevo 
la Hacienda Santa Clara, que era donde estaba el 
puesto militar permanente, sobre la zona de Boyacá 
era un punto llamado Mulerías22.

En el valle del río Cimitarra, el campesinado dinamiza 
otro proceso. Guerra cuenta: 

Entonces decidimos recolonizarnos ahí y ese es como 
el nuevo momento que parte la historia, fines del 82, 
83, 84, donde se crea la Cooperativa de pequeños 
y medianos agricultores, que empieza a ser como la 
semilla que se reproduce hasta ser hoy lo que es la 
recolonización y el campesinado ya en las juntas con 
sus proyectos, con la Asociación Campesina […] 
pero luego [llega] la invasión de los paramilitares a 
esa colonización y nos despojan de todo, asesinan, 
masacran a mucha gente, desplazan a otros de 
manera individual, a otros en grupo, que somos 
nosotros … en el 89 ya llegan pues los bombardeos 
allí a la Cooperativa, asaltan la Cooperativa, la 

22	 GUERRA. Op. cit.



M
es

as
 C

om
un

al
es

 p
or

 la
 V

id
a 

D
ig

na

41

allanan, se llevan los enlatados más que todo y al 
resto pues le meten candela […]23.

Otro de los más notorios espacios de confluencia 
política en la región del Magdalena Medio fue la 
Coordinadora Popular, establecida en 1981, que recogía 
en su pliego de exigencias las demandas de los campesinos, 
además de ser un espacio de convergencia de diversas 
organizaciones agrarias y movimientos políticos. Este 
proyecto político también fue una respuesta de los 
campesinos y sectores urbanos a la oleada de crímenes 
perpetrados por ejércitos paramilitares que habían tomado 
la región como la zona de experimento de su accionar para 
luego aplicarlo en todo el territorio nacional. 

A esto se adicionó que en los años ochenta la 
producción de hoja de coca en el sur de Bolívar, Cesar 
y Santander atraía a un sinnúmero de cultivadores 
que entraron a competir con los viejos latifundistas y 
campesinos por el uso del suelo. Se concretaron pactos 
políticos entre ganaderos, narcotraficantes y militares 
para crear grupos de seguridad privada y proteger así 
sus intereses económicos, que se veían vulnerados por 
la presencia guerrillera. En esta década se evidenció un 
estancamiento de la lucha agraria, en gran medida debido a 
la presencia paramilitar que tildaba como insurgentes a las 
manifestaciones populares de los campesinos. En la primera 
etapa de ingreso del paramilitarismo en el Magdalena 
Medio, las luchas populares que más represión sufrieron 
fueron las presentadas en Cimitarra, Puerto Boyacá, Puerto 
Parra y, en general, en la zona sur del Magdalena Medio24. 

23	 Ibid.

24	 Al respecto se puede consultar una de las investigaciones mejor 
desarrolladas en torno al fenómeno paramilitar en el Magdalena 
Medio: MEDINA GALLEGO, Carlos. Autodefensas, paramilitares y 
narcotráfico en Colombia. Origen, Desarrollo y consolidación. Bogotá: 
Documentos Periodísticos, 1990.
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Mientras el movimiento agrario y popular del 
Magdalena Medio insistía en su organización, Álvaro 
Manzano25, quien hizo parte de la Coordinadora 
Campesina del Magdalena Medio, relata: 

Y es así como en el 82, en una gran movilización 
que hicimos entonces, nace la propuesta de crear 
una primera organización de segundo nivel que 
representara al campesinado en el Magdalena Medio, 
y en vista de la falta de inversión social la negociación 
toda se ubicó en la inversión social en el campo, 
pero en el derecho de crear, de constituir nuestra 
organización, y es aquí donde nace la Coordinadora 
Campesina y Popular del Magdalena Medio […] 
Entonces, después de crear esta coordinadora, 
nosotros felices, contentos ya, empezamos a organizar 
las juntas de acciones comunales, a hacer grandes 
debates. Desafortunadamente, con esto del conflicto 
político, social y armado que ha vivido nuestro país 
no pudimos mantener la organización sino solamente 
cinco años, y en el 87 desaparece porque asesinaron 
a la mayoría de sus dirigentes. El último atentado fue 
el de Alirio Traslaviña, que era uno de los directivos y 
el de César Martínez, que está hoy en silla de ruedas, 
y quedamos sin organización26. 

Teniendo como precedente la Coordinadora Popular, 
hacia 1985 se creó la Coordinadora Campesina del 
Magdalena Medio, un proyecto influenciado por el 
Partido Comunista que fortaleció las bases de los 

25	 Campesino de tiempo completo, trabaja en los temas del agro y de la 
parte organizativa en las Mesas Comunales por la Vida Digna. Además, 
como miembro de la Junta de Acción Comunal y la ACVC, desarrolla 
un trabajo de formación y orientación a las comunidades campesinas y 
urbanas.

26	 MANZANO, Álvaro. Derechos y resistencia campesina 4. 
[Videograbación]. Barrancabermeja. 21 de marzo de 2015. 70 
minutos.
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campesinos desplazados por la violencia, habitantes de 
Barrancabermeja. Su consigna fue «Por el derecho a la 
vida», y se constituyó con una marcha que movilizó hacia 
Barrancabermeja alrededor de mil campesinos del sur de 
Bolívar, Yondó y Puerto Wilches, que pedían soluciones 
a las necesidades locales. A estos se sumaron otros siete 
mil campesinos de Río Viejo, Santa Rosa, Morales, Simití 
y San Pablo, dirigidos por la Coordinadora Campesina 
del Sur de Bolívar, que expresarían su descontento, esta 
vez en Cartagena. En 1987, la Coordinadora Popular del 
Nororiente Colombiano organizó el reconocido Paro del 
Nororiente: sindicatos de maestros, obreros, palmeros, 
empleados del Gobierno, estudiantes de la UIS y alrededor 
de siete mil quinientos campesinos exigieron el cese de 
la militarización, el respeto de los derechos humanos y la 
defensa de la tierra. El movimiento se extendió desde San 
Vicente hasta Ocaña y desde Tibú hasta Barrancabermeja. 
En palabras de Alfredo Molano: 

El movimiento logró movilizar 120.000 personas que 
paralizaron Tibú, Barrancabermeja, San Alberto y Puerto 
Wilches. La respuesta fue la misma de siempre: 57 
dirigentes asesinados, de los cuales 13 eran negociadores 
nombrados por organizaciones de base. Aparecieron las 
“listas de la muerte” con 77 nombres de dirigentes de 
la UP, A luchar y la USO […] las marchas de 1988 se 
organizarían para exigir el cumplimiento de los acuerdos 
logrados en las Marchas del Nororiente del 87 […] el 
Ejército detuvo las marchas taponando vías e impidiendo 
la entrada de comida. El gobierno y la prensa calificaron 
el movimiento de “oscuro plan subversivo”. La revista 
Semana habló del “marchismo-leninismo”27. 

27	 MOLANO, Alfredo. En medio del Magdalena Medio. Bogotá: 
Antrophos, 2009. p. 55.
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Con el gobierno de Belisario Betancur se desarrolló un 
Plan Nacional de Rehabilitación (PNR) que intentó ser, 
en el Magdalena Medio, un instrumento del desarrollo 
regional concertado entre las comunidades regionales y el 
Gobierno nacional para articular las zonas marginales al 
país y la reconciliación nacional. Este plan identificó tres 
dinámicas socioeconómicas regionales que permitieron 
establecer programas focalizados sin alterar la estructura de 
tenencia de la tierra: las primeras fueron zonas de enclave, 
ligadas a la explotación de un recurso natural como lo era 
el petróleo en Santander y la palma en el sur de Cesar; 
las segundas se focalizaron en las zonas de colonización, 
principalmente en el Carare-Opón, el Magdalena 
Medio antioqueño y boyacense, las terceras eran zonas 
deprimidas como el sur de Bolívar y el Magdalena Medio 
santandereano. Con la estructura agraria intacta, se 
profundizó en las desigualdades, y con las compras de 
tierra promovidas por el PNR se distorsionó el mercado 
de tierras, nuevos propietarios habitaron el territorio, la 
sociedad regional se fragmentó y la violencia nuevamente 
se exacerbó. 

1.2.3 Década de los 90. A comienzos de los noventa, la 
frontera agrícola del Magdalena Medio empezó a cerrarse. 
La democratización de la tierra se alejaba cada vez más pese 
a que se impulsó la adjudicación de baldíos en zonas como 
el sur de Bolívar. Sin embargo, la crisis económica del agro 
colombiano durante inicios de los noventa tuvo efectos 
negativos sobre los cultivadores de cereales, algodón y 
cultivos transitorios. Este es uno de los factores que explica 
la expansión ganadera y la producción de coca en esta 
región del país. Esta crisis del agro, derivada de la incursión 
del modelo neoliberal, estuvo de la mano de compra de 
tierras agrícolas a productores en crisis y el despojo de 
campesinos y colonos de forma violenta en la mayoría de 
las ocasiones. 
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Por otro lado, ante la crisis de las organizaciones 
campesinas nacionales, el posicionamiento de agendas 
de grupos armados (paramilitares y guerrilla)28 y el 
deterioro de las economías rurales entre 1990 y el 2000, 
los campesinos optaron por fortalecer los procesos locales 
de producción, desarrollo y organización, redes regionales 
de defensa de los derechos humanos y la paz y alianzas 
gremiales nacionales. Guerra describe algunos de los pasos 
dados en el proceso local de colonización del valle del río 
Cimitarra en materia de producción y organización: 

Donde se da una colonización no hay nada, y nada 
es nada, comenzando por la primera trocha que no 
le llaman camino, sino trocha o pica, para empezar 
a pasar de a pie y después por donde se puede pasar 
en una bicha la comida, entonces los colonos, la 
primer comida para ir a su sitio, nunca la llevaron 
en estera, tuvieron que llevarla en la espalda, los 
primeros colonos [cargaron] el plátano en la espalda 
y la yuca en la espalda, las primeras panelas a la 
espalda, porque después es que se va haciendo el 
camino […] Todo eso, hay que resaltarlo, estaba en 
el marco de la solidaridad, ayudar a mi compañero 
a que pueda llegar a donde va a tener su trabajo 
y pueda salir… ya ahí había varios principios que 
no era solo el de la solidaridad en la primera fase, 
sino un principio de carácter organizativo, entonces 
ya tenía que ser miembro de la Cooperativa por 
derecho propio como colono, no podía decir yo 
quiero ser colono, pero no joda, yo no quiero ser 
miembro de la Cooperativa, pues no, porque debía 
ser miembro base como colono y el otro requisito 
que se caracterizaba en un principio era que debía 

28	 Para una comprensión detallada del fenómeno paramilitar y el despojo 
de tierras en el Magdalena Medio, consúltese REYES, Alejandro. 
Guerreros y campesinos.El despojo de la tierra en Colombia. Bogotá: 
Grupo Editorial Norma, 2008.
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ser afiliado a la Junta de Acción Comunal, porque 
usted no puede llegar a una rueda suelta sino ya unos 
procesos organizativos que ameritaban ir a asambleas 
puntuales, a capacitaciones en el caso de la Junta, 
a la capacitación en el caso de la Cooperativa, a las 
asambleas decisorias. Una serie de cosas que tiene 
que ver con lo organizativo29.

Según cifras mencionadas por Prada:

[…] En el Magdalena Medio, el 70 % de las 
organizaciones agrarias activas en 1996 tenían carácter 
local. Entre ellas fueron visibles las Juntas de Acción 
Comunal, los comités de pescadores artesanales, el 
Comité de Participación Comunitaria de Papayal 
(Rionegro) y la Asociación de Campesinos la Esperanza 
(Betulia). El 19 % de ellas estaban representadas en 
asociaciones nacionales, como núcleos de la ANUC, los 
medianos campesinos cerealistas y la Asociación Nacional 
de Desplazados, y el 11 % restante gozaba de influencia 
regional. Entre estas últimas se destacan la Asociación 
de Trabajadores Campesinos del Carare (ATCC), la 
Asociación Campesina de la Concha, la Asociación 
Campesina del valle del río Cimitarra (ACVC) y la 
Asociación de Agricultores y Mineros del Sur de Bolívar 
(Asoagromisbol)30. 

La marcha del 96 y el éxodo del 98 se ven como la 
consolidación de un proceso que, como se presentó, 
había iniciado a comienzos de los ochenta. El llamado 
éxodo de 1998 movilizó hacia Barranca alrededor de diez 
mil personas durante más de tres meses, desbordando la 
capacidad de recepción de escuelas, coliseos y parques. 

29	 GUERRA, Gilberto. Derechos y resistencia campesina 3. 
[Videograbación]. Barrancabermeja. 21 de marzo de 2015. 119 
minutos

30	 PRADA. Op. cit., p. 176.
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Ante la presión de los manifestantes, se creó la Mesa 
Regional del Magdalena Medio de Trabajo por la Paz, que 
tenía como eje central la discusión sobre la vigencia plena 
de los derechos humanos, en especial la preservación de la 
vida de los habitantes del valle del río Cimitarra y el Sur 
de Bolívar. Luego de varios días de diálogo llegaron a un 
acuerdo con el Gobierno de Andrés Pastrana, que condenó 
públicamente la violación de derechos humanos en el 
Magdalena Medio y se propuso adelantar una política de 
Estado contra el paramilitarismo. No obstante, luego de 
firmado el acuerdo, la Asociación Campesina del Valle del 
Río Cimitarra (ACVC) denunciaba el aumento alarmante 
de bandas de asesinos paramilitares en connivencia con 
organismos del Estado. 

Haciendo referencia al éxodo del 98, Guerra señala 
sobre este punto:

Pero lo interesante de eso es que entonces también 
se crea ya un momento en donde está la estructura, 
ya como ese año 98 y 99 por hablar del éxodo, 
se repite el pliego porque se incumple. En este 
momento, incluso, por el contrario, se intensifica 
la intervención en la región y empieza a buscarse 
más a los campesinos, a los líderes, y empiezan a 
crearse masacres ya mucho más cerca, e incluso, en 
zona de frontera agrícola. Pero también se empieza 
a fortalecer el trabajo con derechos humanos desde 
afuera. Recuerdo mucho que Credhos jugó su 
papel y muchos colectivos, entonces los mismos 
que estaban pendientes de esa asesoría jurídica 
cuando el paro, cuando el éxodo campesino, son 
los que le dan continuidad a esa proyección porque 
ya venía siendo un problema de muchas regiones 
del país, simplemente era que todavía los militares 
podían estar ocultos en esa máscara que tenían, y 
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precisamente, desde el año 2002 en adelante, es que 
se empieza a desenmascarar a mucha gente31.

A modo de conclusión de esta primera parte del trabajo, 
es importante mencionar que han sido las organizaciones 
agrarias las impulsoras de luchas y conquistas de una 
vida digna para los campesinos en Colombia. Desde 
inicios del siglo XX, la consigna principal de «tierra para 
quien la trabaja» logró unificar en una sola bandera a los 
campesinos no propietarios y excluidos en nuestro país. 

Con el pasar del tiempo los mismos campesinos, en 
sus luchas contra las políticas del establecimiento, se 
empezaron a dar cuenta de que esta consigna atravesaba 
más que la simple posesión de un título de tierra, y que 
también involucraba una serie de derechos como el del 
trabajo, el de la salud, el de la educación, el del desarrollo 
social y, más recientemente, los derechos medioambientales 
y culturales propios de la cultura campesina. Esta agenda 
diversificada de exigibilidad de derechos lastimosamente 
tuvo que empezar por la reivindicación del derecho a la 
vida, para contar en primera medida con esta y poder 
avanzar hacia unas condiciones dignas del campesinado, 
que pasan por el derecho a la tierra y al territorio.

Ahora bien, la manera como se hila la vida digna como 
un derecho humano con la democracia desde la concepción 
agraria en el valle del río Cimitarra y el carácter vinculante 
de estos en la legislación nacional es algo que se trabajará 
en los capítulos siguientes.

31	 GUERRA, Gilberto. Derechos y resistencia campesina 3. 
[Videograbación].Barrancabermeja. 21 de marzo de 2015. 119 
minutos y MORALES POLO, Eladio. Derechos y resistencia 
campesina 5. [Videograbación]. Barrancabermeja. 21 de marzo de 
2015. 44 minutos.
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2. La democracia campesina: experiencia del 
valle del río Cimitarra

En el ejercicio de mostrar el proceso de defensa 
de los derechos que encierran una vida digna para el 
campesinado, entre los que claramente entra el derecho a 
la tierra y el territorio, en este trabajo se toma el caso de 
la Asociación Campesina del Valle del Río Cimitarra, ya 
que su trasegar permite observar cómo la organización 
campesina pasa de una dinámica eminentemente 
reivindicativa de derechos a la apuesta por el ejercicio de 
una democracia campesina para lograr su garantía.

Vale aclarar que en este capítulo se hace mención a la 
democracia campesina, pero su caracterización se hará en 
el siguiente.

Es necesario reconocer que la forma de organización de 
los campesinos ha ampliado y fortalecido su capacidad para 
estabilizarse en el territorio, ejercer la política, defender su 
autonomía, consolidar sus economías autogestionarias e 
insertarse en los mercados, como es el caso de la Asociación 
Campesina del Valle del Río Cimitarra (ACVC). 

De manera posterior a la firma de los acuerdos entre 
el Gobierno de Pastrana y los campesinos en 1998, la 
ACVC inició el trámite para la declaratoria de la Zona de 
Reserva Campesina (ZRC)32 para la región del valle del río 

32	 En agosto de 1994 se sancionó la Ley 160 por la cual se establecen 
las Zonas de Reserva Campesina (ZRC) en las áreas de colonización y 
donde predominen baldíos. Su intención era fomentar y estabilizar las 
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Cimitarra ante el Incora, mientras que realizaba talleres 
informativos en las veredas sobre los alcances de la figura de 
la reserva campesina y la construcción conjunta de un plan 
participativo de desarrollo sostenible para la zona. En 1999 
queda definido el territorio geográfico de lo que sería la 
Zona de Reserva Campesina, pero solo hasta diciembre de 
2002 se expide la resolución que aprueba su constitución. 
Sin embargo, al poco tiempo de aprobada, el entonces 
presidente Álvaro Uribe Vélez suspendió la resolución e 
ilegalizó la ZRC arguyendo determinaciones políticas. 

A la postre, el Gobierno tuvo que reconocer la 
existencia legal de la Zona de Reserva Campesina en el 
río Cimitarra. Sin embargo, la experiencia de esos años 
evidenció que la exigibilidad de derechos del campesinado 
podía empezar a plasmarse en un plan de desarrollo 
sostenible que involucrara, además del derecho a la tierra, 
una serie de exigencias que en décadas anteriores eran 
desconocidas para el campesinado, y que se vuelven a 
resumir en el logro de una vida digna. En tal sentido 
se está hablando de los proyectos -ejes transversales del 
Plan de Desarrollo Sostenible de la Zona de Reserva 
Campesina del Valle del Río Cimitarra, los que son 
agroecología, derechos humanos, desarrollo económico, 
educación, infraestructura, medioambiente, minería, 
mujer, participación y organización, salud y saneamiento 
básico, comunicación y cultura, tierra y territorio. Estos 
temas han de servir de derrotero para el desarrollo 

economías campesinas de los colonos, así como evitar la concentración 
de la propiedad. También consistía en un mecanismo que podía evitar 
el desplazamiento de la población. No obstante, al tener formas de 
producción autogestionarias y al ser «zonas de presencia guerrillera», 
como lo determina el Gobierno, desde hace varios años se ha estancado 
la aprobación de las ZRC. Recientemente, los campesinos de Norte 
de Santander han luchado por el establecimiento de una ZRC en el 
Catatumbo, pero el Gobierno nacional, y en especial el Ministerio de 
Defensa, han impedido esta aprobación. 
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democrático de la región, de lo que el campesinado quiere 
para sí y su territorio.

Este es un proceso en el que el campesinado reconoce 
la importancia de la organización como base para 
reivindicar derechos, pero también la organización resulta 
ser el fundamento de ejercicios prácticos de democracia 
mediante la elección de sus líderes, manteniendo la 
autoridad máxima en la asamblea cuando las decisiones 
van más allá del alcance que tiene la autoridad de estos 
líderes, y entendiendo el ejercicio del poder mediante 
propuestas fundamentadas en el derecho internacional 
de los derechos humanos y la normatividad vigente. En 
Colombia la fundamentación de modelo democrático 
proviene del liberalismo clásico, que tiene como mentores 
a Hobbes, Locke, Montesquieu y Rousseau. Quienes 
consideran que el poder político emana de un pacto 
social que determina el paso de un «estado de naturaleza» 
a un «estado civil», en que algunos hombres ejercen la 
representación de la sociedad por medio de las asambleas 
legislativas, independientemente de si es un Estado 
monárquico o republicano33.

Es desde las revoluciones liberales que se empieza a 
hablar de derechos civiles, que, como lo dijera el profesor 
Romero34, «son conquistas de la burguesía, mientras que 
los derechos políticos son de desarrollo tardío en muchos 
Estados». En los albores de la República del siglo XIX, 
se da primero el voto indirecto, que aún limita a quienes 
podían ejercerlo mediante algunos elementos como la edad, 

33	 MACEDO RIZO, Marcelo. La participación ciudadana en la 
Constitución del 91. En: Pensamiento Jurídico, 2011, n.° 30. Instituto 
Unidad de Investigaciones Jurídico-Sociales Gerardo Molina (Unijus). 
Facultad de Derecho Ciencias Políticas y Sociales. p. 136.

34	 ROMERO, Marco. Apuntes de clase de la asignatura Políticas Públicas 
en Derechos Humanos. Maestría en Derechos Humanos. Universidad 
Industrial de Santander. Observación inédita. 26 de marzo de 2015.
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el género, los ingresos, en algún periodo la raza y el nivel 
de educación. En 1936 se da un paso al ampliar el sufragio 
censitario a todos los hombres a partir de los veintiún años. 
Pero, según lo relata Macedo, «esto se hizo más visible en 
movimientos sectoriales y de género, que luchaban por la 
extensión del derecho a grupos sociales sin privilegios y a 
las mujeres»35. 

Ahora bien, entendiendo que la democracia está 
sustentada en derechos civiles, que son las garantías básicas 
para que cualquier ser humano viva dignamente, en los 
derechos políticos, que corresponden a garantías para 
que se participe en el ejercicio del poder que surge a raíz 
de las relaciones en general, y en los derechos sociales y 
culturales, que serían las garantías para que ese mismo ser 
humano se reconozca en comunidad que construye una 
sociedad digna, resulta claro que la democracia no puede 
estar sustentada en un Estado únicamente por los derechos 
electorales.

2.1 La democracia y el Sistema Universal de los 
Derechos Humanos 

Al escrutar los soportes de la democracia en el 
derecho internacional, que tiene carácter vinculante en la 
legislación colombiana, se parte de lo que dejó expresado 
el Documento de Resultados de la Cumbre Mundial de las 
Naciones Unidas [A/RES/60/1] del año 2005, en el párrafo 
119. Allí se le reconoce un vínculo estrecho al ejercicio de 
los derechos humanos y las libertades fundamentales. Se 
debe tener muy presente que la aseveración de la Cumbre 
no obedece a la mera buena voluntad de los gobernantes 
de turno de los Estados presentes, sino a su obligación 
de reconocer la vigencia de los diferentes instrumentos 

35	 MACEDO RIZO. Op. cit., p. 137.
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internacionales que les han venido comprometiendo con el 
cumplimiento de unos mínimos de convivencia universal.

En las palabras iniciales de la Carta de las Naciones 
Unidas queda signado el principio fundamental de la 
democracia que es la voluntad del pueblo, quien toma 
la decisión de actuar con el fin de no volver a vivir los 
horrores de las guerras. Y es que el valor de la voluntad de 
los pueblos en este documento legitima a los delegados 
de los Estados firmantes, dándole mayor relevancia a la 
democracia representativa: «Nosotros los pueblos de las 
Naciones Unidas resueltos a preservar a las generaciones 
venideras del flagelo de la guerra […]»36. 

Posteriormente, la Declaración Universal de Derechos 
Humanos, aprobada por la Asamblea General en 1948, 
parte de la soberanía del pueblo, que resulta ser la fuente de 
legitimidad del Gobierno al declarar en el artículo 21 «[…] 
que la voluntad del pueblo será la base de la autoridad 
del Gobierno»37. Pero, ,a renglón seguido, la misma 
Declaración Universal limita la expresión de la voluntad 
popular a la garantía de la existencia de un sistema 
electoral como única forma de expresarse, al señalar que 
el mismo Estado trata de sostenerse sobre una democracia 
representativa y una administración tecnoburocrática con 
una democracia reducida a competencias electorales. Fung 
y Olin se refieren a la complejidad del Estado. Estos autores 
también afirman que los mecanismos de representación 
popular no corresponden a los ideales centrales de la 
política democrática, entendida como la participación 
política activa de la ciudadanía, forjada en un consenso 

36	 CONFERENCIA DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE 
ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL (60: 25 abril – 26 junio, 
1945: San Francisco, Estados Unidos) Carta de las Naciones Unidas. 
San Francisco: Naciones Unidas, 1945.

37	 NACIONES UNIDAS. Declaración Universal de Derechos Humanos. 
Adoptada y proclamada por la Asamblea General en su resolución 217 
A (III). 1948.
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político cuyo objeto es diseñar e implementar políticas 
públicas que fundamenten una economía productiva y una 
sociedad sostenible38.

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos39 

contiene los derechos y los principios necesarios para 
ejercer la democracia y que a la vez son vinculantes en 
el derecho internacional, sin lugar a discusión para los 
Estados signatarios. Entre esos derechos se encuentran 
la libertad de expresión (artículo 19); la libertad de 
reunión pacífica (artículo 21); el derecho a la libertad de 
asociación con otras personas (artículo 22); el derecho 
y la oportunidad de tomar parte en la conducción de 
los asuntos públicos, directamente o por conducto de 
representantes libremente elegidos (artículo 25), y el 
derecho al voto y a ser elegido en elecciones periódicas. 
A su vez, desde 1988, las Naciones Unidas han puesto 
la democracia como tema fundamental en los resultados 
de las principales conferencias y cumbres. Paradójica 
situación, ya que dichas manifestaciones políticas se 
vinieron dando de manera simultánea a la imposición de 
la globalización por parte del Banco Mundial y el Fondo 
Monetario Internacional.

En 1999, Bresser Pereira expuso el problema de este 
modo: 

La globalización tiene como consecuencia el aumento de 
la coordinación de la economía por parte del mercado y la 

38	 FUNG, Archon y OLIN WRIGHT, Erik. Democracia en 
profundidad. Nuevas formas institucionales de gobierno participativo 
con poder de decisión. Colección Teoría y Justicia. Bogotá: 
Universidad Nacional de Colombia, 2003, Prefacio sobre el proyecto 
Utopías Reales.

39	 NACIONES UNIDAS. Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos. Resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966. 
Entró en vigor el 25 de marzo de 1976.
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reducción correlativa de la coordinación de la economía 
por parte del Estado. Las reformas orientadas al mercado 
también tienen el objetivo de aumentar la coordinación 
por parte del mercado, pero necesariamente implican el 
debilitamiento del Estado […] El papel más importante 
que se otorga al mercado era necesario, dada la crisis del 
Estado, pero ha tenido efectos perversos en lo que respecta a 
la equidad y la consolidación de la democracia, y constituye 
una amenaza para la cultura democrática40.

A finales de la década del ochenta, en Colombia 
se viven las reformas radicales que, según Bresser, 
se orientan hacia la neoliberalización e incluyen la 
reducción del Estado. Entre estas se destacan la apertura 
económica, la privatización de lo público y la reducción 
del gasto público a nivel macro. En este escenario surge 
un elemento nuevo, el genocidio de la fuerza política 
de oposición más contundente del siglo veinte en 
Colombia y la criminalización de la protesta social, lo 
que finalmente ayudó a impulsar las dinámicas de la 
mencionada neoliberalización y a desvanecer el impacto 
de los avances normativos en libertades y participación 
política en Colombia.

A su vez, para el caso del campesinado, que ha luchado 
históricamente por sus derechos —que parten de una 
vida digna y con todas las garantías de poseer la tierra y 
el territorio, como lo expone Quesada–, es muy común 
encontrar como respuesta inmediata de los diferentes 
Gobiernos nacionales a la movilización social el rechazo a 
la discusión en lógicas de ciudadanía democrática, con el 
argumento de que estas movilizaciones están infiltradas, 

40	 BRESSER PEREIRA, Luiz Carlos. Cultura, democracia y reforma 
del Estado. En: Saúl SOSNOWSKI y Roxana PATIÑO, comps. Una 
cultura para la democracia en América Latina. México: Fondo de 
Cultura Económica, 1999. p. 35
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inspiradas o dirigidas por actores armados ilegales, lo que 
da paso, así, únicamente a la violencia y la represión41.

Ahora bien, si se quiere hablar de procesos y progresos 
democráticos hoy, se debe reconocer el protagonismo 
de la colectividad que aporta la decisión, la fuerza y la 
persistencia a los liderazgos legitimados por la organización, 
ya que ningún proceso emancipador o conquistador 
de derechos y libertades ha sido exitoso por medio de 
esfuerzos individualistas. Por ello, se ha de considerar la 
especial trascendencia de la Declaración Universal de los 
Derechos de los Pueblos, que en su preámbulo señala: 
«Nos hemos reunido en Argel para proclamar que todos los 
pueblos del mundo tienen el mismo derecho a la libertad, 
el derecho de liberarse de toda traba extranjera y de darse el 
gobierno que elijan»42.

En este documento se declara el derecho de los 
pueblos a tener un régimen democrático que represente al 
conjunto de los ciudadanos, sin distinción de raza, sexo, 
creencia o color, y que sea capaz de asegurar el respeto 
efectivo de los derechos del hombre y de las libertades 
fundamentales para todos (artículo 7), a darse el sistema 
económico y social que elija y a buscar su propia vía de 
desarrollo económico, con toda libertad y sin injerencia 
exterior (artículo 11). Para conocer parte del carácter de la 
Declaración de los Derechos de los Pueblos, es necesario 
citar a Basso, uno de sus redactores, quien en una 
entrevista transcrita manifiesta: 

Una vez se reconoce la verdadera naturaleza del 
hombre y se reconoce al hombre como realidad 

41	 QUESADA TOVAR, Carlos Erin. Derecho a la consulta previa para 
comunidades campesinas. Trabajo final de investigación presentado 
como requisito parcial para optar al título de Magister en Derecho. 
Bogotá: Universidad Nacional de Colombia, 2013. p. 14.

42	 Declaración Universal de los Derechos de los Pueblos, Argel, 1976.
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fundamental, este reconocimiento implica que la 
comunidad de los hombres, es decir, los pueblos y 
las minorías nacionales, es el verdadero sujeto de la 
historia, y el Estado es solo un instrumento del que 
se sirve el pueblo para actuar, pero que no es nada 
en sí mismo, no tiene y no debería tener más que los 
poderes que le asigne la colectividad popular para sus 
propios fines prácticos. Los sujetos de la historia son 
los pueblos, que son también sujetos del derecho, 
en primer lugar, del derecho a la autodeterminación 
en sentido amplio, es decir, entendido, de cara al 
exterior, como independencia y soberanía reales, 
y, de cara al interior, como democracia y soberanía 
populares. Estimamos que solo así los derechos 
humanos podrán estar por fin garantizados, cuando 
el Estado, que es la emanación de este pueblo, 
deje de estar en contraste con los ciudadanos y, al 
contrario, se identifique con ellos43.

2.2 La democracia y el Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos 

Este trabajo parte, en lo que respecta al derecho 
internacional, del concepto general de democracia, 
por cuanto los principios generales de esta tienen un 
origen común, independientemente de las clasificaciones 
dispuestas para ella, ya sea que se hable de una democracia 
representativa, directa, participativa o deliberativa, 
entre otras. Esto es fundamental, ya que, en últimas, 
las comunidades campesinas organizadas de la zona de 
reserva campesina del valle del río Cimitarra vienen 
desarrollando su iniciativa democrática desde un saber 

43	 Extracto de entrevista realizada a Lelio Basso por la revista La 
Societá. 1978, n.° 19. [Citado 6 enero 2015] Disponible en: http://
tonydelacruzr.blogspot.com/2011/03/declaracion-universal-de-los-
derechos.html
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popular y empírico, en el que se construye poder de abajo 
hacia arriba, es decir, desde el sentir de las necesidades de 
las comunidades y su capacidad de plantearse soluciones 
para ser efectivamente ejecutadas luego de estructurarse en 
planes, programas o agendas.

En los instrumentos internacionales existentes, 
especialmente los que hacen parte del Sistema 
Interamericano de Derechos Humanos, el interés de los 
Estados apoya con especial vigor la que se ha denominado 
democracia representativa propia de la tradición liberal. 
Por ejemplo, en la introducción de la Carta de la 
Organización de los Estados Americanos44, se observa 
que los delegados estatales declaran que este documento 
lo elaboran en nombre de los pueblos de los Estados 
participantes en la Novena Conferencia Internacional 
Americana, y posteriormente reconocen la democracia 
representativa como condición indispensable para la 
estabilidad, la paz y el desarrollo de la región45. Esta 
«condición indispensable» carece, en la práctica, de la 
garantía o, por lo menos, de la voluntad política de los 

44	 NOVENA CONFERENCIA INTERNACIONAL AMERICANA. 
Bogotá: 1948. Reformada por el Protocolo de Reformas a la Carta 
de la Organización de los Estados Americanos, Protocolo de Buenos 
Aires, suscrito el 27 de febrero de 1967, en la Tercera Conferencia 
Interamericana Extraordinaria; por el Protocolo de Reformas a la Carta 
de la Organización de los Estados Americanos, Protocolo de Cartagena 
de Indias, aprobado el 5 de diciembre de 1985, en el decimocuarto 
período extraordinario de sesiones de la Asamblea General; por el 
Protocolo de Reformas a la Carta de la Organización de los Estados 
Americanos, Protocolo de Washington, aprobado el 14 de diciembre 
de 1992, en el decimosexto período extraordinario de sesiones de la 
Asamblea General, y por el Protocolo de Reformas a la Carta de la 
Organización de los Estados Americanos, Protocolo de Managua, 
adoptado el 10 de junio de 1993, en el decimonoveno período 
extraordinario de sesiones de la Asamblea General.

45	 Ibid. Cuarto párrafo de la introducción de la Carta de la Organización 
de Estados Americanos.
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Estados de garantizar los derechos humanos esenciales para 
el ejercicio de la democracia real y unos niveles básicos de 
formación ética y política de los pueblos.

La brecha existente en la práctica entre garantía de 
derechos humanos y ejercicio de la democracia tiene como 
una de sus consecuencias la habilitación de espacios para 
el ejercicio de la corrupción y la concentración de poderes 
en manos de maquinarias útiles al sistema económico 
imperante. Entre los idearios de la Carta se reconoce el 
vínculo interdependiente entre la lucha de los Estados por 
una sociedad justa a partir de la garantía de derechos y el 
ejercicio de la democracia tan anhelada. En este sentido, el 
artículo 34 expresa que: 

Los Estados convienen en que la igualdad de 
oportunidades, la eliminación de la pobreza crítica y 
la distribución equitativa de la riqueza y del ingreso, 
así como la plena participación de sus pueblos en 
las decisiones relativas a su propio desarrollo, son, 
entre otros, objetivos básicos del desarrollo integral. 
Para lograrlos, convienen asimismo en dedicar sus 
máximos esfuerzos a la consecución de las siguientes 
metas básicas:
a) Incremento sustancial y autosostenido del producto 
nacional per cápita; b) distribución equitativa 
del ingreso nacional; c) sistemas impositivos 
adecuados y equitativos; d) modernización de la 
vida rural y reformas que conduzcan a regímenes 
equitativos y eficaces de tenencia de la tierra, mayor 
productividad agrícola, expansión del uso de la tierra, 
diversificación de la producción y mejores sistemas 
para la industrialización y comercialización de 
productos agrícolas, y fortalecimiento y ampliación 
de los medios para alcanzar estos fines; f ) estabilidad 
del nivel de precios internos en armonía con el 
desarrollo económico sostenido y el logro de la 
justicia social; g) salarios justos, oportunidades de 
empleo y condiciones de trabajo aceptables para 
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todos; h) erradicación rápida del analfabetismo y 
ampliación, para todos, de las oportunidades en 
el campo de la educación; i) defensa del potencial 
humano mediante la extensión y aplicación de los 
modernos conocimientos de la ciencia médica; j) 
nutrición adecuada, particularmente por medio 
de la aceleración de los esfuerzos nacionales para 
incrementar la producción y disponibilidad de 
alimentos; k) vivienda adecuada para todos los 
sectores de la población; l) condiciones urbanas que 
hagan posible una vida sana, productiva y digna; m) 
promoción de la iniciativa y la inversión privadas 
en armonía con la acción del sector público, y n) 
expansión y diversificación de las exportaciones46. 

La misma Carta de la Organización de Estados 
Americanos, en el artículo 45, declara el convencimiento 
de los Estados de que para alcanzar la verdadera realización 
del hombre se requieren el orden justo, el desarrollo 
económico y la paz, y sostiene que es necesario aplicar 
principios y mecanismos que se refieren directamente al 
ejercicio de la democracia:

f ) La incorporación y creciente participación de los 
sectores marginales de la población, tanto del campo 
como de la ciudad, en la vida económica, social, 
cívica, cultural y política de la nación, a fin de lograr 
la plena integración de la comunidad nacional, el 
aceleramiento del proceso de movilidad social y la 
consolidación del régimen democrático. El estímulo 
a todo esfuerzo de promoción y cooperación 
populares que tenga por fin el desarrollo y progreso 
de la comunidad. g) El reconocimiento de la 
importancia de la contribución de las organizaciones, 
tales como los sindicatos, las cooperativas y 
asociaciones culturales, profesionales, de negocios, 

46	 Ibid.
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vecinales y comunales, a la vida de la sociedad y al 
proceso de desarrollo47.

Estos derroteros políticos son recordados u olvidados 
de acuerdo con los intereses reinantes en el hemisferio, 
aun cuando en las declaraciones suscritas siguen 
reconociéndose derechos. Por ejemplo, en la Declaración 
Americana de los Derechos y Deberes del Hombre48, el 
artículo 20 reconoce el derecho a elegir y ser elegido; el 
21, el derecho a la reunión, manifestaciones públicas y 
asambleas transitorias, y el 22, el derecho a asociarse para 
proteger intereses legítimos. 

En el caso del Pacto de San José49, en el artículo 16 
se reconoce la libertad de asociación, ya sea con fines 
ideológicos, religiosos, políticos, económicos, laborales, 
sociales, culturales, deportivos o de cualquiera otra índole, 
y su ejercicio se limita en interés de la seguridad nacional, 
de la seguridad o del orden público, o para proteger la 
salud o la moral pública o los derechos y libertades de los 
demás. Por su parte, el artículo 23 se refiere a los derechos 
políticos de participar en la dirección de los asuntos 
públicos y de tener acceso en condiciones de igualdad a 
las funciones públicas de su país, y el artículo 27 expresa 
los casos en que se pueden suspender las garantías, y deja 
claramente manifiesto que no pueden suspenderse los 
derechos políticos.

47	 Ibid.

48	 DECLARACIÓN AMERICANA DE LOS DERECHOS Y 
DEBERES DEL HOMBRE. Aprobada en la Novena Conferencia 
Internacional Americana. Bogotá, 1948

49	 CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS 
(14: 7-22, noviembre, 1969: San José, Costa Rica). Suscrita en la 
Conferencia Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos.
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La Carta Democrática Interamericana50, aprobada en 
el 2001, declara en el artículo 1.˚ y siguientes el derecho 
de los pueblos a la democracia y la obligación de los 
Gobiernos de promoverla y defenderla, teniendo en cuenta 
una interdependencia entre el desarrollo social, político y 
económico de los pueblos de las Américas y la democracia. 
De acuerdo con los instrumentos del derecho internacional 
de los derechos humanos ya mencionados, se ofrecen dos 
conclusiones:

1.	 Existe un vínculo interdependiente entre el deber 
de garantía de una sociedad justa y desarrollada 
por parte de los Estados y la consolidación de la 
democracia. 

2.	 Los Derechos Humanos, entre los que se destacan 
elegir y ser elegido, el derecho a reunión, a 
manifestaciones públicas y asambleas transitorias 
y a asociarse para proteger intereses legítimos, son 
parte esencial de lo que es la democracia misma y 
su ejercicio.

2.3 La democracia participativa en el derecho 
colombiano: aproximación desde el análisis de 
fuentes

Es necesario mirar, al menos someramente, las 
posibilidades de ejercicio de la democracia en Colombia 
desde el ámbito normativo. De la misma democracia 
publicitada por el estamento como «la más antigua de 
Latinoamérica». Para ello hay que remitirse al trabajo 
de Barreto, quien, en su artículo «La generación del 
Estado de sitio: el juicio a la anormalidad institucional 

50	 CARTA DEMOCRÁTICA INTERAMERICANA (1: 11, septiembre, 
2001: Lima, Perú). Aprobada en la primera sesión plenaria, Asamblea 
General de la OEA.
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colombiana en la Asamblea Nacional Constituyente 
de 1991»51, hace un recorrido tanto de la normativa 
como de la jurisprudencia nacional que han limitado el 
ejercicio de derechos, especialmente los políticos, a los 
habitantes del territorio nacional. Él manifiesta que con 
posterioridad a la Constitución de 1886 se dio inicio al 
régimen permanente de alta policía, con la Ley 61 de 
1888, o ley de los caballos, como la bautizó Fidel Cano, 
y que es definida por un estudioso de los estados de 
sitio en Colombia, como Valencia Villa, como «norma 
de severo contenido autoritario, que constituye uno 
de los antecedentes más remotos en materia de control 
disciplinario del orden público, y que fue aplicado 
preferencialmente contra toda la intelectualidad liberal»52. 
La secuencia normativa continuó con el Decreto 
Legislativo 11 de 1906, que amplió la Ley de Alta Policía 
Nacional. Estas normas mantuvieron vigencia hasta el año 
1909, cuando fueron derogadas.

Sin embargo, el régimen instituido por la ley de los 
caballos marcó de tal forma la política nacional que a 
mediados del siglo XX Carlos Peláez, y, a finales, Adolfo 
León Atehortúa Cruz y Humberto Vélez Ramírez, 
tratadistas, destacaron en sus trabajos la imposición de 
«un régimen de policía sustitutivo de una Constitución 
que nunca estuvo completamente en vigencia»53. Y es 
que fue en 1927, como describe Barreto, a partir de la 

51	 BARRETO, Antonio. La generación del Estado de sitio: el juicio a 
la anormalidad institucional colombiana en la Asamblea Nacional 
Constituyente de 1991. En: Precedente, julio-diciembre del 2012, vol. 
1, p. 9-48.

52	 VALENCIA VILLA, Alejandro. El pensamiento constitucional de 
Miguel Antonio Caro. Bogotá: 1992, Instituto Caro y Cuervo. p. 
165,166. Citado en BARRETO, Antonio. La generación del Estado 
de sitio: el juicio a la anormalidad institucional colombiana en la 
Asamblea Nacional Constituyente de 1991. En: Precedente, julio-
diciembre del 2012, vol. 1, p. 16.

53	 Ibid. p. 18
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expedición del Decreto 707 de Alta Policía, que se da 
vía libre a suspender la Constitución en relación con los 
derechos ciudadanos y las libertades públicas. Este decreto 
fue demandado por inconstitucional y convalidado por 
la Corte Suprema de Justicia colombiana, mediante la 
interpretación de un fallo de la Corte Suprema de Justicia 
de los Estados Unidos en el caso McCulloch vs. Maryland 
en 1819. En este caso, según Barreto, comienza a usarse 
la teoría de «los poderes implícitos», que habría de ser 
el sostén de los estados de sitio en Colombia durante el 
siglo XX. Esta teoría permitía institucionalizar las cortes 
marciales para los civiles, perseguir el pensamiento y la 
expresión diferentes y los derechos a la reunión y asociación 
de opositores políticos. 

Aunque ya en 1987, con varias sentencias de la Corte 
Suprema de Justicia, la teoría de los poderes implícitos 
pierde su piso jurisprudencial, es en la Asamblea Nacional 
Constituyente que se da lo que fue el debate político de la 
sucesión de estados de sitio que para 1991 mostraban sus 
efectos. Es de mencionar que la Constituyente fue instalada 
en vigencia del estado de sitio impuesto mediante Decreto 
1038 de 1984. Con respecto a ello, Antonio Barreto 
transcribe un aparte de la intervención de Aída Avella, 
constituyente por la Unión Patriótica: 

No podemos pasar la vergüenza histórica de darle 
a Colombia una nueva Carta Política gestada y 
adoptada bajo la ley marcial que ha desfigurado los 
derechos humanos de los colombianos, por lo cual se 
impone el levantamiento del actual estado de sitio54. 

54	 Proyecto de Acto Constituyente de Vigencia Inmediata, 21 de 
mayo de 1991, en AGN, Sección República, Fondo Asamblea 
Nacional Constituyente, legajo 300, folio 4. Citado por BARRETO, 
Antonio. La generación del estado de sitio: el juicio a la anormalidad 
institucional colombiana en la Asamblea Nacional Constituyente de 
1991. En: Precedente, julio-diciembre del 2012, vol. 1, p. 29.
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Como resultados del debate de la propuesta de Avella 
en la Constituyente, Barreto destacó dos: por un lado, 
el cambio del nombre de estado de sitio al de estado de 
excepción, y por el otro, que se termina con el estado de 
sitio existente, pero se mantiene el cuerpo normativo 
que lo soporta, por lo que se da lo que algunos juristas y 
constituyentes denominan «blanqueamiento de mandatos 
o normas», que hoy se aplica con la expedición de la 
Ley 1453 de 2011, conocida como la ley de seguridad 
ciudadana, que en esencia limita las libertades propias del 
ejercicio democrático ciudadano. 

Finalmente, Barreto llega a una conclusión que ha 
de ser útil para la evaluación histórica de la vigencia de 
la democracia en Colombia y la posibilidad de ejercer 
los derechos y las libertades inherentes a ella según la 
normatividad internacional:

Tras décadas de existencia institucional de un 
régimen que, como el de 1886, aplicó casi todas 
las combinaciones concebibles de regular el orden 
público mediante dosis articuladas o desarticuladas 
de normas de excepción y preceptos de policía –
altamente restrictivos de las libertades ciudadanas 
y significativamente perturbadores del normal 
equilibrio de los poderes públicos–, la generación del 
estado de sitio encontró, de todas formas, en el foro 
constituyente de 1991 un valioso espacio político 
para reclamar sus exigencias y enjuiciar los distintos 
rostros del descarrilado estado de sitio. “Culpable” 
es el eco histórico que parece quedar retumbando en 
los distintos espacios y muros del seno constituyente. 
Por eso la institución del estado de sitio fue 
fulminantemente proscrita del nuevo ordenamiento 
jurídico colombiano. Pero, aun así, prácticas como el 
constante blanqueo de los mandatos, supuestamente 
transitorios, expedidos en tiempos de anormalidad 
institucional o la aplicación a veces advertida, a 
veces inadvertida y refinadamente imperceptible, de 
los viejos y escurridizos cánones de policía, dejan 



66

entrever que Colombia aún está muy lejos de dejar 
atrás los nocivos derroteros de un mundo que de 
tiempo en tiempo vive, así no siempre sea consciente 
de ello, en estado de excepción55.

2.3.1 Apuntes sobre la democracia en la Constitución 
Política de Colombia. Si se parte de que el carácter 
vinculante de lo que se ha denominado bloque de 
constitucionalidad se fundamenta en la Constitución 
Política de Colombia, se encuentra que el artículo 9 
reconoce los principios del derecho internacional aceptados 
por Colombia56. El artículo 93 expresa que «los tratados 
y convenios internacionales ratificados por el Congreso, 
que reconocen los derechos humanos y que prohíben su 
limitación en los estados de excepción, prevalecen en el 
orden interno y que los derechos y deberes consagrados 
en esta Carta, se interpretarán de conformidad con 
los tratados internacionales sobre derechos humanos 
ratificados por Colombia»57. Esto se complementa con 
el artículo 94 de la Carta Política, que establece que 
«la enunciación de los derechos y garantías contenidos 
en la Constitución y en los convenios internacionales 
vigentes, no debe entenderse como negación de otros 
que, siendo inherentes a la persona humana, no figuren 
expresamente en ellos»58. Por último, se cuenta con el 
artículo 214, en el que, regulando los estados de excepción, 
se prohíbe la suspensión de derechos humanos y libertades 

55	 BARRETO Antonio. La generación del estado de sitio: el juicio a 
la anormalidad institucional colombiana en la Asamblea Nacional 
Constituyente de 1991. En: Precedente, julio-diciembre del 2012, vol. 
1, p. 42.

56	 COLOMBIA. ASAMBLEA NACIONAL CONSTITUYENTE. 
Constitución Política de Colombia (4 de julio). En: La Gaceta 
Constitucional. 20 de julio de 1991, n.° 116, artículo 9

57	 Ibid, artículo 93.

58	 Ibid, artículo 94.
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fundamentales y se reconoce el respeto a las reglas del 
derecho internacional humanitario. 

Pareciese que estas normas orientadoras salvarían los 
obstáculos encontrados en la Constitución de Núñez y 
Caro y la normativa subsecuente de la ley de los caballos, 
que a partir del análisis de juristas investigadores como 
Barreto deriva en el engendramiento fallido de un Estado 
de derecho, en cuyo lugar se dio, en materia de derechos, 
una «generación de estado de excepción».

Los constituyentes del 91 le dan a la nueva Carta 
Política el espíritu democrático trazado por la corriente 
capitalista occidental, al reconocer al pueblo de Colombia 
el poder soberano que se manifiesta en sus representantes 
a la Asamblea Nacional Constituyente. Y con amplitud 
expresan, dentro del mismo preámbulo de la Constitución, 
como sus fines: «Fortalecer la unidad de la Nación y 
asegurar a sus integrantes la vida, la convivencia, el trabajo, 
la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz, 
dentro de un marco jurídico, democrático y participativo 
que garantice un orden político, económico y social 
justo, y comprometido a impulsar la integración de la 
comunidad latinoamericana»59. Lo que los constituyentes 
consideraron como «participación democrática» 
remite al Título IV, en donde enlazaron la participación 
democrática con los partidos políticos.

Dado que lo que se plantea es una «democracia 
representativa» y la participación democrática está 
dentro de los límites propios de esta forma de 
«democracia» no se puede pasar sin anotar el hecho 
de que, para que la democracia representativa tenga 
una validez fáctica dentro de las dinámicas sociales y 
políticas de un Estado como el colombiano, se requiere 
una metodología de control práctico y periódico que 

59	 Ibid. Preámbulo.
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debe tener como base la reafirmación de la soberanía 
popular mediante su reconocimiento como máxima 
autoridad en la toma de decisiones.

2.3.2 Mecanismos de participación democrática en 
la Constitución Política de Colombia. Los mecanismos 
de participación del pueblo, según el artículo 103 de 
la Constitución Política, son el voto, el plebiscito, el 
referendo, el cabildo abierto, la iniciativa legislativa, la 
revocatoria del mandato y la consulta popular60. En el 
caso del voto, se debe tener en cuenta que cuando se 
eligen representantes para cargos públicos, estos tienen 
interacción permanente casi que entre iguales con 
sus electores hasta el momento en que son elegidos. 
Luego de ello, en la mayoría de veces, la relación entre 
electores y elegidos sufre una variación que depende de la 
voluntad del elegido como representante, y pareciese que 
el poder pasa del pueblo elector al gobernante elegido, 
junto con las cargas de yerros y aciertos, sin ningún tipo 
de deber de retroalimentación.

De otra parte, el cabildo abierto es otro escenario 
más de deliberación sobre temas específicos, un espacio 
de participación cuya realización prevé la iniciativa de 
los miembros del concejo municipal, distritos y juntas 
administradoras locales. En consecuencia, el cabildo 
abierto no es abierto a la participación con voz y voto de 
los ciudadanos del común, quienes solo alcanzan a tener el 
papel de intervinientes. La intervención o manifestación 
de opinión del ciudadano no tiene carácter vinculante, la 
única obligación de la corporación convocante al cabildo es 
dar respuesta a las inquietudes de los intervinientes.

En lo que respecta al plebiscito, el referendo y la 
iniciativa legislativa, estos son mecanismos en los que, 

60	 Ibid. Artículo 103.
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aunque el constituyente primario interviene directamente 
para tomar una decisión sobre un asunto que le atañe, 
tienen limitaciones tales como que para su activación 
(en tanto que mecanismos de participación) se requiere 
poner a funcionar toda una maquinaria del orden 
burocrático y presupuestal que hace insostenible su uso 
frecuente. Además, estos mecanismos fueron diseñados 
para tener efectos en el orden nacional, y no es posible 
pretender que se realice un referendo o un plebiscito 
municipal, departamental o regional obedeciendo a 
las particularidades locales, y mucho menos podría ser 
usado desde la variedad de la multiculturalidad, que es 
propia del pueblo colombiano, diferente de la plurietnia 
indígena, afrodescendiente o rom. Un caso claro es la 
cultura campesina.

Por último, hay que mencionar la consulta popular, 
un mecanismo de participación popular que tiene varias 
características de acuerdo con los artículos 104 y 105 de 
la Constitución. En primer lugar, en el orden nacional, la 
consulta popular solo se da si el presidente así lo considera, 
luego de que su gabinete ministerial dé un concepto 
favorable. En caso de que sea así, la decisión popular tiene 
carácter de obligatoria.

En el orden territorial los gobernadores y alcaldes tienen 
la misma facultad de consultar a la ciudadanía sobre temas 
que le competan en su territorio, previo cumplimiento 
de «requisitos y formalidades». Allí la decisión también 
es de obligatorio cumplimiento, según el artículo 8 de 
la Ley 134 de 1994. En los dos casos mencionados la 
voluntad que hace posible la activación del mecanismo de 
participación está en cabeza del servidor público elegido 
popularmente para gobernar. La ciudadanía no tiene este 
poder legal. Ahora bien, no existe la posibilidad de que 
la iniciativa de consulta popular sobre un tema de interés 
general en el ámbito nacional, territorial o local provenga 
del «soberano constitucional». Para los únicos que la 
consulta es obligatoria es para los resguardos indígenas, 
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territorios colectivos y comunidades rom, de acuerdo con 
el Convenio 169 de la Organización Internacional del 
Trabajo, ratificado por Colombia con la Ley 21 de 1991.

Aunque esto da derechos preferenciales a estos pueblos, 
hasta hoy lo que se conoce como «consulta previa libre 
e informada», desde el bloque de constitucionalidad y 
acreditación normativa nacional, adolece de infinidad de 
quebrantos generados por la falta de voluntad política 
del Estado colombiano con respecto a los derechos de 
los grupos étnicos. Y para lo que corresponde a este 
trabajo, termina siendo paradójico que «el soberano» sea 
considerado por la normatividad nacional como un objeto 
de consulta dentro de la dinámica «democrática» y no el 
sujeto que construye, ordena, planifica y decide sobre el 
territorio que compone el Estado como un todo, pero 
también el territorio como región, como localidad y como 
espacios en donde existe la multiculturalidad.

2.4 La participación ciudadana en la jurisprudencia 
colombiana

Desde la filosofía, la doctrina jurídica y la jurisprudencia 
se han planteado teorías respecto a la validez de la 
democracia, sopesando los vacíos existentes para su 
ejercicio, incluso en materia de legitimidad en la sociedad. 
Por ejemplo, Jurgüen Habermas, en su trabajo Teoría de 
la acción comunicativa, y posteriormente en Facticidad y 
validez: apuntes para una teoría discursiva del derecho y del 
Estado de derecho democrático, plantea un nuevo paradigma 
discursivo-procedimental del derecho, así como un modelo 
normativo de democracia participativa, que complementa, 
en muchos aspectos, el paradigma consensual del derecho 
de John Rawls61.

61	 MEJÍA QUINTANA, Óscar. La teoría del derecho y la democracia en 
Jürgen Habermas: en torno a Faktizitát und geltung. [En línea]. En: 



M
es

as
 C

om
un

al
es

 p
or

 la
 V

id
a 

D
ig

na

71

Al respecto, el profesor Óscar Mejía, quien estudió la 
teoría del derecho de este filósofo, señala algunos puntos 
para tener en cuenta en el análisis de la democracia en 
el ámbito fáctico. Mejía transcribe el planteamiento de 
Habermas con respecto al derecho:

El derecho es el único instrumento social 
que sobrevive después de la racionalización y 
desencantamiento de las imágenes unitarias 
tradicionales del mundo. Pero, pese a su acción 
reguladora del mundo de la vida, su dinámica 
jurídico-procedimental obedece más a los 
imperativos sistémicos que a los socioculturales, 
lo cual no solo lo convierte en el medio de 
colonización interna del sistema por excelencia, sino 
en la causa material del progresivo horadamiento y 
deslegitimación de las preformas y formas sociales 
existentes, tanto de sociedades tradicionales como 
complejas.
La racionalización del derecho y la colonización del 
mundo de la vida producen la relativización de las 
estructuras convencionales de legitimación que, ante 
la desaparición del marco institucional existente, 
dejan a la sociedad en su conjunto sin elementos de 
legitimación adecuados […] La fórmula weberiana 
de “fe en la legalidad” no es suficiente para satisfacer 
los enormes déficits de legitimación de la sociedad 
contemporánea62.

Ideas y valores. Abril, 1997. n.° 103. Disponible en: https://revistas.
unal.edu.co/index.php/idval/article/view/21832/22807

62	 HABERMAS, Jürgen. Factízitat und geltung. Beitrage sur 
diskurstheorie des rechts und des demokratischen rechsstaars, 
Frankfurt: Suhrkamp Verlag. Traducción al Inglés. Between facts and 
norms. Contributions to a discourse theory of law and democracy, 
Cambridge: MIT Press, 1996. Citado por MEJÍA QUINTANA, 
Óscar. La teoría del derecho y la democracia en Jürgen Habermas: en 
torno a Faktizitát und geltung. [En línea]. En: Ideas y valores. Abril, 
1997. n.° 103. Disponible en: https://revistas.unal.edu.co/index.php/
idval/article/view/21832/22807
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Ante las propuestas del neoliberalismo con respecto a 
la democracia del Estado de bienestar, Habermas propone 
un tercer paradigma «donde condiciones procedimentales 
para la génesis democrática de los estatutos legales sea 
garantizada por la legitimidad de la ley promulgada»63. 

Si se revisa el ámbito del derecho constitucional, 
Habermas propone que:

La concepción discursivo-procedimental del 
derecho constitucional debe concernir antes que 
todo con la calidad de la discusión y argumentación 
democráticas. Esto representa un modelo de 
democracia discursiva, expuesto anteriormente, 
que se constituye en alternativa al modelo liberal-
individualista y sus patologías inherentes de 
desinterés y privatismo civil y al republicano-
comunitarista y su imposición de una visión 
moralizadora unilateral de la vida política y legal de 
una sociedad64.

La influencia de la concepción habermasiana en la 
Corte Constitucional colombiana se da al resolver la 
constitucionalidad de una ley de medidas electorales. El 
fallo, cuyo ponente fue el magistrado Alejandro Martínez, 
acogió el concepto de la democracia participativa como un 
acto procedimental, en una visión cercana a la señalada por 
Habermas en Facticidad y validez. En aquel fallo, Martínez 
expresó: 

En efecto, la democracia, desde el punto de vista 
formal, puede ser definida como un gobierno en el 
cual los destinatarios de las normas son los mismos 
que las producen, pues las decisiones colectivas son 
tomadas por los propios miembros de la comunidad. 

63	 Ibid. p. 48.

64	 Ibid. p. 282.
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Esto diferencia el principio democrático de auto 
organización de la sociedad –en el cual el orden es 
construido a partir de la voluntad de los gobernados– 
del principio autocrático –en el cual son los propios 
gobernantes quienes determinan el orden social65.

La Sentencia T-263 de 2010, en la cual fue magistrado 
ponente el doctor Juan Carlos Henao Pérez, señala los 
múltiples pronunciamientos que ha realizado la Corte 
Constitucional en materia de democracia como principio 
constitucional y fin del Estado. Además, se toma la 
Sentencia C-585 de 1995, cuyo magistrado ponente 
es Hernando Herrera Vergara, quien aporta sobre los 
alcances de la democracia participativa y participación 
ciudadana. En primer término, la T-263 de 2010 plantea, 
como introducción, que la democracia se identifica como 
característica del Estado social de derecho en el artículo 
1.° de la Carta Política, y que en el artículo 2 se la tiene 
también como uno de los principios fundamentales de 
la Constitución; asimismo, que el artículo 41, partiendo 
de que la democracia es un fin del Estado que hay que 
fomentar y proteger, señala la obligación de fomentar 
prácticas democráticas para el aprendizaje de los principios 
y valores de la participación ciudadana66.

Según la Corte, el numeral 5.º del artículo 95 de 
la Constitución prescribe el deber de toda persona de 
«participar en la vida política, cívica y comunitaria del 
país», comportamiento que, evidentemente, supera al 

65	 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-145 
(23 de marzo de 1994). Magistrado ponente: Alejandro Martínez 
Caballero. Citada por: MACEDO RIZO Marcelo. La Participación 
Ciudadana en la Constitución del 91. En: Pensamiento Jurídico. 2011, 
n.° 30. Instituto Unidad de Investigaciones Jurídico-Sociales Gerardo 
Molina - Unijus. Facultad de Derecho Ciencias Políticas y Sociales.

66	 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-263 (19 
de abril de 2010). Magistrado ponente: Juan Carlos Henao Pérez.
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ejercicio del derecho al voto, ya que cuenta con más 
esferas para su desarrollo, como el celo de los intereses 
nacionales y, por ende, el ejercicio del control político. No 
obstante, hay un aporte especial en el análisis que hace 
esta corporación mediante la Sentencia C-089 de 1994, en 
donde ha indicado que tanto en los ámbitos sociales como 
en el ordenamiento jurídico el principio democrático tiene 
las características de universal y expansivo: 

La breve relación anterior de las normas 
constitucionales sobre las que se edifica la democracia 
participativa, es suficiente para comprender que el 
principio democrático que la Carta prohíja es a la 
vez universal y expansivo. Se dice que es universal en 
la medida en que compromete variados escenarios, 
procesos y lugares tanto públicos como privados 
y también porque la noción de política que lo 
sustenta se nutre de todo lo que vitalmente pueda 
interesar a la persona, a la comunidad y al estado y 
sea por tanto susceptible de afectar la distribución, 
control y asignación de poder social. El principio 
democrático es expansivo pues su dinámica lejos 
de ignorar el conflicto social lo encauza a partir del 
respeto y constante reivindicación de un mínimo de 
democracia política y social que, de conformidad 
con su ideario, ha de ampliarse progresivamente 
conquistando nuevos ámbitos y profundizando 
permanentemente su vigencia, lo que demanda 
por parte de los principales actores públicos y 
privados un denodado esfuerzo para su efectiva 
construcción67.

67	 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-089 (3 
de marzo de 1994). Magistrado Ponente: Eduardo Cifuentes Muñoz. 
Citada por Sentencia T-263 (19 de abril de 2010). Magistrado 
ponente: Juan Carlos Henao Pérez.



M
es

as
 C

om
un

al
es

 p
or

 la
 V

id
a 

D
ig

na

75

Según esto, la Corte Constitucional considera que el 
principio democrático de la Constitución abarca múltiples 
ámbitos sociales, que desbordan el electoral y entre los 
que se hallan la educación, la participación ambiental, 
la vida económica y el control político. Mientras que 
la línea jurisprudencial, desde hace más de una década, 
señala que las autoridades tienen el deber de incentivar la 
participación democrática y no obstaculizar su ejercicio68. 
En Sentencia C-179 de 2002, reiterando su jurisprudencia, 
la Corte apuntó:

Como antes se dijo, la democracia participativa 
supone una tendencia expansiva. Esta característica 
significa que el principio democrático debe ampliarse 
progresivamente a nuevos ámbitos y hacerse cada 
vez más vigente, lo cual exige la construcción 
de una nueva cultura que debe paulatinamente 
implementarse en la sociedad política. Se trata pues 
de una maximización progresiva de los mecanismos 
que permiten el acceso al poder político, y el 
ejercicio y control de este, así como la injerencia en 
la toma de decisiones. Desde este punto de vista, la 
tendencia expansiva de la democracia participativa 
proscribe los obstáculos y trabas que impiden la 
efectiva realización de la democracia, y el excesivo 
formalismo de las normas que regulan el ejercicio de 
los derechos políticos69.

En el ámbito del control ciudadano al poder público, y 
refiriéndose a los mecanismos de participación ciudadana, 
en la Sentencia C-180 de 1994 se indicó que:

68	 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-263 (19 
de abril 2010). Magistrado Ponente: Juan Carlos Henao Pérez.

69	 COLOMBIA CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-179 (12 
de marzo 2002)Magistrado Ponente: Marco Gerardo Monroy Cabra. 
Citada por Sentencia T-263 (19 abril 2010). Magistrado ponente: Juan 
Carlos Henao Pérez.
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El control sobre lo mandado y sobre el mandatario 
son las claves de la democracia real. Ninguna 
decisión adoptada por el Estado, en lo externo ni 
en lo interno, deben escapar al control del elector 
[…] La revocatoria es tal vez uno de los derechos 
políticos de mayor repercusión para hacer realidad 
la verdadera democracia participativa, que postula 
el artículo 1.° de nuestra Carta Política, por cuanto 
otorga a los electores un importante poder de control 
sobre la conducta de sus representantes, con lo que 
establece un nexo de responsabilidad entre estos y su 
base electoral. De ahí que quienes tienen derecho, 
jurídica y políticamente a revocar un mandato, sean 
las mismas personas que lo confirieron u otorgaron. 
No quienes son ajenos a la relación establecida, que 
en este caso es la de elector-elegido70. 

Luego, la misma providencia, reiterando lo dispuesto en 
la Sentencia C-011 de 1994, enfatizó que:

Esta revocatoria del mandato es la consecuencia 
lógica del derecho de participación del ciudadano 
en el ejercicio del poder, como lo dispone el artículo 
40 superior. En otras palabras, en el nuevo esquema 
filosófico de la Carta el ciudadano ya no se limita 
a votar para la escogencia del gobernante y luego 
desaparece durante todo el periodo que media entre dos 
elecciones –como en la democracia representativa–, sino 
que durante todo el tiempo el ciudadano conserva sus 
derechos políticos para controlar al elegido –propio 
de la democracia participativa–. El ciudadano no se 
desentiende de su elección71.

70	 COLOMBIA CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-180 (14 
abril 1994). Magistrado ponente: Hernando Herrera Vergara. Citada 
por Sentencia T-263 (19 abril 2010). Magistrado ponente: Juan Carlos 
Henao Pérez.

71	 COLOMBIA CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia C-11 (21 
enero 1994). Magistrado ponente: Alejandro Martínez Caballero. 



M
es

as
 C

om
un

al
es

 p
or

 la
 V

id
a 

D
ig

na

77

A modo de conclusión, la Corte, en la Sentencia T- 263 
de 2010, manifiesta que: 

Debido al principio democrático y su cualidad 
expansiva y universal, el control político ciudadano 
es una de las manifestaciones más importantes de la 
participación democrática. Por esta misma razón, los 
servidores públicos tienen el deber de incentivarla y 
no torpedearla, ya que la inspección del pueblo en los 
asuntos, actuaciones e implementaciones políticas, 
como el incumplimiento del programa de gobierno, 
son fundamentales para la democratización social72.

El mecanismo de revocatoria del mandato, a pesar de 
lo desarrollado por la jurisprudencia, resulta estar limitado 
a alcaldes y gobernadores mediante el denominado voto 
programático. Por otro lado, el papel del “soberano”, visto 
desde las características de expansivo y universal resulta 
siendo mínimo toda vez que se circunscribe al ejercicio del 
voto y a la sanción mediante la revocatoria del mandato. 
Y es que resulta que la deliberación y el control no se 
destacan en el ejercicio real del principio democrático, no 
para la revocatoria en sí misma, como ya está estatuido en 
la Ley 134 de 1994, «por la cual se dictan normas sobre 
mecanismos de participación ciudadana», sino para el 
ejercicio del poder y la administración pública. Por ello, es 
de especial valor lo que en un aparte de la Sentencia C-089 
de 1994 la Corporación constitucional deja dicho:

La democratización del Estado y la sociedad que 
prescribe la Constitución no es independiente de 

Citada en Sentencia C-180 (14 de abril 1994). Magistrado ponente: 
Hernando Herrera Vergara. Esta Sentencia a su vez es citada en 
Sentencia T-263 (19 de abril 2010). Magistrado ponente: Juan Carlos 
Henao Pérez.

72	 COLOMBIA CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-263 de 
2010 (19 de abril). Magistrado ponente: Juan Carlos Henao Pérez.
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un progresivo y constante esfuerzo de construcción 
que compromete a los colombianos en mayor grado, 
desde luego, a las instituciones públicas y a los 
sujetos privados que detentan posiciones de poder 
social o político y de cuyo resultado se derivará la 
mayor o menor legitimidad de las instituciones, 
no menos que la vigencia material de la Carta y la 
consecución y consolidación pública73.

Habría que preguntarse entonces por qué, si la 
democracia es un principio de la Carta Política, un fin 
y además una característica del Estado social de derecho 
colombiano, cuando las comunidades agrarias, e incluso 
algunas instituciones ambientales, han usado mecanismos 
de participación, como la consulta popular, para detener la 
depredación que trae consigo la explotación legal e ilegal de 
recursos minero-energéticos, el principio democrático no 
ha sido suficiente. 

En cuanto a la vida económica y al control político, 
sorprende más aún que, a pesar de la amplitud y 
universalidad del principio democrático, este sea un fin 
del Estado y una característica de este último. Cuando 
tomamos el ejemplo de las comunidades campesinas 
organizadas, como las del Catatumbo, en Norte de 
Santander, que han cumplido con todos los requisitos 
para que en sus territorios sean declarados una zona de 
reserva campesina desde el año 2012,  se observa que, 
primero, han tenido que ver supeditada la decisión del 
Incoder a lo que ordenase el Ministerio de Defensa, y 
luego, al declararse en paro, fueron objeto de señalamientos 
y victimización, y, posteriormente de haber logrado que 
se instalase una Mesa para la Interlocución y el Acuerdo 

73	 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL, Sentencia C-089 
(3 marzo 1994) Magistrado Ponente: Eduardo Cifuentes Muñoz. 
Citada en Sentencia C-585 (7 diciembre 1995) Magistrado Ponente: 
Hernando Herrera Vergara.
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con el Gobierno nacional buscando que este cumpla con 
la ley, se evidenció cómo se retardó el reconocimiento del 
cumplimiento de la ley y hubo un retroceso en los pasos.

Estos son solo algunos de muchos casos que en el 
contexto nacional se han venido dando teniendo como 
origen la organización democrática popular, ya sea desde 
los ambientalistas, los estudiantes o los campesinos, en 
ejercicio del numeral 5.º del artículo 95 de la Constitución, 
y que han recibido respuestas poco ajustadas al principio 
democrático constitucional por parte del Gobierno 
nacional. El modelo de democracia existente en Colombia 
se fundamenta en una democracia representativa que 
no representa porque carece de esencia, y lo que podría 
referirse a una democracia participativa en lo normativo, 
aunque posee principios propios de una democracia 
real universal y expansiva, dista mucho de la voluntad 
política y de los ejercicios de interpretación normativa y 
de administración de justicia de los servidores públicos en 
el territorio nacional, brecha profunda característica del 
sistema político imperante. 

Como lo expresan Araújo, Brewer, Flórez y otros:

He ahí la importancia de los movimientos y los 
grupos ciudadanos, la importancia de la prensa 
libre, la importancia de la educación: solo a partir 
de ellos será posible construir el espacio adecuado 
de la participación y de la representación y permitir 
el desarrollo de una verdadera democracia crítica, 
reflexiva, madura y libre. De manera especial debe 
ponerse énfasis en la necesidad de desarrollar una 
cultura de las sociedades civiles, las organizaciones 
ciudadanas, los movimientos sociales, verdadero 
semillero de las virtudes cívicas y espacio de 
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formación de la democracia crítica, además de 
escenario jurídico del control ciudadano del poder74.

Cuando se haga referencia al ejercicio de uno de los 
gérmenes constitucionales destacados en una buena parte 
de las democracias existentes, como es la denominada 
democracia, habrían de tenerse presentes definiciones como 
la de Perales Arretxe, quien plantea que la democracia:

Es el ejercicio de una sociedad civil que participa 
en los procesos de decisión que conllevarán 
posteriormente a las decisiones definitivas, lo 
que supone oportunidades de voz propositivas y 
garantías para el ejercicio de tales oportunidades. 
La participación ciudadana tiene como objeto la 
democratización del espacio público, y no se limita 
al ámbito de las instituciones políticas, sino que se 
extiende asimismo al campo de la sociedad civil; se 
orienta a fortalecer las capacidades autorganizativas 
de la sociedad y es un medio de socialización de 
la política y de generación de nuevos espacios y 
mecanismos de articulación Estado y sociedad75.

Por su parte, Boaventura de Sousa Santos, en su 
trabajo Reinventar la democracia: reinventar el Estado, 
se refiere a un tercer sector que no es ni la fuerza estatal 
ni la fuerza del mercado, sino que está compuesto por 
expresiones de organización no estatal ni mercantil, de 
lo más variopintas, en donde ubica organizaciones 
de base, comunitarias, asociaciones no lucrativas y de 
economía social, entre otras, con heterogéneas raíces 

74	 ARAÚJO, Rocío et al. Retos de la democracia y la participación 
ciudadana. Colección de textos de jurisprudencia, Facultad de 
Jurisprudencia. Bogotá: Editorial Universidad del Rosario, 2011. p. 79.

75	 PERALES ARRETXE, Iosu. Poder local y democracia participativa en 
América Latina. Bogotá: editado por la Fundación para la Investigación 
y la Cultura, 2004. p. 5.
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ideológicas que pasan por el socialismo, el cristianismo 
social y el liberalismo.

De Sousa, quien también plantea la incoherencia entre 
el neoliberalismo y la democracia, dice que mientras 
se fundamente el trabajo del tercer sector en reglas 
respetuosas de la autonomía y la integridad de las distintas 
organizaciones no estatales ni mercantiles, sus relaciones 
pueden llegar a ser el cimiento para construir algo que 
denomina «globalización contra-hegemónica», que define 
como «la actuación transnacional de aquellos movimientos, 
asociaciones y organizaciones que defienden intereses y 
grupos relegados o marginados por el capitalismo global»76.

En este mismo libro, De Sousa también señala 
que está surgiendo una nueva organización política 
más extensa que el Estado y que no responde a la 
idea neoliberal de minimización del Estado ni a la 
fordiana del Estado de bienestar, ya que en la primera 
lo que se da es la mercantilización del Estado, y en la 
segunda, su superburocratización. De Sousa se refiere al 
movimiento social.

De Sousa se refiere a la participación como actor, en 
igualdad de condiciones, de ese tercer sector. Además, 
propone una forma de concebir el Estado como un 
«novísimo movimiento social». Asimismo, habla de 
la existencia de «una organización integrada por un 
conjunto híbrido de flujos, redes y organizaciones en el 
que se combinan e interpenetran elementos estatales y 
no estatales, tanto nacionales como locales y globales, y 
del que el Estado es el articulador». En el ámbito de la 
regulación social, De Sousa dice que esta regulación es 
amplia y férrea, pero también fragmentaria y heterogénea, 

76	 DE SOUSA SANTOS, Boaventura. Reinventar la democracia 
reinventar el Estado. Colección Biblioteca de Ciencias Sociales. Buenos 
Aires: Consejo Latinoamericano de Ciencias Sociales. Primera edición 
de CLACSO, 2005. p. 84.
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consecuencia propia del respeto de la autonomía. En 
este punto surge un interrogante sobre cuáles son las 
debilidades organizativas existentes en el campo social, 
producto de un proceso histórico de adoctrinamiento afín 
a la cultura impuesta desde el mercado, que utiliza los 
medios de comunicación masiva como plataforma eficaz de 
propaganda y educación a la gente del común.

En Colombia, además de lo expuesto por De Sousa, 
existen dos factores más que debilitan la organización y 
que son el apropiamiento de mecanismos y estructuras 
usadas tradicionalmente por el «tercer sector», ahora 
utilizados por quienes detentan el poder económico del 
país, y la mano omnipresente del terror, que queda en la 
memoria de las comunidades victimizadas con el obrar 
de fuerzas armadas paramilitares que ejercen su poder 
en los territorios, aunque se las considere por parte del 
Estado oficialmente desvinculadas al mismo Estado. Sin 
embargo, el actuar de las fuerzas armadas paramilitares 
aumenta su poderío económico con el control del comercio 
ilegal, ya sea de estupefacientes, recursos naturales, armas 
o demás productos, que sustenta su sobrevaloración con 
la etiqueta de «ilegalidad». Ejemplos de esta realidad son 
las comunidades que habitan en algunas comunas de 
Barrancabermeja, en el Magdalena Medio santandereano, 
en Buenaventura, Valle del Cauca, y en Medellín, 
Antioquia, entre otras. Estos factores están hoy dirigidos a 
un elemento que es clave dentro de las dinámicas sociales, 
el territorio en donde se viene dando un proceso de 
desarraigo local, no solo rural sino también urbano.

De Sousa plantea que solo la reforma del Estado 
y del tercer sector, «mediante la articulación entre 
democracia representativa y democracia participativa, 
puede dar efectividad al potencial democratizador de 
cada uno de ellos frente a los fascismos pluralistas que 
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intentan apropiarse del espacio público no estatal»77. Esta 
reflexión, más que pertencer al autor citado, pertenece 
a la conciencia colectiva de las diferentes organizaciones 
y asociaciones, en fin, a los espacios en donde la 
autoevaluación y la revisión constante de las acciones 
de sus miembros, que deben obedecer a sus planes de 
trabajo con respecto a sus principios y lineamientos para 
evitar o corregir vicios del autoritarismo, el clientelismo y 
demás, propios del ejercicio del poder que De Sousa llama 
«proyectos de fascismo social»78.

2.5 Concepto de la propuesta de la democracia 
campesina

En este trabajo se deja sobre la mesa cómo, en una 
región del país como el valle del río Cimitarra, compuesto 
por los municipios de Yondó y Remedios (Antioquia) y 
Cantagallo y San Pablo (Bolívar), se viene desarrollando 
un proceso que ha partido de las luchas por la defensa y la 
reivindicación de los derechos humanos de sus habitantes. 
Este proceso tiene inmersos la reivindicación de la tierra y 
el territorio junto con los demás derechos necesarios para 
una vida digna, y ha destacado un especial valor y garantía 
de los derechos sociales económicos y culturales.

Para lograr esa vida digna han pasado décadas y se 
han acumulado múltiples experiencias, de organización y 
desarrollo colectivos, que se vienen enriqueciendo unas a 
otras y que se han convertido en expresión de lo que en 
este trabajo se ha denominado democracia campesina. En 
este proceso, las Mesas Comunales por la Vida Digna de 
la región se han constituido en una de las estructuras en 
donde se manifiesta la democracia campesina, pero por los 

77	 Ibid. p. 91.

78	 Ibid. p. 97.
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desarrollos que se vienen dando en ellas tienen una especial 
vigencia, y por ello se les dedica el próximo y último 
capítulo de este trabajo.

Ahora, para hacer el ejercicio de caracterización de 
la democracia campesina, es necesario echar mano de 
la historia de las luchas campesinas, su relación con la 
defensa de los derechos humanos, su insistencia en el 
reconocimiento que debe hacer el Estado del campesinado 
como sujeto político y la claridad que tiene el campesinado 
en Colombia de no ser un movimiento meramente 
reivindicador de derechos, sino que es capaz de construir 
y ejercer poder real en los territorios que también ha 
construido y ordenado. 

La organización ha sido la base para la resolución de 
conflictos y defensa frente a un modelo económico y 
político que ha enfocado sus esfuerzos en la destrucción 
del proceso agrario. El campesinado del valle del 
río Cimitarra ha venido desarrollando dinámicas de 
autogobierno desde lo colectivo, fundamentadas en la 
solidaridad, ante todo, para poder mantener su condición 
de seres humanos libres, dignos, autónomos79. De 
igual manera, en lo político, el proceso adquirió una 
serie de características que le permiten hoy estar en un 
proceso de «colonización del poder estatal»80 dirigida a 

79	 MORALES POLO, Eladio. Derechos y resistencia campesina 5. 
[Videograbación]. Barrancabermeja. 21 de marzo de 2015. 44 
minutos; GUERRA, Gilberto. Derechos y resistencia campesina 
3. [Videograbación]. Barrancabermeja. 21 de marzo de 2015. 119 
minutos; MANZANO, Álvaro. Derechos y resistencia campesina 
4. [Videograbación]. Barrancabermeja. 21 de marzo de 2015. 70 
minutos, y RAMÍREZ AMAYA, María Irene. Derechos y resistencia 
campesina 2. [Videograbación]. Barrancabermeja. 18 de marzo de 
2015. 33 minutos.

80	 El término de «colonización del poder estatal» es tomado de FUNG, 
ARCHON y OLIN WRIGHT, Erik. Democracia en profundidad. 
Nuevas formas institucionales de gobierno participativo con poder de 
decisión. Colección Teoría y Justicia. Bogotá: Facultad de Derecho, 
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la transformación del sistema mediante el uso de algunas 
estructuras y mecanismos propios. 

En el proceso campesino regional entonces, se 
encuentran unos principios, características, estructuras y 
mecanismos de participación, además de unas constantes 
que alimentan el ejercicio del poder local como son la 
organización, la formación política del campesinado y la 
acción política en el proceso de desarrollo de la democracia 
campesina. Esto es lo que a continuación se estudiará.

2.6 Principios aplicados en la democracia 
campesina

Para comenzar, a la democracia campesina se la 
considera un componente de la cultura campesina misma, 
es decir, que no es una propuesta construida desde afuera, 
producto de asesoría o imposición ideológica, sino del 
sentir, soñar y quehacer campesino organizado81.

El maestro Carlos Gaviria Díaz, en una conferencia 
que tuvo por nombre «Educar para la Democracia»82, citó 
algunos principios necesarios para que exista la democracia, 
que coinciden con los aportes de los dirigentes campesinos 
Eladio Morales y Gilberto Guerra.

2.6.1 Libertad. Como introducción al tema, Gaviria83 
cita a José Ortega y Gasset y su ensayo Democracia 
morbosa, donde afirma que desconfía de una persona que 

Ciencia Políticas y Sociales, Universidad Nacional de Colombia, 
2003. p. 51.

81	 MORALES POLO, Eladio. Op. cit.

82	 GAVIRIA DÍAZ, Carlos. Conferencia: Educar para la democracia. [En 
línea]. Bogotá: 11 de marzo de 2015. [Citado de 3 abril del 2015]. 
Disponible en: https://vimeo.com/122013684

83	 Ibid.
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dice que ante todo es demócrata, porque considera que 
un ser humano tiene que ser muchas otras cosas más antes 
que ser un demócrata. Para ello, Gaviria cita el ensayo de 
Sartre titulado El existencialismo es un humanismo. Dice 
Sartre: «El hombre es la criatura condenada a ser libre», y 
explica que es una condena porque ser libre significa estar 
abocado a tomar decisiones que van desde lo más sencillo 
hasta el qué hacer con la propia vida. En su conferencia, 
Gaviria señala que Sartre cita el imperativo categórico de 
Kant «obra de tal modo que tu conducta pueda convertirse 
en regla de conducta universal». Esa es la libertad, plantea 
Gaviria, incluso vivida como carga.

Para mostrar la coincidencia en el razonar de 
Carlos Gaviria con respecto a la libertad y la visión del 
campesinado organizado del valle del río Cimitarra, se 
destaca lo que afirma Eladio Morales84 sobre la democracia: 
«la democracia para nosotros concretamente se refleja en 
la libertad para expresar, en la libertad para discutir, en la 
libertad para tomar decisiones, en la libertad para comenzar 
entonces a formar sus propias políticas, sus propias 
políticas en la región»85. El principio de la libertad dentro 
de la democracia campesina tiene el fuerte componente de 
responsabilidad consigo mismo y con la comunidad.

2.6.2 Autonomía. El segundo principio de la 
democracia que trata este trabajo es la autonomía. Se 
cita nuevamente a Gaviria, quien comienza explicando 
la dignidad, y se refiere en su conferencia «Educar para la 
Democracia, a la Oración por la dignidad humana, escrita 
por Giovanni Pico della Mirandola, quien caracteriza la 

84	 Miembro de la Asociación Campesina del Valle del Río Cimitarra y 
encargado del trabajo regional.

85	 MORALES POLO, Eladio. Derechos y resistencia campesina 5. 
[Videograbación]. Barrancabermeja. 21 de marzo de 2015. 44 
minutos.
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criatura humana como la única capaz de avistar un destino 
y perseguirlo, en tanto «tiene la posibilidad de subir al cielo 
y bajar al lodo, todo eso hace parte de su dignidad» 86. En 
esta misma conferencia Gaviria concreta que la dignidad 
humana no es otra cosa que la «autonomía», que considera 
bien pensada y desarrollada en dos autores: Rousseau y 
Kant. Rousseau da una respuesta a una pregunta que él 
mismo plantea: ¿cómo hace uno para obedecer sin sentir 
rebajada su dignidad?, esto teniendo en cuenta que se 
está destinado a vivir con los demás, y que cuando hay 
comunidad siempre hay un núcleo de poder. La respuesta 
de Rousseau es que «únicamente obedecemos sin perder 
la dignidad cuando obedecemos órdenes que nosotros 
mismos nos hemos dado». Y por tanto su propuesta es 
una sociedad democrática donde todas las personas van a 
decidir qué es lo que se hace. Kant desarrolla la dimensión 
individual de la autonomía, en donde la persona acata las 
normas que su conciencia considera que son dignas de ser 
observadas universalmente.

Dice Gaviria que la democracia tiene que ver con 
la autonomía personal y que esta es la misma dignidad 
integrada a la comunidad, además deja claro que la 
comunidad no ha de ser gobernada desde afuera, sino que 
ella misma ha de ser la que se gobierne. En la ruralidad 
el principio de la autonomía, además, tiene un vínculo 
indisoluble con el territorio, pues este, según Zibechi, es 
la base primera sobre la que se construye la autonomía en 
una suerte de trilogía: territorio-autogobierno-autonomía, 
ya que cada uno de estos aspectos resultan inseparables 
en los planos de la educación, la salud, la producción y la 
distribución87.

86	 Ibid.

87	 ZIBECHI, Raúl. Autonomías y emancipaciones: América Latina en 
movimiento. Universidad Nacional Mayor de San Marcos, 2007. p.129
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Guerra, referente de dirigencia campesina en el 
Magdalena Medio, plantea, con respecto a la autonomía 
campesina: 

Una autonomía traspasa todos esos escenarios 
porque nadie puede, como persona, por encima 
de una mayoría, tomar una actitud individual y 
decir yo cambio la cosa, es la mayoría la que decide. 
Entonces, ahí si hay de alguna manera un ejercicio 
democrático que juega una función muy importante 
porque se suma el sentir de la mayoría sobre la 
minoría, eso juega su papel, pero lo que en realidad 
se entiende es que esa parte de autonomía no 
necesariamente tiene que jugar como el matrimonio 
de una legalidad, se puede tener una autonomía 
independiente a la que se le tenga el reconocimiento 
legal o no, por eso cuando se congeló la Zona de 
Reserva Campesina, insistimos en mantenerla como 
bandera de lucha basada única y exclusivamente en el 
principio de la autonomía que tenía el campesinado 
independiente de que el gobierno se desgargantara 
diciendo que no la iba a legalizar, de una vez la había 
congelado y había decidido no legalizar. 
Y ni siquiera la pelea era porque se descongelara, sino 
porque se cumpliera con la ley, como efectivamente se 
dio, pero para nosotros tiene tanto de malo como de 
bueno, porque tuvo tanto de malo que estaba congelada 
que era una arbitrariedad, pero tuvo tanto de bueno 
que la gente se aferró mucho más a esa bandera de lucha 
por su autonomía, ni siquiera por la legalidad, sino por 
su autonomía. Hoy entonces tenemos autonomía y 
tenemos una figura que representa este caso, entonces, 
de alguna manera, esto fue una oportunidad para la 
región. En las mesas sucede lo mismo, las mesas tienen 
el reconocimiento de una autonomía que traíamos desde 
hace muchos años88.

88	 GUERRA, Gilberto. Derechos y resistencia campesina 3. 
[Videograbación]. Barrancabermeja. 21 de marzo de 2015. 119 minutos.
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La explicación que da este líder permite entender la 
autonomía como algo propio del campesinado organizado 
en dos vías: una, tiene que ver con el respeto a la decisión 
de una comunidad que ha deliberado para tomar una 
decisión que busca el bien común, y otra, con relación 
a la legitimidad de quienes tienen la tarea de cumplir 
o hacer cumplir la decisión de origen comunitario. 
Independientemente de factores legales o mecanismos de 
presión externos, mientras la comunidad campesina tiene 
claro que su decisión es la que beneficia al colectivo, la 
mantiene y la defiende.

2.6.3 Solidaridad. A la libertad y la autonomía 
analizadas por el maestro Gaviria, así como a la explicación 
de Morales y Guerra sobre su desarrollo por parte del 
campesinado organizado del valle del río Cimitarra, 
se suma la solidaridad como principio de democracia 
campesina. Buena parte del campesinado que se fue 
organizando en el valle del río Cimitarra optó por ejercer 
la libertad como carga vista desde la responsabilidad, 
aunque tuviesen que pagar un costo adicional por 
no someterse a un statu quo que pretende, mediante 
diferentes mecanismos, arrebatarles sus derechos. Por ello, 
el campesinado organizado del valle del río Cimitarra, 
con sus particularidades históricas, decide resistirse al 
desplazamiento forzado a pesar de la violencia que en su 
contra desata la imposición de un modelo económico. 
Este campesinado requiere de otro principio más que 
pueda hacer que se sostenga la democracia en el territorio 
y que corresponde a la solidaridad. La solidaridad resulta 
ser la respuesta colectiva de autoprotección y el medio de 
defensa infranqueable frente a la adversidad violenta que 
acosa al campesinado. Un ejemplo del valor que tiene la 
solidaridad para el campesinado del valle del río Cimitarra 
lo relata Guerra: 
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Yo recuerdo, y voy a mencionarlo porque, pues a 
mí me costaba, pero yo lo digo, me costaba porque 
se sufría mucho por los enfermos por paludismo y 
lesmaniasis, pero también se sufría mucho porque 
no había dónde conseguir las cosas. Entonces, 
recuerdo que una tarea era, pues, ya después de que 
se colonizaba, darle a la persona el pie de cría, por 
decir de patio, llamémoslo de patio, pero aparte de 
eso había que ayudarle con el revuelto que nosotros 
tuviéramos, yuca o plátano, por ocho o doce meses 
que demoraba…
Entonces se le ayudaba a hacer el primer escarbado 
como llamábamos, porque el plátano se podía 
sembrar en cualquier tiempo, se daba en cualquier 
parte, entonces trasladábamos la semilla.
Una primera tarea de la solidaridad era sin cobrarle, 
era que yo sacaba un día o convocaba cuatro o cinco, 
y el otro compañero y el otro hacían lo mismo en sus 
terrenos. 
Los tres que estábamos encargados de eso teníamos 
que ir al frente a ayudarle a parar un palo en tierra, 
como llamábamos nosotros, un rancho en tierra, pero 
recuerdo que llegamos a parar un palo en tierra. Había 
yuca y había plátano, había pescado, teníamos arroz 
pilado o carne, así fuera de mico, pero no teníamos en 
qué cocinar. Entonces yo digo no joda no tenemos, 
yo no tengo ollas en la casa, las que tenemos las 
hemos repartido. Pero yo sé dónde hay un entable 
de aserradores que ahí hay muchos tarros botados, 
entonces cuando eso la leche, vendían una leche Klim 
o una leche parecida a la de Klim que se llamaba 
Indura, entonces eran unos tarros muy gruesos… 
Entonces uno iba a esos sitios y recogía tarros de esos, 
los lavaba bien… les ponían alambrito y en eso la 
gente cocinaba los plátanos, la yuca y lo que tenía, y 
en otro hacía el aguapanelita… es decir, esa era la loza, 
la vajilla, como decimos nosotros…
Me acuerdo tanto… Entonces en eso se basaba 
mucho esa solidaridad, en dar solución al que llegaba 
y dar solución era casi que ese principio, se regía y se 
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regulaba porque desde parar un rancho y desde que 
el niño llegaba o el señor o la señora no se mojaran 
y pudieran dormir tranquilos… Entonces todo eso 
era casi que un compromiso de los colonos que 
ya existíamos con el colono que llegaba, y el que 
llegaba y ya al año tenía esa garantía, entonces se 
comprometía también. Esa solidaridad surgió desde 
esa primera fase de la colonización89.

Pero esta adversidad violenta debida a la presión de 
operativos militares y paramilitares no desaparece en el 
tiempo ni en el campo, sino que se mantiene con algunas 
variables, y es por ello que la solidaridad se convierte, para 
las relaciones comunitarias que fundamentan el sustento 
emancipador de lo que es la democracia dentro de la 
cultura campesina, en un principio tan esencial como la 
libertad y la autonomía.

2.7 Concreción de principios que alimentan la 
democracia campesina

Teniendo la libertad, la autonomía y la solidaridad como 
principios de la democracia campesina, se destaca cómo, 
con el paso del tiempo y el acontecer del campesinado, 
se encuentran unas constantes que resultan ser alimento 
de la democracia campesina. Estas son la organización, la 
educación popular y la acción política. Estas constantes 
tienen la misión de hacer realidad lo que plantea Gaviria: 
«el miembro natural de una democracia es la persona 
autónoma. El pueblo es el sujeto de la democracia. Y el 
reto es construir el sujeto de la democracia como una 
comunidad conviviente»90.

89	 Ibid.

90	 GAVIRIA DÍAZ, Carlos. Conferencia: Educar para la Democracia. 
[En línea]. Bogotá: marzo 2015. [Citado 3 abril 2015]. Disponible en: 
https://vimeo.com/122013684
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2.7.1 Organización. La primera constante en el 
desarrollo de la democracia campesina es la organización. 
Diego Silva91, en su tesis doctoral, plantea que el actuar 
asociativo y concertado de la organización campesina 
ha demostrado que el Estado no es el único centro de 
decisiones políticas y del orden social, en tanto que 
la organización toma su lugar como actora política 
reemplazante de la institucionalidad y como estructura 
defensora de derechos de las comunidades en el 
territorio. Esto ha llevado a que la organización gestione 
la convivencia y rompa con dispositivos de dominación 
aplicados por los actores armados tales como el miedo en 
medio del conflicto92. 

Silva también afirma que las luchas sociales del 
campesinado organizado en medio de dinámicas que 
buscan el despojo territorial, cultural y económico han 
demostrado que para lograr comprender el conflicto se 
debe entender el desarrollo de las lógicas colectivas de 
oposición y las alternativas a la violencia social, económica 
y política, que incluyen las expresiones de las comunidades 
frente a los poderes sustentados en la «acumulación 
extrema de capitales»93.

91	 SILVA, Diego. Organización de la comunidad en medio del conflicto 
social y armado. El caso de la Asociación Campesina del Valle del Río 
Cimitarra (ACVC). En: Cuadernos de Desarrollo Rural. 2012. vol. 
9, n.° 68. Disponible en: http://revistas.javeriana.edu.co/index.php/
desarrolloRural/article/view/3141. [Recuperado 5 de abril de 2015].

92	 USECHE, Óscar et al. (Comps). La resistencia social como despliegue 
de la potencia creativa de la vida. [En línea] En: M. López, M. 
C. Martínez, C. y O. Useche. (Comps.). Ciudadanos en son de 
paz. Propuestas de acción no violenta para Colombia. Bogotá: 
Uniminuto, 2008. p. 259. Citado por SILVA, Diego. Organización 
de la comunidad en medio del conflicto social y armado. El caso de la 
Asociación Campesina del Valle del Río Cimitarra (ACVC). [Citado 
5 de abril del 2015]. Disponible en: https://problemasrurales.files.
wordpress.com/2008/12/silva-caso-ASOCIACIÓN-cimitarra-2012.pdf

93	 SILVA, Diego. Organización de la comunidad en medio del conflicto 
social y armado. El caso de la Asociación Campesina del Valle del Río 
Cimitarra (ACVC). En: Cuadernos de Desarrollo Rural. 2012. vol. 
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Cuando se habla de organización en el valle del río 
Cimitarra se parte de, tal y como lo expresa Álvaro Manzano:

Cuáles de esas organizaciones han originado 
mantener esas luchas; concreto, ahí se han iniciado 
desde las juntas de acciones comunales rurales, 
como principio de organización del campesinado 
en Colombia, más concreto en el Magdalena Medio, 
segundo son los comités mineros… y los comités o 
asociaciones de pescadores, asociaciones de aserradores, 
de ahí, esas cuatro figuras y lo que yo le decía, entonces 
es más fácil los comités, asociaciones de jóvenes, de 
mujeres, nos faltan los de la tercera edad, los viejitos94.

2.7.2 Formación política del campesinado: La 
segunda constante que se identifica es la formación política 
del campesinado, que contiene en sí los elementos que 
menciona Juan Eduardo García, quien, basándose en 
el análisis sobre educación y participación de Patricio 
Cariola, indica, refiriéndose a la educación popular, 
que: «Refiere un nuevo paradigma en el medio rural de 
experiencias no formales, en contextos diversos en donde 
se parte de la realidad y situación histórica concreta de los 
participantes en donde hay formas de proceder organizadas 
y democráticas, en donde el maestro es más un orientador 
de un proceso que tiende a una autonomía cada vez mayor 
y que la educación está estrechamente ligada a la acción»95. 

9, n.° 68. Disponible en: http://revistas.javeriana.edu.co/index.php/
desarrolloRural/article/view/3141. [Recuperado 5 de abril de 2015].

94	 MANZANO, Álvaro. Derechos y resistencia campesina 4. 
[Videograbación]. Barrancabermeja. 21 de marzo de 2015. 70 minutos.

95	 GARCÍA HUIDOBRO, Juan Eduardo. Aportes para el análisis y la 
sistematización de experiencias no formales de educación de adultos. 
Unesco-OREALC. [En línea]. Santiago de Chile: 1980, p. 8. Citado 
por JARA HOLLIDAY, Óscar. Educación popular y cambio social 
en América Latina. 2014. [Citado 5 de abril de 2015]. Disponible 
en: http://www.congresoed.org/wp-content/uploads/2014/10/EP_
Cambio_Social_AL Oscar_Jara.pdf.
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Aunque a la fecha en el valle del río Cimitarra no hay 
programas escritos a seguir en educación popular, sí se 
encuentra un planteamiento teórico propio no escrito 
y unos objetivos sobre formación política. Al citar la 
organización, se habla de su expresión en los comités, las 
juntas, la asociación campesina y las Mesas Comunales 
por la Vida Digna. En todos y cada uno de estos espacios 
la constante de educación o formación ha estado viva por 
medio de diferentes métodos. Es entonces que la formación 
popular se efectúa por medio de tertulias entre amigos, 
charlas comunitarias, asambleas, talleres de formación y 
foros. A su vez, la educación popular, especialmente de 
quienes se consagran a la labor comunitaria, se desarrolla 
en medio del trabajo, desde el «profesor», que hace, 
escucha, aprende y habla, y el «estudiante», que escucha, 
actúa, aprende y habla, teniendo claro que los dos son 
compañeros de lucha; uno con más experiencia que otro.

2.7.3 Acción política. Esta constante, al igual que 
las dos anteriores, tiene un elemento esencial, y es 
que su uso va dirigido al cambio, a la transformación. 
Se podría decir que la acción política que alimenta la 
democracia campesina obedece a la realización de actos 
dirigidos al autogobierno, como comunidades organizadas 
territorialmente, y hacia afuera, a lo que anteriormente 
se citó como «colonización del poder estatal». Esta 
acción política que se siente viva en buena parte de 
las comunidades agrarias en todo el país es lo que ha 
provocado hablar hoy de un «movimiento campesino», 
que viene en un proceso de articulación y esfuerzo hacia 
la unidad de acción, y busca ahondar más en los puntos 
comunes que en los divergentes, teniendo presente que el 
contenido necesario y propio de las ideas en un proceso de 
transformación va a la par de los pasos que se den. 

En este trabajo no se ha planteado el papel de los 
medios de comunicación, sin embargo, se considera que, 
de manera directa, los medios alternativos, que en su 



M
es

as
 C

om
un

al
es

 p
or

 la
 V

id
a 

D
ig

na

95

mayoría son producto de la creatividad popular, cumplen 
un papel primordial en las constantes de educación 
popular y acción política.

Ahora bien, las características que se proponen para 
identificar la democracia campesina posiblemente varían, 
dependiendo de las dinámicas regionales. Sin embargo, 
se recuerda que esta propuesta está fundamentada en el 
ejercicio de democracia propio del campesinado de una 
región que en sí misma se viene construyendo desde 
las peculiaridades que traen consigo los antioqueños, 
santandereanos, cundiboyacences, tolimenses, costeños, 
vallunos y algunos llaneros colonos, ellos de la región 
del Magdalena Medio dentro de la que se encuentra la 
subregión del valle del río Cimitarra.

Así pues, se proponen como particularidades de la 
democracia campesina: el arraigo agrario, la resistencia 
comunitaria, la defensa de derechos, la participación 
práctica y deliberante y la capacidad crítica. La relación 
de arraigo que tienen las comunidades campesinas con 
la tierra y el territorio, en este caso en los municipios del 
valle del río Cimitarra -sin desconocer que esto ocurre 
también en otras regiones del país-, tiene una similitud 
con los movimientos agrarios de Chiapas en México y el 
MST en Brasil, dado que ven la tierra como algo más que 
un medio de producción. También es el espacio en el que 
se construye colectivamente una nueva organización social, 
hay una apropiación material y simbólica de este espacio96.

El arraigo campesino en el valle del Cimitarra 
tiene expresiones que se han ido construyendo con el 
tiempo, tales como la identidad. En esta se entiende 
que no importa de qué región se venga o en qué región 
se encuentre, existen unos modos de relacionarse con 

96	 ZIBECHI, Raúl. Autonomías y emancipaciones: América Latina en 
Movimiento. Universidad Nacional Mayor de San Marcos, 2007. p. 26.
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la naturaleza y las comunidades que son propias del 
campesinado. Otra expresión del arraigo campesino en 
el valle del Cimitarra es la memoria común, más que la 
historia, ya que la memoria hace parte de la tradición, en 
la que los abuelos, ancestros y mayores cumplen un papel 
primordial para fortalecer el lazo con el territorio; pero la 
juventud y la niñez también hacen parte de ese ejercicio 
colectivo de memoria en el que, a partir de la experiencia, 
se fortalece la comunidad. Además, está el hecho de que 
esta memoria se mantiene mediante la oralidad.

Asimismo, el campesinado entiende el buen vivir como 
una experiencia, y solo la considera realizable viviendo en 
el campo, que es donde está enraizada la solidaridad. En 
ella se reconoce la diversidad en las relaciones económicas 
y se mantiene la armonía con la naturaleza. Otra 
característica de la democracia campesina, y que es tal vez 
la más notoria por la cantidad de experiencias que se han 
dado durante décadas en el valle del río Cimitarra, es la 
resistencia comunitaria, que se da a partir de numerosas 
acciones propias por no dejarse expulsar de lo que para 
el campesinado de la región del Cimitarra es el último 
espacio que tienen para mantener su condición y su 
cultura campesina. 

Además de resistir al neoliberalismo que presiona desde 
los poderes económicos regionales de Antioquia, Santander 
y Cesar, estas comunidades agrarias han tenido que idearse 
formas de sobrevivencia frente al constante desplazamiento 
interno dentro de los territorios debido a hechos de 
violación de derechos humanos e infracciones al derecho 
internacional humanitario proveniente de actores armados 
como la fuerza pública y el paramilitarismo. 

Silvia Becerra resalta este aparte de la entrevista hecha 
por Marta Arenas en el año 1999: «Cada vez que había 
bombardeo teníamos que internarnos en el monte uno o 
dos meses. Salíamos con toda la familia, en manada, nos 
alojábamos en plena montaña y allá nos organizábamos 
[…] Nos llevamos hasta las gallinas –no les dejamos nada 
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de comida–; si ellos subían nosotros también […] En la 
parte alta los mineros nos colaboraban para comprar lo más 
necesario»97. Se observa que algunas prácticas de resistencia 
son similares a las observadas en otros procesos agrarios, 
como es el caso de las cooperativas que el campesinado 
creó en las veredas La Congoja y Puerto Nuevo Ité, entre 
otras que fueron organizadas con una estructura de tipo 
empresarial. Cuenta Guerra: 

Creamos mejor un tipo de economía en la 
comunidad, que fue entonces la pequeña 
cooperativa, en el 89 la allanan, se llevan 
los mercados y nos la queman. En el año 90 
efectivamente deciden destruirla en su totalidad. 
Quedamos entonces en las mismas, queda una 
economía que se desarticula y empieza todo mundo 
a andar y a hablar de esa cooperativa que no pudo 
ser estable. Entonces se crea una cooperativa móvil, 
se buscan canoas sobre el río, se adecúan para eso y 
se mantienen unos productos más arriba, más abajo, 
se sacan, se venden, se viene con otro surtido y se 
pone en otra playa, y así se mantenía la cooperativa. 
Entonces ya no teníamos un sitio donde pudieran 
ubicarla. Ese es como el nuevo espacio que crea ahí 
el asentamiento, la colonización, la distribución 
nuevamente de la tierra. 
Diría que es el fortalecimiento también de un nuevo 
modelo de colonización en el que ya empieza a verse 
esta economía de la cooperativa; por ejemplo, los 
excedentes de ganancias después de mantener el 
capital del trabajo acordado por asambleas.

97	 ARENAS, Martha. Cerrando fronteras. Historias contadas del 
Magdalena Medio. Barrancabermeja, PDPMM, 1999. p. 112. Citada 
por BECERRA OSTROS, Silvia Juliana. Convicción, esperanza y 
trabajo. La experiencia de una comunidad en resistencia: El caso 
de la Asociación Campesina del Valle del Río Cimitarra (ACVC). 
Monografía para optar por el título de politóloga. Universidad 
Nacional de Colombia. Bogotá. 2005. 130 p.
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Entonces recuerdo tanto, es bonito recordarlo 
porque así se tuvo la primera escuela que empezó 
enseñando primero, segundo y tercero solamente, no 
enseñaban ni cuarto ni quinto, pero de las ganancias 
de la cooperativa se pagaba a la persona que hacía 
las veces de profesor en un rancho de paja, pero los 
niños podían ir por primera vez a la escuela, con un 
cuadernito podían ir a estudiar, eso fue fenomenal.
Lo otro que se hizo con ello, pues, como para 
resaltar, [fueron] los botiquines. Fue un botiquín 
comunitario, que tenía una gaza o un alcohol, pero 
se llamaba botiquín; la gente empezaba a tenerlo 
ya a la mano, y los botiquines los surtían, entonces 
ya se hacía esa ganancia. Había tantos botiquines, 
tantas veredas, y se fue ampliando la tarea de crear 
más escuelitas, y empezamos a tener varias escuelas 
pagadas por la cooperativa.
Pero los profesores eran también de nosotros mismos, 
es decir, campesinos que habían logrado estudiar 
siquiera la primaria, entonces los poníamos… o 
campesinas, entonces los poníamos a enseñar de 
acuerdo a la capacidad que había, primero, segundo, 
tercero, hasta tercero llegamos porque ya cuando 
tuvieron las escuelas por el municipio, esto fue en 
los años 82, 83, 84 y 85. Cuando se desarrolla el 
trabajo de la UP, entonces esta pone los profesores y 
hace algunas escuelas, incluso entonces se le descarga 
este trabajo a la Cooperativa, que ya venía muy 
desgastada por su economía, y ya en los años 89, 
88, no recuerdo, 87, 88, entonces ya la UP había 
asumido prácticamente todo ese trabajo, desde los 
municipios, en este caso Remedios y Yondó98.

98	 GUERRA, Gilberto. Derechos y resistencia campesina 3. 
[Videograbación]. Barrancabermeja. 21 de marzo de 2015. 119 minutos. 
Sobre la historia de la cooperativa a la que se refiere Gilberto Guerra hay 
trabajos como el de ALONSO, Manuel Alberto. Conflicto armado y 
configuración regional. El caso del Magdalena Medio. Medellín: Editorial 
Universidad de Antioquia, 1996.
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Al recordar que en el capítulo primero se mencionaba 
el origen de buena parte de los pobladores del Magdalena 
Medio, se apunta a una razón del carácter de la resistencia 
en general que se da a esta región: 

El Magdalena Medio siempre abrigó a hombres y 
mujeres expulsados de otras regiones por motivos 
políticos (o por “cuentas pendientes” con la justicia). 
Desde los liberales refugiados de la derrota de 
Palonegro99 en la guerra de los Mil Días, pasando 
por los liberales que huían de los ataques de pájaros 
y chulavitas en La Violencia, hasta los actuales 
procesos de migración de personas que huyen 
por las amenazas paramilitares. El alto grado de 
represión del Estado contra estas “áreas de refugio” 
conformaron una cultura ribereña de la resistencia100, 
como un elemento identitario en la región101.

En conclusión, las comunidades del valle del río 
Cimitarra viven la resistencia como una característica 

99	 La batalla de Palonegro fue una cruenta confrontación desarrollada en el 
centro de Santander en mayo de 1900. Se produjo cuando tropas liberales, 
bajo el mando del general Gabriel Vargas Santos, se movilizaban hacia 
el centro del país, rumbo a Bogotá, y las tropas oficialistas, dirigidas por 
Próspero Pinzón, tendieron un extenso cerco sobre los rebeldes. Fueron 
quince días de combate en los que murieron más de dos mil soldados 
a causa de la ruptura del equilibrio militar, ocasionado cuando los 
conservadores se reforzaron con más combatientes y pertrechos. Estando 
debilitados, los liberales se retiraron del campo de batalla y se refugiaron 
en las selvas de Carare y Opón, en el Magdalena Medio santandereano. 
Nota realizada por BECERRA OSTROS, Silvia Juliana. Convicción, 
esperanza y trabajo. La experiencia de una comunidad en resistencia: el 
caso de la Asociación Campesina del Valle del Río Cimitarra (ACVC). 
Monografía para optar por el título de politóloga. Bogotá: Universidad 
Nacional de Colombia, 2005. 130 p. Pag. 106.

100	 Entendiendo la cultura como las formas de pensamiento existentes en la 
región, materializadas en el complejo de hábitos de sus habitantes, que se 
adquieren principalmente por las relaciones con el capital (el mercado y 
su incidencia en gustos), la naturaleza, los demás pobladores y el Estado. 
Ibid. Pag.106.

101	 Ibid. p. 106
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que tiene variadas formas de expresión a raíz de sus 
experiencias: la resistencia desde lo económico con 
alternativas productivas y de comercialización, la resistencia 
desde la defensa de los derechos humanos fundamentada 
en el derecho a la tierra y el territorio y la resistencia desde 
propuestas alternativas de organización social.

Cada una de estas propuestas de resistencia comunitaria 
no son obras terminadas, sino ejercicios en permanente 
construcción que acuden constantemente a la creatividad 
de lo que Zibechi denomina «autonomía material y 
simbólica» de un valor particular real. Estas propuestas 
de resistencia comunitaria han probado su efectividad al 
tener que enfrentar a quienes están en desacuerdo con 
este proyecto campesino. Sus detractores se han valido de 
asesinatos, atentados, detenciones arbitrarias, abusos de 
autoridad, entre otros hechos. 

La defensa de derechos es una característica 
ineludible e imposible de invisibilizar de la democracia 
campesina. Esto, porque ha sido la vulneración 
sistemática de los derechos la que ha llevado a las 
comunidades agrarias víctimas a ser las más acérrimas 
defensoras, con un fuerte componente de creatividad. 
Una forma en la que el campesinado se ha organizado 
para defenderse de los causantes de desplazamiento 
forzado, ejecuciones extrajudiciales y masacres, entre 
otros, fue lo que se denominó Campamentos de 
Refugio Humanitario, que, en un comienzo, en los años 
90, se instalaban dentro del territorio, y posteriormente 
también se montaron en Barrancabermeja, Segovia, 
Barbosa e, incluso, el Bagre y Caucasia. 

Sobre este mecanismo, la Coordinación Agrominera del 
Noroccidente y Magdalena Medio, de la que hace parte 
la Asociación Campesina del Valle del Río Cimitarra, 
hace una breve descripción dirigida a la opinión pública 
mientras se realizaba el paro agrario en el año 2013: 
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Estos campesinos organizados decidimos resistir al 
despojo de nuestra identidad y de nuestro territorio 
con diferentes figuras civiles de protección, entre 
ellas se encuentran los campamentos de refugio 
humanitario. Esta figura nace del sentir que tenemos 
los campesinos como defensores de derechos 
humanos de que estas son conquistas que debemos 
exigir y defender. Por ello el campamento de refugio 
humanitario es una herramienta eminentemente 
civil que reclama su respeto y garantía al Estado y sus 
agentes y el respeto a los demás actores armados. 
Estos campamentos de refugio humanitario se han 
declarado tanto en zonas rurales como en zonas 
urbanas del nororiente colombiano, y tienen un 
carácter de temporales, es decir, que su duración y 
ubicación depende del cese de las causas que llevaron 
a las comunidades a declararse en esta figura. 
El campamento de refugio humanitario es declarado 
por un conjunto de comunidades que se encuentran 
en medio de una crisis humanitaria producida 
por el riesgo o la grave violación de sus derechos 
fundamentales y legales. La causa de su declaratoria 
es la exigencia de garantías y el respeto de sus 
derechos, consagrados todos en la constitución y el 
bloque de constitucionalidad. 
La connotación de refugio no se refiere a la figura del 
desplazamiento forzado, sino a la de autoprotección 
y amparo del derecho internacional de los derechos 
humanos. Las comunidades del nordeste antioqueño, 
primero en Segovia, luego en Barbosa, en donde 
nos congregamos con comunidades campesinas de 
muchas más subregiones de Antioquia. 
Ejerciendo nuestro derecho legítimo a la protesta 
dentro del paro nacional agrario minero y popular, y 
ante la represión y los desmanes de la fuerza pública, 
nos hemos declarado en Campamento de Refugio 
Humanitario102.

102	 COORDINACIÓN AGROMINERA DEL NOROCCIDENTE 
Y MAGDALENA MEDIO. Saboteo gubernamental al refugio 
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Con respecto a las acciones de interlocución con el 
Estado, propias de defensores de derechos humanos, 
Manzano relata la manera en como los derechos humanos 
entran a ser parte de la agenda campesina desde la 
movilización de 1996:

Ya en este momento hay que incluir un tema que 
estaba en los acuerdos, que era el tema de derechos 
humanos, que quedó en el punto cinco del acuerdo, 
y una de las exigencias era que la comunidad, el 
campesinado en pleno del Magdalena Medio, le daba 
facultades al Gobierno nacional para que le hiciera 
seguimiento a los actores armados al margen de la ley 
y que nos garantizara la estabilidad. Esas negociaciones 
terminaron a finales del mes de octubre en la ciudad 
de Barrancabermeja y regresamos a la región, y el 28 
de diciembre de ese mismo año se vino una ofensiva 
paramilitar por toda la región del nordeste, incluyendo 
Yondó, donde quemaron la Cooperativa, asesinaron 
ancianos, torturaron personas y anunciaron que este 
territorio les pertenecía a ellos, con todos los bienes 
que los campesinos teníamos, y eso generó un malestar 
tremendamente fuerte, lo que nos obligó a sentarnos 
nuevamente a revisar qué estaba pasando con el 
pliego de exigencias y el cumplimiento de Gobierno 
nacional. Ahí se creó una comisión bipartita que estaba 
permanentemente revisando eso. El paramilitarismo 
o los paramilitares dijeron que volvían al mes, y al 
mes completo regresaron, asesinaron y sacrificaron 
los perritos de los campesinos, dejaron las mismas 
amenazas e hicieron el mismo recorrido, los campesinos 
lo que hicimos fue reunirnos para mirar qué hacer103.

humanitario en Barbosa, Antioquia. Denuncia publicada el 3 de 
septiembre de 2013. [Recuperado el 7 de abril de 2015.] Disponible: 
http://prensarural.org/spip/spip.php?article11966.

103	 MANZANO, Álvaro. Derechos y resistencia campesina 4. 
[Videograbación]. Barrancabermeja. 21 de marzo de 2015. 70 
minutos.



M
es

as
 C

om
un

al
es

 p
or

 la
 V

id
a 

D
ig

na

103

Otra figura comunitaria de defensa de derechos 
humanos creada por el campesinado organizado del valle 
del Cimitarra es lo que han denominado comisiones 
de verificación, que se organizan cuando en la región 
han ocurrido graves hechos que vulneran los derechos 
humanos. Dichas comisiones tienen dos etapas, una de 
carácter interno previo, compuesta por delegados de 
diferentes juntas de acción comunal y de las organizaciones 
agrarias que se encuentran en el territorio, que cumplen 
un papel previo como verificadores para constatar 
primariamente los hechos. 

Están también las comisiones de verificación pública, 
que consisten en que luego de conocida alguna vulneración 
grave de los derechos humanos en el territorio, la Mesa 
Comunal y las organizaciones agrarias convocan a 
entidades estatales y órganos internacionales, además 
de a las organizaciones sociales y defensoras de derechos 
humanos, para ir directamente al lugar de los hechos, 
recibir denuncias y posteriormente sacar un informe 
que sirva de insumo en los procesos administrativos y 
judiciales a que hubiere lugar. Existen, asimismo, las 
acciones humanitarias, que son eventos de visibilización 
y solidaridad in situ, cuyo ejercicio se da en el marco de 
una grave crisis humanitaria. A estos espacios se convoca 
a la academia, a las organizaciones sociales y defensoras 
de derechos humanos y a entidades estatales y órganos 
internacionales para que hagan presencia en el territorio 
y conozcan la situación, pero también para que aporten, 
desde sus capacidades, a las comunidades víctimas de la 
situación. Este aporte se da mediante talleres de formación, 
jornadas de salud, actividades culturales dentro de la 
comunidad y acciones de solidaridad en general. 

Ahora bien, la crisis humanitaria que se evidenciaba 
en el municipio de Remedios, especialmente para el 
año 2004, debida al bloqueo económico militar y 
paramilitar, los asesinatos de campesinos que luego 
hacían pasar por guerrilleros muertos en combate y los 
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abusos y señalamientos a las comunidades campesinas, 
entre otros hechos, provocaron que al calor de las 
acciones humanitarias naciese en el nordeste antioqueño 
una organización campesina enfocada en la defensa de 
derechos humanos. Su nombre es Corporación Acción 
Humanitaria por la Convivencia y la Paz del Nordeste 
Antioqueño (Cahucopana). Esta organización es -como 
las juntas, los comités y las organizaciones agrarias de base 
mencionadas en las mesas comunales- una estructura de la 
democracia campesina.

De igual forma, y más en el ámbito veredal, las juntas 
de acción comunal cuentan con un comité de derechos 
humanos legitimado por la asamblea general, que son 
los activadores de las alertas y las acciones necesarias para 
evitar o denunciar una violación de derechos humanos o 
una infracción al derecho internacional humanitario. La 
calidad de primer defensor de derechos humanos que tiene 
el campesinado le corresponde a la comunidad, y en el 
ejercicio local, y durante todo el proceso, la deliberación 
es vital para tomar decisiones acertadas. Teniendo en 
cuenta que en el territorio operan guerrilla, Ejército y 
paramilitares, las Juntas de Acción Comunal y la Mesa 
Comunal por la Vida Digna se constituyen en la máxima 
autoridad civil. Por ello, sus representantes tienen la 
responsabilidad de buscar resolver los conflictos, e incluso, 
si es necesario, actuar como interlocutores con los grupos 
armados que se encuentren en el territorio.

El ejercicio democrático campesino en el valle del 
río Cimitarra parte del encuentro asambleario, que 
corresponde a las reuniones para debatir temas y tomar 
decisiones entre las personas que hacen parte de una 
de las estructuras propias, ya sean comités, Juntas de 
Acción Comunal, de manera directa o delegando a las 
asambleas de las organizaciones campesinas, y de la Mesa 
Comunal por la Vida Digna. Incluso, en el caso de las 
movilizaciones, la asamblea deliberante cumple un papel 
irremplazable, pues es la que da la última palabra sobre 
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los pasos que se deben seguir en la movilización, llámese 
paro o marcha, o estando en medio de un Campamento 
de Refugio Humanitario. Respecto de la participación 
deliberante de las Mesas Comunales por la Vida Digna, 
Morales explica:

Nuestro campesinado es el que decide qué se hace y 
qué es lo que no se hace, ¿cierto? Porque quién más que 
nuestro campesinado que es el que ha estado siempre 
históricamente en la región, el que conoce los problemas 
de la región. Ahí nadie va a venir a decir es que hay 
que hacer esto, como la varita mágica, no, es nuestro 
campesinado, y desde ahí es que hoy podemos decir, 
pues, de una forma muy orgullosa, verdad de que hoy 
nosotros tenemos una región con un campesinado, con 
un campesinado que ha jugado, aunque no nos lo quieran 
reconocer, ¿sí? Que ha jugado como sujeto político, 
¿cierto?, he ahí la importancia de todo este trabajo de 
la Mesa y esos principios a mí me parece que son los 
más fundamentales que soportan el trabajo de las Mesas 
Comunales104.

El apuro citadino no compagina con la tranquilidad 
del campo, y esto se nota incluso en la forma como 
se abordan los temas para la discusión. El campesino 
acostumbra a partir de lo denominado «orden del día», 
«puntos por tratar», que suelen ser de orden práctico. En 
la medida en que se trata cada punto, cualquier miembro 
de la asamblea puede intervenir. Una asamblea de Junta de 
Acción Comunal puede durar todo un día, ya que negar la 
intervención de un miembro afiliado no está contemplado 
como posibilidad. Esta práctica se ha desarrollado durante 
décadas en el ámbito veredal y de los comités.

104	 MORALES POLO, Eladio. Derechos y resistencia campesina 5. 
[Videograbación]. Barrancabermeja. 21 de marzo de 2015. 44 
minutos.
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En el caso de las organizaciones sociales y de las Mesas 
Comunales por la Vida Digna, donde los miembros de la 
asamblea son delegados legitimados de las Juntas de Acción 
Comunal y comités, se da la misma dinámica105. Los temas 
que se tocan corresponden a situaciones que interesan a 
la comunidad. En los casos en donde hay conflicto entre 
miembros de la misma comunidad, el litigio pasa a manos 
del Comité de Conciliación, espacio que hace parte de la 
estructura de la Junta de Acción Comunal.

Cuando los temas que se tratarán tienen cierto grado de 
complejidad, juega un papel clave la educación popular. 
Teniendo en cuenta que se parte de tomar como base 
experiencias anteriores que pueden guardar similitud 
con la situación expuesta, si es necesario, se solicita la 
opinión de referentes que cuenten con un bagaje mayor, 
y si el tema requiere aportes especializados, se consigue la 
asesoría, ya sea de orden legal o técnico. Hoy las estructuras 
organizativas existentes en la región cuentan con un 
equipo de profesionales y estudiantes a su servicio, con una 
relación basada en el voluntariado.

Esta es la agenda a la que se tuvo acceso durante el 
ejercicio de observación participante en las sesiones de la 
Mesa de Remedios:

–	 Saludo.

–	 Presentación de los participantes.

105	 En la experiencia de observación participante vivida por la autora de 
este trabajo en las sesiones de Mesa Comunal de Remedios, en el casco 
urbano de ese municipio, los días 7 y 8 de marzo y 15 de marzo de 
2015 en la vereda La Po-Guaguas del municipio de Segovia, se apuntó 
la forma como la Mesa Comunal por la Vida Digna toma decisiones: 
«Las decisiones se toman mediante consenso, se pone sobre la mesa un 
tema y los miembros de la mesa presentan sus puntos de vista, luego 
algunos participantes plantean propuestas que son argumentadas y 
finalmente el pleno opta por una de las propuestas como decisión».
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–	 Espacio de capacitación: constituyentes por la paz 
con justicia social.

–	 Análisis de contexto internacional, nacional, 
regional y local.

–	 Recuento de la historia y fundamentos de las 
Mesas Comunales por la Vida Digna.

–	 Trabajo en grupo de revisión y actualización del 
programa de gobierno municipal elaborado por la 
Mesa Comunal.

–	 Puesta en común del trabajo en grupo.

–	 Explicación sobre formatos de legalización de 
Juntas de Acción Comunal e invitación a hacer los 
trámites correspondientes a las Juntas que faltan 
por terminar el proceso de legalización.

–	 Análisis de coyuntura electoral.

–	 Varios.106

En el caso de la Mesa Comunal por la Vida Digna de la 
región de Segovia:

–	 Saludo.

–	 Presentación de los participantes.

–	 Análisis de contexto.

–	 Constituyentes por la Paz.

–	 Mesa Comunal por la Vida Digna de la región de 
Segovia.

–	 Coyuntura electoral.

106	 Ficha 1.1. Diario de campo Mesa Comunal por la Vida Digna de la 
región de Remedios. Ejercicio de observación participante. 7 y 8 de 
marzo de 2015. Teatro municipal de Remedios. Antioquia.
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–	 Legalización de la Junta de Acción Comunal.

–	 Convocatorias: asamblea ACVC, constituyente 
agrominera Marcha por la Paz y cese bilateral.107

En estos dos espacios se dieron periodos de capacitación 
y deliberación práctica sobre diferentes temas. Por un 
lado, en la sesión de Remedios, la capacitación se dio con 
respecto al tema de Constituyentes por la Paz con Justicia 
Social y la explicación de formatos de legalización de 
Juntas de Acción Comunal. En Segovia, la capacitación 
trató sobre legalización de Juntas de Acción Comunal. 
Se hicieron ejercicios de deliberación en grupos y luego 
se efectuó la puesta en común del diagnóstico de la 
problemática de la región. En el caso de Remedios, se 
debatió sobre el código minero, el no reconocimiento 
al campesinado en la Constitución, la crisis de derechos 
humanos, la falta de agua potable, la imposición de la 
ley ambiental, la poca comercialización campesina y los 
muchos intermediarios, la poca inversión en infraestructura 
agraria, la persecución y estigmatización de líderes sociales, 
la persecución de sectores del Gobierno a la Zona de 
Reserva Campesina, la persecución al pequeño minero, 
la falta de titulación de tierra al campesinado, la falta de 
acompañamiento y capacitación del Estado a la pequeña 
minería e impulso a la gran minería, y la entrega de títulos 
a mineros extraños a la región108. Se plantearon propuestas 
y mecanismos de acción como la movilización, denuncia, 
paros, tomas, constituyentes, mandatos populares, 
organización comunitaria, fortalecimiento organizativo 
entre jóvenes y mujeres, y de territorios interculturales 

107	 Ficha 1.2. Diario de campo Mesa Comunal por la Vida Digna de 
la región de Remedios. Ejercicio de observación participante. 15 de 
marzo de 2015. Escuela veredal de La Po Guaguas. Segovia, Antioquia.

108	 Ficha 1.1. Diario de campo Mesa Comunal por la Vida Digna de la 
región de Remedios. Op. cit.
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con afros e indígenas, reducción del gasto militar, cese de 
bombardeos y ametrallamientos indiscriminados, no más 
militarización de la región,  y libre participación política de 
los campesinos109.

En Segovia el ejercicio de deliberación fue en un solo 
escenario, es decir, no hubo trabajo en grupo. Allí los 
delegados debatieron sobre temas como organización, 
participación política y relaciones con la administración 
municipal110. La democracia campesina tiene el ejercicio 
de la crítica por característica en dos sentidos, uno 
corresponde a su mirada frente al modelo que pretende 
mercantilizar todos los espacios en donde pueda haber 
intervención humana, y el otro, a la mirada a su interior 
para decidir cómo enfrentar al primero.

Esta visión crítica es la que ha provocado no solamente 
el rechazo del campesinado organizado del valle del río 
Cimitarra a políticas públicas con respecto al agro, sino 
también con respecto al medioambiente y a los recursos 
minero energéticos, y sigue siendo crítica frente a un 
Estado que históricamente ha desconocido al campesinado 
como sujeto político y de derechos. 

Es de anotar que las acciones del campesinado nunca 
se han limitado a la crítica, siempre han llegado con 
propuestas de soluciones. Así es que cuando comienza 

109	 Ibid.

110	 Ficha 1.2. Diario de campo Mesa Comunal por la Vida Digna de 
la región de Remedios. Ejercicio de observación participante. 15 
de marzo de 2015. Escuela veredal de La Po Segovia, Antioquia. Se 
presenta la necesidad de que las comunidades indígenas y campesinas 
sean veedoras del cese unilateral del fuego y de vulneraciones a los 
derechos humanos. También se toca el tema del condicionamiento 
que el alcalde municipal le ha puesto a algunas juntas con respecto 
a su participación en el espacio de la Mesa y el acceso a beneficios 
provenientes de la administración municipal. En el intermedio de la 
reunión, a la hora del almuerzo, los delegados hacen análisis sobre 
la situación de las Juntas de Acción Comunal y cómo pueden ir 
acercando a las que no han asistido al espacio de la Mesa Comunal.
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la colonización de los territorios, el dolor sufrido y la 
destrucción vista provoca organización y solidaridad. 
Cuando el campesinado sale a movilizarse para reclamarle 
al Estado que cumpla con sus obligaciones en derechos 
humanos, se dan los acuerdos de 1996 con el Gobierno 
de Samper, pero también de esta movilización nace la 
Asociación Campesina del Valle del Río Cimitarra. Del 
éxodo campesino de 1998 se sale también con acuerdos, 
pero, además, con la decisión de apostarle a la Zona 
de Reserva Campesina como figura para dar vía al 
reconocimiento del campesinado.

Frente a un gobierno totalmente antagónico con 
respecto a las Zonas de Reserva Campesina, como el de 
Uribe Vélez, la ACVC decide acudir a la financiación 
internacional para gestionar su recién creado plan de 
desarrollo sostenible. Para entonces arrecian las acciones 
en contra del campesinado de la región por medio de las 
fumigaciones y los ataques constantes a la figura de Zona 
de Reserva Campesina por parte del Gobierno nacional, 
además de los bloqueos económicos a la región organizados 
por la ultraderecha, la fuerza pública y el paramilitarismo. 
La ACVC impulsa el surgimiento de las Mesas Comunales 
por la Vida Digna en el territorio el valle del río Cimitarra.

Pero esta característica, la de la mirada constante hacia 
adentro, de autoevaluación permanente como comunidad, 
ha sido fundamental para mantener el norte organizativo, 
pero también para asumir con responsabilidad los errores 
en que se pueda caer. Es precisamente en ese ámbito en 
donde la participación y la opinión de toda campesina 
o campesino organizado son vitales para el proceso 
mismo. En la democracia campesina, el silencio y la 
desinformación son inadmisibles para su construcción.

2.8 Estructuras de la democracia 

Es necesario hablar de estructuras en la democracia 
campesina porque su ejercicio propiamente dicho no ha 
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obedecido a la espontaneidad de sus protagonistas, sino 
a un proceso en el que, en buena parte de las ocasiones, 
el campesinado ha debido dar soluciones a momentos de 
crisis. Así pues, las estructuras de la democracia campesina 
tienen como objetivo proyectar espacios de organización 
para tramitar los sentires, las proyecciones y, obviamente, 
las decisiones que como cuerpo deliberante y legítimo se 
toman desde el campesinado organizado.

Gráfico 3. Organigrama de la democracia campesina en el 
valle del río Cimitarra

Mesa Comunal por la Vida Digna

Juntas de Acción 
Comunal 

Comités de 
derechos 

humanos, trabajo, 
salud, etc.

Comités 
municipales 
o regionales, 

mineros de vías

Organizaciones 
sociales de 

base (ACVC, 
Cahucopana, 

resguardo indígena 
de desempleados)

2.8.1 Comités. Los comités fueron el germen de 
organización en la región, cuando aún no existían las 
Juntas de Acción Comunal. Manzano responde a la 
pregunta del origen de la idea de la conformación de 
comités: 

Uno dice «hoy tenemos más espacio de 
organización», ¿y de dónde viene esa visión? Era una 
de las preguntas que usted me hacía; pues yo digo 
que esa visión, esa cuestión, no es nueva, porque 
eso creo que tiene los años que tiene la colonización 
del mundo desde el campesinado colombiano, 
porque hay una historia de cuando no existía 
siquiera la moneda, sino era el trueque, un modelo 
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de organización del cambio de una cosa por la otra, 
que después nace la moneda y eso como que nos 
dispersa porque los unos quieren más plata que los 
otros y ha sido… Y últimamente uno lo que siente 
es que en documentos muy puntuales como los que 
ha diseñado la lucha agraria en el marco del Partido 
Comunista, entonces lo enraízan a uno a defender 
la tierra, el territorio, sus especies, la vida y la 
alimentación111.

También cumplen un papel fundamental en la 
operatividad de las Juntas de Acción Comunal, como lo 
relata Guerra: 

Surge entonces la necesidad en el marco de radio 
de acción de cada Junta, un Comité de Derechos 
Humanos y un Comité de Agricultura, entonces 
defensa de derechos humanos y alimentación, 
entonces estas dos cosas se ligaban mucho, tener 
la reserva para dar tres meses o seis que eran los 
cálculos que siempre se hacían y tener este Comité de 
Derechos Humanos activo; aunque no era tan fuerte 
porque no tenía la relación con la parte exterior, pero 
para al menos ese alguien que estuviera escribiendo 
lo que se consideraba se convertía en problema para 
su vereda, eso empieza a tener las Juntas112.

Esto también lo resalta Ramírez: 

Las Juntas en las regiones juegan un papel; se 
constituyen también por comités, hay un Comité 
de Trabajo, un Comité de Derechos Humanos, un 
Comité de Salud, un Comité de Fútbol, y así, pues, 

111	 MANZANO, Álvaro. Derechos y resistencia campesina 4. 
[Videograbación]. Barrancabermeja. 21 de marzo de 2015. 70 minutos.

112	 GUERRA, Gilberto. Derechos y resistencia campesina 3. 
[Videograbación]. Barrancabermeja. 21 de marzo de 2015. 119 minutos.
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cada comité nace para ayudar a resolver algunas 
necesidades113.

De acuerdo con Becerra Ostros, los comités son: 

Nuevos espacios creados [en] cada Junta de Acción 
Comunal (el Comité de Mujeres, el de Trabajo, etc.) 
[…]han permitido consolidar el trabajo comunitario, 
pues la misma elaboración de proyectos y el trabajo 
de crecer como asociación ha ido perfilando 
a los campesinos para la toma de decisiones 
trascendentales para la comunidad en general, [que 
se ha convertido] gradualmente en una autoridad 
que dirige, coordina y propone, y a la vez, escucha, 
consuela y construye114.

En las dinámicas campesinas, los comités cumplen 
una función fuertemente operativa, fortalecida desde la 
solidaridad con plena intención de solucionar de manera 
práctica las dificultades. Dentro de las Juntas de Acción 
Comunal los comités aportan a la dinámica organizativa 
desde sus perfiles en ordenamiento territorial, productivo, 
cultural, financiero y logístico. En la actualidad, luego de 
que una persona se asocia a una Junta de Acción Comunal, 
puede participar de manera directa en el quehacer de la 
dinámica organizativa, vinculándose a un comité. 

2.8.2 Juntas de Acción Comunal. Las Juntas de Acción 
Comunal son parte fundamental en la dinámica social del 

113	 RAMÍREZ AMAYA, María Irene. Derechos y resistencia campesina 
2. [Videograbación]. Barrancabermeja. 18 de marzo de 2015. 33 
minutos.

114	 BECERRA OSTROS, Silvia Juliana. Convicción, esperanza y 
trabajo. La experiencia de una comunidad en resistencia: el caso 
de la Asociación Campesina del Valle del Río Cimitarra (ACVC). 
Monografía para optar por el título de Politóloga. Bogotá: Universidad 
Nacional de Colombia, febrero de 2005. p. 115.
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campesinado, pues él mismo ha sido quien las ha creado, 
impulsado y resignificado en la región del Magdalena 
Medio. Relata Manzano:

En el 92 tomamos la decisión de buscar otra figura, 
encontramos en la ley de las Juntas Comunales, en 
el mismo marco de organización, la posibilidad de 
crear una Asojunta Municipal en el municipio de 
Yondó, cuestión que también la creamos nosotros 
con el finadito Blas Lugo; hicimos el recorrido, 
creamos Asojunta, ya en ese momento teníamos 
la Unión Patriótica, que trabajaba mucho en este 
proceso. Del 85 en adelante instalamos la Asojunta y 
le hicimos una agenda de trabajo que prácticamente 
también significaba la misma problemática: ayudar 
a resolver el problema social del campesinado, pero 
ahí también era urbano, [y] ya solamente local en el 
municipio de Yondó115.

Es importante relacionar aquí también algo que destaca 
el señor Álvaro Manzano: el hecho de que en muchas 
regiones del país la arremetida en contra del movimiento 
social por parte del paramilitarismo arrasó con los líderes 
que solían representar las Juntas de Acción Comunal. En 
varias veredas de la región. Además, en Yondó, Antioquia, 
fue usada otra estrategia para acabar con la fuerza 
organizativa existente: 

Ahí ya se viene la agudización del conflicto y 
Asojuntas la tuvimos en manos nuestras más o menos 
aproximadamente del 92 al 96, sí como hasta el 95, 
96, y ahí nos la rapan los partidos políticos, ya en 
el 99 al 2002 ya pasa un actor armado a direccionar 
Asojuntas es el caso del paramilitarismo aquí en el 

115	 MANZANO, Álvaro. Derechos y resistencia campesina 4. 
[Videograbación]. Barrancabermeja. 21 de marzo de 2015. 70 
minutos.
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municipio de Yondó y todo el Magdalena Medio, y 
nosotros quedamos nuevamente sin organización116.

Las Juntas de Acción Comunal hoy se encuentran 
regidas por la normatividad nacional. La Ley 743 de 
2002 las define como «una expresión social organizada, 
autónoma y solidaria de la sociedad civil, cuyo 
propósito es promover un desarrollo integral, sostenible 
y sustentable construido a partir del ejercicio de la 
democracia participativa en la gestión del desarrollo 
de la comunidad». Para el campesinado, en la práctica, 
las Juntas de Acción Comunal resultan ser -como se 
señalaba anteriormente-, más que una expresión social, la 
autoridad civil en el territorio y de interacción primaria 
con la institucionalidad estatal. La señora Irene Ramírez, 
quien fue tesorera de la Junta de Acción Comunal de 
la vereda Puerto Matilde del municipio de Yondó y en 
la actualidad actúa como fiscal, explica lo que es para el 
campesinado la Junta de Acción Comunal: 

Son los delegados para exigir, reclamar y estar 
siempre en el espacio de promover y promocionar 
todo lo que está pasando en la región y divulgar a 
los entes lo que nos corresponde a cada municipio, 
ese es el papel que se juega una Junta de Acción 
Comunal en una vereda, y estar pendientes de todas 
la necesidades de su comunidad, desde atender un 
problema de derechos humanos hasta de cómo se 
arregla un camino, cómo se vive mejor […] y hay 
mucha solidaridad entre los campesinos, eso es lo 
primero que nos llama a ser organizados, ser muy 
solidarios con los otros compañeros117. 

116	 Ibid.

117	 RAMÍREZ AMAYA, María Irene. Derechos y resistencia campesina 
2. [Videograbación]. Barrancabermeja. 18 de marzo de 2015. 33 
minutos.
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Y en cuanto a la forma como se toman las decisiones, 
agrega: 

Son decisiones que se toman, pero se hacen a través 
de una reunión ampliada, de una reunión cada 
mes, o la Junta también tiene la posibilidad o la 
obligación de citar una reunión para tomar cualquier 
decisión. Las Juntas de Acción Comunal como tal 
hacen decisiones, pero se toman en conjunto en 
una reunión amplia del campesinado, o en una 
asamblea –como la llamamos nosotros– donde una 
asamblea debe de ser de todos los afiliados, debe 
haber la mitad más uno para que puedan ser viables 
las propuestas y la problemática que se vaya en ese 
momento a organizar118.

Las Juntas de Acción Comunal, como estructura con un 
origen legal, han sido apropiadas por el campesinado como 
espacio organizativo formalizado en donde se delibera 
y se toman decisiones que deben ejecutar los directivos 
de Junta o las personas que la asamblea haya delegado 
para ello, como es el caso de quien actúa representando 
a la Junta en la Mesa Comunal. La junta es, también, la 
primera responsable de exigibilidad e interlocución con la 
institucionalidad.

2.8.3 Organizaciones sociales de base. Dentro de 
la dinámica de democracia campesina existen varias 
organizaciones de base que han nacido y permanecen en 
la región. En el valle del río Cimitarra existe, entre otras, 
la Asociación Campesina del Valle del Río Cimitarra, que, 
desde la séptima asamblea ocurrida en el mes de abril de 
2014, es también Red Agroecológica Nacional (RAN). En 
esta investigación se toma a la ACVC RAN como ejemplo 

118	 Ibid. 
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de organización social de base por ser la estructura que 
ha impulsado las dinámicas organizativas, políticas y de 
educación popular en la región, ya que es esta una tarea 
asignada desde las bases, que son las Juntas de Acción 
Comunal veredales y los comités existentes allí.

La ACVC RAN tiene entre sus objetivos:

Trabajar por resolver los desequilibrios sociales 
existentes, como una de las bases para el desarrollo 
de la paz. Por una auténtica reforma agraria que 
resuelva las necesidades de tierra, créditos, asistencia 
técnica, vivienda rural, desarrollo planificado de la 
economía agropecuaria, participación comunitaria 
en las decisiones que rijan el destino del campo. 
Evaluar con las directivas de las entidades prestadoras 
de servicios en el campo, las labores desarrolladas 
por éstas. Procurar el derecho de una vida digna, la 
defensa de los derechos humanos, entre otros. Por 
la conservación de los recursos naturales de la zona 
y la creación de una conciencia colectiva en torno 
a la explotación racional y de beneficio general y 
trabajar por fortalecer la unidad y la solidaridad 
de las organizaciones campesinas entre sí y de estas 
con organizaciones de trabajadores populares y 
estudiantiles119.

2.8.4 Mesas Comunales por la Vida Digna. La Mesa 
Comunal por la Vida Digna es parte de las estructuras 
de la democracia campesina. Esta se especializa en 
ejercicios de participación de las comunidades, las cuales 
tienen poder de decisión frente a todos los aspectos que 
afecten su territorio, con la contundencia que les confiere 
a dichas Mesas el hecho de estar compuestas por las 
estructuras anteriormente nombradas, es decir, comités, 

119	 ASOCIACIÓN CAMPESINA DEL VALLE DEL RÍO CIMITARRA. 
Qué somos. [En línea]. [Recuperado, 8 abril 2015]. Disponible en:  
www.prensarural.org. http:/www.prensarural.org/acvc/quesomos.htm 
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Juntas de Acción Comunal y asociaciones sociales de base 
de la región.

La primera Mesa Comunal por la Vida Digna nació a 
finales del año 2005, en el municipio de Yondó, donde las 
Juntas de Acción Comunal de la zona rural, con el apoyo 
de la Asociación Campesina del Valle del Río Cimitarra 
(ACVC), decidieron pronunciarse y organizarse en una 
estructura que les permitiera canalizar políticamente las 
actividades de exigibilidad de derechos con respecto a la 
crisis humanitaria vigente y a las aspersiones aéreas con 
glifosato, la defensa de la tierra y el territorio y la demanda 
de inversión social en la región.

Para finalizar, este fue un ejercicio demostrativo de la 
capacidad propia del movimiento campesino regional para 
definir propuestas y desarrollar planes de trabajo orientados 
a la consecución de sus objetivos, fundamentados en 
principios éticos, caracterizados con elementos que 
sostienen su lucha de resistencia y su capacidad de lograr 
la implementación de un modelo alternativo de poder. 
Hay que destacar que este proceso, adelantado y sostenido 
por el campesinado del valle del río Cimitarra, tiene la 
experiencia de lucha por una vida digna, y su iniciativa 
parte de la organización campesina que desde sus diferentes 
niveles de autonomía puede:

•	 Darse sus propios reglamentos dentro de las 
comunidades.

•	 Ordenarse territorialmente frente a la ausencia del 
Estado o su ilegitimidad.

•	 Tomar medidas de autoprotección de sus 
derechos humanos con la creación de los comités 
para tal fin.

•	 Resolver los conflictos internos dentro de los que 
se encuentran desde linderos hasta conflictos de 
convivencia en el territorio.
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En el siguiente y último capítulo se analizará la apuesta 
política del campesinado del valle del río Cimitarra en su 
defensa por una vida digna, dentro de la que se destaca 
el derecho a la tierra y el territorio a través de la Zona 
de Reserva Campesina. Finalmente, se presentará con 
mayor detalle la Mesa Comunal por la Vida Digna como 
propuesta campesina de construcción de la democracia.
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3. Las Mesas Comunales por la Vida Digna 
como ejercicio de democracia campesina

En este capítulo se comienza por trabajar la 
Zona de Reserva Campesina como escenario de la 
lucha y defensa de derechos por una vida digna del 
campesinado. Posteriormente, se describen la creación, 
caracterización y análisis de las Mesas Comunales por 
la Vida Digna. Bernardo Mançano Fernandes ayuda 
a comprender el significado de territorio y su relación 
con las comunidades agrarias tomando como base la 
experiencia del movimiento de trabajadores rurales sin 
tierra en Brasil. Mançano Fernandes adopta el concepto 
de la geografía con respecto al territorio como un 
espacio multidimensional en donde se gestan poderes y 
planteamientos de Claude Raffestin, quien concluye que 
para algunos movimientos el territorio es su triunfo y, por 
lo tanto, la razón de su existencia120.

Se entiende aquí que el territorio es «el espacio 
apropiado por una determinada relación social que lo 
produce y lo mantiene a partir de una forma de poder. 
El territorio es, al mismo tiempo, una convención y 
una confrontación. Precisamente porque el territorio 
posee límites, posee fronteras, es un espacio de 
conflictualidades. Su existencia, así como su destrucción, 

120	 RAFFESTIN, Claude. Por uma geografia do poder. São Paulo: Ed. 
Ática, 1993. pp. 102-103
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serán determinadas por las relaciones sociales que dan 
movimiento al espacio»121.

Según Mançano Fernandes, las relaciones sociales hoy 
se dan tanto en un territorio como en el ciberespacio, 
en el campo y la ciudad, en diferentes sectores como el 
empresarial, el sindical, el barrial, etc. De otra parte, es 
evidente que en algunas zonas rurales el construirse en 
movimientos socioterritoriales y socioespaciales no es una 
posibilidad, sino que es indispensable para la supervivencia 
y desarrollo de sus habitantes. Esto ocurre especialmente 
en regiones donde los campesinos cargan como parte de 
su historia la vivencia del despojo y del desplazamiento 
forzado provocado por causas políticas, económicas y 
sociales, a lo que se suma el abandono estatal a las regiones 
que el campesinado habita hoy. Por ello, el territorio es el 
epicentro de las luchas, tanto por causas como por intereses 
y efectos, en campesinos afros e indígenas.

Con respecto a las relaciones socioterritoriales que 
construyen las comunidades en su interior y con respecto 
a poderes externos, la autora coincide con lo citado por el 
profesor Fajardo sobre las reservas campesinas al señalar 
que, por decisión política de los gobiernos de turno 
en todos los niveles, las Zonas de Reserva Campesina 
son desconocidas o reconocidas teóricamente según sus 
intereses122. Dice Fajardo: 

121	 FERNANDES, Bernardo Mançano. Movimientos socioterritoriales 
y movimientos socioespaciales. Contribución teórica para una lectura 
geográfica de los movimientos sociales. En: OSAL (Observatorio Social 
de América Latina), 2005. año 6, n.° 16, p. 3.

122	 En algunos casos, suspendidos, como fue la del valle del río Cimitarra 
en abril de 2003, en otros, bloqueados con la denegación de recursos 
para su desarrollo, y en otros más, desestabilizadas las organizaciones 
agrarias que impulsaban la figura legal, caso también de la Asociación 
Campesina del Valle del Río Cimitarra.
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Las fuerzas sociales que llevaron a la adopción de 
esta figura cuentan con una larga historia que hunde 
sus raíces en la formación de primeras comunidades 
campesinas dentro de la sociedad colonial. La 
prolija investigación de Martha Herrera sobre el 
ordenamiento político y territorial de la Nueva 
Granada da cuenta de cómo se registra en la historia 
de diferentes lugares de nuestras sabanas costeras, 
nuestros llanos y los venezolanos la existencia de 
rochelas, nombre que se daba a lugares en los que 
se refugiaban los indígenas tributarios que querían 
eludir tanto el pago del tributo como cualquier otro 
tipo de control por parte de los blancos y donde 
muchas veces convivían con gentes de otras etnias 
también fugitivos del control colonial. Igualmente 
figuran en esta tradición de resistencia al orden 
colonial los palenques (o quilombos, como se les 
denomina en el Brasil colonial), nombre que se diera 
a los asentamientos de esclavos fugitivos y en donde 
se refugiaran igualmente indios y otros insumisos.
En la historia republicana de nuestra costa Caribe, 
Orlando Fals Borda recoge las expresiones de la 
resistencia campesina contra el régimen de tributos 
impuesto por los hacendados, consolidadas en los 
baluartes del Sinú. Unos años más tarde, durante 
La Violencia en los años 50 y 60 del siglo pasado, 
algunas comunidades campesinas asediadas por las 
tropas gubernamentales y las bandas que auxiliaban 
debieron buscar refugio en aisladas localidades 
cordilleranas para reorganizar sus economías; poco 
después sus adversarios las calificaron de “repúblicas 
independientes” y luego como “colonizaciones 
armadas”, con lo cual se pretendió y ha pretendido 
justificar su arrasamiento por parte de fuerzas 
oficiales.
Algunas de las comunidades supervivientes de 
estas experiencias habrían de trasladarse luego a las 
colonizaciones espontáneas o a las dirigidas por el 
Estado para afrontar las condiciones que habrían de 
precipitar la implantación de los cultivos ilícitos y 
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los conflictos que se manifestarían a mediados del 
decenio de 1990123.

Con estos componentes históricos y geográficos de las 
luchas, en cuanto al territorio, el campesinado elabora sus 
exigencias al Gobierno nacional en zonas como el sur del 
país, el Meta y Guaviare, el Catatumbo y el Magdalena 
Medio, luchas que reclaman la garantía de los derechos 
humanos soportadas en lo que en estas regiones se 
conoció como las marchas cocaleras en 1996 y el éxodo 
campesino en 1998 como ejercicios de organización en 
defensa del territorio.

Al respecto, Manzano relata su experiencia de la 
movilización de 1996, proveniente del valle del río 
Cimitarra:

Ya en el 96, a raíz del conflicto, la falta de 
organización, la violación a los derechos y la 
amenaza a la tierra y el territorio, el campesinado 
hizo una Junta a través de esas series de reuniones, 
encontramos que había nuevamente la necesidad 
de movilizarnos cono herramienta principal que 
tenemos los colombianos para exigir derechos. Nos 
convocamos a una movilización en el 96, a partir del 
mes de julio, donde duramos en los parques setenta 
y cinco días, y ahí negociamos con el Gobierno de 
Ernesto Samper, en cabeza del doctor Horacio Serpa, 
y uno de los puntos principales en los acuerdos era 
nuevamente la propuesta de organizarnos124. 

123	 FAJARDO, Darío. Las reservas campesinas: otra experiencia en la 
brega por la tierra y la organización. Octubre 2006. [Recuperado 4 de 
octubre de 2014]. Disponible en: www.prensarural.org

124	 MANZANO, Álvaro. Derechos y resistencia campesina 4. 
[Videograbación]. Barrancabermeja. 21 de marzo de 2015. 70 
minutos.
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De esta movilización nace la Asociación Campesina del 
Valle del Río Cimitarra.

En 1996 se identifican dos puntos nodales del 
campesinado organizado en Colombia, uno tiene que ver 
con la tenencia, si se quiere, integral de la tierra, desde la 
economía campesina; y la otra, con el reconocimiento, 
por parte del Estado, de la relación existente entre el 
campesinado organizado y el territorio.

3.1 Experiencias de práctica de democracia 
campesina en el territorio

Los mecanismos que se reconocen como experiencias 
usadas para el ejercicio de la democracia campesina 
corresponden a los más comunes. Obviamente no son los 
únicos ni en el valle del río Cimitarra ni en el resto del país.

3.1.1 Asambleas populares y de Junta de Acción 
Comunal. El campesinado llama asambleas populares 
a las reuniones en las que participa todo campesino o 
campesina con voz y voto, sin distinguir si es directivo de 
Junta, o afiliado, o miembro de una organización social. 
Las asambleas de Junta de Acción Comunal se rigen por los 
estatutos de esta estructura, y en ella participan los afiliados 
de la Junta correspondiente. Las asambleas populares 
y de Junta de Acción Comunal son el mecanismo base 
de la democracia campesina para la toma de decisiones, 
y no es propio de una sola estructura. Dice Morales, al 
preguntársele sobre cómo se toman las decisiones en la 
democracia que como campesinos conciben en el ámbito 
de las asambleas de Junta de Acción Comunal:

Las decisiones primero se discuten dentro de las 
asambleas, entre las asambleas de Juntas de Acciones 
Comunales. Esas discusiones se discuten ahí en las 
asambleas y luego se llevan entonces ante el Comité 
Gobernador de las Mesas, porque hay que decir 
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que las Mesas Comunales por la vida misma de la 
región funcionan de tipo municipal hay que tenerlas 
en cuenta, entonces, bueno, en estos municipios 
existen tantas Juntas de Acción Comunal [que] 
toman decisiones al interior, ¿cierto?, y eso entonces 
se lleva a la coordinación de la Mesa, que, entre otras 
cosas, está compuesto por dirigentes que la misma 
asamblea, óigase bien que la misma asamblea elige 
para que los vayan a representar ante la coordinación 
de la Mesa Comunal por la vida misma, por la vida 
digna de la región en el ámbito municipal125.

En las asambleas populares se suelen tomar decisiones 
de especial trascendencia para la región, pero esto también 
ocurre en las asambleas de Junta de Acción Comunal. Su 
carácter es eminentemente deliberativo y decisorio.

3.1.2 Movilizaciones. Las movilizaciones suelen 
ser un mecanismo que se activa desde las asambleas de 
Junta de Acción Comunal y las asambleas populares. Al 
hablar de movilizaciones se está haciendo referencia a las 
marchas, los éxodos, los plantones, las tomas y los paros, 
entre otros. Todas estas acciones obedecen a una decisión 
consciente, es decir, debatida en las asambleas de Junta 
de Acción Comunal o en las asambleas populares. De 
allí el compromiso que tienen todos los participantes 
por lograr el objetivo propuesto para cada acción. 
Aunque las movilizaciones generalmente son planeadas 
y traen consigo una fortaleza organizativa, hay factores 
que exigen capacidad de improvisación y creatividad 
constante de sus líderes, que a la vez tienen el deber de 
consultar temas y comunicar avances a la asamblea que 
participa de la movilización.

125	 MORALES POLO, Eladio. Derechos y resistencia campesina 5. 
[Videograbación]. Barrancabermeja. 21 de marzo de 2015. 44 
minutos.
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Las movilizaciones son los mecanismos más llamativos 
de la democracia campesina y tienen un carácter 
fuertemente político. Es de destacar que, como resultado 
de las grandes movilizaciones, además de acuerdos con los 
gobiernos nacionales en diferentes épocas, el rédito más 
importante para el campesinado ha sido el nacimiento de 
organizaciones agrarias de segundo grado en la región, tal y 
como lo cuenta Manzano:

En el 82 en una gran movilización que hicimos 
entonces nace la propuesta de crear una primera 
organización de segundo nivel que representara al 
campesinado en el Magdalena Medio, y en vista de la 
falta de inversión social, la negociación toda se ubicó 
en la inversión social en el campo, pero en el derecho 
de crear, constituir nuestra organización y es aquí 
donde nace la Coordinadora Campesina y Popular 
del Magdalena Medio126.

3.1.3 Consultas populares. La consulta popular 
campesina es un mecanismo que parte de la apropiación 
de los derechos políticos por parte del campesinado, y su 
expresión más conocida es la que corresponde a los espacios 
en los que son sometidas a la voluntad de las comunidades 
agrarias las propuestas de diferentes candidatos a algún 
cargo de elección popular, para que los participantes de 
esta consulta manifiesten su acuerdo con respecto a un 
programa en particular, aunque también es una práctica 
reiterada desde los liderazgos campesinos a la comunidad 
agraria. Morales describe la consulta así:

La consulta popular tiene mucha amplitud, pero 
uno de los hechos importantes de esas consultas es 
precisamente mirar a ver cuál es la aceptación que 

126	  MANZANO, Álvaro. Derechos y resistencia campesina 4. 
[Videograbación]. Barrancabermeja. 21 de marzo de 2015. 70 
minutos.
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se tiene, y como es una consulta pues también hay 
que tomar decisiones porque es que no solamente la 
consulta se hace para tomar decisiones, ¿cierto?, y en 
ese sentido es uno de los temas y de los espacios que 
nosotros en nuestra región estamos desarrollando, 
¿cierto?, precisamente para que la gente haga el 
ejercicio de decir qué opina, de decir qué piensa, de 
decir qué es lo que hay que hacer y con quienes hay 
que hacerlo 127.

Esta experiencia, en lo electoral, se vivió por vez primera 
vez precisamente cuando se dio la primera elección popular 
de alcalde en el municipio de Cantagallo. En ese momento, 
el candidato ganador de la consulta popular campesina 
fue el que finalmente quedó elegido como alcalde de este 
municipio128. Más recientemente, se viene activando este 
ejercicio con candidatos a los concejos municipales, y se 
realiza especialmente dentro de la estructura de las Mesas 
Comunales por la Vida Digna en cada municipio.

En la práctica de este mecanismo, es factible encontrar 
algunos elementos que pueden aportar en la construcción 
de una de las demandas del movimiento campesino 
en el ámbito nacional con respecto a la consulta o 
consentimiento previo libre e informado que interesa 
especialmente cuando se trata de decisiones sobre el 
ordenamiento territorial y el uso y aprovechamiento de 
recursos naturales. Un ejemplo de consulta popular se hizo 
en asambleas de las Mesas Comunales por la Vida Digna de 
la región de Yondó y Cantagallo en abril de 2014. 

3.1.4 Programas de gobierno y pacto de 
gobernabilidad. El mecanismo del programa de 

127	 Miembro de la Asociación Campesina del Valle del Río Cimitarra y 
encargado del trabajo regional.

128	 MORALES POLO, Eladio. Op. cit.
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gobierno es el resultado de un proceso de deliberación en 
donde las comunidades campesinas se reconocen como 
constituyente primario. Los programas de gobierno y los 
pactos de gobernabilidad son mecanismos construidos 
comunitariamente, en los que se aplican los aprendizajes 
adquiridos mediante la educación popular, de donde el 
campesinado bebe y posteriormente aplica para entender 
y hacer propuestas sobre políticas públicas y presupuesto 
municipal. Pero el principal insumo para la elaboración de 
los programas de gobierno y los pactos de gobernabilidad 
es el diagnóstico de necesidades de las comunidades 
agrarias e incluso urbanas, en el caso de que haya un enlace 
con juntas de acción comunal y organizaciones urbanas 
que hagan parte de la estructura en la que se construye el 
programa y el pacto de gobernabilidad que corresponde a 
la Mesa Comunal por la Vida Digna de cada municipio. 

Morales, uno de los impulsores de la elaboración de los 
programas de gobierno, los describe así:

Los programas de gobierno, compañera, pues 
precisamente se crean por las necesidades básicas 
que hay en la región, ¿cierto?, y se hace mediante 
asambleas también. Entonces, bueno, qué es lo 
que se quiere, qué deficiencias tenemos aquí, y se 
hace una gran asamblea, ¿cierto?, donde se plasman 
esos programas de gobierno, pues lógico se hacen 
mesas de trabajo y toda esa cosa, ¿cierto? Entonces 
se cogen todos esos insumos y se presenta ante esa 
gran asamblea, este es el trabajo que afloró de todos 
esos planteamientos que nuestro campesinado y 
nuestra región tienen, ¿cierto?, dentro de la parte 
urbana y la parte rural estas son las propuestas que 
hay y desde luego entonces se coge y se plasma en 
un documento, pero que ese documento incluso 
tiene que avalarlo es la región, ese plan que nosotros 
llamamos programa de gobierno lo avala la misma 
región mediante una asamblea, ¿cierto? Así es que se 
construye un plan de gobierno, directamente con la 
gente, la participación de la gente, ¿cierto?, y pues 
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vuelvo y repito si no es la gente, si no es nuestras 
comunidades que están sufriendo sus necesidades ahí 
tiene que estar plasmado eso […]129.

Morales describe cómo, luego de elaborado el programa 
de gobierno, este trabajo desemboca en pactos de 
gobernabilidad: 

Entonces a nuestros campesinos yo les decía que 
se hace una gran asamblea, ¿cierto?, y así como se 
hace esa gran asamblea para avalar ese programa de 
gobierno pues también se hace una gran asamblea 
invitando a todos aquellos que quieran estar en 
algunas de las corporaciones municipales y decirles, 
vea, aquí está este programa de gobierno, ¿cierto?, 
entonces firmen ese programa de gobierno, hagan 
un acto de compromiso, hagan un acto de acuerdo 
político con este programa de gobierno que se 
incluye […] Pacto de gobernabilidad que dentro 
de otra cosa es un compromiso entre aquellos 
que quieran llegar a las diferentes esferas de la 
administración municipal con las comunidades130.

3.1.5 Mandatos populares. Los mandatos populares, 
como mecanismo de la democracia campesina, son 
expresión de la apropiación del campesinado de su 
poder como cuerpo organizado que tiene la capacidad 
de manifestarse mediante declaraciones sobre temas 
específicos, en las que se dirigen especialmente a las 
administraciones públicas, compuestas por servidores 
públicos que están en mora de cumplir sus funciones, y en 
el caso de los alcaldes, el compromiso adquirido mediante 
el pacto de gobernabilidad de cumplir con el programa de 
gobierno entregado por la asamblea de la Mesa Comunal 

129	 Ibid.

130	 Ibid.
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por la Vida Digna. Generalmente, alrededor de un 
mandato se teje una posible «acción de hecho». Morales 
define los mandatos populares así:

Los mandatos son ejercicios en los cuales… son 
como más enfocados, son como más dirigidos, 
¿cierto?, es decir, los mandatos se ven reflejados, 
uno por la aceptación de las comunidades para 
que eso se haga, es decir, si nuestras comunidades 
están diciendo este es el tema, esto lo tenemos 
que desarrollar de esta manera y la otra la tenemos 
que desarrollar de esta forma, ¿cierto? Entonces, 
mancomunadamente se mandata, es decir, cómo… 
lo que yo les decía ahorita, lo del constituyente 
primario, es decir cómo nuestro campesinado, dentro 
de esos mandatos, comienza a hacer ejercicio de la 
constituyente, es decir aquí mandatamos nosotros 
esto y si lo mandatamos nosotros tenemos que 
hacer que se cumpla, es que los mandatos no son un 
ejercicio donde una parte u otra parte dice yo me 
comprometo, no, los mandatos precisamente van 
mucho más allá de eso, ¿cierto?, mucho más allá de 
eso, es decir, un mandato, como su nombre lo indica, 
pues tiene que mandatarse y tiene que hacerse como 
se mandata, tiene que realizarse, un mandato no es 
para firmar ahí un documento al decir que estoy de 
acuerdo con esto y me responsabilizo con eso, no, 
es hacer que eso se cumpla porque una cosa es que 
usted diga que se responsabiliza y otra cosa es que 
si en realidad es un mandato […] ahora esto está 
firmado, ¿cierto? En ese sentido, el problema no va a 
ser de lo que lo firma o del que se responsabiliza, el 
problema va a ser nuestro, ¿por qué? Porque nosotros 
somos los que tenemos que hacer que eso en realidad 
se cumpla131.

131	 Ibid.
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Por su parte, Manzano dice al respecto:

Hemos hecho una serie de asambleas, hemos hecho 
una serie de pronunciamientos, y hoy hay un plan 
de hacer acciones de hecho; a raíz de que estas 
cosas no se cumplen porque entonces los alcaldes, 
las dependencias hacen sus planes de trabajo o de 
inversión, nunca nos consultan, teniéndoles las 
puertas abiertas y cuando nos damos cuenta al fin 
asignan un recurso y lo invierten, la plata se va, pero 
la obra no sirve, si la terminan no sirve o no queda 
durando y por lo general la mayoría de las obras 
quedan inconclusas, la mesa tiene que ser veedora132.

Lo explicado por Morales y Manzano va de la mano 
también con lo que corresponde al autogobierno; es el 
caso de los mandatos populares con respecto a la pesca en 
las ciénagas de San Lorenzo y Sardinata y a la minería con 
retroexcavadoras en la Zona de Reserva Campesina del 
Valle del Río Cimitarra.

3.1.6 Plan de desarrollo sostenible. El plan de 
desarrollo sostenible es una herramienta instituida 
legalmente para las zonas de reserva campesina. Teniendo 
en cuenta que el territorio que se tomó para el estudio de 
una propuesta de democracia campesina es también zona 
de reserva campesina, se revisó la forma como se elaboró 
el plan de desarrollo sostenible y se evaluó si este podía 
considerarse como mecanismo de democracia campesina.

Para el caso del valle del río Cimitarra, Morales se refiere 
al plan de desarrollo así: 

132	 MANZANO, Álvaro. Derechos y resistencia campesina 4. 
[Videograbación]. Barrancabermeja. 21 de marzo de 2015. 70 
minutos.
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La Zona de Reserva Campesina, como figura 
legal y constitucional, es a la postre la única figura 
que de una forma u otra nos ha servido y le ha 
servido al campesino para tener una herramienta 
constitucional, una herramienta constitucional que 
a nuestros campesinos se les ha negado, a nuestros 
campesinos se les han negado muchos derechos. 
Nosotros dijimos bueno es importante lo de la Zona 
de Reserva Campesina porque, uno, es una ley, es 
una ley incluso que no la traemos nosotros, pero que 
hoy es la única ley que de una forma u otra es para el 
campesino, pero –ojo con lo que voy a decir–, es que 
la ley está ahí; pero si nosotros no nos apersonamos 
de esa ley, y si nosotros no la conocemos bien, y si 
nosotros entonces no escudriñamos dentro de esa ley, 
cómo la vamos a desarrollar, pues de igual manera 
no nos va a servir; ahí el trabajo que tiene las Juntas 
de Acción Comunal. Yo creo en la importancia 
que tienen las mesas de trabajos comunales, le digo 
por qué, porque precisamente nuestros campesinos 
elaboran los programas de gobiernos, esos programas 
de gobiernos sirvieron para el fortalecimiento y la 
actualización del plan de desarrollo de la Zona de 
Reserva Campesina, ¿cierto? Entonces eso no es 
aparte, la Zona de Reserva Campesina en nuestra 
región no es aparte de las luchas y de los planes de 
gobierno y de las exigencias que tienen nuestros 
campesinos en plasmar y decir cosas que quieren en 
la región, y qué es lo que se quiere para la región, 
entonces eso es una cosa muy integral ahí, en la 
cual se refleja la importancia de nuestro campesino 
como sujeto político, ¿cierto?, pero el fortalecimiento 
precisamente y la exigencia y el estar participando 
y el estar proponiendo qué es lo que se quiere para 
la región, de lo contrario, las Zonas de Reserva 
Campesina no van a servir para nada. Y no van a 
servir para nada porque el Estado las va a negar y le 
va a poner talanqueras a eso, ¿cierto?, pero si nosotros 
nos apersonamos de las zonas de reservas, conocemos 
la Zona de Reserva Campesina y le damos a nuestro 
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campesino unas herramientas, pues lógico que eso 
va a tener su buen fruto, he ahí la preocupación que 
tiene el Estado colombiano ahorita con la Zona de 
Reserva Campesina.133

El profesor Fajardo, en el capítulo titulado 
«Experiencias en la planificación descentralizada del 
desarrollo rural con participación campesina», que hace 
parte de una obra coescrita con Jean Michel Blanquer, 
de nombre La descentralización en Colombia: estudios 
y propuestas, permite observar varios elementos de las 
políticas estatales para el agro134.

En efecto, y en cuanto a la estructura de la 
propiedad de la tierra se refiere, la correlación de 
fuerzas políticas y económicas en la sociedad y en el 
Estado ha impedido la realización de una reforma 
agraria. En consecuencia, la intervención estatal ha 
privilegiado las condiciones técnicas de la producción 
y la comercialización de los bienes agrícolas y 
dentro de ellos de los obtenidos en las economías 
campesinas (responsables de 30-35 % de la oferta de 
bienes-salario), con estrategias dirigidas a elevar su 
producción y productividad, pero sin modificar las 
condiciones de acceso a la tierra135.

133	 MORALES POLO, Eladio. Derechos y resistencia campesina 5. 
[Videograbación]. Barrancabermeja. 21 de marzo de 2015. 44 
minutos.

134	 Es necesario precisar que las citas son hechas a un programa 
gubernamental que surge en los años 70, que tiene como cima el 
comienzo de los 80 y su declive se presenta a finales de esa década. Este 
programa se denominó Desarrollo Rural Integrado (DRI), y fue una 
acción gubernamental frente a las movilizaciones campesinas que se 
dieron en la época y que se encuentra inmersa en lo que el Gobierno 
denominó el Plan Nacional de Rehabilitación (PNR). El profesor 
Fajardo da algunos elementos de los contenidos de este programa que 
reflejan las políticas estatales con respecto al derecho a la propiedad y la 
economía campesina.

135	 FAJARDO, Darío. La descentralización en Colombia: estudios y 
propuestas. Parte: experiencias en planificación descentralizada del 
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Esta posición estatal no es en lo absoluto nueva, pues, 
incluso, desde la primera propuesta estatal progresista 
sobre la tenencia de la tierra en el gobierno de López 
Pumarejo, el fin último de las políticas que se llegaron a 
implementar luego de la Ley 200 de 1936 tuvo que ver 
más con la modernización del campo que con avances en la 
formalización de la tenencia de la tierra. También se tiene 
en cuenta el análisis que hace el profesor Fajardo sobre el 
programa de desarrollo rural integrado en lo que se planteó 
como participación campesina:

En cuanto a la composición de estas instancias 
de coordinación del DRI, se señala que en ellas 
(veredales-locales), los beneficiarios aportarían 
el mayor número de participantes, en tanto que 
en los ámbitos regional (Comités Distritales), 
departamental (Comité Departamental) y nacional 
(Consejo Directivo), estarían constituidos, de forma 
mayoritaria, por personal directivo en el mismo nivel 
de las entidades ejecutoras. En ellos se establecía la 
participación de los beneficiarios del programa, pero 
con carácter minoritario136.

Las instancias de participación en el DRI son un proceso 
institucional de «descentralización administrativa» que 
inicia en el año 86. Con respecto a la descentralización, 
Perales Arretxe afirma: 

Una expresión de una mayor autonomía política 
conferida a las autoridades locales u otros niveles 
inferiores de gestión del Estado, dentro de límites 

desarrollo rural con participación campesina. Bogotá: Universidad 
Nacional de Colombia - IFEA, 1991. p. 85

136	 FAJARDO, Darío. La descentralización en Colombia: estudios y 
propuestas. Parte: experiencias en planificación descentralizada del 
desarrollo rural con participación campesina. Bogotá: Universidad 
Nacional de Colombia – IFEA, 1991. p. 85. 
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funcionales y geográficos. En este caso se concede 
poder de decidir en lo concerniente a planes como 
a criterios de ejecución. Así como en lo referente 
a gestión autónoma de recursos. En su forma 
ideal, la descentralización significa la redefinición 
de relaciones entre el centro y las unidades 
descentralizadas sobre la base de criterios horizontales 
y de beneficio mutuo137. 

Si se pone en paralelo la explicación de Perales Arretxe 
sobre descentralización con la estructura general de 
coordinación del Programa de Desarrollo Rural Integrativo, 
no se ven compatibles. Volviendo al análisis del profesor 
Fajardo en lo que respecta a la naciente implementación 
de la descentralización del Estado en la política rural, se 
señalan en el Desarrollo Rural Integrativo unas realidades 
vigentes hoy:

La política de descentralización vigente actualmente 
en Colombia no se propone la búsqueda del 
equilibrio regional ni tampoco la autonomía regional 
o local, el propósito de la reestructuración del Estado 
combina objetivos de apertura de nuevos espacios 
(físicos y económicos) para el capital, una solución a 
la crisis fiscal y nuevas condiciones para el manejo de 
conflictos sociales y políticos generados por el patrón 
de desarrollo. En esa medida, las decisiones centrales 
sobre las prioridades para la inversión pública 
continuarán obedeciendo a los requerimientos 
para la expansión del capital privado nacional y 
multinacional (hoy incorporado a la producción 
de bienes y servicios por parte del Estado y, en 
consecuencia, requerido de condiciones para obtener 
tarifas rentables) para lo cual se preserva un sistema 

137	 PERALES ARRETXE, Iosu. Poder local y democracia participativa en 
América Latina. Bogotá: Editorial Fundación para la Investigación y la 
Cultura, 2004. p. 31.
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altamente centralizado en las definiciones estratégicas 
sobre la inversión138.

Con este panorama, es necesario abordar un momento 
que ha sido de vital importancia para las dinámicas 
organizativas campesinas en el Magdalena Medio, pues en 
él se da un paso cualitativo dentro del proceso de defensa 
de derechos que busca articular sus demandas con las 
políticas públicas estatales tanto en el orden nacional como 
en el regional y municipal. Ese momento está plasmado 
en uno de los documentos resultado de los acuerdos 
realizados a finales de 1998 entre el Gobierno nacional y 
los campesinos del Magdalena Medio, que correspondió 
a lo que se conoce como Plan de Desarrollo Integral de 
Derechos Humanos para el Magdalena Medio, que después 
fue insumo principal para la elaboración del Plan de 
Desarrollo Integral de la Zona de Reserva Campesina del 
Valle del Río Cimitarra139.

138	 Ibid, p. 85. En este estado de cosas se considera que haría falta 
completar el abordaje del tema con una investigación que seguramente 
ya se ha hecho, destinada al análisis de la descentralización, además 
de la autonomía política y la descentralización administrativa como 
principios del ordenamiento territorial, su desarrollo mediante la 
agenda pública y sus efectos en el agro colombiano.

139	 MESA REGIONAL PERMANENTE DE TRABAJO POR LA 
PAZ DEL MAGDALENA MEDIO. Plan de Desarrollo Integral de 
Derechos Humanos para el Magdalena Medio. [En línea]. Febrero, 
1999. [Citado 18 abril del 2015]. Disponible en: www.presarural.
org. Allí se resalta que este logro es producto de la lucha popular dada 
en Barrancabermeja en el año 1998: «El Plan de Desarrollo Integral 
de Derechos Humanos para el Magdalena Medio, acordado entre la 
Mesa de Trabajo por la Paz y el Gobierno nacional, después de ciento 
tres días de éxodo campesino y protestas urbanas en la ciudad de 
Barrancabermeja, busca superar, mediante su implementación y en un 
proceso paulatino, los factores de atraso estructural de las comunidades 
que habitan un total de veinticinco municipios de la región. El 
documento expresa el diagnóstico problemático de las principales 
áreas de la vida social, así: contexto político, derechos humanos, 
economía, educación, ambiental, cultura, salud y servicios públicos; 
consecuentemente se proponen y exigen inversiones en tales áreas».
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Como se dijo con anterioridad, en ese momento 
ya existía la Asociación Campesina del Valle del Río 
Cimitarra, organización agraria que hizo parte de la 
vocería en la Mesa de Trabajo por la Paz. Luego, esta 
organización, compuesta por Juntas de Acción Comunal 
de los municipios de Cantagallo, San Pablo, Yondó y 
Remedios, se decide a iniciar los trámites de solicitud 
ante el entonces Incora para la constitución de la Zona de 
Reserva Campesina del Valle del Río Cimitarra. Uno de 
los requisitos para la constitución de la figura de la Zona 
de Reserva Campesina es contar con un Plan de Desarrollo 
Sostenible. Este documento destacó cinco ejes temáticos 
denominados político, derechos humanos, desarrollo 
económico, educación y cultura, medioambiente y salud, 
a partir de los cuales se definieron siete programas con sus 
respectivos proyectos: Desarrollo Agropecuario y Forestal, 
Dotación de Infraestructura Básica, Dotación de Servicios, 
Redistribución y Formalización de la Tenencia de la Tierra, 
Recuperación y Protección Ambiental Difusión del Estado 
Local Seguimiento y Control y Derechos Humanos 140.

En este plan de desarrollo se dejaron escritos 
unos compromisos, tanto por parte de la Asociación 
Campesina del Valle del Río Cimitarra y las comunidades 
del valle del río Cimitarra, como por el Gobierno central. 
Estos compromisos tienen unas particularidades, de 
acuerdo con el sujeto que se compromete. En el caso 
de las comunidades y la organización campesina, los 
compromisos se pueden ver como la capacidad de 
llevar a cabo acciones de ordenamiento territorial, tales 
como desarrollar dinámicas de protección ambiental 
y de recursos naturales, dinámicas de concertación y 

140	 ASOCIACIÓN CAMPESINA DEL VALLE DEL RÍO CIMITARRA. 
ZONA DE RESERVA CAMPESINA VALLE DEL RÍO 
CIMITARRA. Plan de Desarrollo Sostenible. [En línea]. Presentado el 
14 de junio del año 2000 ante el Incora, p. 4. [Citado 2 abril del 2015. 
Disponible en: http://www.prensarural.org/acvc/plandesarrollozrc.pdf.
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participación para la sustitución de los cultivos de uso 
ilícito y dinámicas organizativas que aporten en el logro 
de paz en el territorio141. El Gobierno se comprometió, 
en el año 2000, a frenar los operativos antinarcóticos 
que venían provocando desplazamiento del campesinado 
hacia la Zona de Reserva Forestal en los municipios de 
Cantagallo y San Pablo, a frenar la arremetida paramilitar 
que se venía dando en Yondó y Remedios en contra del 
campesinado y sus organizaciones sociales y económicas y 
a impulsar el Plan de Desarrollo Sostenible de la Zona de 
Reserva Campesina142.

La Zona de Reserva Campesina del Valle del Río 
Cimitarra fue constituida por el Incora el 10 de diciembre 
de 2002 mediante Resolución 028, luego de cumplir 
con todos los requisitos. Sin embargo, en abril de 2003 
fue suspendida por el Gobierno nacional. Esta situación 
hizo que la Asociación Campesina y el campesinado de 
la región decidieran concentrar todos sus esfuerzos en 
la defensa de esta figura, razón por la cual se declararon 
«Zona de Reserva Campesina de hecho» y llevaron a cabo 
toda una campaña por su defensa. Aunque sin recursos 
ni gestionados ni facilitados por el Gobierno nacional, 
decidieron ejecutar lo que estuviese a su alcance en materia 
de gestión del Plan de Desarrollo Sostenible.

En lo que corresponde a derechos humanos, la ACVC 
estableció relaciones con diferentes organizaciones 
defensoras de derechos humanos que contaban con 
abogados para atender las graves violaciones de derechos 
humanos con acciones jurídicas. Con la Corporación 
Regional para la Defensa de Derechos Humanos se elaboró 
un plan para la creación de comités de derechos humanos 
que hiciesen parte de la estructura de las Juntas de Acción 

141	 Ibid, p. 7.

142	 Ibid, p. 7.
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Comunal veredales. Una de las fortalezas es que, gracias 
al nivel organizativo de las comunidades campesinas, 
se dan acciones de autoprotección del territorio que se 
han denominado campamentos de refugio humanitario, 
comisiones de verificación, acciones humanitarias e, 
incluso, procesos organizados de desplazamiento interno 
con posterior retorno, como modo de resistir frente a las 
incursiones paramilitares y los operativos militares. En estas 
acciones las comunidades campesinas en conjunto son las 
defensoras de sus derechos.

En cuanto al desarrollo económico, la ACVC 
consiguió, con agencias de cooperación internacionales, 
varias trilladoras de arroz y trapiches de caña. Asimismo, 
se establecieron proyectos de recría de búfalos y ganado 
blanco. Proyectos todos estos que son administrados en la 
actualidad por comités comunitarios y que tienen como 
principio la solidaridad. Otro proyecto de especial valor 
es el de vivienda comunitaria, mediante el cual se logró 
que en tres caseríos se construyeran aldeas comunitarias 
con condiciones de vivienda digna para sus habitantes: 
la de Puerto Matilde en Yondó, la de Campo Bijao 
—cuyo territorio se extiende simultáneamente en las 
jurisdicciones de Yondó y de Remedios— y la de Puerto 
Nuevo Ité, en Remedios.

En educación y cultura, desde las Juntas de Acción 
Comunal se exigió a las administraciones municipales 
construir escuelas, aunque aún hoy subsiste el 
incumplimiento con respecto a la contratación de los 
profesores, que se encuentran sujetos al vaivén de las 
voluntades políticas de sus contratantes. Por otro lado, la 
Asociación creó, con un grupo de estudiantes voluntarios 
de universidades de diferentes ciudades del país, una 
estructura que se denomina Equipo Técnico, mediante 
la cual los jóvenes que se vinculan a este espacio ponen a 
disposición de la organización agraria sus conocimientos de 
manera gratuita. También tienen la oportunidad de realizar 
pasantías y tesis en algún tema que aporte a la ejecución 
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de cualquiera de los ejes temáticos del Plan de Desarrollo 
Sostenible. Hoy ese equipo técnico es el responsable de 
la gestión y la facilitación de la ejecución del Plan de 
Desarrollo Sostenible de la Zona de Reserva Campesina del 
Valle del Río Cimitarra.

En medioambiente y salud, la Asociación Campesina, 
en compañía de las Juntas de Acción Comunal, han 
sido defensoras de la protección de territorios que 
las comunidades campesinas han decidido mantener 
intocables. Estos territorios, que se conocen como los 
que están detrás de la «línea amarilla», tocan parte de 
los municipios de San Pablo, Cantagallo y Remedios, 
pero también hay otros pequeños territorios que han 
sido protegidos, ubicados en límites entre Yondó y 
Remedios. De igual forma, la ACVC realizó actividades 
de concienciación en materia de protección de la fauna 
y la flora, como son los campamentos ecológicos en 
la región, en donde se hacían talleres de formación en 
temas ambientales y se ponían de vallas para invitar a la 
protección del ecosistema. 

En lo que tiene que ver con salud, se han realizado 
convenios con alcaldías, universidades e, incluso, con la 
Cruz Roja, para llevar a la región diferentes programas. 
Esto sin dejar de mencionar la gestión lograda con el 
gobierno venezolano para que los campesinos del valle 
del río Cimitarra pudiesen participar del proyecto 
Misión Milagro, enfocado en atención en salud visual. 
En lo político, la ACVC inició una cruzada de defensa 
y exigibilidad de la reactivación de la Zona de Reserva 
Campesina, que a grandes rasgos se describe en un informe 
de derechos humanos: 

La defensa de la única figura legal que reconoce 
en mínima parte nuestro derecho a la tierra 
nos ha costado ser víctimas de persecución 
política y jurídica, lo que se ha manifestado en 
constantes, amenazas, hostigamientos, ejecuciones 
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extrajudiciales, entre otras violaciones de derechos 
humanos, razón por la cual en el año 2000 la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos 
(CIDH) nos otorgó medidas cautelares, que 
aún se mantienen vigentes y son cumplidas muy 
parcialmente por el Estado colombiano.
En julio de 2007, mientras el entonces presidente 
de la República, Álvaro Uribe Vélez, se reunía con 
la ACVC en Barrancabermeja, como consecuencia 
de la conformación de un refugio humanitario 
en esta ciudad, con el que exigíamos cesaran las 
ejecuciones extrajudiciales en la región y que se 
asumieran compromisos dirigidos al levantamiento 
de la suspensión de la Zona de Reserva Campesina 
del Valle del Río Cimitarra, fueron emitidas doce 
órdenes de captura en contra de la junta directiva 
de la ACVC. Esto dejó privados de la libertad a seis 
de los miembros de la ACVC, el resto de dirigentes 
fueron conminados al exilio.
La privación injusta de la libertad de los líderes de 
la ACVC se prolongó hasta el año 2009, teniendo 
en cuenta que en 2008 se precluyeron cuatro 
investigaciones y en 2009 quedaron los dos líderes 
restantes en libertad, a la vez que la Fiscalía no 
encontró mérito alguno para imponer medida de 
aseguramiento a los demás.
Precisamente en el 2008 vimos en Noticias Uno una 
nota en la que, utilizando la fotografía de cuatro de 
los miembros judicializados de nuestra organización, 
se hizo un montaje de videos y fotografías para 
relacionar a la ACVC con ETA y otras organizaciones 
alzadas en armas. Nuestra preocupación porque 
la verdad sea la que se transmita en los medios de 
comunicación, especialmente en los que manifiestan 
propugnar por la independencia, nos llevó a solicitar 
la correspondiente rectificación, sin embargo, esta 
nunca se realizó.
Contrario a lo vaticinado por sectores militares 
estatales en el 2008, cuando manifestaban que en el 
2010 no quedaría ya nada de la ACVC, el respaldo 
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al trabajo de la organización campesina por parte 
de su base social la ha llevado a responder a esta 
legitimación con aportes cada vez más significativos 
[al desarrollo] de la paz en Colombia.
Los últimos tres años han quedado marcados por 
una serie de hechos que han elevado el perfil de la 
Asociación Campesina del valle del río Cimitarra 
como organización de base social regional que tiene 
un impacto nacional.
Así pues, la ACVC impulsa la reactivación del 
proceso nacional por el fortalecimiento y la creación 
de Zonas de Reserva Campesina en agosto del 
2010, junto con otras organizaciones campesinas 
del país. Esto derivó en la reactivación de la 
Asociación Nacional de Zonas de Reserva Campesina 
(ANZORC).
Posteriormente, en noviembre del mismo año, 
recibe el Premio Nacional de Paz. Con ocasión del 
recibimiento de este reconocimiento se promueve el 
Encuentro Nacional de Comunidades Campesinas, 
Afrodescendientes e Indígenas por la Tierra y la 
Paz que se efectuó en Barrancabermeja a mediados 
del mes de agosto de 2011. [La Asociación] fue 
reconocida como una de las organizaciones sociales 
que está apostándole y construyendo la paz con 
justicia social.
Y en febrero de 2011, el Instituto Colombiano de 
Desarrollo Rural decide reactivar la Zona de Reserva 
Campesina del Valle del Río Cimitarra, lo que abre 
el camino a todo un proceso de actualización del 
Plan de Desarrollo Sostenible de la Zona de Reserva 
Campesina del Valle del Río Cimitarra143.

143	 ESTADO DE LOS DERECHOS HUMANOS EN ANTIOQUIA. 
Entre el sueño de la paz y la continuidad de la guerra. Asociación 
Campesina del Valle del Río Cimitarra. Antioquia: 2013. 
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El levantamiento de la suspensión de la Zona de Reserva 
Campesina del Valle del Río Cimitarra tuvo mucho que ver 
con el cambio de Gobierno, el fortalecimiento organizativo 
de los procesos campesinos que vienen propugnando 
por la validez y legitimidad de las Zonas de Reserva 
Campesina en el ámbito nacional y el Premio Nacional de 
Paz otorgado a la ACVC en noviembre del 2010144. Luego 
de la reactivación de la ZRCVRC en febrero del 2011145, 
la ACVC inicia el proceso de actualización del Plan de 
Desarrollo Sostenible utilizando una metodología de corte 
eminentemente participativo. 

La actualización del Plan de Desarrollo Sostenible 
2012-2022 permite hacer un diagnóstico propositivo, 
en el que comunidades mineras y campesinas que viven 
en la Zona de Reserva Campesina del Valle del Río 
Cimitarra plantearon y plasmaron la situación actual 
de la zona y el imaginario colectivo de región para los 
próximos diez años alrededor de temáticas o sectores 
como medioambiente y ordenamiento territorial, salud y 
saneamiento básico, tierra y territorio, derechos humanos 
y derecho internacional humanitario, mujer rural y 
género, desarrollo económico, infraestructura social, 

144	 El Premio Nacional de Paz fue otorgado en el año 2010, en sesión 
realizada el 8 de noviembre, en la Friedrich Ebert Stiftung en 
Colombia (Fescol). El jurado tomó la decisión de entregar un premio 
compartido, una mención especial y un premio honorífico compartido 
(fuera de concurso). El premio es otorgado por El Tiempo, Revista 
Semana, Caracol Radio, Caracol Televisión, Friedrich Ebert Stiftung 
en Colombia (Fescol) y el Programa de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo (PNUD).

145	 INSTITUTO COLOMBIANO DE DESARROLLO RURAL 
(Incoder). Las Zonas de Reserva Campesina serán territorios de 
esperanza para el país. Luego del anuncio de la reactivación y del 
levantamiento de la suspensión el día de ayer de la Zona de Reserva 
Campesina del Valle del Río Cimitarra, gran parte de los esfuerzos 
estatales buscarán garantizar el resurgimiento y éxito de estas regiones 
que suponen desarrollo social y económico sostenible para el país. 
[En línea]. 23 febrero 2011. [Citado 3 de abril 2015]. Disponible en: 
http://www.prensarural.org/spip/spip.php?article5369 
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cultura y comunicación, organización y participación, 
minería, agroecología y educación146. 

La Escuela Superior de Administración Pública 
también permitió recoger información necesaria en 
el tema de fincas, viviendas, hogares y minería. Los 
diagnósticos rurales participativos y la priorización de 
proyectos fueron ejercicios cualitativos que se realizaron 
con la comunidad para indagar sobre su situación y hacer 
propuestas para resolver las dificultades. Se realizaron 
Talleres de Diagnóstico Rural Participativo en Cantagallo 
(10 y 11 de noviembre del 2011), Yondó (12 de 
noviembre del 2011), San Pablo (13 y 14 de noviembre 
del 2011) y Remedios (15, 16 y 17 de noviembre del 
2011). También se hicieron talleres de priorización de 
proyectos en Cantagallo (18 y 19 de noviembre del 2011), 
Yondó (19 y 20 de noviembre del 2011), San Pablo 
(26 y 27 de noviembre del 2011) y Remedios (28, 29 y 
30 de noviembre del 2011)147. Los diagnósticos rurales 
participativos se convocaron con las Mesas Comunales 
por la Vida Digna de los municipios de Cantagallo, 
San Pablo y Yondó. En Remedios, la convocatoria fue 
directamente a las Juntas de Acción Comunal.

Se observa cómo se van articulando, en una dinámica 
progresiva, las luchas agrarias con figuras legales que 
son reconocidas como conquistas inacabadas, pero con 
un potencial alimentado por el mismo movimiento 
campesino, que, así, genera elementos para abrirse a la 
incidencia política con las instituciones estatales, y echa 
mano de sus fortalezas, capacidades y poder. El Plan de 

146	 INSTITUTO COLOMBIANO DE DESARROLLO RURAL et al. 
Plan de Desarrollo Sostenible (PDS) 2012-2022, Zona de Reserva 
Campesina del Valle Del Río Cimitarra (ZRC-VRC). Una iniciativa 
agraria de paz. Documento final actualización del Plan de Desarrollo 
Sostenible ZRC-VR. Barrancabermeja: 2012.

147	 Ibid.
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Desarrollo Sostenible, como mecanismo de participación 
en la democracia campesina, tiene vigencia por un largo 
plazo en la región, y las Mesas Comunales por la Vida 
Digna lo tienen como hoja de ruta para los próximos 
dieciocho años. Uno de los componentes del Plan de 
Desarrollo Sostenible que cuenta con avances es el de 
medioambiente. Se cuenta con una agenda ambiental 
hecha con participación de delegados de Juntas de 
Acción Comunal de Remedios, Yondó, Cantagallo y San 
Pablo, además de los aportes de instituciones estatales y 
no gubernamentales. Esta agenda ambiental se elaboró 
en el año 2014 en el tercer campamento ecológico de la 
Zona de Reserva Campesina del Valle del Río Cimitarra 
y se actualizó en el cuarto campamento ecológico en el 
año 2017. 

3.2 La Zona de Reserva Campesina

Herramienta para la vida digna y el logro de la 
democracia campesina

El proceso de territorialización, autonomía material y 
simbólica y de revaloración de la cultura campesina busca 
en la Zona de Reserva Campesina una herramienta legal 
para, en primer lugar, sobrevivir como campesinos y, en 
segundo lugar, para disminuir las profundas brechas de 
inequidad producidas por el modelo económico afianzado 
en el territorio nacional. El surgimiento de las Zonas de 
Reserva Campesina se remonta a los años 80, según relato 
de Alfredo Molano Bravo y Gerardo González148:

148	 Gerardo González fue un líder campesino que en su juventud resistió, 
junto con Juan de la Cruz Varela, al poder de los terratenientes en el 
sur del Tolima y la región del Sumapaz. Fue el fundador de Fensuagro 
y uno de los inspiradores de las Zonas de Reserva Campesina como 
una forma de orden rural para la justicia social.
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Los colonos están dentro del parque nacional de la 
Macarena; quería el Gobierno sacarlos. Entonces 
ellos iniciaron una primera marcha a San José del 
Guaviare, oponiéndose al desalojo. Ellos, en ese 
momento, ya estaban cultivando coca, entonces el 
Gobierno comenzó a fumigarlos. 
El Gobierno ofreció trasladarlos a otro lado, la 
respuesta de ellos fue: «Mire, nosotros ya hemos 
llegado del norte del Meta, o sea, de la zona de 
Granada, desplazados, derrotados por la violencia, 
por la ley de la oferta y la demanda, por la quiebra 
económica. Allá llegamos del Huila, del Tolima, 
llegamos de Cundinamarca, llegamos de los Llanos, 
estamos huyendo hace rato y en cada sitio nos 
derrotan. Si nos vamos a otra parte, ¿quién nos 
asegura que no nos van a volver a quitar la tierra, que 
los latifundistas no van a volver a concentrarla y nos 
vuelven a derrotar?». Esa fue la gran pregunta que se 
hizo en varias de las marchas a San José del Guaviare. 
El Gobierno no sabía qué responder, porque eso 
era cierto. La respuesta del Gobierno siempre fue 
reprimirlos, abalearlos… Fueron tres movilizaciones 
grandes a San José del Guaviare, y otra que venía 
hacia Bogotá, que el ejército paró en Iracá. Esa 
última fue en el 86, pero las otras fueron en el 84, 
85, 86, en esos años fueron las grandes. Pero hubo 
un elemento adicional en ese proceso histórico y era 
la fumigación de cultivos porque eso obligaba a la 
gente a huir, a salirse de ahí para otra zona.
Entonces cómo hacer para detener esos dos procesos: 
la concentración de la tierra y además detener las 
fumigaciones para poder sustituir la coca por otros 
cultivos, que era lo que se pedía.
El colono entra en crisis porque tiene que abrir 
selva con sus propios recursos, tumbar la selva para 
eso necesita entrar en deudas para poder hacer 
[…] el colono trata de pagar esas deudas con las 
cosechas, las deudas se van acumulando hasta que 
el comerciante dice «págueme», la persona no tiene 
con qué pagar suficiente, «entonces págueme con la 
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tierra», y la tierra se va acumulando por la vía de los 
comerciantes en haciendas ganaderas, y el colono 
tiene que irse más para adentro. Esa es la ley de la 
oferta y la demanda en las zonas de colonización.
Pero ese proceso era acelerado porque ellos 
necesitaban, fueron obligados a cultivar la coca, 
obligados por las circunstancias económicas y de 
mercado en general, eran obligados a desplazarse 
propiamente por las fumigaciones. 
Entonces, latifundio y fumigaciones actuaron 
en la misma dirección sacando a los colonos. 
Cómo se paraba eso, cómo se para ese proceso. 
Entonces ahí fue que surgió, de conversaciones con 
campesinos, con el mismo Gerardo, la idea de parar 
el latifundio… como para impedir la concentración 
de la tierra, impedir que una persona pueda tener 
más de una finca en una determinada zona. Ese es el 
concepto básico de la Zona de Reserva Campesina, 
que finalmente fue recogido por la Ley 160 del 94.
Es decir, unos territorios en donde se impidiera el 
libre juego de la demanda y la oferta en esas zonas, 
que son de propiedad privada, las Zonas de Reserva 
Campesina, son propiedades privadas, el campesino 
tiene su propia parcela, pero no es posible que un 
campesino le compre a otro, a otro y a otro, o venga 
un latifundista, un comerciante o un banquero 
compre tres o cuatro fincas y forme una hacienda. 
Ese es el concepto básico […].
Pero hay unas en [los años] 95-96, que fueron 
marchas justamente contra la fumigación y por 
la sustitución de cultivos de uso ilícito […] eran 
básicamente en Caquetá, Putumayo, Meta, esas 
fueron las grandes movilizaciones en donde hubo 
muertos, tomaron pueblos enteros, se tomaron 
Florencia, la Macarena. De ahí sale un ajuste a la 
Ley 160. Antes en la Ley 160 del 94, las Zonas de 
Reserva Campesina eran solamente para zonas de 
colonización, esas movilizaciones hacen que ese 
decreto que cita Gerardo hace que las Zonas de 
Reserva Campesina puedan instalarse en cualquier 
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parte del país. No solo en las zonas de colonización. 
Es una forma de organización campesina.
Esas Zonas de Reserva Campesina cogieron fundamento 
y fuerza en el periodo que va de Gaviria a Samper y a 
Pastrana. Digo cogieron fuerza no como zonas legales, 
sino como movimiento ideológico campesino y como una 
bandera de lucha y aflojaron como unas cinco o seis zonas 
[…]149.

Hoy la Zona de Reserva Campesina es una figura 
jurídica del ordenamiento legal colombiano que, desde 
su creación, ha dado algunos pasos concretos hacia el 
reconocimiento real del campesinado históricamente 
marginado en el territorio nacional. De acuerdo con la 
definición legal, según el artículo 80 de la Ley 160 de 
1994, las Zonas de Reserva Campesina son: 

Las áreas geográficas seleccionadas por la junta 
directiva del Incora, teniendo en cuenta las 
características agroecológicas y socioeconómicas 
regionales […] En las Zonas de Reserva Campesina, 
la acción del Estado tendrá en cuenta, además de 
los anteriores principios orientadores, las reglas y 
criterios sobre ordenamiento ambiental territorial, 
la efectividad de los derechos sociales, económicos y 
culturales de los campesinos, su participación en las 
instancias de planificación y decisión regionales y las 
características de las modalidades de producción 150.

149	 MOLANO, Alfredo y GONZÁLEZ, Gerardo. Entrevista realizada 
para Prensa Rural. ¿Cómo surgieron las Zonas de Reserva Campesina? 
[videograbación]. 14 de mayo de 2013. [citado 31 de marzo de 2015]. 
Disponible en: http://prensarural.org/spip/spip.php?article10866.

150	 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 160 de 
1994 (3 de agosto de 1994). Por la cual se crea el Sistema Nacional de 
Reforma Agraria y Desarrollo Rural Campesino, se establece subsidio 
para la adquisición de tierras, se reforma el Instituto Colombiano de 
la Reforma Agraria y se dictan otras disposiciones. Artículo 80. Diario 
Oficial n.° 41478.
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De igual forma, la normativa establece los objetivos 
y fines de la Zona de Reserva Campesina, según lo 
establecido por el Decreto 1777 de 1996, artículo 1, que 
reza: «Las Zonas de Reserva Campesina tienen por objeto 
fomentar y estabilizar la economía campesina, superar 
las causas de los conflictos sociales que las afecten y, en 
general, crear las condiciones para el desarrollo de la paz y 
la justicia social en las áreas respectivas»151.

Esto se percibe en lo que el legislador definió como 
objetivos de la Zona de Reserva Campesina en 1996:

[…] 2. Evitar y corregir los fenómenos de 
inequitativa concentración o fragmentación 
antieconómica de la propiedad rústica. 3. Crear 
las condiciones para la adecuada consolidación y 
desarrollo sostenible de la economía campesina y 
de los colonos en las zonas respectivas. 4. Regular 
la ocupación y aprovechamiento de las tierras 
baldías, para dar preferencia en su adjudicación 
a los campesinos o colonos de escasos recursos. 
5. Crear y construir una propuesta integral de 
desarrollo humano sostenible, de ordenamiento 
territorial y de gestión política. 6. Facilitar la 
ejecución integral de las políticas de desarrollo 
rural. 7. Fortalecer los espacios de concertación 
social, política, ambiental y cultural entre el 
Estado y las comunidades rurales, para garantizar 
su adecuada participación en las instancias de 
planificación y decisión local y regional152.

La Zona de Reserva Campesina tiene soporte en la 
Constitución Nacional en varios de sus artículos; por 

151	 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Decreto 1777 de 
1996 (1 de octubre de 1996). Por el cual se reglamenta parcialmente 
el capítulo XIII de la Ley 160 de 1994, en lo relativo a las Zonas de 
Reserva Campesina. Diario Oficial n.˚ 42800.

152	 Ibid.
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ejemplo, al preveer la función social y ecológica de la 
propiedad153, al reconocer y proteger la diversidad étnica y 
cultural de la nación colombiana154 y al destacar el deber 
del Estado de promover el acceso de los trabajadores 
rurales a la propiedad de la tierra y a servicios y derechos 
económicos, sociales y culturales155. La Carta Política 
también declara la especial protección del Estado a la 
producción de alimentos a través de la priorización de 
las actividades agrícolas, pesqueras, forestales, pecuarias y 
agroindustriales156. Todas estas actividades hacen parte del 
componente productivo del Plan de Desarrollo Sostenible 
de la Zona de Reserva Campesina.

La consagración del derecho de todo ciudadano a 
participar en la conformación, ejercicio y control del poder 
político157 respalda la exigencia del campesinado de las 
Zonas de Reserva Campesinas de ser reconocidos como 
sujetos políticos, además de la concertación social, política 
y cultural entre Estado y comunidades para la planificación 
del territorio. La obligación del Estado de proteger la 
integridad y diversidad de los recursos naturales158 y la 
declaratoria de que el ambiente sano y ecológicamente 
equilibrado es un derecho constitucional fundamental, 
pues su violación atenta directamente contra la 
perpetuación de la especie humana y, en consecuencia, con 
el derecho más fundamental del hombre: la vida.159 Esto 

153	 COLOMBIA. ASAMBLEA NACIONAL CONSTITUYENTE. 
Constitución Política de Colombia (4 de julio de 1991). En: La Gaceta 
Constitucional, n.˚ 116. 20 de julio de 1991. Art. 58.

154	  Ibid. Art.7.

155	  Ibid. Art. 64.

156	  Ibid. Art. 65.

157	 Ibid. Art. 40.

158	 Ibid. Art. 79.

159	 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T- 536, 23 
de septiembre de 1992. Magistrado ponente: Simón Rodríguez.
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se relaciona con el control que ejerce la Zona de Reserva 
Campesina sobre la expansión de la frontera agrícola. 

Según Molina, cuando se habla de política pública, 
las Zonas de Reserva Campesina son un avance en el 
ordenamiento y desarrollo territorial rural. Las dinámicas 
sociales que se dan en la Zona de Reserva Campesina 
llegan a reconfigurar el territorio. Por otro lado, en 
el ámbito nacional, la lucha del campesinado por el 
derecho al territorio hoy se sigue expresando a través de 
procesos en donde el mismo campesinado ve necesario el 
fortalecimiento organizativo de las bases comunitarias en 
el ámbito interno con la reactivación de procesos culturales 
propios. Dentro de este fortalecimiento juegan un papel 
clave la memoria y las prácticas sociales y económicas 
que reconocen en la naturaleza el espacio vital para su 
desarrollo integral. En la labor de fortalecimiento, los 
campesinos y campesinas adultos mayores son quienes 
tienen el acumulado de experiencias propias y la autoridad 
para aconsejar los pasos que se deben seguir, por lo tanto, 
son los llamados a asumir su tarea como memoria viva para 
las nuevas generaciones. 

En el 2011 se reactivó la Asociación Nacional de Zonas 
de Reserva Campesina con 54 organizaciones agrarias que 
bregan por la declaratoria y puesta en funcionamiento de 
Zonas de Reserva Campesina en sus territorios. De estas 
solo hay seis160 que tienen una Zona de Reserva Campesina 
constituida, 12 están en proceso de constitución y varias 
más se han autodenominado Zonas de Reserva Campesina 
de hecho. Entre estas últimas está la del Catatumbo, que 

160	 Estas son la de Guaviare en 1997; Pato Balsillas en San Vicente del 
Caguán, Caquetá, en 1997; en los municipios de Arenal y Morales, 
en el sur de Bolívar, en 1999; Cabrera, provincia de Sumapaz, 
Cundinamarca, en el 2000; Comandante, municipio de Puerto Asís, 
y Bajo Cuembí, en Putumayo, en el 2000, y Valle del río Cimitarra, 
en los municipios de Yondó, Remedios, Cantagallo y San Pablo, en el 
Magdalena Medio.
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cumplió con todos los requisitos para su constitución 
desde el año 2012, pero por intereses políticos, a la fecha 
de terminación de este trabajo, el Instituto Colombiano de 
Desarrollo Rural161 no ha constituido la ZRC.

Desde la Anzorc, como plataforma de organizaciones 
campesinas y producto de los 4 encuentros nacionales de 
Zonas de Reserva Campesina, se construyó una propuesta 
programática que cuenta con los ejes de ordenamiento 
territorial, política mineroenergética, reconocimiento 
del campesinado como sujeto político y de derechos, 
modelo de desarrollo económico agrario colombiano, 
medioambiente, reglamentación de las Zonas de Reserva 
Campesina, ruta de financiación de los planes de 
desarrollo sostenible de las Zonas de Reserva Campesina, 
territorios interculturales e interétnicos y Zonas de Reserva 
Campesina y un sistema y programa nacional de Zonas 
de Reserva Campesina162. Esto le demuestra claramente 
al país la naturaleza política propositiva del movimiento 
campesino, que ha decidido congregarse alrededor de las 
reservas campesinas con la idea de seguir construyendo 
poder desde la base.

161	 Frente a las reiteradas demoras por parte del Gobierno nacional en 
el cumplimiento de la ley, la Asociación Campesina del Catatumbo, 
organización campesina de base que porta la bandera de la Zona de 
Reserva Campesina en el Catatumbo, decidió mediante asamblea 
declarar paro cívico en el año 2013. Dentro de los puntos del pliego de 
exigencias se encuentra la declaración de Zona de Reserva Campesina 
en el Catatumbo. Este paro duró 52 días, y en él participaron 
alrededor de 10.000 campesinos. Para tener mayor información sobre 
los contenidos de la movilización puede buscarse en la página web 
de Prensa Rural. Para conocer sobre el proceso de estigmatización 
orquestada alrededor de este, se pueden consultar todos los medios 
masivos de comunicación.

162	 ASOCIACIÓN NACIONAL DE ZONAS DE RESERVA 
CAMPESINA. III Encuentro Nacional de Zonas de Reserva 
Campesina (ZRC). [en línea]. 22 marzo 2013. [citado1 abril 2015]. 
Disponible: http://prensarural.org/spip/spip.php?article10282 
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Luego de la terminación del Tercer Encuentro Nacional 
de ZRC, en San Vicente del Caguán, departamento del 
Caquetá, el 25 de marzo del 2013, Anzorc publicó la 
propuesta, con fecha 23 de marzo de 2013, que denominó 
Propuesta política y programática para una reforma agraria 
integral, el reconocimiento de los derechos campesinos y 
la paz con justicia social163. Allí le pide al Estado que 
desarrolle una política de participación del campesinado 
en la toma de decisiones sobre los destinos del campo y la 
relación campo-ciudad, y que reconozca la territorialidad 
campesina, entendida como la orientación, el uso y la 
organización de los territorios en la vida social, cultural, 
política y económica, aprovechando y protegiendo 
los recursos naturales. Asimismo, exige el derecho a la 
consulta y al consentimiento previo libre e informado 
sobre el ordenamiento, planificación y uso del territorio, 
que se respeten las formas de autonomía territorial y que 
se use la concertación como mecanismo para definir los 
términos del desarrollo en el territorio y que se aplique la 
Declaración Internacional de los Derechos Campesinos, 
propuesta por la Vía Campesina y avalada por la ONU164.

Con respecto al modelo de desarrollo rural, la Anzorc 
propone que:

1.	 Se garantice la integralidad de los derechos 
humanos en el territorio nacional.

2.	 Que se reconozcan los territorios campesinos, 
indígenas y afrocolombianos como claves de un 

163	 ASOCIACIÓN NACIONAL DE ZONAS DE RESERVA 
CAMPESINA. La propuesta de ANZORC a la sociedad colombiana 
y a las partes de la Mesa de conversaciones de paz de La Habana. 
Propuesta política y programática para una reforma agraria integral, el 
reconocimiento de los derechos de los campesinos y la paz con justicia 
social. [en línea]. 25 marzo 2013. [citado 1 abril 205]. Disponible en: 
http://prensarural.org/spp/spip.php?article10505

164	 Ibid. Sobre el reconocimiento de campesinas y campesinos.
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desarrollo sustentable que se integra a un mundo 
globalizado desde la cooperación y la justicia.

3.	 Que se regule el extractivismo y la devastación de 
recursos naturales.

4.	 Que se valorice la economía campesina como 
sustento de la soberanía alimentaria. 

Además, pide garantías para la tecnificación de la 
producción, para que sea sostenible; participación en los 
mercados locales, regionales, nacionales e internacionales, 
mediante formas asociativas como cooperativas, y hacer 
de la agroecología una política nacional de gradual y 
concertada implementación165. 

Sobre la explotación de recursos mineroenergéticos, 
Anzorc propone que su explotación sea delimitada, 
diferenciada y revertida al desarrollo local y nacional, 
para garantizar la permanencia en el territorio de las 
comunidades agrarias y la soberanía nacional energética; 
que se defina de acuerdo con las características 
ambientales, sociales y el consentimiento previo de 
las comunidades, si es viable o no la explotación de 
recursos; que las licencias ambientales sean más exigentes, 
que respondan a los efectos locales y regionales de la 
exploración y explotación, y que la autorización de 
proyectos mineros, especialmente los de gran magnitud, 
se defina sobre la base de planes de desarrollo integrales 
en donde se integren las responsabilidades del Estado, las 
empresas y la comunidad166.

En lo que respecta al ordenamiento territorial y 
ambiental, Anzorc parte de que se debe garantizar el 
equilibrio entre aprovechamiento y conservación de 

165	 Ibid. Sobre el modelo de desarrollo rural.

166	 Ibid.
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los recursos y los ecosistemas y que se deben usar los 
suelos según su vocación, para propiciar la economía 
campesina dentro de la que están las prácticas de saberes 
ancestrales, culturales y campesinos. Las figuras de 
protección ambiental deben contemplar los conocimientos 
tradicionales y las relaciones de las comunidades con la 
naturaleza, de modo que les permitan habitar en ella bajo 
normas claras y estricto cumplimiento de responsabilidades 
y límites. Igualmente exigen que se den las Zonas de 
Reservas Campesinas interculturales e interétnicas, 
concebidas en el marco del respeto de las identidades 
culturales y la armónica convivencia167, y que a través de 
las Zonas de Reserva Campesina se dé una ocupación 
equilibrada y sostenible de tierras, con estímulos y 
desestímulos a su poblamiento en el territorio nacional, a 
fin de cerrar la frontera agraria y garantizar las condiciones 
generadas por la reforma agraria integral. También, se 
requiere que se considere la vereda como unidad mínima 
de territorio para la planificación ambiental y territorial. 
En cuanto a la distribución de la tierra, se propone que 
se realice mediante la figura de las unidades campesinas 
ambientales (UACA), que consisten en una figura en 
donde lo ambiental es primordial en la tenencia de la tierra, 
y que se implementen mecanismos de sustitución gradual 
y concertada de todos los cultivos de uso ilícito en las 
Zonas de Reserva Campesina y los territorios campesinos, 
iniciando por los proyectos piloto contenidos en los 
planes de desarrollo sostenible de las ZRC168. Además, que 
también en los planes de manejo ambiental se cuente con 
la participación de las comunidades campesinas, de modo 
que se reconozcan sus mecanismos campesinos de control, 
como la racionalización de la explotación de recursos 
maderables, la protección de especies en vía de extinción y 

167	 Ibid. Sobre ordenamiento territorial.

168	 Ibid.
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la delimitación de cuencas hidrográficas, entre otros, que 
incluyan un enfoque relacional de género y generacional169.

Finalmente, Anzorc propone el Sistema Nacional de 
Zonas de Reserva Campesina que ha de promover la 
articulación de los actores involucrados, responsables e 
interesados en el objetivo de propiciar que las Zonas de 
Reserva Campesina se fortalezcan como instrumento 
de reforma agraria y de superación del problema 
agrario colombiano. Esto dará lugar al despliegue de 
las capacidades y fines de cada uno de ellos y evitará la 
contradicción, duplicación, dispersión y los vacíos en 
la política agraria que actualmente se presentan en las 
acciones del Estado en los ámbitos nacional, regional y 
local. Esta propuesta contribuirá a la satisfacción de la 
integralidad de los derechos de los campesinos, la soberanía 
alimentaria del país, la activación de las economías locales 
y regionales, y la protección ambiental de territorios 
rurales colombianos a través del pleno desarrollo de las 
Zonas de Reserva Campesina, de acuerdo con los fines 
consagrados en la ley. Este sistema debe estar contenido en 
el Plan Nacional de Desarrollo con un articulado que lo 
contemple, y además del diseño de un Programa Nacional 
de Zonas de Reserva Campesina170.

En la declaración política emanada del IV Encuentro 
Nacional de Zonas de Reserva Campesina se reflejan las 
conclusiones generales surgidas del trabajo constructivo de 
8000 campesinos y campesinas que recibieron el apoyo de 
representantes de la academia y luchadores y luchadoras 
populares de diferentes regiones del país en el municipio 
de Tibú, región del Catatumbo, departamento de Norte 

169	 Ibid. 

170	 Ibid. Sobre el Sistema Nacional de Zonas de Reserva Campesina y el 
Programa Nacional de Zonas de Reserva Campesina.
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de Santander171. Esta declaración resalta el ejercicio 
deliberatorio propio sobre la reforma agraria territorial 
estructural, en medio de un acuerdo que siente las bases 
para el desarrollo de la paz con justicia social172. 

En este documento los campesinos declaran, en primer 
lugar, su decisión de utilizar sus formas tradicionales de 
lucha, que son organización, movilización y acciones 
legales, desde la legitimidad de sus demandas, para hacer 
que el Gobierno nacional cumpla con su obligación legal 
de promover las Zonas de Reserva Campesina. En segundo 
lugar, en la declaración reafirman la decisión de buscar 
resolver, por la vía del diálogo, los conflictos territoriales 
entre afros, indígenas y campesinado, para continuar 
con el diseño de una propuesta que han denominado 
territorios interculturales173. Además, insisten en la lucha 
por el reconocimiento de sus derechos como campesinos 
en los términos de la Declaración de Derechos de los 
Campesinos, en donde recalcan la autonomía territorial, 
la cultura, la recuperación de memoria y las formas 
organizativas propias, avanzando en la articulación con 
el mundo urbano y la academia. Asimismo, manifiestan 
su decisión de impulsar el protagonismo de las mujeres 
campesinas y el justo trato en la vida política y privada, 
para retomar las conquistas populares de las mujeres174.

171	 Allí en primer lugar se destaca la ausencia del Gobierno nacional, que 
en los tres encuentros anteriores había hecho presencia por medio de 
delegados del Ministerio de Agricultura y la gerencia del Incoder. Esto 
aun cuando se había invitado a la totalidad de las entidades estatales e 
incluso el ministro Iragorri se había comprometido a asistir.

172	 ASOCIACIÓN NACIONAL DE ZONAS DE RESERVA 
CAMPESINA. Declaración Política del IV Encuentro Nacional 
de Zonas de Reserva Campesina. [en línea]. 22 septiembre 2014. 
[citado 2 abril 2015]. Disponible en: http://prensarural.org/spip/spip.
php?article15070 

173	 Ibid.

174	 Ibid. 
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A manera de conclusión de esta mirada a los avances 
del movimiento campesino nacional que tiene la Zona de 
Reserva Campesina como una figura útil en su lucha por 
la reforma agraria integral, se podría decir, tal y como lo 
manifiesta Ramírez, campesina del valle del río Cimitarra: 

Nos armamos en decir: nuestra región tiene la 
posibilidad y tiene la figura de Zona de Reserva 
Campesina, y empezamos a trabajarle a la Zona 
de Reserva Campesina, porque vemos que desde 
ahí es algo que nos protege, que nos da identidad 
como campesinos, que es como defender un cierto 
territorio. Para que ese cierto territorio sea donde se 
implemente un Plan de Desarrollo, pero también 
una Zona de Reserva Campesina, debe ser protegida, 
donde no haya multinacionales, donde el gobierno 
se comprometa a invertir y que todo lo que llegue 
allí sea esto, muy acertado y concebido por el 
campesinado, donde el campesino conozca por qué o 
qué es lo que pasa con nuestra región175.

La Zona de Reserva Campesina, a pesar de que hoy es 
una figura legal, para algunos, de ordenamiento territorial, 
y para otros, de política pública, para el campesinado 
que la defiende sigue siendo una bandera de lucha por 
sus derechos, a la que hay que seguir alimentando con 
construcciones propias y realistas dirigidas a la tan 
reclamada reforma agraria integral.

175	 RAMÍREZ AMAYA, María Irene. Derechos y resistencia campesina 2. 
[videograbación]. Barrancabermeja, 18 de marzo de 2015. 33 minutos.
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3.3 Mesas Comunales por la Vida Digna de 
la Región

Caracterización y análisis

Partiendo de que la figura de la Zona de Reserva 
Campesina ha sido utilizada por el campesinado 
organizado para el logro de poder socio-político traducido 
en democracia, es necesario analizar la relación de la 
comunidad agraria campesina con el territorio dentro 
de las Zonas de Reserva Campesina, los componentes 
de su ejercicio autónomo de poder (ordenamiento y 
autogobierno) y la exigencia que hacen sus habitantes al 
Estado colombiano del cumplimiento de la obligación de 
garantía y respeto de los derechos integrales. Esto es lo que 
hace la Mesa Comunal por la Vida Digna, una estructura 
de la democracia campesina.

En esta parte se mostrará la Mesa Comunal por la Vida 
Digna, la descripción de su origen, sus principios, sus 
líneas de trabajo y su aporte, en el ámbito local y regional, 
a la activación de mecanismos de participación, autonomía 
y coordinación con las autoridades y entes estatales de cada 
municipio en donde funcionan las Mesas Comunales.

Finalmente, se estudiarán los elementos que la hacen 
una estructura que, al igual que los comités, las Juntas de 
Acción Comunal y las asociaciones campesinas de base, 
no depende de una figura legal, sino que hace parte de la 
dinámica de la democracia campesina.

En la actualización del Plan de Desarrollo Sostenible 
de la Zona de Reserva Campesina del Valle del Río 
Cimitarra se encuentra la siguiente definición de las Mesas 
Comunales por la Vida Digna:

Las Mesas Comunales por la Vida Digna son 
espacios democráticos de gestión del desarrollo y 
la paz y de interlocución con los gobiernos locales. 
Su objetivo es generar organización y trabajo 
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mancomunado para exigirle a las administraciones 
municipales el cumplimiento de sus obligaciones 
en términos de condiciones de vida digna, de 
garantías para la participación social y equidad en 
la distribución de la inversión pública en la ZRC. 
Estas Mesas son reconocidas como el espacio en 
donde se empodera la comunidad para que, de forma 
democrática y participativa, logre tener incidencia 
dentro de la toma de decisiones en términos de 
políticas públicas. En este sentido, es la población allí 
recogida la que formula los Planes de Desarrollo, la 
que define los presupuestos y la que desarrolla una 
función de veeduría frente a ese Plan y sus respectivos 
proyectos. Las Mesas comunales están presentes en 
los cuatro municipios de la ZRC (Yondó, Cantagallo, 
Remedios, San Pablo)176.

El Plan de Desarrollo Sostenible tomó elementos que 
hacen parte del acontecer reciente de las Mesas, pero es 
fundamental que se recoja el proceso desde su nacimiento 
para la mejor comprensión. La Mesa Comunal por la 
Vida Digna, como estructura propia de la democracia 
campesina, nace en la zona rural del municipio de Yondó, 
Antioquia, Zona de Reserva Campesina del Valle del Río 
Cimitarra. Su origen lo relatan líderes campesinos.

Álvaro Manzano lo expresa en los siguientes términos: 

La figura nace, no sé si de una idea loca de dos o 
tres dirigentes en una reunión de junta, definiendo y 
discutiendo en la vereda No te Pases la problemática 
que se nos venía con la fumigación, con las capturas, 
con las órdenes de capturas, con los asesinatos, y 
entonces se nos hizo fácil replantear, bueno, porque 
no nos unimos con otras directivas de otras Juntas de 
Acción Comunal y buscamos qué hacer frente a la 

176	 Ibid. 
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problemática, porque hoy tenemos cerrado el espacio 
de interlocución con las alcaldías, los funcionarios 
no entran porque les da temor, porque a nosotros 
nos pusieron una barrera, de San Luis para adentro 
todos éramos guerrilleros, de San Luis para afuera 
todos eran paramilitares. Después corrió la barrera 
hasta Caño Blanco, vereda Caño Blanco, de ahí para 
adentro, todos guerrilleros, y de ahí para afuera, 
todos paramilitares. Entonces, ni la gente de la 
administración entraba ni nosotros los de las Juntas 
de Acción Comunal podíamos salir, pero tampoco 
Asojuntas estaba haciendo nada ni por la formación 
ni por la gestión –sí son como tres funciones de 
Asojuntas, igual que una Junta de Acción Comunal. 
Entonces, la formación de los directivos y de las 
comunidades es gestión para las comunidades y 
mecanismos de ejecución para las comunidades, 
entonces eso estaba cerrado y eso nos hizo como 
sentarnos a pensar un rato, pues uno dice que entre 
cerveza, pero la idea nació, me acuerdo que fue 
asentado en la casa de este señor que tenemos aquí 
enfermo, y dijimos bueno, convoquémonos para tal 
fecha Jabonal, Puerto Matilde, San Francisco, la Y 
de los Abuelos, No te Pases, ¡ah!, y Tamar, y vamos a 
ver quiénes llegan y nos sentamos y sí, yo en esos días 
logré encontrarme con alguien de la ACVC porque 
yo me encontraba un poco marginado por el temor, 
la cuestión, y le dije, mano, estamos planteando 
hacernos unos reunioncita de varias Juntas para ver 
qué figura creamos que podamos asociarnos un poco 
más y ayudar a trabajar en defensa de esto, me dijo 
listo, hagámoslo.
Nos convocamos en San Francisco, hicimos el 
debate y nació la propuesta de la Mesa Comunal 
por la Vida Digna e hicimos el debate y nos hicimos 
un almuercito, nos estuvimos el rato allá y dijimos 
vamos a invitar más Juntas, entonces invitamos El 
Bagre, invitamos Bocas del Don Juan, invitamos El 
Campo, invitamos La Raya y nos pusimos una fecha 
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de mes y medio, e invitamos La Poza, invitamos Las 
Nutrias, cuando eso pues no mirábamos la cuestión 
de radio de acción sino era hacerle, invitamos a 
Cooperativa Puerto Nuevo que llamamos –sí como 
esas– el Vietnam, bueno esas juntas, y nos dimos 
cita. Allá fuimos como unas doce o catorce juntas 
y entonces dijimos vamos a definir unas cosas que 
se llaman objetivos, voy a leer el primer objetivo: 
asociarnos, ya hay una propuesta de nombre, de 
acuerdo, de acuerdo. Segundo objetivo: plan de 
trabajo, cuál es el plan de trabajo, trabajemos con 
tres, cuatro o máximo cinco ejes. En ese momento 
empezamos solamente con eso, entonces agarramos 
el tema de derechos humanos con la cuestión de 
los asesinatos, las desapariciones, las amenazas, los 
bombardeos; segundo elemento: crisis humanitaria, 
que era que eran unas fumigaciones demasiado 
fuertes en la región, no había alimentos, no se 
conseguían semillas, bueno, vamos a empezar a 
trabajarle a eso. Tercer elemento: la defensa de 
la tierra y el territorio en el marco de la Zona de 
Reserva Campesina y su plan de desarrollo y con esos 
tres nos fuimos […]177.

Eladio Morales, dirigente de la Asociación Campesina 
del Valle del Río Cimitarra, cuenta: 

Mire, las Mesas Comunales son un proceso que surge 
por allá más o menos del año 2004-2005, ¿cierto? 
Es un proceso que se da pues debido también a esa 
situación de la falta, incluso, de institucionalidad que 
se vivía en las regiones nuestras. En el 2005 ya yo 
soy miembro de la Asociación Campesina del Valle 
del Río de Cimitarra, pero, de hecho, el proyecto 

177	 MANZANO, Álvaro. Derechos y resistencia campesina 4. 
[videograbación]. Barrancabermeja, 21 de marzo de 2015. 70 minutos.
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paramilitar se desarrolla con mucho más auge en 
las regiones nuestras, en la región agraria, es por ahí 
precisamente a raíz de 1999 y del año 2000 que es 
cuando el Ejército colombiano, por intermedio del 
Estado, desarrolla precisamente la Operación Bolívar, 
entonces hace una ruptura entre lo agrario y la 
población urbana.
Entonces, había una situación bastante complicada 
porque era tanta la persecución que ya nosotros 
como dirigentes no podíamos ya reunirnos con 
las comunidades, no podíamos incluso hacer las 
asambleas de Juntas de Acción Comunal y nosotros 
veíamos que esto estaba cerrando los espacios para 
poder seguir contactándonos y seguir organizándonos 
como campesinado. Entonces, las Mesas Comunales 
surgen de una necesidad, precisamente esa es una 
de las principales necesidades, aunque hay muchas, 
pero también hay que nombrar, por ejemplo, que 
en ese momento también había una agresión total 
contra la parte agraria, pues había mucho interés 
por desposeer al campesino de la tierra y mucho 
interés para destruirla, el tejido organizativo que se 
veía en nuestra región y también incluso el tejido 
social que se veía en nuestra región, ¿cierto? […]. 
Cabe nombrar que en ese momento había unas 
reivindicaciones que como campesinos teníamos, que 
era la obtención de una Zona de Reserva Campesina, 
estamos en contra de las fumigaciones, ¿cierto? De 
la forma indiscriminada como se estaba viviendo las 
fumigaciones, la violación a los derechos humanos, 
¿cierto? La violación al derecho internacional 
humanitario, etcétera, son reivindicaciones muy 
concretas, y en ese sentido entonces dijimos 
tenemos que crear un espacio para comenzar a 
darle también espacio a que nuestros campesinos, 
de forma mancomunada, desde los espacios de las 
Juntas de Acción Comunal comiencen a recibir sus 
reivindicaciones, porque una cosa, por ejemplo, pues 
nosotros teníamos cuando eso un plan de trabajo 
desarrollado en diferentes aspectos, pero nosotros 
decíamos es que nos están viendo como si fueran 
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los dirigentes de la asociación campesina los que 
entonces son los que precisamente se están echando 
como todas estas problemáticas y buscándole la 
solución a todas estas problemáticas, miremos a ver 
cómo entonces desde las bases formamos un espacio 
mucho más amplio para que entonces nuestro 
campesinado se apersone precisamente desde esas 
situaciones […] A finales del 2004, y mucho más 
se acentuó en el 2005, es precisamente cuando 
comenzamos a desarrollar trabajo de las Mesas 
Comunales por la Vida Digna de la región178.

Javier Amaya, otro líder campesino, dice con respecto al 
nacimiento de las Mesas:

La idea nace de la Junta de Acción Comunal de 
la vereda No te Pases, si bajaban a la cabecera 
municipal de Yondó había paramilitarismo y había 
Ejército en la región, mucho bloqueo económico, 
no había líneas a las veredas no subían y por el río 
pues también estaban los paramilitares que quitaban 
los mercados y toda esa situación de quien viajara 
hacia la región. Entonces, el presidente de la Junta 
de Acción Comunal de No te Pases le propuso al 
presidente de la vereda de Jabonal que hicieran algo, 
porque estaba muy grave la situación, ya no había 
comida, había una crisis, las fumigaciones habían 
arrasado con todo el pancoger de la región y la única 
esperanza era el mercado que se pudiera llevar de 
acá del pueblo, que tampoco los paramilitares nos 
dejaban subir las canoas con comida179.

178	 MORALES POLO, Eladio. Derechos y resistencia campesina 5. 
[videograbación]. Barrancabermeja, 21 de marzo de 2015. 44 minutos.

179	 AMAYA, Francisco Javier. Derechos y resistencia campesina 1. 
[videograbación]. Barrancabermeja, 28 de octubre de 2014. 13 
minutos, 9 segundos. Entrevista a Francisco Javier Amaya, campesino 
Coordinador de las Mesas Comunales por la Vida Digna de la región 
de los municipios de Yondó y Cantagallo. 28 de octubre de 2014.
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De estos relatos se deduce que la Mesa Comunal por 
la Vida Digna, como estructura, nace entre finales del 
año 2004 y comienzos del 2005, en un contexto de grave 
crisis humanitaria dentro del cual se incluye el bloqueo 
económico, pero también la dificultad para desarrollar un 
trabajo organizativo, causada por la persecución existente, 
los ataques directos a la Asociación Campesina del Valle del 
Río Cimitarra180, la figura de Zona de Reserva Campesina 
con su suspensión desde el año 2003 y también la falta de 
institucionalidad en el territorio. 

Algo que marcó el nacimiento de la Mesa Comunal por 
la Vida Digna fue el reconocimiento de la necesidad de 
involucrar a las autoridades locales en este proceso, para 
que ayudasen, incluso, a romper con la barrera impuesta 
por el conflicto armado entre las comunidades urbanas 
y las comunidades rurales. Se plantea la necesidad de 
que la responsabilidad del qué hacer en este contexto no 
esté en manos de una sola organización, por ello es tan 
importante la iniciativa del grupo de directivos de Juntas 
de Acción Comunal, y en ese sentido, aunque la Asociación 
ayuda a impulsar de manera incondicional esta propuesta 
comunitaria, su voz y voto tienen el mismo valor que el de 
una Junta de Acción Comunal o de un comité o de otra 
organización social que haga parte de la Mesa. 

180	 En ese momento la ACVC ya había sido víctima de los asesinatos de 
Carlos Ramírez, Orlando Triana Moncada y Diomedes Playonero, 
dirigentes fundadores, y de Nelcy Cuesta, presidenta de la Junta de 
Acción Comunal de Puerto Matilde, quien fue también directora de 
la primera escuela en esta vereda. Estas acciones fueron realizadas por 
grupos paramilitares que entraron en la región. En el caso de Carlos 
Ramírez, había desaparecido y luego fue encontrado muerto en la 
vereda Caño Dorada, mientras se desarrollaba un fuerte operativo 
militar en ese lugar. Además, Miguel Cifuentes fue víctima de un 
atentado mientras viajaba por el río Cimitarra hacia Barrancabermeja. 
Estos hechos provocaron que la organización campesina tuviese que 
recibir medidas cautelares de la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos. De igual forma, para esa fecha, tres de sus dirigentes, 
Gilberto Guerra, Andrés Gil y Álvaro Manzano, fueron objeto de 
persecución judicial.
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Todos los temas que han de trabajarse están dirigidos a 
la defensa del territorio y del campesinado que lo habita. 
Por ello, se trazan, en un primer momento, cuatro líneas 
generales y una constante. Las líneas generales son la 
crisis humanitaria,  los derechos humanos, y el derecho 
internacional humanitario, las fumigaciones con glifosato y 
la Zona de Reserva Campesina. La constante corresponde 
a la necesidad de expandir la propuesta de Mesa Comunal 
por todo el territorio.

3.3.1 Caracterización de las Mesas Comunales por la 
Vida Digna. Según los entrevistados, las Mesas Comunales 
tienen unas características muy concretas, vistas como 
principios: 

•	 La participación, como constituyente primario, de 
las comunidades representadas por sus delegados 
de junta en la Mesa Comunal181. 

•	 El compromiso que adquieren con el proceso los 
que asumen la responsabilidad que este espacio 
conlleva182.

•	 La disciplina que se debe tener para mantenerse 
en la posición que favorezca a la comunidad 
y para evitar que se desemboque en actos de 
corrupción183.

Para el caso de las Mesas Comunales, Amaya cuenta 
cómo este ejercicio social nace y se va fortaleciendo para 
hacer frente a los problemas que se viven en la región, con 

181	 MORALES POLO, Eladio. Derechos y resistencia campesina 5. 
[videograbación] Barrancabermeja, 21 de marzo de 2015. 44 minutos.

182	 MANZANO, Álvaro. Derechos y resistencia campesina 4. 
[videograbación]. Barrancabermeja, 21 de marzo de 2015. 70 minutos.

183	 Ibid.
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propuestas organizadas que tienen un fuerte contenido de 
búsqueda de paz: 

Se hace la primera reunión en la vereda No te Pases, 
con cinco Juntas de Acción Comunal, ¿cierto?; así 
es como comienza a avanzar la Mesa Comunal por 
la Vida Digna. La segunda reunión ya fue con diez 
juntas comunales, entonces ya ahí se decide bajar 
hacia las cabeceras municipales a exigir a reclamar sus 
derechos, cierto.
Ahí ya se empieza a hacer el pliego de exigencias 
desde las Juntas de Acción Comunal de no a los 
bloqueos económicos, no a la persecución, no al 
paramilitarismo, y que teníamos que romper esa 
barrera que había que los del campo eran allá, de 
un cuento, y que los de acá de la parte urbana, 
como estaban los paramilitares, también eran de 
otro cuento, como decimos así de otro bando, 
¿cierto? Entonces, con ese espacio se rompió con eso, 
entonces ya los campesinos empezaron a bajar, ya se 
empezó a hacer la denuncia, se empezó a buscar el 
respaldo y el acompañamiento de derechos humanos, 
se crearon los comités de derechos humanos 184.

Se distinguen tres etapas de la Mesa Comunal por 
la Vida Digna, las cuales se limitan en el tiempo por 
eventos que provocaron tales divisiones, tanto internas 
como externas. La última de ellas mira de manera 
diferenciada el desarrollo particular de la estructura 
de la Mesa en cinco municipios: Cantagallo, Yondó, 
San Pablo y Remedios, que hacen parte de la Zona 
de Reserva Campesina del Valle del Río Cimitarra, y 
Segovia, municipio que no hace parte de la figura y que 
abre un horizonte a las Mesas como estructura viable 

184	 AMAYA, Francisco Javier. Derechos y resistencia campesina 1. 
[videograbación]. Barrancabermeja, 28 de octubre de 2014. 13 
minutos, 9 segundos.
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en cualquier región del país, con unas características 
que se describirán acá.

La distinción por etapas es necesaria, pues son 
momentos que demarcan el desarrollo de la propuesta 
de la Mesa Comunal, que están afectados por dinámicas 
que hacen ver las Mesas desde ópticas diferentes. En la 
primera etapa se da el nacimiento de la estructura de Mesa 
con los tres temas específicos. En la segunda, las Mesas 
cumplen un papel destacado en la resistencia frente al 
interés del Gobierno Uribe y la ultraderecha de destruir 
la organización agraria existente en la región, y para lo 
que la ACVC y la Mesa Comunal se rodean de múltiples 
organizaciones sociales de la región y acompañantes del 
orden nacional e internacional en el marco de la defensa de 
los derechos humanos. 

La tercera etapa tiene como característica el despegue 
hacia la incidencia política reconocida y el ejercicio del 
poder popular en el territorio.

a)	 Primera etapa de la Mesa Comunal por la Vida 
Digna. Un momento importante en esta primera etapa 
de la Mesa Comunal por la Vida Digna se configuró con 
una acción primera de rompimiento de la barrera entre 
lo urbano y lo rural, con la realización del Foro Comunal 
Regional del Magdalena Medio185, al que la Mesa Comunal 
por la Vida Digna convocó a alcaldes, gobernadores 
y Ministerio Público, aunque solo estuvo presente la 
Defensoría del Pueblo, y se contó con el acompañamiento 
internacional de organizaciones como las Brigadas 
Internacionales de Paz (PBI), los Equipos Cristianos por 

185	 AGENCIA PRENSA RURAL. Sesionó Foro Comunal Regional del 
Magdalena Medio. En: Prensa Rural ACVC [en línea]. 13 junio 2007. 
[citado 14 de abril de 2015]. Disponible en: http://prensarural.org/
spip/spip.php?article470
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la Paz (ECAP) y el Observatorio Internacional de Paz 
(IPO). Este foro tuvo por objetivos: a) generar un espacio 
de discusión e interlocución entre administraciones locales, 
regionales y el campesinado del valle del río Cimitarra, 
nordeste antioqueño y sur de Bolívar; b) fortalecer el 
proceso de levantamiento de la suspensión de la Zona de 
Reserva Campesina del Valle del Río Cimitarra; c) sentar 
la posición del campesinado y las organizaciones sociales, 
para dar continuidad al espacio de trabajo de la Mesa por la 
Vida Digna del Magdalena Medio, y d) generar propuestas 
de trabajo alrededor de la vida digna y la defensa de los 
recursos naturales del Magdalena Medio186.

Como se mencionó, este espacio fue el primer intento 
de lograr una interlocución oficial de la Mesa Comunal 
por la Vida Digna de la región con las administraciones 
municipales de Remedios, Yondó, Cantagallo y San 
Pablo. Aunque las autoridades brillaron por su ausencia, 
la Mesa Comunal recibió respaldo público de parte de 
las comunidades campesinas que participaron en el foro, 
el cual contó, según datos de Prensa Rural (medio de 
comunicación alternativo), con la participación de 500 
campesinos de las diferentes veredas de la región.

También es importante conocer el contexto en el 
que se realizó este foro, que se dio en medio del primer 
campamento de refugio humanitario que se instaló en 
Barrancabermeja, cuando las comunidades campesinas 
decidieron trasladar el campamento de refugio 
humanitario, instalado en la vereda Puerto Nuevo Ité del 
municipio de Remedios, hacia esta ciudad, para hacer 
visible su rechazo al asesinato de campesinos por parte del 
Ejército Nacional y el reclamo por la crisis humanitaria a 
la que se sumaba la instalación de una base militar en el 
caserío de la vereda San Francisco. 

186	 Ibid.
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Guerra da una opinión que se debe tener en cuenta para 
comprender la importancia de la dinámica de las Mesas 
Comunales: 

Yo creo que por esa razón nacen las Mesas, no con 
la idea de decir, bueno, nos craneamos una Mesa, 
entonces esa Mesa es divina, es maravillosa, sino que 
empieza a darse una necesidad porque es que hay 
que resaltar que cuando se decide crear la ACVC 
[…] juntamos muchas personas, pero también 
representantes de muchas Juntas, pero cuando se crea 
la primera Mesa no surge así, se crea la primera Mesa 
con cuatro o cinco Juntas de una localidad muy 
pequeña, pero tienen una necesidad sentida y es esa 
efectivamente el qué hacer.
Yo recuerdo que una de esas funciones de la Mesa 
en ese año 2005, 2006, que es cuando se empieza a 
integrar, es el debate precisamente por la violación 
de los militares por asentar una base permanente 
en San Francisco, dentro del caserío. Entonces las 
trincheras eran las cocinas de las casas, en los solares 
de las casas […] ese primer acto de participación 
de intervención de la estadía de unos militares en 
un espacio netamente comunitario donde hay un 
puesto de salud y donde está una escuela, donde 
está el colegio, donde está todo. Pero posterior a 
eso recuerdo también mucho, que es lo que uno 
quiere resaltar porque es de valentía, es de personas 
valientes, deciden entonces que van a denunciar en 
su propio corregimiento como el caso San Francisco, 
las violaciones de unas niñas menores de edad por los 
militares con su estadía allí […] Después de tantas 
por resaltar esas dos que son: primero, independizar 
o separar los territorios de una comunidad, de un 
asentamiento o de una presencia permanente de 
una fuerza cualquiera que sea, y segundo, atreverse 
ante las personas que le han violado sus derechos a 
denunciar ante los medios y lo digo pues, de valentía, 
porque es que una cosa es que usted se anime cuando 
esté comisionado ahí de derechos humanos, cuando 
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está la gente con los logos de protección, cuando está 
el carro al lado, es decir, pero cuando esa gente se va 
usted vuelve y queda solo, digo que es de valentía y 
si no hubiese existido la Mesa difícilmente se habría 
podido hacer de esa manera, entonces la Mesa toma 
mucha fuerza, entonces la necesidad de que las 
Mesas surjan, surjan por eso, pero no fue del todo 
un componente del territorio, y las Mesas surgieron 
a la vez, Mesas y mesitas, sino que se fue creciendo, 
fue el resultado de esta Mesa chiquita, una Mesa 
que recuerdo que fue con cuatro o cinco Juntas para 
discutir, ¿por qué? Porque había una presión, un 
hecho de violación muy fuerte tanto en los derechos 
propios de la comunidad como en el derecho 
externo de la población entonces, y dos, porque el 
vecino, entonces las Juntas vecinas, pongamos un 
ejemplo: San Francisco, pero está El Vietnam, está 
El Tamar, y recuerdo que Puerto Matilde; las Juntas 
que se solidarizaron con esta comunidad porque le 
creaba un impacto directo y tenían temor de que les 
sucediera lo mismo, entonces es algo así como una 
cuestión de apoyo de vecinos, como entre habitantes, 
y surge esta Mesa como un apoyo en solidaridad 
directamente con San Francisco187.

Luego de este foro, al ver el silencio del Estado 
representado en las autoridades municipales, las 
comunidades siguieron movilizadas y en campamento 
de refugio humanitario. Este refugio fue ubicado en las 
instalaciones de Ecopetrol, conocidas como el antiguo 
comisariato, y su llegada a este lugar fue nombrada por la 
propia comunidad como «la toma del comisariato»188. En 

187	 GUERRA, Gilberto. Derechos y resistencia campesina 3. 
[videograbación]. Barrancabermeja, 21 de marzo de 2015. 119 
minutos.

188	 AGENCIA PRENSA RURAL. Campesinos ocupan antiguo 
comisariato campamento humanitario del nordeste antioqueño se 
traslada a Barrancabermeja. En: Prensa Rural ACVC [en línea]. 19 
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este lugar permanecieron hasta que finalmente se logró 
la interlocución con el Gobierno nacional. Estos hechos 
acontecían mientras que simultáneamente la ACVC hacía 
una gestión en pro del levantamiento de la suspensión de la 
Zona de Reserva Campesina del Valle del Río Cimitarra, a 
lo que el viceministro de Agricultura había respondido que 
la decisión estaba en manos de las Fuerzas Militares. 

Frente a lo anterior, las comunidades movilizadas 
entregaron su vocería a la ACVC y a Cahucopana189, dos 
organizaciones campesinas de base, para que llegasen a 
compromisos y acuerdos con el Estado. En ese momento la 
interlocución se ubicó con el orden nacional. 

Cuenta Miguel Cifuentes en la edición digital de la 
revista La Marcha: 

Como producto de la toma, nos reunimos con el 
presidente Álvaro Uribe Vélez, y se le plantearon las 
tres problemáticas descritas, a lo que respondió: 1. 
Crisis humanitaria: que él le pedía al Ejército y a la 
Policía eficacia y transparencia, y que las violaciones 
a los derechos humanos van a ser investigadas, pero 
que necesitaba construir lazos de confianza entre 
la comunidad y la fuerza pública, y para eso se 
designará un funcionario de la Vicepresidencia de la 
República - Región, que estaría en la zona durante 
tres meses, como lazo entre las organizaciones y la 
fuerza pública. 2. Zona de Reserva Campesina: el 
presidente plantea que se haga una reunión con el 
ministro de Agricultura, el director del Incoder, 
acción social, Ministerio de Minas y Energía y la 
fuerza pública, con el objeto de iniciar algunas 

junio 2007. [citado 14 abril 2015]. Disponible en: http://prensarural.
org/spip/spip.php?article481

189	 Corporación Acción Humanitaria por la Convivencia y la Paz en el 
Nordeste Antioqueño. Organización campesina defensora de derechos 
humanos que nace en el nordeste antioqueño en el año 2004.
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obras de electrificación rural, plan de titulación 
a los campesinos y proyectos productivos, y que 
se reanude la agenda pendiente al levantamiento 
de la Zona de Reserva Campesina, pues esta no 
se puede levantar porque los militares tienen 
objeciones y que en esta Mesa debe estar la fuerza 
pública. 3. Fumigaciones: el presidente dice que las 
fumigaciones no van a parar, y que para los cultivos 
lícitos fumigados hay una partida para indemnizar. 
Los campesinos, reunidos en asamblea general en el 
campamento de refugio humanitario, planteamos lo 
siguiente: 1. Que, en vista de la crisis humanitaria 
generalizada, es imperativo la creación de una 
comisión de verificación en terreno de las denuncias 
que hemos realizado. A esta comisión deben asistir 
las autoridades civiles, la Vicepresidencia, Defensoría, 
Procuraduría y las organizaciones sociales presentes 
en la región. Esta comisión fue acordada por el 
Gobierno y el campamento de refugio humanitario. 
2. Que el campamento de refugio humanitario no se 
levanta de las instalaciones del antiguo comisariato 
de Ecopetrol hasta que haya las condiciones que 
permitan solucionar la crisis humanitaria que 
ha originado el campamento. El informe de la 
comisión de verificación debe presentarse el 5 de 
julio en la Mesa de diálogo con los ministerios y 
las instituciones ya mencionadas. El campamento 
propuso tres sitios para la visita: La Poza, (municipio 
de Cantagallo), casco urbano de San Pablo y vereda 
Lejanías, municipio de Remedios. La comisión de 
verificación es convocada por la Vicepresidencia 
de la República, la Procuraduría, la Fiscalía y la 
Defensoría del Pueblo. Participó también la ACVC, 
Cahucopana, Humanidad Vigente, Credhos y 
la USO. De los sitios propuestos inicialmente 
se visitaron La Poza y San Pablo, en los cuales se 
recibieron más de 80 denuncias por violaciones a 
los derechos humanos y al derecho internacional 
humanitario. Pero las violaciones a los derechos 
humanos continuaron: el 27 junio la fuerza pública 
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muestra un guerrillero dado de baja en combate, 
otro falso positivo. Se trata del señor Cruz Aldelio 
Brand, presidente de la Junta de Acción Comunal 
de la vereda La Unión (de Yondó, Antioquia). Una 
viuda más, y continúa la impunidad. La pregunta 
que nos hacemos es cuál será el próximo campesino 
asesinado190.

Con el Gobierno se instaló algo llamado Mesa 
de Interlocución del Estado con la Zona de Reserva 
Campesina del Valle del Río Cimitarra para la superación 
de la crisis humanitaria, que finalmente ofreció como 
resultado un acta de compromisos y acuerdos, firmada el 5 
de julio de 2007191.

190	 CIFUENTES ARDILA, Miguel. Encuentro Comunal por la Vida 
Digna de la Región. En: Revista La Marcha [en línea] [citado 15 abril 
2015], p. 51. Disponible en: http://prensarural.org/spip/IMG/pdf/
La_Marcha_No._5.pdf

191	 ACTA DE COMPROMISOS Y ACUERDOS DE LA MESA DE 
INTERLOCUCIÓN DEL ESTADO COLOMBIANO CON 
LA ZONA DE RESERVA CAMPESINA DEL VALLE DEL 
RÍO CIMITARRA PARA LA SUSPERACIÓN DE LA CRISIS 
HUMANITARIA. [en línea]. 1 agosto 2007. [citado 14 abril 2015]. 
Disponible en: http://prensarural.org/spip/spip.php?article564. 

	 Dentro de estos compromisos sobre Zona de Reserva Campesina se 
encuentran, entre otros, que el Ministerio de Agricultura, el Incoder 
y la ACVC ajustarían el Plan de Desarrollo Sostenible de la Zona de 
Reserva Campesina con los aportes recogidos de los pobladores de los 
cuatro municipios en el marco de un proceso de sensibilización. Luego 
se celebraría una audiencia para aprobación y legitimación del Plan. 
El viceministro de Agricultura manifestó su compromiso de reactivar 
el proceso de levantamiento de suspensión de la ZRCVRC. Sobre la 
crisis humanitaria en DDHH y DIH, se destacan compromisos como 
que el Comando de las Divisiones del Ejército Nacional reiterarían 
instrucciones a la fuerza respecto al uso adecuado de la identificación 
de sus miembros, trato digno y respetuoso a las comunidades, y 
respeto a los bienes civiles. Se estableció un funcionario permanente 
del Programa Presidencia de Derechos Humanos y DIH en la región 
y la Defensoría del Pueblo nombrará defensores comunitarios en la 
región, y con respecto al punto de fumigaciones, se acuerda que Acción 
Social, el Programa de Desarrollo y Paz del Magdalena Medio y la ACVC 
se reunirían en Bogotá para abordar soluciones a los daños perpetrados por 
las fumigaciones de cultivos lícitos y hacer un inventario de los cultivos 
lícitos afectados en el Valle del Río Cimitarra y el Sur de Bolívar.
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Esta primera etapa de la Mesa Comunal por la Vida 
Digna se cierra con lo que ha sido una de las peores crisis 
para la Asociación Campesina del Valle del Río Cimitarra, 
que consistió en la judicialización de toda su dirigencia. 
Seis de sus miembros padecieron la privación física de la 
libertad, y a otros siete se les negó la defensa de su derecho 
a la libertad192.

b)	 Segunda etapa de la Mesa Comunal por la 
Vida Digna. En el valle del río Cimitarra, región de 
fuerte simiente organizativa, la crisis provocada por la 
persecución política y judicial hizo que las Juntas de Acción 
Comunal de la región, que aglutinaban los liderazgos del 
campesinado, asumieran la responsabilidad de no dejar caer 
el proceso de décadas de existencia. Es el caso de María 
Irene Ramírez193, quien relata su experiencia:

Nací en una vereda aquí, muy cerquita de Yondó, se 
llama La Raya. Ahí mis padres me tuvieron hasta la 
edad de nueve años, de ahí me llevaron a una parte 
que se llama Campo Bijao, ahí estudié, no estudié 
mucho (estudié apenas primero de primaria). Mis 
padres siempre fueron muy pobres y fuimos cuatro 
hijos de esa familia. Ahí también crecí, conocí mi 
compañero, tuve tres hijos que ya son mayores 
de edad, y ahorita, desde el 2008, estoy jugando 
un papel aquí, más hacia el trabajo que tiene que 
ver la ACVC y la Zona de Reserva Campesina… 
Mi hermano fue el que más gustó de ese trabajo 
organizativo, fue un joven que hizo parte de la 
JUCO, trabajó mucho con cooperativas, como 
gerente de esas cooperativas, y bueno, pues a mí 

192	 ASOCIACIÓN CAMPESINA DEL VALLE DEL RÍO CIMITARRA. 
Informe de derechos humanos 2011-2013. Julio de 2013.

193	 En el 2014 fue elegida en la séptima asamblea de la ACVC como 
presidenta de esta organización. Primera mujer en este cargo.



M
es

as
 C

om
un

al
es

 p
or

 la
 V

id
a 

D
ig

na

177

como mujer campesina el trabajo mío básicamente 
era allá en las veredas con las Juntas de Acción 
Comunal, básicamente eso era lo que yo hacía, pero 
a mí lo que más me impulsó el trabajo fue cuando 
sucedió lo de los presos del 2007, entonces fue, ya 
como líder que estaba en la región afiliada a una 
junta, como la necesidad de saber por qué se había 
creado la Asociación y que en ese momento estaba 
pasando por un problema jurídico, y que la verdad 
era que nosotros tendríamos que salir adelante con 
la organización […] Entonces sí, hubo casos en que 
nos reunimos como alrededor de siete Juntas, y la 
propuesta me la hicieron a mí como mujer, pero 
también se la hicieron a la señora Amparo, que es 
la mamá de Andrés Gil, y en ese momento estaba 
también Alvarito Manzano, don Carlos Martínez y 
otros compañeros que hacían parte de otras veredas. 
Fue así como ya nació esa decisión, pero más era, en 
el momento era por saber que esta organización estaba 
siendo muy fuerte, que era nuestro respaldo, que era 
nuestro trabajo, que era la que nos estaba representando 
y que de una manera u otra nosotros estábamos allí 
en esta región gracias a todo el esfuerzo que se estaba 
haciendo en ese momento con estos compañeros, y que, 
por lo tanto, no podíamos dejar caer la organización194.

La persecución contra la ACVC se surtió, de manera 
visible, con una campaña que fue no solo jurídica, sino de 
desacreditación en la región. Estas acciones no generaron 
el efecto esperado, pues esta organización no era foránea 
en el territorio, sino que fue creada por el campesinado 
de la región como otra estructura que expresa el carácter 
organizado de las comunidades. Por ello, algunos líderes 
de Junta de Acción Comunal asumieron la representación 
legal de la ACVC, y otros buscaron la forma de reactivar 

194	 RAMÍREZ AMAYA, María Irene. Derechos y resistencia campesina 2. 
[videograbación]. Barrancabermeja, 18 de marzo de 2015. 33 minutos.
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el proceso de la Mesa Comunal por la Vida Digna, con 
el apoyo y acompañamiento de la Corporación Regional 
por la Defensa de Derechos Humanos (Credhos), 
especialmente para que las comunidades campesinas 
sintieran el respaldo en la defensa de los derechos humanos 
en este periodo de crisis y como motivación para reasumir 
su papel protagónico con respecto a la Mesa Comunal. 

Volviendo a la reactivación de las Mesas, la primera 
se realizó en la vereda Puerto Nuevo Ité del municipio 
de Remedios, en el mes de mayo de 2009. La segunda 
reunión se hizo en la parte media del Cimitarra, esto es, en 
el corregimiento de San Francisco, municipio de Yondó, 
los días 6 y 7 de junio de 2009 y allí participaron nueve 
Juntas de Acción Comunal195. En el Sur de Bolívar sesionó 
la Mesa Comunal en el corregimiento de Villa Nueva, 
municipio de San Pablo, el día 27 de junio del mismo año, 
con la participación de 16 veredas de San Pablo y una del 
municipio de Simití196. En lo que se conoce como parte 
media del Cimitarra se dieron 3 sesiones más de Mesa, una 
en San Francisco, otra en la vereda El Bagre y otra en la 
vereda Las Nutrias197.

Luego de esta ronda de sesiones de Mesa, se 
realiza el Encuentro Regional por la Vida Digna en 
Barrancabermeja. En este espacio se congregaron 250 
delegados de las Juntas de Acción Comunal de los 

195	 ASOCIACIÓN CAMPESINA DEL VALLE DEL RÍO CIMITARRA. 
En el valle del río Cimitarra se celebró la Mesa Comunal por la Vida 
Digna. En: Prensa Rural ACVC. [en línea]. 9 de junio de 2009. 
[citado 15 abril 2015]. Disponible en: http://prensarural.org/spip/spip.
php?article2447

196	 PINTO, Marcela. Mesa por la Vida Digna iniciativa comunal de 
participación [en línea]. 2 de julio 2009. [citado 15 abril 2015]. 
Disponible en: http://prensarural.org/spip/spip.php?article2586

197	 AGENCIA PRENSA RURAL. Sesionó Foro Comunal Regional del 
Magdalena Medio. En: Prensa Rural ACVC [en línea]. 13 junio 2007. 
[citado 15 de abril de 2015] Disponible en: http://prensarural.org/
spip/spip.php?article470
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municipios de Yondó, Remedios, San Pablo y Cantagallo. 
Se presentó el acumulado de las propuestas y acciones que 
se construyeron en esta reactivación de Mesas ante lo que 
se planteó como Mesa Regional por la Vida Digna, los días 
13 y 14 de noviembre de 2009. 

Como resultado de este encuentro se actualizaron 
y construyeron colectivamente las exigencias al 
Estado por parte del campesinado del valle del río 
Cimitarra198 en relación con la crisis humanitaria y 
los derechos humanos, los cultivos de uso ilícito y 
el desarrollo regional integral. En esta ocasión, se 
hicieron presentes los órganos de control municipales, 
Procuraduría y personerías, a quienes se les hizo entrega 
del Pliego de Exigencias del Campesinado, entes que se 
comprometieron a trabajar por propiciar momentos de 
encuentro con las autoridades locales.

Esta segunda etapa de las Mesas Comunales por la Vida 
Digna tiene como característica un impulso constante y 
directo de la ACVC, que denota el interés de fortalecer las 
bases que se mantienen en resistencia dentro del territorio, 
teniendo muy presente que las razones por las que las 
Juntas de Acción Comunal, comités y organizaciones 
sociales decidieron articularse aún estaban vigentes.

También, en este periodo de las Mesas, que se 
concentró especialmente en el año 2009, se dio un paso 
hacia la visibilización de este mecanismo de participación 
campesina. La Mesa Comunal delibera y propone con 
respecto a temas del orden nacional que inciden en la 
región y muestra su conocimiento de los problemas locales, 
para los que plantea propuestas199.

198	 PINTO, Marcela. Exigencias del campesinado del valle del río 
Cimitarra al Estado. En: Prensa Rural ACVC [en línea]. 18 de 
noviembre de 2009. [citado 15 de abril de 2015]. Disponible en: 
http://www.prensarural.org/spip/spip.php?article3282 

199	 Ibid.
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c)	 Tercera etapa de la Mesa Comunal por la Vida 
Digna. Entre antecedentes de esta tercera etapa, en el año 
2010 se da un suceso importante para la región y para el 
campesinado: el Primer Encuentro de Zonas de Reserva 
Campesina en Barrancabermeja a finales del mes de agosto, 
en donde hizo presencia el Gobierno nacional con un 
delegado del Ministerio de Agricultura y el gerente del 
Incoder. También participaron delegados de organizaciones 
campesinas que tienen declarada Zona de Reserva 
Campesina o están en proceso de constitución.

En febrero del 2011 el gerente del Incoder anunció a las 
comunidades del valle del río Cimitarra allí reunidas que 
en ese mismo mes se reactivaría institucionalmente la Zona 
de Reserva Campesina del Valle del Río Cimitarra200.

Este punto es importante mencionarlo, porque las Mesas 
Comunales por la Vida Digna de la región entran a ayudar 
a construir la actualización del Plan de Desarrollo Sostenible 
de la Zona de Reserva Campesina mediante el diagnóstico 
participativo201, pero también se activan, en ese año, otras 
dinámicas que resultan ser un paso cualitativo en su desarrollo.

El 2011 es un año de elecciones de alcaldes, concejos, 
gobernadores y diputados. La Mesa Comunal por la Vida 
Digna de la región realizó dos ejercicios de convocatoria 
a las administraciones municipales202, para que, como 
servidores públicos, escuchen y acojan sus propuestas en 
el ejercicio de la política y de la administración pública. 

200	 INSTITUTO COLOMBIANO DE DESARROLLO RURAL, 
INCODER. El Incoder reactiva la Zona de Reserva Campesina del 
Valle del Río Cimitarra. En: Prensa Rural ACVC. [en línea]. 16 febrero 
2011. [citado 15 abril 2015]. Disponible en: http://www.prensarural.
org/spip/spip.php?article5336 

201	 MORALES POLO, Eladio. Derechos y resistencia campesina 5. 
[videograbación]. Barrancabermeja, 21 de marzo de 2015. 44 minutos.

202	 Son los mencionados Foro y Encuentro de Mesas Comunales por 
la Vida Digna de la Región que se realizaron en junio de 2007 y en 
noviembre de 2009, respectivamente.
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Sin embargo, las autoridades convocadas nunca acudieron 
al llamado.

En esta ocasión, las Mesas Comunales por la Vida 
Digna de la región de los municipios de Cantagallo, San 
Pablo y Yondó, con las experiencias vividas y los insumos 
del diagnóstico participativo del Plan de Desarrollo 
Sostenible, se proponen elaborar lo que en algún momento 
llamaron plan de gobierno, programa de gobierno o ejes de 
desarrollo. Estas elaboraciones de programas de gobierno 
construidos por las comunidades las expone Guerra como 
un ejercicio de autonomía campesina: 

Hay otra cosa que la Mesa tiene claro […] nosotros 
creemos que la autonomía surge del proceso 
organizativo y del entendimiento entre personas, no 
son otra cosa. No son ni siquiera política, política es 
cuando hay un acuerdo y un fin político, ideológico 
y más allá, incluso con intereses propios dentro de 
un fin netamente […] muchas veces el fin no es ni 
siquiera político, la fachada es política, pero el fin es 
económico203. 

Esto significa que las Mesas Comunales no tienen como 
objetivo la negociación con los candidatos que se han de 
enfrentar en la contienda electoral, que no convoca a los 
candidatos para escuchar sus promesas. Eso se deja a otros 
espacios, ya que la acción de la Mesa se mantiene autónoma 
hacia afuera, porque obedece a un proceso organizativo de 
base que tiene una propuesta y espera que sea acogida por 
quienes pretenden asumir la administración política de 
los municipios. De igual manera, las Mesas mantienen su 
autonomía y condición de veedoras del cumplimento de 
los compromisos que los candidatos adquieran con estas 
propuestas. Manzano dice:

203	 GUERRA, Gilberto. Derechos y resistencia campesina 3. [videograbación] 
Barrancabermeja. 21 de marzo de 2015. 119 minutos.
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Del 2011 hacia acá venimos planteando muy 
seriamente hacer aplicar la Constitución Política, 
pero también que nos reconozcan como sujeto político 
de derecho y eso lo venimos planteando desde lo local, 
desde lo departamental y desde lo nacional, y nuestro 
compromiso es seguir apoyando las movilizaciones 
porque en Colombia no se logran cosas con acostarse a 
soñar con ellas, sino con movilizarnos. 
Nuestro compromiso como Mesa es estar en estas 
movilizaciones que si definir temas tan importantes 
en el tema agrario como la inclusión y avance 
de las Zonas de Reserva Campesina, como el 
reconocimiento al campesino minero como el 
reconocimiento al campesino y a la campesina como 
sujeto de derecho, estos elementicos así y que el 
Gobierno nacional le recuerde a los gobernadores, 
le recuerde a los alcaldes que en la Ley 160 del 94, 
de reforma agraria, hay un artículo, un decreto que 
es el Decreto 1777 que les exige que por favor del 
erario público le asignen recursos a los Planes de 
Desarrollo de las Zonas de Reserva Campesina, 
situación que hasta el momento no lo hemos podido 
incluir ni siquiera en el marco de la Mesa, porque la 
otra pregunta era el Plan de Desarrollo; …así vamos 
incluyendo en la propuesta de programa de gobierno 
de las comunidades para que los alcaldes lo incluyan 
primero en su programa de gobierno, cosa que nunca 
han querido hacer204.

Por su parte, Morales explica:

Las Mesas Comunales son una coordinación de las tantas 
[…] de las tantas Juntas de Acciones Comunales que 
hay en la región, ¿cierto? Entonces nuestro campesinado 
cumpliendo con el sagrado deber de ser el constituyente 
primario. Entonces de forma muy organizada ¿cierto?, se 

204	 MANZANO, Álvaro. Derechos y resistencia campesina 4. 
[videograbación. Barrancabermeja, 21 de marzo de 2015. 70 minutos.
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reúne y está proponiendo y está diciendo qué es lo que 
se debe hacer dentro de las regiones y esa propuesta se 
plasma dentro de un programa del gobierno construido 
por las mismas comunidades205.

Recapitulando sobre esta nueva etapa de las Mesas 
Comunales, se destacan tres cosas. La primera, que las 
Mesas no son una plataforma para hacer política desde lo 
electoral, sino una estructura de la democracia campesina 
que mantiene su autonomía y se autorreconoce como 
constituyente primario. La segunda, que en su objetivo 
de romper la barrera entre lo rural y lo urbano, las Mesas 
han insistido siempre en la interlocución con quienes 
representan las administraciones municipales y regionales. 
Y la tercera, que para lograr sus objetivos la Mesa Comunal 
hace uso de todos los mecanismos de participación y 
exigibilidad válidos en la democracia propia.

3.3.1.1 Caracterización de la Mesa Comunal por la 
Vida Digna de Cantangallo

a) Apuntes históricos y territoriales sobre el 
municipio de Cantagallo. En el territorio de lo que hoy 
es el municipio de Cantagallo, según la tradición, hicieron 
presencia caciques como Pipatón, Mití y Calarcá, señores 
de los opones, muzos, carares, zondaguas y pantágoras. 
Sus habitantes dicen que fue fundada en 1882 por el 
general Solón Wilches, quien estuvo en esa zona luego de 
la fundación de Puerto Wilches, y que su población se dio 
a partir de los desplazamientos producidos por la guerra de 
los Mil Días206.

205	 MORALES POLO, Eladio. Derechos y Resistencia Campesina 5. 
[videograbación]. Barrancabermeja, 21 de marzo de 2015. 44 minutos.

206	 BOLÍVAR. ALCALDÍA MUNICIPAL DE CANTAGALLO. 
Nuestro municipio. [en línea]. 3 febrero 2014. [citado 15 abril 2015]. 
Disponible en: http://www.cantagallo bolivar.gov.co/informacion_
general.shtml#geografia
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De ser corregimiento de Simití, en 1968 pasó a serlo del 
municipio de San Pablo. Ya en 1994 es erigido municipio 
según Ordenanza departamental 030 del 16 de diciembre. 
El primer alcalde por elección popular fue José María 
Cuéllar, quien llegó como candidato único a la contienda 
electoral luego de someterse a una consulta popular 
realizada el 29 de marzo de 1998, y su posesión se llevó a 
cabo el 23 de junio de ese mismo año207. Geográficamente, 
Cantagallo se encuentra en el extremo sur del 
departamento de Bolívar, y su riqueza hídrica se calcula 
en 250 km2. Limita por el norte con el municipio de San 
Pablo, separado por la desembocadura del río Cimitarra 
en el río Magdalena; al sur, con el municipio de Yondó 
(departamento de Antioquia); al este, con el río Magdalena 
y el municipio de Puerto Wilches (departamento de 
Santander), y al oeste, con el municipio de San Pablo y la 
serranía de Santo Domingo. Se encuentra a 60 m s. n. m., 
y no tiene acceso por vía terrestre208. Se sitúa a 680 km de 
la capital departamental, y su territorio se encuentra en 
87,7 % en zona de reserva forestal.

De su caracterización socioeconómica se sabe que 
comenzó como un caserío de negros, indígenas y mestizos 
dedicados a la pesca. Por ese tiempo, la Richmond 
Petroleum Company of Colombia otorgó una concesión 
de 18.938 ha a Juan de Dios Gutiérrez para la exploración 
y explotación petrolera en el corregimiento de Cantagallo. 
Con esto la compañía Socony Vacum Petroleum inició la 
búsqueda del petróleo en 1941, y, al encontrarlo, en 1948, 
se transformó la vida de la región. 

207	 EL TIEMPO. Bogotá DC. 16 de junio de 1998. 1 sec. ISSN D121-
9987. Disponible en: http://www.eltiempo.com/archivo/documento/
MAM-777102

208	 BOLIVAR. ALCALDÍA MUNICIPAL DE CANTANGALLO. 
Op. cit.
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Hoy su economía se basa en la explotación petrolera, la 
pesca y la agricultura209. Dentro de esta última se destacan 
los cultivos de pancoger y de uso ilícito; además, en la 
última década, como método de sustitución voluntaria, 
se ha incentivado la ganadería. La dinámica social del 
municipio destaca que en los años 90 Cantagallo inicia 
el proceso de erigirse como municipio y se separa de San 
Pablo. Allí surgen líderes como José María Cuéllar, quien 
siendo candidato a la alcaldía del municipio de Cantagallo 
se sometió previamente a un ejercicio alternativo de 
democracia comunitaria.

Yendo más allá, en 1998, la administración municipal 
y las comunidades crearon el Consejo de Delegados, 
figura que tenía por fin ser cogobierno en el municipio. 
Sin embargo, llegó la racha paramilitar que impidió el 
desarrollo de esta experiencia, a lo que hay que sumar la 
implementación, por parte del Gobierno nacional, de lo 
que se conoce como Plan Colombia. Cantagallo, en el 
orden administrativo, viene cargando un estigma fuerte 
de corrupción, lo que la ha sometido a una inestabilidad 
notoria de gobernabilidad. 

Además, en la zona rural del municipio se vive una 
crisis humanitaria producida por los bloqueos económicos 
en el campo y las fumigaciones con glifosato de cultivos 
de coca, amapola y pancoger, pero también de acueductos 
veredales y de la selva virgen, por lo que la ACVC se 
plantea la creación de la Mesa Comunal por la Vida 
Digna. En Cantagallo, a partir de su reactivación, la 
propuesta de Mesa Comunal ha sido reconocida de 
manera progresiva por las administraciones municipales 
de turno. El proceso de reactivación se inició a finales 
de 2008, pero se vio fortalecido en el 2011, cuando 
las comunidades crean el programa de gobierno para 

209	 Ibid. 
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presentarlo a los candidatos a la alcaldía para el periodo 
2012-2015. Esto ha permitido avanzar que la Mesa avance 
en procesos de gestión y veeduría.

b) Conformación y desarrollo de la Mesa Comunal 
por la Vida Digna de Cantagallo: En este municipio se 
inicia la nueva etapa de las Mesas Comunales por la Vida 
Digna, que surgen de las asambleas más concurridas, en 
las que participan Juntas de Acción Comunal veredales; 
personalidades del municipio —como José María 
Cuellar, más conocido como Chelo—; el primer alcalde 
elegido popularmente y legitimado mediante consulta 
popular campesina, y organizaciones sociales y sindicales, 
entre otros.

El primer paso se da el 6 mayo del 2011, cuando se 
realiza una primera asamblea de Mesa Comunal por la 
Vida Digna en el municipio de Cantagallo, que contó 
con la participación de 13 Juntas de Acción Comunal 
veredales, de la Unión Sindical Obrera seccional 
Cantagallo, de la ACVC y de pobladores del casco urbano 
de este municipio210. Allí se plantea la necesidad de 
construir una propuesta de plan de gobierno desde las 
comunidades campesinas para que sea ejecutado por los 
representantes a ediles. 

En esa asamblea surge la necesidad de implememntar 
un plan de emergencia contra los desastres, la construcción 
de algunos diques, de 18 km de Cantagallo-Rinconada 
(carretera), relleno de la parte de Sinzona 10 km, 
taponamiento de la carretera Cantagallo, camellón 
Cantagallo-Turia, dragado Barrancabermeja-Gamarra, 
reubicación de la Cantagallo a largo plazo, mercadeo de 

210	 RELATORÍA ASAMBLEA MESA COMUNAL POR LA VIDA 
DIGNDA DE LA REGIÓN DE CANTAGALLO. Bolívar, 6 de 
mayo 2011.
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productos de la región, ganadería silvopastoril, proyecto 
forestal, cacao agro-forestal, especies menores, ecoturismo, 
minería comunitaria, vías, electrificación, piscicultura, 
derechos de la mujer campesina, derecho de las juventudes, 
educación, seguridad alimentaria, banco para el pequeño 
productor, microfinanciera, educación superior de 
bachillerato, construcción de puestos de salud con toda 
su dotación y mejoramiento y construcción de escuelas. 
Así mismo, que haya SENA de base en Cantagallo, que 
haya informes anuales de la Administración a las Juntas 
de Acción Comunal211. Estas propuestas se organizan 
finalmente en 15 ejes212.

El 7 de mayo, parte de la asamblea de la Mesa tuvo una 
reunión con el alcalde de Cantagallo, que quedó registrada 
mediante acta. Allí estuvieron presentes, entre otros: 
Planeación Municipal, la Umata, el párroco de Cantagallo, 
la Secretaría de Educación, un concejal de la vereda El 
Diamante, el alcalde de Cantagallo, Pastoral Social de 
Barrancabermeja y el Partido Verde de Cantagallo. De las 
organizaciones estuvieron presentes una parte de USO 
subdirectiva Cantagallo y la ACVC, y por las veredas, 
Puerto Argelia, Paraguas, La Poza, Trasmallo, Lejanías, 
Chaparral, Floresta, Caño Seco, Isla no hay como Dios, 
Buenos Aires, San Lorenzo, Cedro Bajo, Santo Domingo, 
Nutrias, Comité de Pesca de San Lorenzo y Patio Bonito. 
En esta asamblea participaron 105 personas213.

En ese espacio el alcalde de Cantagallo presentó a la 
comunidad reunida un informe de su trabajo, y luego, 
los delegados de las diferentes Juntas manifestaron sus 

211	 Ibid.

212	 El contenido de los ejes en ese momento es aún incipiente, debido 
al inicio del proceso. Sin embargo, el contenido de la asamblea se 
encuentra en la relatoría de ese encuentro celebrado el 6 de mayo 
de 2011.

213	 RELATORÍA ASAMBLEA MESA COMUNAL. Op. cit.
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inquietudes y propuestas respecto de las cuales se llegó a 
un acuerdo con la administración municipal, es el caso del 
corregimiento de San Lorenzo, en cuanto a las carreteras 
veredales: «Se hizo un encuentro veredal entre 17 veredas y 
tienen propuesta: Que la mano de obra no calificada sea de 
la región, y si hay calificada, que se tenga en cuenta lo del 
transporte material, compra de motor. La alcaldía está de 
acuerdo con la comunidad en esta propuesta. No solamente 
para esta vereda, sino que ocurra en todas donde haya 
trabajos de esta índole»214.

La siguiente gran asamblea de Mesa Comunal 
en Cantagallo se hizo el 10 de junio, y contó con la 
participación de 98 personas y 34 organizaciones215. 
Ese día se leyó y se discutió la propuesta de programa 
de gobierno de las comunidades, y se le hicieron unos 
arreglos con los aportes de la asamblea, que finalmente 
aprobó el documento definitivo. Por último, se eligió un 
equipo coordinador de la Mesa y se trazó una agenda216. 
Posteriormente, la Mesa Comunal de Cantagallo convocó 
a los aspirantes a la alcaldía y al concejo municipal para 
los días 24 y 25 de julio del 2011217, con el objetivo de 
hacer una primera presentanción de la propuesta de 
programa de gobierno elaborada por las comunidades. A 
este espacio asistieron 5 candidatos a la alcaldía, quienes, 
luego de manifestar sus opiniones personales, pidieron 
que se incluyera una nota en el programa presentado por 
la Mesa Comunal para la firma del documento por parte 
de los candidatos y que dice así: «Nota meritoria: que este 
programa de gobierno, como se entiende y es natural, se 

214	 Ibid.

215	 Ibid.

216	 Ibid.

217	 BOLÍVAR. ALCALDÍA MUNICIPAL DE CANTAGALLO. 
Relatoría de socializacion propuesta de plan de gobierno para los 
aspirantes a la alcaldía. Cantagallo, 25 de julio de 2011.
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desarrollara en las diferentes etapas de la administración 
ajustándolo a las normas de ley, e incluirlo en el Plan de 
Desarrollo, para su cumplimiento»218. Después, el 31 de 
julio, se hizo el acto de socialización oficial. 

El siguiente paso que dio la Mesa Comunal por la 
Vida Digna de la región de Cantangallo fue hacer que los 
candidatos a la Alcaldía de este municipio y las «fuerzas 
vivas» firmasen, el 21 de septiembre del 2011, lo que 
denominaron Pacto de Gobernabilidad219. Este documento 
es la manifestación oficial del compromiso de carácter 
político que adquirieron los firmantes. Además, tanto por 
la iniciativa como por el proceso, este documento merece 
ser catalogado como una expresión pura del ejercicio del 
poder popular en la práctica de la democracia campesina. 
Allí se tiene, como elemento unificador de voluntades, 
el logro del bien común. Se destaca la legitimidad de 
la participación directa de las comunidades urbanas y 
rurales, cuyo objetivo común es superar los problemas 
estructurales del municipio, esto sustentado en el enfoque 
constitucional de soberanía popular y en el ejercicio del 
control del poder político220.

En este Pacto de Gobernabilidad las comunidades 
representadas en la Mesa Comunal, que es la que promueve 
este espacio, hacen que los candidatos se comprometan a 
mantener la transparencia, la honestidad y la autonomía 
frente a los intereses del narcotráfico y de grupos armados, 
a cumplir con la obligación legal de la formulación 
participativa del Plan de Desarrollo Municipal y a convocar 
a las comunidades, de una manera amplia y participativa, 
para la formulación del presupuesto anual, donde todos los 

218	 Tomado tal cual del texto original.

219	 BOLÍVAR. ALCALDÍA MUNICIPAL DE CANTAGALLO. Pacto de 
gobernabilidad del municipio de Bolívar, Cantagallo. 21 de septiembre 
de 2011. p. 4.

220	 Ibid.
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sectores y organizaciones sociales participen221. De igual 
manera, en este pacto se reconoce la Mesa Comunal por 
la Vida Digna de Cantagallo y las veedurías ciudadanas 
como responsables del seguimiento continuo y permanente 
a la ejecución del Plan de Desarrollo, de modo que la 
administración municipal quede comprometida para 
adoptar las observaciones que, en estos espacios, se 
formulen y entregar el apoyo financiero para la ejecución 
del Plan dentro de la Zona de Reserva Campesina del Valle 
del Río Cimitarra222.

Las elecciones de octubre de ese año fueron ganadas 
por uno de los candidatos que firmaron tanto el Pacto 
de Gobernabilidad como el programa de gobierno de 
las comunidades. Luego de todo este proceso político 
la dinámica de la Mesa Comunal continuó. Se han 
efectuado reuniones del Comité Coordinador elegido 
por la Mesa Comunal para ejecutar su plan de trabajo, y, 
además, se hace seguimiento a la agenda trasada para el 
cumplimiento de este plan. Esto se puede observar en la 
relatoría de la reunión del Comité Coordinador, realizada 
el 7 de diciembre del 2011, en la cual, entre los logros, 
resaltan: «Haberse reunido con más de 50 % del Concejo 
[…] Incidir en el plan de gobierno hacia el presupuesto 
participativo, que hubiesen miembros de la Mesa que 
hacen parte del presupuesto participativo, la realización 
del plan de gobierno y el pacto de gobernabilidad firmado 
por los candidatos a la Alcaldía de Cantagallo en tiempo 
récord, el acercamiento y la aceptación de la Mesa con la 
mayoría de concejales electos […]»223.

221	 Ibid.

222	 Ibid.

223	 BOLÍVAR. ALCALDÍA MUNICIPAL DE CANTAGALLO. 
Relatoría reunión del Comité Coordinador de la Mesa Comunal por 
la Vida Digna de la región de Cantagallo. Bolívar, Cantagallo. 7 de 
diciembre de 2011.
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Durante el año 2012 se destacan las reuniones que se 
realizaron con la alcaldesa posesionada para proponerle 
la creación de una Mesa de electrificación y otra de 
infraestructura vial. Se propuso que en esos espacios 
participasen Ecopetrol, la administración municipal y las 
Juntas de Acción Comunal. El objetivo de estas reuniones 
es gestionar recursos mediante proyectos para mejorar 
la movilidad en el municipio, las condiciones de vida 
del área rural y la dinámica campesina224. Esos espacios 
fueron creados y a la fecha están activos. En ese proceso 
se ha logrado la electrificación de algunas veredas y se ha 
mejorado la conexión carreteable en la zona rural.

A finales del año 2012 fue planteada la posibilidad de 
crear Asojuntas Cantagallo. En su momento, el Comité 
Coordinador de la Mesa Comunal por la Vida Digna de 
la región decidió manifestarse con el fin de que se tomase 
en cuenta su concepto, partiendo de su legitimidad 
fundamentada en las Juntas de Acción Comunal. En 
su pronunciamiento, el Comité Coordinador plantea 
que para crear una Asojuntas se requiere un proceso 
democrático en el que participen las Juntas de Acción 
Comunal, tanto urbanas como rurales, en donde se dé a 
conocer su objetivo y finalidad, pero que previo a esto se 
deben fortalecer las Juntas de Acción Comunal. De igual 
forma, manifiestan la necesidad de actualizar el esquema 
de ordenamiento territorial para definir la jurisdicción 
territorial de cada Junta225.

224	 BOLÍVAR. ALCALDÍA MUNICIPAL DE CANTAGALLO. 
Acta de compromiso ante la Mesa Comunal por la Vida Digna del 
municipio de Cantagallo, Bolívar, y la administración municipal. 19 de 
septiembre de 2012.

225	 BOLÍVAR. ALCALDÍA MUNICIPAL DE CANTAGALLO. 
Mesa Comunal por la Vida Digna de la Región de Cantagallo. 
Pronunciamiento Sobre la Constitución de la Asociación de Juntas de 
Acción Comunal. Bolívar, Cantagallo. Firmadas el 29 de noviembre 
de 2012.
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Para el año 2013, la Mesa Comunal por la Vida Digna 
de Cantagallo continúa realizando ejercicios de educación 
popular o talleres, especialmente en temas ambientales y de 
legislación mineroenergética, con el aporte de profesionales 
que ha puesto la ACVC a su servicio. Es el caso de los 
encuentros realizados en la vereda X10, Puerto Argelia y 
el corregimiento de San Lorenzo frente a la explotación de 
hidrocarburos, pero también sobre la sobreexplotación de 
maderables, la explotación de ciénagas y playones y la pesca 
indiscriminada en la ciénaga de San Lorenzo. 

La preocupación por la protección del territorio frente 
a la intervención de empresas que buscan explotar los 
recursos naturales existentes y la necesidad de formarse para 
recuperar las costumbres campesinas de manejo ambiental 
hicieron que la Mesa, en ejercicio de su autonomía 
y capacidad de autogobierno, orientase la creación o 
fortalecimiento de comités de pesca y ambientales en 
la ciénaga de San Lorenzo y las veredas circunvecinas. 
Además, una de las acciones más significativas es la decisión 
que se toma en la asamblea conjunta de Mesas Comunales 
por la Vida Digna de Cantagallo y Yondó en la vereda La 
Poza, jurisdicción del municipio de Cantagallo, el 13 de 
abril del 2014, cuyo objetivo fue «discutir, analizar y tomar 
decisiones frente al tema del ingreso de retroexcavadoras en 
el territorio para la producción de oro y analizar el impacto 
que han tenido en el medioambiente, la flora, la fauna y la 
salud de los pobladores de la región»226. En esta asamblea se 
destacan elementos de suma importancia: 

•	 Estuvo compuesta por campesinado representante 
de comités ganaderos, agricultores, madereros, 

226	 AGENCIA PRENSA RURAL. No entrarán más retroexcavadoras para 
minería al valle del río Cimitarra. En: Prensa Rural ACVC. [en línea]. 
25 de abril de 2014. [citado 16 de abril de 2015]. Disponible en: 
http://prensarural.org/spip/spip.php?article13998. 
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pescadores, mineros artesanales y retreros227. O sea, 
que el debate contaba con múltiples visiones sobre 
el tema que habría de discutirse.

•	 Otro elemento que vendría a ser de autogobierno 
es la concepción geográfica del territorio que tiene 
el campesino que lo conoce y, por lo tanto, hace a 
un lado la división política de este228. 

•	 Se distingue un fin común en este debate, que 
corresponde a la defensa del territorio frente a 
intereses particulares y foráneos. 

•	 Se señala la necesidad de un proceso de 
recuperación de las prácticas campesinas que 
cuidan el medioambiente y la formación en 
técnicas de producción para reducir los impactos 
de la minería artesanal en la naturaleza, y se 
propone la creación de una agenda común 
ambiental.

•	 Se toman decisiones de acción práctica con 
respecto al caso en concreto, entre las que está el 
hecho de que la decisión de intervención para el 
desarrollo de cualquier actividad minera de cielo 
abierto, tipo retroexcavadoras o exploración, 
sísmica y de producción por parte de petroleras 
debe ser consultada previamente con las 
comunidades y sus formas de organización en el 
territorio229.

227	 «Retrero» así se le llama en la región a los dueños de retroexcavadoras 
que entran al territorio y negocian con los dueños de fincas o parcelas 
para que les permitan desarrollar la minería en sus tierras.

228	 Esto se refiere a que allí no importa si la Junta de Acción Comunal 
de la vereda  de Poza es de jurisdicción del municipio de Cantagallo, 
Bolívar, o si la de San Francisco es un corregimiento del municipio de 
Yondó, Antioquia.

229	 AGENCIA PRENSA RURAL. No entrarán más retroexcavadoras 
para minería al valle del río Cimitarra. En: Prensa Rural ACVC. [en 
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3.3.1.2 Caracterización de la Mesa Comunal por la 
Vida Digna de Yondó y San Pablo

a) Apuntes históricos y territoriales del municipio de 
Yondó: El municipio de Yondó nace como corregimiento 
de la jurisdicción de Remedios, en el departamento de 
Antioquia. En 1930, la familia Ospina le compró los 
terrenos a la petrolera holandesa Shell e inició labores de 
exploración en junio de 1941; con la construcción del 
primer pozo petrolero allí, se inició la exploración del 
hidrocarburo. Esta fecha es considerada la de fundación 
de Yondó. A partir de entonces, la población, con familias 
procedentes de Antioquia, Santander, Bolívar, Magdalena 
y el interior del país, comenzó a aumentar, hasta finales 
de los años 60, época en la que se inicia el declinar de 
la actividad petrolera. En 1978 los habitantes de Yondó 
conformaron un comité promunicipio para lograr su 
reconocimiento como entidad territorial, lo cual lograron 
con la Ordenanza N.° 38 de la Asamblea de Antioquia.

En su geografía, el municipio hace parte de la subregión 
del Magdalena Medio antioqueño. Se ubica al margen 
derecho del río Magdalena, frente a Barrancabermeja. Es 
uno de los municipios más calurosos de Antioquia, con 
una temperatura promedio de 30 °C. Su nombre se debe 
a los indígenas yondúes que colonizaron ese territorio. 
Yondó tiene una extensión total de 1.880 km2, de los 
cuales 1 km2 corresponde a su área urbana, y 1.879 km2, 
a la rural. Limita por el norte con Cantagallo, sur de 
Bolívar; por el oriente, con Barrancabermeja, Santander, 
y el río Magdalena; por el occidente, con el municipio de 
Remedios, y por el sur, con Puerto Berrío230.

línea]. 25 abril 2014. [citado 16 abril 2015]. Disponible en: http://
prensarural.org/spip/spip.php?article13998. Las decisiones tomadas se 
dieron según votación realizada con 58 votos a favor, 7 en contra, 19 
abstenciones y 1 voto en blanco.

230	 Ibid.
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La economía del municipio se basa en la agricultura, 
especialmente de yuca y maíz, en la ganadería y en la 
explotación maderera, además de la de petróleo. En 
su dinámica social, a pesar de ser conocido como un 
municipio petrolero, Yondó cuenta entre sus habitantes 
un gran número de campesinos que mantiene su vocación 
agraria, a tal punto que desde 2015 se viene dando un 
nuevo auge en la actividad agrícola del municipio, a pesar 
de la crisis petrolera. 

La colonización de la zona rural del municipio tuvo 
una fuerte influencia de corrientes de izquierda, incluso 
tuvo un alcalde y varios concejales de esta tendencia. Casi 
la totalidad de su territorio hace parte de la única Zona 
de Reserva Campesina de Antioquia. Con la arremetida 
paramilitar que se dio en Yondó a finales del siglo XX y 
comienzos del siglo XXI, el municipio aparece con un 
registro de 5492 personas víctimas al año 2012, es decir, 
casi el 31 % de su población a 2015231.

b) Apuntes históricos y territoriales del municipio 
de San Pablo. El territorio que hoy es San Pablo fue 
antiguamente un asentamiento indígena, que en 1542 fue 
nombrado por Alonso Ramírez de Arellano como el puerto 
fuerte de San Pablo. Su población indígena fue diezmada al 
ser sometida por los españoles a las actividades propias de 
la minería de oro y plata.

En la Colonia, San Pablo fue uno de los puertos 
más importantes para la explotación maderera sobre 
el río Magdalena, después de Mompox232, y fue parte 
de la jurisdicción del municipio de Simití, Bolívar, 

231	 Ibid.

232	 BOLÍVAR. ALCALDÍA DE SAN PABLO. Nuestro municipio. 
Información General. Disponible en:  http://www.sanpablo-bolivar.
gov.co/
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hasta mediados de los 70. Entre 1965 y 1966, a raíz 
del abandono administrativo de Simití, se crea la junta 
promunicipio. Y fue mediante la Ordenanza 02 del 23 de 
octubre de 1968 que resulta erigido como municipio del 
departamento de Bolívar, y se llevó consigo los también 
corregimientos de Cantagallo, Canaletal, Socorro y Santo 
Domingo, que también eran parte de Simití233.

Geográficamente, el municipio está ubicado al margen 
izquierdo del río Magdalena, en su zona media, y su 
territorio tiene una extensión de 1967 km2. Limita al 
norte con el municipio de Santa Rosa del Sur y Simití, 
departamento de Bolívar; al sur, con el municipio 
de Cantagallo; al oeste, con Remedios y Segovia, 
departamento de Antioquia, y al este, con el municipio de 
Puerto Wilches, del departamento de Santander. Buena 
parte de su territorio hace parte de la serranía de San Lucas, 
y, además, en su parte plana posee uno de los mayores 
potenciales hídricos de Colombia, ya que lo bañan cuatro 
ríos: Magdalena, Cimitarra, San Juan y Barbúo, y cuenta 
con ocho ciénagas. Según la Corporación Autónoma del 
Sur de Bolívar, el 99,5 % de San Pablo es zona de reserva 
forestal. Su clima es cálido-seco y su temperatura oscila 
entre los 28 y 30 °C. Su altura sobre el nivel del mar es de 
75 m234.

Socioeconómicamente, el territorio de San Pablo, junto 
con lo que corresponde al municipio de Cantagallo, hace 
parte de 60.000 ha otorgadas en concesión petrolera hacia 
el año 1940 a la empresa Richmond y a Juan de Dios 
Gutiérrez, hecho que dio origen a la apropiación masiva de 
tierras. A finales de los 70 se empezó a sembrar marihuana, 
y en los 80, coca. Esta última se ubica en la base de la 
economía sampablera y del sur de Bolívar en la década de 

233	 Ibid.

234	 Ibid. 
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los 90 y 2000235. En las décadas de los 60 y 70 el Incora dio 
un impulso a la colonización de tierras mediante procesos 
de titulación y desarrollo de la agricultura, especialmente 
de arroz y maíz, y apoyo a la ganadería a pequeña escala 
mediante crédito supervisado. En los años 80 y 90 se 
inicia una lucha por la redistribución de la tierra, el 
mejoramiento de vías, saneamiento básico, educación 
y salud, entre otros, en la que participan colonos y 
campesinos a través de movimientos campesinos y cívicos. 
Esta lucha tiene como contendores al paramilitarismo, el 
Plan Colombia y la agroindustria de la palma de aceite.

c) Conformación y desarrollo de la Mesa Comunal 
por la Vida Digna de Yondó y San Pablo. El desarrollo 
de las Mesas Comunales por la Vida Digna de Yondó y 
San Pablo coincidió, en ritmos o avances, en el periodo 
del año 2011 con la Mesa Comunal por la Vida Digna de 
Cantagallo. En Yondó, inició el 12 de junio del 2011236 
con algunos elementos diferenciadores, como que en San 
Pablo y en Yondó237 la actividad de socialización y ajustes 
del programa o plan de gobierno de las comunidades fue 
realizada y ratificada en un foro programático, y en San 
Pablo hubo una participación de la Iglesia católica —por 
medio del Servicio Jesuita para Refugiados— como veedora 
del proceso.

Entre las coincidencias en resultados se encuentra 
que los alcaldes electos en los tres municipios firmaron 
previamente el Pacto de Gobernabilidad propuesto por la 

235	 Ibid.

236	 ANTIOQUIA. ALCALDÍA MUNICIPAL DE YONDÓ. Relatoría de 
asamblea Mesa Comunal por la Vida Digna de la región municipio de 
Yondó. Celebrada en la vereda el Vietnam en junio 12 de 2011.

237	 ANTIOQUIA. ALCALDÍA MUNICIPAL DE YONDÓ. Relatoría 
foro programático candidatos a la Alcaldía municipal de Yondó 2012-
2015. Celebrada el 18 de septiembre de 2011.
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Mesa Comunal y las fuerzas vivas de cada ente territorial. 
Sin embargo, en el caso de Yondó238 y San Pablo239, las 
administraciones municipales, luego de ser asumidas 
por los candidatos electos, mostraron un interés inferior 
al de la administración de Cantagallo por cumplir los 
compromisos adquiridos.

Con respecto a la relación entre la Mesa Comunal de 
cada municipio y la Asojuntas municipal, se tiene que, 
en el caso de Yondó, de acuerdo con el relato de Álvaro 
Manzano, esta fue creada en los años 80 como ente de 
segundo nivel a fin de que representase los intereses de las 
Juntas de Acción Comunal. Sin embargo, en los años 90, 
este espacio fue tomado por actores con intereses ajenos al 
objeto de esta figura, y en los últimos años se ha buscado 
entablar relaciones respetuosas entre la Asojuntas municipal 
y la Mesa Comunal del Yondó.

La reactivación de la Mesa Comunal por la Vida Digna 
de Yondó sirvió de espacio de encuentro, e, incluso hoy, 
Asojuntas cuenta con un delegado dentro de la Mesa 
Comunal que participa en las asambleas240. Esta relación por 
un lado ha permitido enriquecer el debate, ya que Asojuntas 
tiene mayor incidencia en las Juntas de Acción Comunal 
del casco urbano. De igual forma, también ha servido para 
romper con el bloqueo impuesto a la relación urbano-rural, 
que fue uno de los factores que provocaron el nacimiento de 
la Mesa Comunal por la Vida Digna para todo el valle del 
río Cimitarra.

238	 ANTIOQUIA. ALCALDÍA MUNICIPAL DE YONDÓ. Pacto de 
gobernabilidad del municipio de Yondó, Antioquia. Firmado el 18 de 
septiembre de 2011.

239	 BOLÍVAR. ALCALDÍA MUNICIPAL DE SAN PABLO. Pacto de 
gobernabilidad del municipio de San Pablo, Sur de Bolívar. Firmado el 
16 de septiembre de 2011.

240	 ANTIOQUIA. ALCALDÍA MUNICIPAL DE YONDÓ. Relatoría 
Mesa Comunal por la Vida Digna de la región de Yondó. Conclusiones 
de la asamblea realizada el 14 de diciembre de 2013.
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En el caso del municipio de San Pablo, Asojuntas 
fue creada más recientemente, en el 2004. Desde que se 
reactivó la Mesa en el municipio de San Pablo, ha existido 
fluidez en la relación de la Mesa con ese ente, y se proyecta 
fortalecer esa articulación. En otros ámbitos, la Mesa 
en el municipio de Yondó es una estructura reconocida 
por diferentes sectores en el municipio, en donde existe 
la posibilidad de desarrollar debates importantes para la 
región. Un ejemplo de ello es la reunión realizada entre el 
Comité Coordinador de la Mesa y algunos concejales del 
municipio del 25 de enero del 2012241. Allí se pusieron las 
cartas sobre la Mesa con respecto al conflicto en la región 
y las opiniones que algunos sectores en Yondó tienen con 
respecto a la Zona de Reserva Campesina, especialmente 
por los imaginarios creados desde los enemigos políticos 
de la figura242. También se han activado mecanismos que 
expresan posiciones autónomas como la cojunta con la 
Mesa de Cantagallo. Entre los ejemplos se encuentran la ya 
mencionada asamblea realizada en la vereda La Poza, donde 
participaron delegados de junta de Santo Domingo, San 
Francisco y Puerto Matilde, entre otras veredas.

De otro lado, el año 2013 comienza con fuertes 
inquietudes de la Mesa Comunal con respecto a la 
administración municipal y el incumplimiento del Pacto 
de Gobernabilidad. En ese espacio se plantea la utilización 
de algún mecanismo legal para obligar al cumplimiento del 
mismo, y en esos términos se evalúa la posibilidad de llevar 
a cabo un cabildo abierto o una revocatoria del mandato243. 
Sin embargo, la Mesa consideró prioritario enfocar los 

241	 ANTIOQUIA. ALCALDÍA MUNICIPAL DE YONDÓ. Relatoría de 
la reunión de concejales de Yondó, realizada el 25 de enero de 2012.

242	 Ibid.

243	 ANTIOQUIA. ALCALDÍA MUNICIPAL DE YONDÓ. Relatoría 
del Comité Coordinador de la Mesa Comunal por la Vida Digna de 
Yondó. Realizada el 3 de mayo de 2013.
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esfuerzos en impulsar y apoyar propuestas tendientes a 
resolver problemáticas que se están viviendo en la región, 
como el caso de la seguridad alimentaria, la electrificación 
rural, el mejoramiento de vías, salud y educación. 

En estos temas se refleja un trabajo de diagnóstico y 
apoyo en la región y se definen tareas de gestión dirigidas 
a la Gobernación de Antioquia244. Esto sin perder de vista 
que la inconformidad en el campesinado se mantiene y 
por ello, en el 2013, las comunidades agrarias organizadas 
de Yondó, Cantagallo, San Pablo, Remedios y Segovia 
salen y participan junto a otros municipios del Magdalena 
Medio en el paro nacional agrario que se dio en agosto 
y septiembre del 2013. Según lo descrito, se precisa que 
las Mesas Comunales por la Vida Digna, aunque insisten 
en su reconocimiento por parte de la institucionalidad 
e inciden en ella, no pierden su esencia organizativa 
como fundamento para lograr sus objetivos. Se mantiene 
la autonomía para decidir, incluso si el mecanismo de 
participación que se va a activar es uno de origen legal 
como la revocatoria del mandato o uno comunitario como 
la movilización.

En el año 2014 los esfuerzos de la Mesa Comunal por 
la Vida Digna en Yondó se concentran en la formación 
de las juntas en legislación comunal, en la conformación 
de comités pesqueros y ambientales en las veredas que 
rodean la ciénaga de Sardinata y en acompañar el proceso 
de titulación de tierras en Zona de Reserva Campesina por 
parte del Incoder Antioquia, el cual promete ser largo y 
lleno de obstáculos debido principalmente a los intereses 
que se encuentran en el subsuelo de Yondó245.

244	 Ibid. 

245	 A raíz de un ejercicio realizado sobre las solicitudes de titulación hechas 
al Incoder del municipio de Yondó durante el 2013 se conoció que hay 
solicitudes represadas desde el 2006 y 2008. En noviembre de 2015, de 
728 solicitudes se conoce que hay 251 resoluciones negadas. Las 467 
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Por su parte, la Mesa Comunal por la Vida Digna de 
San Pablo en el 2012 realiza una primera asamblea para 
hacer un análisis del Plan de Desarrollo Municipal. Allí 
también se manifiesta una fuerte preocupación por la 
activación de exploración y explotación petrolera en el 
municipio. Esta asamblea fue convocada con el fin de 
discutir estos temas con la administración municipal; sin 
embargo, los servidores públicos no hicieron presencia246. 
En la evaluación de gestión del Comité Coordinador de 
la Mesa Comunal de San Pablo del año 2012247, se decide 
concentrar esfuerzos para favorecer en el 2013 la formación 
de las Juntas de Acción Comunal en legislación comunal 
y tomar como bandera de lucha el derecho a la educación. 
Para ello se plantearon, entre otras tareas, la interlocución 
con el alcalde y la movilización hacia Cartagena.

Efectivamente, en el año 2013 la segunda asamblea 
del Comité Coordinador contó con la participación de 
alrededor de 30 organizaciones, entre ellas, Juntas de 
Acción comunal, ACVC y Asojuntas. En esa reunión 
se tomó la decisión de movilizarse por el derecho a la 
educación y se incluyó también la problemática de vías 
veredales, propuesta realizada desde la reunión anterior248. 
Con respecto a esta problemática, la Mesa Comunal 

pendientes corresponden a 17.274 ha.

246	 BOLÍVAR. ALCALDÍA MUNICIPAL DE SAN PABLO. Relatoría 
de la Mesa Comunal por la Vida Digna de la región San Pablo. 
Socialización y evaluación de Plan de Desarrollo Municipal. Se llevó a 
cabo en la vereda Bajo Cañabraval los días 7 y 8 de julio del 2012. En 
esta asamblea participaron 34 organizaciones, entre Juntas de Acción 
Comunal, tanto urbanas como rurales; delegados de comités y la 
ACVC.

247	 BOLÍVAR. ALCALDÍA MUNICIPAL DE SAN PABLO. Relatoría 
del Comité Coordinador de la Mesa Comunal por la Vida Digna de la 
región de San Pablo, Bolívar, realizada el 10 de diciembre de 2012.

248	 BOLÍVAR. ALCALDÍA MUNICIPAL DE SAN PABLO. Reunión 
Mesa Comunal por la Vida Digna de la región San Pablo. Realizada el 
5 de febrero de 2013.
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de San Pablo es muy activa y usa los comunicados para 
visibilizar las razones por las que se moviliza. Emitió cuatro 
comunicados a la opinión pública, el 16 de enero, el 12 de 
febrero, el 4 de marzo249 y el 23 de abril del 2013. En estos 
comunicados la Mesa plantea nuevamente su autonomía: 
«Vías formales, de derecho, son las prioritarias como 
mecanismos de diálogo con los entes locales estatales. En 
caso de incumplimiento, la protesta social y la movilización 
también se encuentran contempladas. Por una vida digna 
para campesinos y comunidades urbanas del sur de Bolívar»250.

3.3.1.3 Caracterización de la Mesa Comunal por la 
Vida Digna de Remedios y Segovia

a) Apuntes históricos y territoriales del municipio de 
Remedios. Remedios fue fundado por primera vez en el 
valle del Corpus Cristo, el 15 de diciembre de 1560, y en 
1860 adquirió la categoría de municipio; su nombre inicial 
fue Nuestra Señora de los Remedios251. En el lugar actual 
lleva más de 200 años. Es preciso anotar que Remedios 
perteneció a la provincia de Mariquita hasta el año de 
1747, cuando el virrey José Solís Folch de Cardona lo 
anexó a la provincia de Antioquia, y estableció 6 cantones. 
El sexto fue el del nordeste, con cabecera en Remedios, 
categoría que tuvo hasta mediados de 1847, cuando por 

249	 AGENCIA PRENSA RURAL. Mesa Comunal por la Vida Digna de 
la región de San Pablo. Sesiona Mesa Comunal por la Vida Digna 
de San Pablo. En: Prensa Rural ACVC. [en línea]. 4 marzo 2013. 
[citado 17 abril 2015]. Disponible en: http://prensarural.org/spip/spip.
php?article16263

250	 MESA COMUNAL POR LA VIDA DIGNA DE SAN PABLO. 
Mesa Comunal por la Vida Digna actualizó el plan de gobierno de 
las comunidades. En: Prensa Rural ACVC. [en línea]. 23 abril 2013. 
[citado 17 abril 2015]. Disponible en: http://prensarural.org/spip/spip.
php?article13987

251	 ANTIOQUIA. ALCALDÍA MUNICIPAL DE REMEDIOS. Nuestro 
Municipio. Información general. Disponible en: http://www.remedios-
antioquia.gov.co/informacion_general.shtml
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Decreto del 20 de mayo, del poder ejecutivo nacional, la 
cabecera se trasladó del cantón a la población de Amalfi252.

Remedios está ubicado al nordeste el departamento 
de Antioquia; su casco urbano se encuentra a una altura 
promedio de 700 m s. n. m. y su temperatura media es 
de 24 ºC. Dista 190 km de Medellín y su principal vía 
de comunicación es la carretera o Troncal del Nordeste. 
Sus límites son Segovia, al norte; sur del departamento de 
Bolívar, al nororiente; Yondó y Puerto Berrío, al oriente; 
Yolombó, al sur, y Yalí, Vegachí y Amalfi, al occidente253. 
Tiene una extensión de 1985 km2, con una población 
de aproximadamente 25.000 habitantes, de los cuales, 
por lo menos, dos terceras partes habitan en el área 
rural. Remedios es una región montañosa y húmeda, 
perteneciente a la cordillera central254.

La base principal de la economía es la minería, todo gira 
alrededor de las minas y su explotación. También cuenta 
con recursos económicos vegetales, calculados en 120.000 
ha de árboles maderables, como abarco, guayacán, caobo, 
canelo, perillo, nazareno, cedro, chingalé, parasiempre y 
coco cristal255. Los pastos ocupan un área de 50.000 ha 
aproximadamente. La producción agrícola es escasa; se 
cultiva yuca, naranja, plátano, maíz, arroz, caña de azúcar 
y algunos frutales, sin embargo, la mayor parte de los 
alimentos son traídos de otros lugares. También cuenta con 
recursos pecuarios256.

La dinámica social de la zona rural de Remedios se 
dio a partir de procesos de colonización reciente en un 
territorio que, en su mayor parte, es zona de reserva 

252	 Ibid.

253	 Ibid.

254	 Ibid.

255	 Ibid.

256	 Ibid.
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forestal. En Remedios las corrientes de izquierda han 
tenido un protagonismo similar al de Yondó. Allí también 
el primer alcalde elegido por voto popular, Elkin de Jesús 
Martínez, era del partido de la Unión Patriótica, pero no 
logró posesionarse ya que fue asesinado en mayo de 1988. 
Martínez fue reemplazado por Carlos Rojo, un dirigente 
de origen campesino que también fue asesinado en el año 
1997 por el paramilitarismo, luego de haber gobernado el 
municipio en dos ocasiones.

En Remedios las comunidades agrarias son las que 
gobiernan su territorio, construyen escuelas, hacen 
caminos y se fortalecen económicamente mediante el 
cooperativismo. Así mismo, a raíz del bloqueo económico 
que se da desde el casco urbano del municipio y los 
homicidios de campesinos que el Ejército Nacional hace 
pasar por guerrilleros muertos en combate, se genera 
una cultura agraria de resistencia que se vuelca hacia el 
Magdalena Medio para sobrevivir en el territorio. Hasta 
hace aproximadamente 5 años había un quiebre profundo 
en la relación entre la zona rural y la zona urbana de 
Remedios que se ha venido superando gracias al trabajo de 
la Mesa Comunal por la Vida Digna.

b) Apuntes históricos y territoriales del municipio 
de Segovia. Los primeros pobladores de Tierradentro, hoy 
Segovia, fueron las tribus indígenas tahamíes y yahamesies. 
La fiebre del oro atrajo aventureros llegados desde lejos. Ya 
en 1825, el coronel Francisco de Urdaneta, gobernador de 
Antioquia, tituló a favor del presbítero José de los Santos 
Castillo y del señor Juan Manuel Murillo la propiedad 
de las tierras mineras que hoy pertenecen a la Frontino 
Gold Mines Limited257. El 24 de julio de 1869, cuando 

257	 ANTIOQUIA. ALCALDÍA MUNICIPAL DE SEGOVIA. Nuestro 
Municipio. Información general. Disponible en: http://www.segovia-
antioquia.gov.co/informacion_general.shtml
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el doctor Pedro Justo Berrío presidía el Estado Soberano 
de Antioquia, se creó la fracción de Tierradentro, hoy 
conocida como Segovia, en el municipio de Remedios, con 
funciones de corregimiento, y el 16 de junio de 1880 se 
erigió como municipio Segovia258.

La cabecera urbana del municipio de Segovia está 
ubicada a una altura de 650 m s. n. m., y su temperatura 
media es de 24° C. Se encuentra a una distancia de 
Medellín, por carretera, de 227 km. Tiene una extensión 
de 1231 km2, de los cuales 1225,4 son área rural. El 
municipio limita, por el norte, con los municipios de 
Zaragoza y Bagre; por el oriente, con el departamento 
de Bolívar; al occidente, con los municipios de Amalfi 
y Anorí, y por el sur, con el municipio de Remedios. 
Cuenta con un resguardo indígena y dos comunidades 
indígenas de la etnia embera chamí, además de un consejo 
comunitario de negritudes. Su población es de alrededor 
de 40.134 habitantes259.

Segovia forma parte del último bastión del bosque 
nativo que queda en Antioquia, llamado Bosques del 
Nordeste, un potencial forestal que provee materia prima 
a la gran demanda forestal de las ciudades de Medellín, 
Bogotá, Bucaramanga, Pereira y Barrancabermeja, entre 
otras, no solo por poseer especies nativas de la región, 
sino por la gran variedad y cantidad de flora, cuyo uso o 
importancia ecosistémica aún no han sido valorados260. 
Su actividad económica se concentra principalmente 
en la exploración y explotación del material aurífero; el 
municipio produce el 39,4 % del total de la región en oro 
y el 6,66 % de la producción nacional. 

258	 Ibid.

259	 Ibid.

260	 Ibid.
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El comercio se desarrolla principalmente en el área 
urbana y gira en torno a la industria extractiva de oro, con 
los entables, las compras de oro, la provisión de víveres, 
la venta de licores y los almacenes de miscelánea. La 
ganadería es incipiente y está concentrada en pocas fincas 
con un promedio de cincuenta cabezas de ganado por 
parcela. En agricultura se destacan productos como la yuca, 
el plátano, el maíz y el arroz, si bien su producción está 
dedicada básicamente al consumo interno, con deficiencias 
en materia de productividad y comercialización261.

La dinámica social en Segovia se desarrolla a través de la 
minería, pero también es un municipio que tuvo una fuerte 
influencia de la izquierda con la llegada al poder local de la 
Unión Patriótica. A raíz de la persecución nacional contra 
este partido, en 1988 se produce la masacre de 43 personas 
en el centro del casco urbano del municipio. En 1998, una 
acción en contra de la infraestructura petrolera por parte 
del ELN desemboca en la muerte de casi 80 personas, 
habitantes de Machuca, el único corregimiento que tiene 
el municipio. A pesar de todo, las comunidades han sido 
muy activas socialmente; suelen movilizarse con frecuencia 
en defensa de la pequeña minería, aun cuando existe una 
realidad social, económica y política muy compleja en su 
territorio, que es objeto de disputa entre grandes poderes 
económicos, tanto legales como ilegales. 

c)	 Conformación y desarrollo de la Mesa Comunal 
por la Vida Digna de Remedios y Segovia. La reactivación 
de estas dos Mesas es relativamente reciente, si bien en 
Segovia más que reactivación se trata de creación. En el 
caso de Remedios la reactivación de la Mesa ocurre el 18 de 

261	 Ibid. 
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febrero del 2012262, en la vereda Carrizal, en donde se hace 
un recuento de la historia de la Mesa Comunal en toda la 
región y luego se constituye el Comité Coordinador.

Durante el año 2012 se realizan asambleas en el casco 
urbano de Remedios, a las que acudieron, además de 
delegados de Juntas de Acción Comunal de la zona rural de 
Remedios, delegados de Juntas del municipio de Segovia. 
También participó la Veeduría Ciudadana de Segovia. El 
contexto en el que se comenzaron a desarrollar las sesiones 
de la Mesa Comunal en Remedios tenía connotaciones 
complejas en el ámbito del conflicto, ya que tanto en 
Remedios como en Segovia263 se sabía que la confluencia 
de los intereses económicos que rodean la producción 
y el mercado del oro provocó la presencia de grupos 
paramilitares con diferentes denominaciones, enviados a 
disputarse el control de la riqueza aurífera de ese territorio. 

Es de mencionar que en medio de estos hechos le 
fue arrebatado el fuero sindical a la Junta Directiva de 
Sintramienergética, seccional Segovia, luego de que el 
Gobierno nacional, como administrador de la empresa 
Frontino Gold Mines, despidiese a todos sus trabajadores 
y la vendiese a capitales canadienses, mientras que 
el campesinado y el pequeño minero urbano vive la 
incertidumbre de la declaratoria de ilegalidad de su 
actividad tradicional264. El diagnóstico de las necesidades 

262	 ANTIOQUIA. ALCALDÍA MUNICIPAL DE REMEDIOS. 
Relatoría Mesa Comunal municipio de Remedios. Reactivación de la 
Mesa Comunal, realizada en la vereda Carrizal el 18 de febrero del 2012.

263	 La información se puede constatar y ampliar en las noticias publicadas 
en los siguientes enlaces disponibles: 

	 http://www.elcolombiano.com/en_192_aumento_homicidio_en_el_
nordeste_antioqueno-EUEC_197636 y http://www.verdadabierta.
com/component/content/article/50-rearmados/4334-nordeste-
antioqueno-en-guerra-por-el-oro, entre otros.

264	 La venta de la Frontino Gold Mines, considerada ilegal por 
trabajadores y pensionados que reclaman su propiedad, y el despido 
de sus trabajadores directos, hizo que en Segovia se dieran dos paros 
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realizado por los delegados a la Mesa Comunal en 
reactivación arrojó un cambio en las líneas centrales de 
trabajo del espacio. Es por ello que se agrega a la minería 
la crisis humanitaria, de derechos humanos y derecho 
internacional humanitario, de tierra y territorio.

La Mesa Comunal sesiona en medio de una situación 
compleja en los municipios de Remedios y Segovia, 
sin embargo, decide pronunciarse frente a los hechos 
que acaecen allí; es el caso de los constantes asesinatos, 
incluso de mujeres, sin que las autoridades de policía 
del municipio den respuesta alguna265. A pesar de que 
las sesiones de la Mesa se realizan en el casco urbano de 
Remedios y que de manera frecuente se convocó a la 
administración municipal a este espacio, esta no hizo 
presencia sino hasta la asamblea que se realizó los días 
8 y 9 de noviembre del 2013266, luego del paro agrario 

cívicos en los que participaron activamente en solidaridad campesinos 
de las veredas de Segovia e indígenas del resguardo Tagual La Po, 
pertenecientes al pueblo embera chamí. Estas protestas se dieron a 
finales del mes de agosto y comienzos del mes de septiembre del 2010 
y se reanudaron el 18, 19, 20 y 21 de septiembre del mismo año. 
De los enfrentamientos con el Escuadrón Móvil Antidisturbios de 
la Policía Nacional se tuvo un resultado de 52 denuncias de actos de 
abusos de autoridad con lesiones físicas. Estos hechos fueron objeto 
de investigación disciplinaria. Sin embargo, la decisión fue tomada en 
sentido favorable para los comandantes del escuadrón.

265	 MESA COMUNAL POR LA VIDA DIGNA DE REMEDIOS. 
Comunicado público de amenazas y muertes en el nordeste antioqueño 
Remedios, Antioquia, 11 de febrero de 2013. «La Mesa Comunal 
por la Vida Digna de Remedios exige a las autoridades estatales 
competentes, pronunciarse públicamente y realizar investigaciones 
exhaustivas sobre estos graves hechos que mantienen a las comunidades 
en permanente zozobra; pero, sobre todo, exige que se protejan y 
garanticen los derechos fundamentales a la vida y la libertad de la 
población del nordeste antioqueño»

266	 AGENCIA PRENSA RURAL. ASOCIACIÓN CAMPESINA DEL 
VALLE DEL RÍO DE CIMITARRA. Sesionó la Mesa Comunal por 
la Vida Digna de Remedios. En: Prensa Rural ACVC. [en línea]. 10 
noviembre 2013. [citado 17 abril 2015]. Disponible en: http://www.
prensarural.org/spip/spip.php?article12582
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nacional que en el nordeste antioqueño tuvo su epicentro 
en el municipio de Segovia267.

En Remedios, en el periodo de 2013-2015, se nota que 
las relaciones de la Mesa Comunal con la administración 
municipal se han limitado a la presentación de propuestas 
para el desarrollo de la región por parte de la Mesa268 
mientras es evidente la ausencia del alcalde municipal, 
quien delega a sus jefes de cartera para asistir a estos 
espacios. Esto confirma, en gran medida, la carencia de 
voluntad política por parte de la Alcalcía para llegar a 
acuerdos. Por otro lado, la Mesa Comunal continúa en 
su proceso de formación en temas como presupuesto 
municipal, presupuesto participativo, legislación minera 
y políticas públicas, y ha hecho varios ejercicios de 
priorización de necesidades articuladas con el Plan de 
Desarrollo Sostenible de la Zona de Reserva Campesina del 
Valle del Río Cimitarra269. 

Un elemento particular de Segovia es la incidencia que 
tiene la Mesa sobre los entes de control, especialmente 
en la Contraloría, en el marco de la revisión de gestión y 
destinación de recursos a las Zonas de Reserva Campesina 
y las personerías municipales. Finalmente, luego de 
participar en la Mesa Comunal por la Vida Digna de 

267	 COLECTIVO BRECHA. Crónica de un paro agrominero en 
Antioquia. En: Prensa Rural ACVC. [en línea]. 2 septiembre 2013. 
[citado 17 abril 2015]. Disponible en: http://prensarural.org/spip/spip.
php?article11954 

268	 ANTIOQUÍA. ALCALDÍA MUNICIPAL DE REMEDIOS. 
Relatoría asamblea Mesa Comunal por la Vida Digna, Remedios, 
realizada el 9 y 10 de febrero de 2013. Relatoría asamblea Mesa 
Comunal por la Vida Digna, Remedios, realizada 3l de marzo de 2013 
con la conformación de comisiones y elaboración de plan de trabajo de 
cada una.	

269	 AGENCIA PRENSA RURAL. Sesionó la Mesa Comunal por la Vida 
Digna de Remedios. En: Prensa Rural ACVC. [en línea]. 10 noviembre 
2013. [citado 17 abril 2015]. Disponible en: http://www.prensarural.
org/spip/spip.php?article12582
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Remedios, varios delegados de la Junta de Acción Comunal 
de Segovia plantearon la necesidad de conformar una Mesa 
Comunal por la Vida Digna de la región en su municipio.

El caso de Segovia tiene dos particularidades 
enriquecedoras para el proceso de las Mesas y la democracia 
campesina. Por un lado, geográficamente, Segovia no 
hace parte de la Zona de Reserva Campesina del Valle 
del Río Cimitarra. Sin embargo, su campesinado tiene 
un acumulado de lucha, de propuestas de acción y de 
resistencia. Además, las Juntas de Acción Comunal, 
que son la autoridad en el territorio, ejercen la 
autonomía para buscar la solución de sus necesidades y 
desarrollan iniciativas comunitarias interveredales para el 
mejoramiento de sus condiciones de vida. Es el caso del 
Comité Procarretera.

Por otro lado, en Segovia se encuentra el resguardo 
indígena Tagual La Po, del pueblo embera chamí, con 
quienes históricamente el campesinado ha sostenido unas 
relaciones de identidad como clase social y se proyectan 
para lograr, de manera conjunta, una experiencia de 
territorio intercultural, en donde el pueblo indígena y el 
pueblo campesino puedan mostrar una experiencia de 
desarrollo territorial antagónico a la disputa, que promete 
aportes fundamentales en la búsqueda de alternativas a 
la solución de conflictos territoriales existentes en otras 
regiones del país.

Es importante destacar que Segovia demuestra que 
la estructura de Mesa Comunal por la Vida Digna 
también puede funcionar fuera del ámbito propio de las 
Zonas de Reserva Campesina como figura legal, pues sus 
raíces están en los esfuerzos propios del campesinado, 
que aunque no tenga reconocida legalmente su Zona 
de Reserva Campesina, e incluso no haya iniciado un 
proceso de creación de una en su territorio, se reconoce 
como autónomo, libre y solidario, en tanto alimenta 
sus relaciones de formación de poder popular con la 
organización, la educación popular y la acción política, y su 
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dinámica se caracteriza por el arraigo agrario, la resistencia 
comunitaria, la defensa de derechos, la participación 
práctica y deliberante y la capacidad crítica.

A continuación, se presentan las características 
principales y comunes en las Mesas Comunales por la Vida 
Digna270, nombre que le puso el campesinado del valle 
del río Cimitarra a la estructura creada por ellos mismos. 
Así como lo han sido los comités, las Juntas de Acción 
Comunal y las asociaciones sociales de base son escenarios 
donde se practica la democracia campesina.

Gráfico 4. Las Mesas Comunales de los diferentes 
municipios con similar estructura interna

Fuente: Lucy Córdoba, 2015.

270	 Esta parte del trabajo se construye a partir de la investigación acción 
participante de la autora, durante ocho años, en la realización de algunas 
reuniones de asamblea y comités coordinadores de las Mesas Comunales 
por la Vida Digna en los municipios de Yondó, Remedios, Segovia, 
Cantagallo y San Pablo. Para el caso de Simití, que es nombrado en este 
último aparte, se solicitó apoyo a Lucy Córdoba, quien es la responsable de 
la sistematización de la experiencia de las seis Mesas Comunales por la Vida 
Digna de la región existentes en la región del Magdalena Medio. También 
para este punto se tomó el registro de observación participante mediante 
ficha 1.1 y 1.2 del diario de campo de Mesa Comunal por la Vida Digna 
de la región en los municipios de Remedios y Segovia, realizados los días 7 
y 8 de marzo de 2015 en Remedios y 15 de marzo de 2015 en Segovia.
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El escenario de asamblea es el máximo órgano de 
decisión de la Mesa Comunal y en ella participan dos 
delegados de las Juntas de Acción Comunal y de las 
organizaciones que son miembros.

Las decisiones generales se toman en el espacio de las 
asambleas, y de ellas surgen tareas específicas que se deben 
desarrollar para viabilizar las demandas comunitarias. 
Es por eso que existe el Comité Coordinador, órgano 
ejecutor de las demandas surgidas en la asamblea. A este 
escenario le corresponde dialogar con la administración 
municipal y hacer seguimiento a los compromisos de esta 
con la Mesa Comunal. 

También existen las Comisiones de Trabajo, cada una de 
las cuales tiene responsabilidades específicas. Por tanto, se 
cuenta con las Comisiones de Finanzas, Educación, Trabajo 
y Derechos Humanos.

a) Liderazgos. Desde su inicio, se encuentra el liderazgo 
de la Asociación Campesina del Valle del Río Cimitarra 
y de los delegados de las Juntas de Acción Comunal 
rurales. En el municipio de Cantagallo también participa 
una organización de desempleados, en Remedios están 
participando los Comités Mineros y el Comité Regional 
de Vías. En el municipio de Segovia, aunque el territorio 
en donde se desarrolla la Mesa es aún pequeño, participan 
delegados del resguardo indígena Tagual La Po, y en Yondó 
Asojuntas hace presencia como invitado en las asambleas.

b) Temas que se tratan. Allí se discute abiertamente 
sobre los problemas de la región. En principio, los temas 
que reúnen a las Mesas Comunales de Yondó, Cantagallo y 
San Pablo son la crisis humanitaria, fumigaciones y cultivos 
de uso ilícito y Zona de Reserva Campesina.

En el último periodo de las Mesas se mantienen 
estos temas, pero incluidos en un programa de gobierno 
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construido por las comunidades, que comienza a ser 
bandera de exigencia de participación política democrática 
junto con el Pacto de Gobernabilidad que han firmado 
los alcaldes electos. Sin embargo, en cada municipio, y de 
acuerdo con las dinámicas sociales propias, se comienza a 
profundizar en algunos temas. Teniendo en cuenta, como 
ya se mencionó antes, que en el nacimiento de las Mesas de 
Remedios y Segovia la problemática minera desplaza a los 
cultivos de uso ilícito.

c) Para la Mesa Comunal de San Pablo la educación 
ha sido objeto de especial profundización, ya que existe 
una grave problemática en este sentido en el municipio. 
Así mismo, la existencia de cultivos de uso ilícito y el 
tratamiento que le ha dado el Gobierno nacional a este 
problema han sido temas debatidos ampliamente por las 
comunidades, que demandan una sustitución gradual de 
estos cultivos y no la erradicación forzada, ejecutada por 
el Gobierno nacional a través del Ejército y la Policía en 
territorio bolivarense. Esta propuesta de la sustitución de 
cultivos de uso ilícito se ha llevado a espacios subregionales 
de movilización y acuerdo con organizaciones sociales de 
base y fuerzas políticas comunitarias, que en un ejercicio de 
unidad elaboraron un documento conjunto en marzo del 
2015 que contiene una base de exigencias y propuestas al 
Gobierno nacional.

d) Las Mesas Comunales de Segovia y Remedios han 
profundizado en la política minera nacional actual y su 
efecto adverso sobre la minería como economía principal 
y ancestral de estos municipios. Como propuesta de 
estas Mesas se resalta la necesidad del mejoramiento de 
la productividad y la legalización de la pequeña minería 
practicada en su territorio.

También proponen proyectos productivos que ayuden 
a que las comunidades puedan diversificar su economía, 
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y han participado en ejercicios de poder constituyente, 
entendidos como espacios de propuestas y construcciones 
alternativas de normatividad y sustentabilidad de la 
minería. Así mismo, demandan la implementación de 
acciones urgentes para reducir la contaminación de 
cuencas hidrográficas, suelos y demás ecosistemas afectados 
gravemente por la explotación de oro y madera en la 
región. En el municipio de Segovia, la Mesa Comunal 
ha realizado ejercicios prácticos de interculturalidad 
entre campesinado y comunidad indígena. Aunque es un 
proceso incipiente, se espera que se avance en él, con el 
objeto de facilitar las relaciones sociales y el ordenamiento 
consensuado del territorio. 

e) La Mesa Comunal de Cantagallo ha debatido 
principalmente temas como la falta de cobertura de energía 
eléctrica y la necesidad de la apertura de vías, ya que hoy 
en día la comunicación entre la zona rural y urbana es 
escasa y depende del río, por tanto, urge la apertura de 
vías con miras a conectar estas dos zonas y así posibilitar 
el comercio, el acceso a la salud, la educación y demás 
servicios ofrecidos en el casco urbano. Vale la pena resaltar 
que la Mesa Comunal por la Vida Digna de Cantagallo 
ha logrado empoderar a varias comunidades e incidir 
en la toma de decisiones en el municipio. Uno de los 
objetivos trazados por esta Mesa en el año 2011 fue lograr 
la electrificación del 100 % de la zona rural y la apertura 
del 90 % de las vías que comunican la zona rural. Hoy 
esta meta está alcanzando, gracias a la participación y el 
empoderamiento de las comunidades, la electrificación del 
60 % de la zona rural. Además, se ha logrado la apertura 
del 30 % de las vías, un logro significativo para una 
comunidad que siempre había sido excluida de los asuntos 
de la administración pública. Sin embargo, quedan más 
retos que logros. 
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f ) En la Mesa Comunal de Yondó se mantienen los 
temas que le dieron origen, pero incluidos en el programa 
de gobierno construido por las comunidades. Junto con el 
Pacto de Gobernabilidad se viene trabajando especialmente 
el tema de vías, la electrificación y la titulación de tierras.

g) Por su muy reciente creación en 2017, solo hasta 
ahora este proyecto de grado se refiere a la Mesa Comunal 
de Simití, Bolívar, que por ser una de las más recientes está 
apenas organizándose internamente, debatiendo normas 
internas y temas principales para tratar. Sin embargo, uno 
de los temas que la comunidad ya ha propuesto son los 
cultivos de uso ilícito como la coca, un problema que ha 
afectado de manera significativa a la población en términos 
culturales, sociales y ambientales.

h) Forma de tomar decisiones. En todas las Mesas 
Comunales existentes en la región, y debido al liderazgo 
que en ellas mantiene la Asociación Campesina del valle 
del río Cimitarra, hay una sola forma de tomar decisiones: 
se pone sobre la Mesa un tema ya sea en asamblea o en el 
Comité Coordinador, y los miembros de la Mesa presentan 
sus puntos de vista; luego, algunos participantes plantean 
propuestas que son argumentadas, y, finalmente, el pleno 
opta por una de las propuestas. Estas decisiones, en algunos 
casos, se toman mediante consenso, y si este no es posible, 
se hace por medio de votación.

La particular característica de cada una de las Mesas 
Comunales por la Vida Digna estudiadas puede verse en 
el siguiente cuadro, que permite deducir el aporte que al 
ejercicio de la democracia hace cada uno de estos espacios.
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Cuadro de particularidades de la Mesa Comunal por la 
Vida Digna de cada municipio

Municipio
Característica destacable 

según el contexto 
municipal

Particularidad del ejercicio

San Pablo

Durante las últimas dos 
décadas su economía se ha 
sustentado en el cultivo 
de coca. Sin embargo, hay 
iniciativas de sustitución 
de cultivos desde lo 
comunitario.

Desde la dinámica de autonomía 
de la Mesa, las comunidades 
que la integran han considerado 
prioritaria la necesidad de resolver 
el grave problema que viven debido 
al incumplimiento, por parte del 
Estado, del deber de garantizar el 
derecho a la educación en la zona 
rural. Con este reclamo, se han 
movilizado incluso a instancias 
departamentales. En lo que 
corresponde a la sustitución de 
cultivos, se ha enfocado más en 
la movilización, con propuestas 
acordadas con otros espacios 
subregionales para solucionar 
los conflictos producidos por 
los operativos de erradicación 
forzada ordenados por el Gobierno 
nacional. 

Cantagallo

Durante las últimas dos 
décadas su economía 
se ha sustentado en el 
cultivo de coca. Las 
iniciativas de sustitución 
de cultivos han provenido 
de las administraciones 
municipales y han generado 
impactos positivos en las 
comunidades agrarias. Sin 
embargo, los operativos 
de erradicación forzada 
establecidos por el Gobierno 
nacional han afectado los 
proyectos productivos 
implementados para la 
sustitución de estos cultivos.

Esta mesa comunal es la que 
se encuentra más fortalecida, y 
ha tenido una notoria acogida 
por parte de las dos últimas 
administraciones municipales. Lo 
que más se destaca es su capacidad 
de incidencia política. Ha logrado 
que se reconozca su veeduría a las 
obras públicas, e, incluso, algunas 
de sus Juntas de Acción Comunal 
han contratado con el municipio 
proyectos de menor cuantía.

Por otro lado, asumiendo su papel 
de autonomía en el territorio, 
ha producido dos mandatos 
populares de ordenamiento 
del territorio y protección del 
medioambiente. 
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Municipio
Característica destacable 

según el contexto 
municipal

Particularidad del ejercicio

Yondó

Este es un municipio 
que tiene un enfoque de 
explotación petrolera que 
convive con la vocación 
agropecuaria de los 
campesinos, que reclaman 
la titulación de sus tierras.

Aquí la Mesa Comunal ha 
priorizado la ejecución del 
componente de tenencia de la tierra 
del Plan de Desarrollo Sostenible de 
la Zona de Reserva Campesina del 
Valle del Río Cimitarra. Además, ha 
tomado la bandera de los procesos 
de titulación ante el Incoder y la 
lucha en contra de la explotación 
petrolera, cuyas prácticas son 
cuestionadas por su efecto adverso 
en el medio ambiente.

Remedios

Es un municipio en donde 
más del 65 % es rural, y su 
vocación agropecuaria solo 
es superada por la ancestral 
práctica minera. Vive en 
medio de un contexto de 
presión de fuertes intereses 
económicos regionales y de 
crisis humanitaria.

Esta mesa se creó en medio de 
un ambiente hostil, a mediados 
del 2012, con la guerra declarada 
entre grupos paramilitares que 
se disputaban el control de la 
economía y el territorio. Su logro 
principal es haber mantenido sus 
principios y carácter. En el año 
2015 comenzó a ser reconocida 
en el ámbito político municipal 
como fuerza social. En el ámbito 
rural, ha jugado un papel en la 
construcción de carreteras por 
parte de las mismas comunidades y 
la gestión de la electrificación de la 
zona rural del municipio.



Municipio
Característica destacable 

según el contexto 
municipal

Particularidad del ejercicio

Segovia

La vocación de 
este municipio es 
primordialmente minera, 
tanto en lo urbano como 
en lo rural. Su situación 
sociopolítica es más 
crítica que la del mismo 
Remedios, a lo que se 
agregan los intereses que 
giran alrededor de la 
propiedad de la Frontino 
Gold Mines, empresa 
minera propietaria del 
subsuelo de este municipio. 
Esta empresa fue vendida 
por el Gobierno de 
Uribe Vélez a capitales 
canadienses, y su actual 
gerente es María Consuelo 
Araújo, canciller de este 
gobierno.

Esta es considerada la mesa más 
joven de todas, y cuenta con 
programa de gobierno construido 
por las comunidades. Su particular 
aporte es que, además de tocar el 
tema minero en lugar del cocalero, 
se cuenta con la participación del 
resguardo indígena Tagual La Po, 
con el que se ha desarrollado una 
relación de unidad en la acción y de 
trabajo colectivo de la proyección 
territorial, en donde se tratan y 
resuelven los conflictos que surgen a 
raíz de las diferencias culturales.

Otra particularidad de esta Mesa 
es que actúa en un municipio en 
donde no hay zona de reserva 
campesina, lo que permite deducir 
que las mesas comunales pueden 
nacer y desarrollarse en cualquier 
municipio en donde existan las 
condiciones objetivas y subjetivas 
para su surgimiento. 

Lo expuesto hasta el momento en esta investigación 
permite afirmar que las Mesas Comunales por la Vida 
Digna son una de las tantas propuestas organizativas y de 
base del campesinado del valle del río Cimitarra que se 
desarrolla dentro de la democracia campesina, y que por 
su impacto ha permitido avanzar en el logro de una vida 
digna para la región. Es por ello que las mesas comunales, 
como expresión de democracia, construyen poder popular, 
ordenan el territorio, lo protegen y lo defienden, en tanto 
que este se constituye en el espacio en donde han de 
desarrollarse como seres humanos, comunidades y sociedad.

La democracia a la que refieren las Mesas Comunales por 
la Vida Digna, debido a su estructura y origen de resistencia 
a la injusticia, es la que permite entenderla como un sistema 
político en donde la autoridad reside en el pueblo, dada 
la responsabilidad que este tiene para con su existencia 
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y su futuro. Para terminar, es necesario destacar que las 
mesas comunales han servido en un territorio aquejado 
por crisis humanitarias, violaciones de derechos humanos e 
infracciones al derecho internacional humanitario, políticas 
contrarias a la supervivencia humana y el equilibrio 
ecológico, para crear puentes de comunicación, diálogo, 
negociación y acuerdos entre los habitantes de la zona rural 
y la zona urbana.

Para ser más explícitos, tumbar la barrera impuesta en 
medio del conflicto armado vivido, de que el habitante 
urbano de estos municipios es un «paramilitar» y el rural 
es un «guerrillero». Para las comunidades que habitan 
estos territorios, este logro es de los más importantes para 
los procesos de encuentro y posible reconciliación entre 
los colombianos.

Como experiencia, ya existe la Mesa Comunal por la 
Vida Digna en el municipio de Puerto Wilches, Santander, 
y se conoce también de la creación de una en el municipio 
de Puerto Valdivia, en Antioquia. Este panorama lleva a 
plantear que las mesas comunales no son inherentes a las 
Zonas de Reserva Campesina, y que incluso su nombre 
como estructura tampoco tiene patente. El aporte real de 
las Mesas a la democracia radica en la apuesta y la decisión 
de las organizaciones que decidan articularse entre sí para 
construir poder popular fortalecido para lograr su derecho a 
la vida digna, con todo lo que ello encierra en su territorio.
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Epílogo

Como resultados de este trabajo se evidencia, por un 
lado, que los derechos para el campesinado han sido 
conquistas obtenidas gracias a la lucha histórica que este ha 
librado en varias regiones de Colombia. El campesinado, 
desde su ser de sujeto político campesino, desarrolla, por 
un lado, la característica de «progresivos» de los derechos 
humanos, especialmente en sus significados y efectividad. 
Gracias al avance en la práctica agraria, la defensa que hace 
el campesinado del valle del río Cimitarra de sus derechos 
humanos es consciente y estructurada, desde la experiencia 
que se convierte en decisión y busca lograr una vida digna 
según las particularidades del territorio, que en el caso 
específico corresponde a la subregión del valle del río 
Cimitarra, región del Magdalena Medio.

En este trabajo se hicieron unas aproximaciones 
conceptuales y filosóficas de la democracia desde los 
ámbitos normativos que parten del sistema universal de 
derechos humanos, pasan por el Sistema Interamericano de 
Derechos Humanos e incluyen la normativa constitucional 
y la jurisprudencia nacional. Así mismo, se consultó la 
opinión de diferentes estudiosos del tema, lo que permitió 
identificar la propuesta agraria que, con los aciertos y 
falencias propios de la democracia campesina, se ha 
constituido en la región del valle del río Cimitarra.

De otra parte, se pudo observar que el movimiento 
campesino, con todas sus dificultades, demuestra que 
en pleno siglo XXI es posible hacer realidad lo que los 
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teóricos de la Modernidad y la Posmodernidad ven con 
pesimismo: crear y desarrollar espacios vivos y prácticos 
de una democracia libre, digna, autónoma y crítica. Ahora 
bien, también se demostró que la figura de la Zona de 
Reserva Campesina ha sido utilizada por el campesinado 
organizado como herramienta en la defensa y exigibilidad 
de sus derechos humanos, y ha resaltado los componentes 
de su ejercicio autónomo de poder (ordenamiento y 
autogobierno), así como la exigencia que hacen sus 
habitantes del cumplimiento de la obligación de garantía y 
respeto por parte del Estado colombiano. 

Esta investigación también permite concluir que las 
estructuras organizativas existentes en el valle del río 
Cimitarra, aunque defienden y aportan en el desarrollo 
de la Zona de Reserva Campesina como figura legal, la 
trascienden en sus luchas agrarias, pues sus raíces están 
en los esfuerzos propios del campesinado por hacer de su 
territorio un espacio realmente democrático, en el que 
se ha ido más allá de lo preceptuado en la normatividad 
nacional e internacional. La Mesa Comunal por la 
Vida Digna es una estructura en la que se encuentran 
otras estructuras, también creadas y dinamizadas por el 
campesinado, sobre las que se soportan sus ejercicios de 
participación directa en la definición permanente de su 
territorio. Por lo tanto, no depende de una figura legal, 
sino que hace parte de la dinámica de lo que en este trabajo 
se ha denominado democracia campesina.

Finalmente, es necesario destacar que las Mesas 
comunales han servido para crear puentes de 
comunicación, de diálogo, negociación y acuerdos entre los 
habitantes de la zona rural y la zona urbana. Lo anterior 
cobra mayor relevancia si se tiene en cuenta que tales 
avances han sido posibles en un territorio aquejado por 
crisis humanitarias, violaciones de derechos humanos e 
infracciones al derecho internacional humanitario, políticas 
contrarias a la supervivencia humana y al equilibrio 
ecológico. Para ser más explícitos, las Mesas Comunales por 
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la Vida Digna han ayudado a romper con el preconcepto 
de que el habitante urbano de estos municipios es un 
«paramilitar» y el habitante rural es un «guerrillero». 

En cuanto a las conclusiones, se puede decir, en primer 
lugar, que en el marco del derecho internacional de los 
derechos humanos existe un vínculo interdependiente 
entre el deber de garantía de una sociedad justa y 
desarrollada por parte de los Estados y la consolidación 
de la democracia. En esto los derechos son parte esencial 
de lo que es la democracia misma y su ejercicio, lo que 
lleva a afirmar que, si no se cuenta con la garantía de los 
derechos civiles y políticos, es difícil pensar en ejercicios 
democráticos. Sin embargo, es más cuestionable aún que 
sea posible ejercer una democracia real si no se cuenta 
con una base de voluntad política enfocada en la justicia 
social, la cual hace referencia a una vida digna ligada 
indisolublemente con los derechos económicos, sociales y 
culturales.

Una segunda conclusión es que las mesas comunales son 
el resultado de todo un acumulado organizativo y político 
de las comunidades campesinas del valle del río Cimitarra, 
que cuentan con unos principios y unas constantes que las 
alimentan y les permiten estar abiertas a los aprendizajes 
que puedan contribuir a lograr y sostener su vida con 
dignidad. Lo anterior está innegablemente ligado con la 
conciencia que tienen las comunidades de su poder, un 
poder que tiene sus raíces en la responsabilidad que han 
llevado a cuestas por décadas y que está fundamentado 
en la autonomía, la libertad y la solidaridad, fortalecidas 
por la ausencia del Estado en su deber de garantizar los 
derechos humanos. Es por ello que las mesas comunales, 
como propuesta agraria de democracia, construyen poder 
popular, ordenan el territorio, lo protegen y defienden, por 
cuanto es el espacio en donde han de desarrollarse como 
seres humanos, comunidades y sociedad.

Y, por último, se considera que la democracia a la que 
refieren las Mesas Comunales por la Vida Digna, debido 
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a su estructura y origen de resistencia a la injusticia, es 
aquella que se entiende como un sistema político en que la 
autoridad reside en el pueblo, dada la responsabilidad que 
este tiene con su existencia y con su futuro.
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Observación participante

Ficha 1.1. Diario de campo Mesa Comunal por la Vida 
Digna de la región de Remedios. Ejercicio de observación 
participante realizado los días 7 y 8 de marzo del 2015, 
en las instalaciones del teatro municipal de Remedios 
Antioquia.

Ficha 1.2. Diario de campo Mesa Comunal por la Vida 
Digna de la región de Remedios. Ejercicio de observación 
participante realizado el día 15 de marzo del 2015, en las 
instalaciones de la escuela veredal de La Po Guaguas, en el 
municipio de Segovia Antioquia.
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Anexos

Anexo A. Carta de aval y consentimiento libre e 
informado. Proyecto de grado:

Mesas Comunales por la Vida Digna de la región: una 
propuesta agraria de construcción de la democracia
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Anexo B. Ficha 1. Diario de campo. Mesa Comunal 
por la Vida Digna de la región

Ficha. 1.1. Diario de campo
Mesa Comunal por la Vida Digna de la región 
Ejercicio de observación participante
Fecha de 
creación de la 
Mesa
Fecha de 
reunión y hora 7 y 8 de marzo del 2015

Lugar, clima, 
materiales 
que usan, 
actividades que 
realizan

Teatro municipal de Remedios Antioquia. Las sillas 
no son fijas, el clima es templado. Los materiales 
que usan son video beam, computadores, bafles 
de sonido, las actividades que se efectuaron 
corresponden a un espacio de capacitación y otro 
de actualización, deliberación y decisión.

Número de 
asistentes 35 personas.

Cargos de los 
participantes

Delegados de Juntas de Acción Comunal de 
Anacoreto, Gorgona, Ojos Claros, Caño Tigre, 
Dos Quebradas, Panamá 9, Carrizal, Cooperativa, 
Lejanías, Camelias 2, Campo Bijao, Altos de Manila.
Delegado de los comités mineros de Mina Nueva, 
mina San Pacho.
Delegada del Comité de Mujeres de la vereda 
Anacoreto.
Delegados del Consejo Ético y Moral.
Equipo de campo de la seccional Nordeste 
Antioqueño de la Asociación Campesina del valle 
del río Cimitarra.
Equipo de campo de la Corporación Acción 
Humanitaria por la Convivencia y la Paz del 
Nordeste Antioqueño.

Tema de la 
reunión

7 de marzo: taller formativo de constituyentes 
por la paz con justicia social, actualización del 
programa de gobierno.
8 de marzo: socialización de trámites para la 
formalización de las Juntas de Acción Comunal 
que faltan por registrarse en la gobernación de 
Antioquia.
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Posiciones de 
los participantes 
en dibujo:

El espacio asambleario tiene forma circular, 
pero también desarrolla actividades en grupos 
de 6 personas. Hay una Mesa de relatoría que 
documenta lo que sucede y una coordinación de 
la reunión.

Impacto de la 
investigadora en 
el espacio.

Se le solicitó a la investigadora hacer una 
exposición del contexto internacional, nacional, 
regional y local. Luego de esto la misma manifestó 
su calidad de observadora y que por tal hecho no 
dará opiniones ni aportes en este espacio.

Impresiones y 
emociones de la 
investigadora.

Se tiene unas impresiones de reencuentro, ya que 
la investigadora hizo parte como equipo de una 
de las organizaciones constituyentes de la Mesa de 
Remedios en el año 2012. Se nota el aumento de 
participación femenina.

Palabras y 
expresiones 
clave usadas por 
los participantes

Unidad, trabajo

Quien dirige la 
reunión

La coordinación de la reunión es conjunta entre la 
seccional nordeste de la Acvc, Cahucopana.

Estructura de la 
reunión
(agenda)

•	 Saludo.
•	 Presentación de los participantes
•	 Espacio de capacitación: constituyentes por la 

paz con justicia social.
•	 Análisis de contexto internacional, nacional, 

regional y local.
•	 Recuento de la historia y fundamentos de las 

Mesas Comunales por la Vida Digna.
•	 Trabajo en grupo de revisión y actualización 

de programa de gobierno municipal elaborado 
por la Mesa Comunal.

•	 Puesta en común del trabajo en grupo
•	 Explicación sobre formatos de legalización de 

Juntas de Acción Comunal e invitación a hacer 
los trámites correspondientes a las juntas que 
faltan por terminar el proceso de legalización.

•	 Análisis de coyuntura electoral.
•	 Varios.
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Ejercicios de 
participación 
política

•	 Se desarrolló taller sobre el tema de constituyentes 
por la paz con justicia social.

•	 Trabajo por grupos, diagnóstico de problemática 
de la región: código minero, no reconocimiento 
en la constitución al campesinado, crisis de 
derechos humanos, falta de agua potable, 
la imposición de la ley ambiental, poca 
comercialización campesina y muchos 
intermediarios, poca inversión en infraestructura 
agraria, persecución y estigmatización de líderes 
sociales, persecución de sectores del gobierno a 
la Zona de Reserva Campesina persecución al 
pequeño minero. Falta de titulación de tierra 
al campesinado, falta de acompañamiento y 
capacitación del Estado a la pequeña minería e 
impulso a la gran minería. Entrega de títulos a 
mineros extraños a la región.

•	 Movilización, denuncia, paros, tomas, 
constituyentes, mandatos populares, 
organización comunitaria, fortalecimiento 
organizativo entre jóvenes y mujeres, y de 
territorios interculturales con afros e indígenas.

•	 Reducción del gasto militar, cese, bombardeos 
y ametrallamientos indiscriminados. No más 
militarización de la región.

•	 Libre participación política de los campesinos.
Ejercicios de 
consensos 
para diseños 
de políticas 
públicas que 
fundamentan 
desarrollo 
sostenible

•	 Análisis de los deberes del Edo debe garantizar 
el desarrollo pleno de las Zonas de Reserva 
Campesina

•	 Puesta en común de los trabajos en grupo de 
actualización del plan de gobierno.

Ejercicios de 
consensos 
para diseños 
de políticas 
públicas que 
fundamentan 
el ideal de 
que todos los 
ciudadanos se 
beneficien de 
la riqueza de la 
nación

•	 Cambio de código minero con un componente 
agrario y de arraigo al territorio reconociendo 
al pequeño minero.

•	 Reconocimiento como actividad ancestral la 
de la minería artesanal y pequeña minería.

•	 Los mandatos de las comunidades con 
respecto a la explotación minera por medio 
de retroexcavadoras debe ser regulada por las 
comunidades que pueden ser afectadas.

•	 Fiscalización de títulos existentes.
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Ejercicios de 
deliberación o 
debate

•	 Se hace un análisis colectivo de lo que ocurre 
en el ámbito internacional, nacional, regional 
y local

•	 Ejercicio de memoria de cómo surge la Mesa 
Comunal por la Vida Digna de la región.

Participación de 
organizaciones 
reconocidas

•	 Asociación Campesina del valle del río 
Cimitarra.

•	 Corporación Acción Comunitaria por la 
Convivencia y la Paz del Nordeste Antioqueño.

Como se toman 
decisiones

Las decisiones se toman mediante consenso, 
se pone sobre la mesa un tema y los miembros 
de la mesa presentan sus puntos de vista, luego 
algunos participantes plantean propuestas que son 
argumentadas y finalmente el pleno opta por una 
de las propuestas como decisión.

Otras 
observaciones

Anexo C. Ficha 2. Diario de campo, Mesa Comunal 
por la Vida Digna de la Región

Ficha. 1.2. Diario de campo
Mesa Comunal por la Vida Digna de la región 
Ejercicio de observación participante
Fecha de reunión y 
hora 15 de marzo de 2015 9:30 a. m.

Lugar, clima, 
materiales que 
usan, actividades 
que realizan. 

Escuela veredal de La Po – Guaguas, clima 
cálido, tablero acrílico y marcadores borrables. 
Los participantes llegaron el día anterior, se 
comparte la alimentación.

Número de 
asistentes 19 personas.

Cargos de los 
participantes

Juntas: San Jose del Pescado, Monte Frio, la Po 
- Guaguas, Bocas de Chicamoqué, La Jagüa, 
Comité Procarreteras.
Resguardo indígena Tagual La Po.
Equipo de campo de la seccional Nordeste 
Antioqueño de la Asociación Campesina del 
valle del río Cimitarra.
Coordinación de la Corporación Acción 
Humanitaria por la Convivencia y la Paz del 
Nordeste Antioqueño.
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Tema de la reunión
Carácter y estructura de la Mesa Comunal por 
la Vida Digna, plan de gobierno, legalización 
de la Junta de Acción Comunal.

Posiciones de los 
participantes en 
dibujo:

El espacio asambleario tiene forma circular. 
Hay una Mesa de relatoría que documenta lo 
que sucede y una coordinación de la reunión.

Impacto de la 
investigadora en el 
espacio.

La investigadora mantuvo su posición de 
observadora durante la jornada.

Impresiones y 
emociones de la 
investigadora.

Es la primera vez que la investigadora está en 
esta Mesa tal hecho permite mayor objetividad 
en la observación.

Palabras y 
expresiones clave 
usadas por los 
participantes

Unidad, participación, colectividad, 
constituyente primario, plan de gobierno, 
pacto de gobernabilidad.

Quien dirige la 
reunión

La coordinación de la reunión es conjunta entre 
la seccional nordeste de la Acvc, Cahucopana.

Estructura de la 
reunión

(agenda)

•	 Saludo.
•	 Presentación de los participantes.
•	 Análisis de Contexto.
•	 Constituyentes por la Paz.
•	 Mesa Comunal por la Vida Digna de la 

región de Segovia.
•	 Coyuntura electoral.
•	 Legalización de junta de acción comunal.
•	 Convocatorias: Asamblea Acvc, 

constituyente agrominera Marcha por la 
Paz y cese bilateral.

Ejercicios de 
participación 
política

•	 Discusión sobre qué es «poder popular».
•	 Socialización de las experiencias de Mesas 

en los municipios de Cantagallo, Yondó y 
San Pablo.

Ejercicios de 
consensos para 
diseños de políticas 
públicas que 
fundamentan 
desarrollo 
sostenible

•	 Discusión sobre la carretera y el acueducto.
•	 Deliberación sobre los daños que vienen 

produciendo las retroexcavadoras al río 
Bagre.
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Ejercicios de con-
sensos para diseños 
de políticas públicas 
que fundamentan el 
ideal de que todos 
los ciudadanos se 
beneficien de la ri-
queza de la Nación

•	 No hubo.

Ejercicios de 
deliberación o 
debate

•	 Se discute sobre la necesidad de que las 
comunidades indígenas y campesinas sean 
veedoras del cese unilaterial del fuego y 
situaciones de vulneraciones a los derechos 
humanos.

•	 También se toca el tema del 
condicionamiento que el alcalde municipal 
le ha puesto a algunas juntas con respecto 
a su participación en el espacio de la Mesa 
y el acceso a beneficios provenientes de la 
administración municipal.

•	 En el intermedio de la reunión, a la hora 
del almuerzo los delegados hacen análisis 
sobre la situación de las Juntas de Acción 
Comunal y como pueden ir acercando 
a las que no han asistido al espacio de la 
mesa comunal.

Participación de 
organizaciones 
reconocidas

•	 Resguardo Indígena Tagual La Po.
•	 Asociación Campesina del valle del río 

Cimitarra.
•	 Corporación Acción Comunitaria por 

la Convivencia y la Paz del Nordeste 
Antioqueño.

Como se toman 
decisiones

Las decisiones se toman mediante consenso, 
se pone sobre la mesa un tema y los miembros 
de la mesa presentan sus puntos de vista, luego 
algunos participantes plantean propuestas que 
son argumentadas y finalmente el pleno opta por 
una de las propuestas como decisión.

Otras 
observaciones

Esta mesa es de creación reciente, se habían 
efectuado sesiones con mayor participación 
en el casco urbano del municipio. Pero en el 
último espacio se decidió sesionar más en la 
zona rural.
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Anexo D. Reunión de reactivación de la Mesa 
Comunal por la Vida Digna en el municipio de San 
Pablo, Bolívar

Fuente: http://otraezcuela.blogspot.com.co/2009/07/otraezcuela-
acompano-la-ASOCIACIÓN.html

Esta reunión se realizó los días 27 y 28 de junio de 
2009, en el corregimiento de Villanueva. Los temas que 
se tuvieron en cuenta para el análisis fueron derechos 
humanos y crisis humanitaria, Zona de Reserva 
Campesina y fumigaciones y cultivos de uso ilícito. En 
esa ocasión la mesa contó con el acompañamiento de la 
Corporación Regional para la Defensa de los Derechos 
Humanos (Credhos), la Asociación Regional de Víctimas 
del Magdalena Medio, el Colectivo de Abogados José 
Alvear Restrepo, las Hermanas Juanistas, una delegada 
del Programa Presidencial para los Derechos Humanos, 
equipos cristianos de Acción por la Paz y Brigadas 
Internacionales de Paz.
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Anexo E. Folleto de difusión del trabajo de la Mesa 
Comunal por la Vida Digna de la Región del Valle del 
Río Cimitarra

Anexo F. Paro agrario nacional

Coliseo Municipal de Segovia. Concentración de 
comunidades agrarias campesinas e indígenas que se 
preparan para asistir al paro agrario nacional, del 19 de 
agosto al 29 de septiembre del 2013, en el que participaron 
alrededor de 2.500 campesinos e indígenas de los 
municipios de Remedios y Segovia. Luego de cuatro días 
de haber iniciado el paro, las comunidades se declararon en 
«campamento de refugio humanitario».
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Anexo G. Sesión de Mesa Comunal por la Vida Digna 
del Municipio de Remedios

Sesión de Mesa Comunal por la Vida Digna del 
municipio de Remedios realizada en noviembre del 
2013, luego del paro nacional agrario. En esta sesión hizo 
presencia el alcalde municipal de Remedios, Antioquia, 
junto con todo su gabinete. Ellos presentaron el informe 
de su gestión y la mesa entregó los primeros avances de su 
programa de gobierno desde las comunidades dentro del 
que se incluyó la entrega de un proyecto de trilladora de 
arroz para la zona rural.



248

Anexo H. IV Encuentro Nacional de Zonas de 
Reserva Campesina en el municipio de Tibú, Norte de 
Santander

Fuente: www.prensarural.org

IV Encuentro Nacional de Zonas de Reserva Campesina 
en el Municipio de Tibú Norte de Santander, que se realizó 
del 19 al 21 de septiembre del 2014, con la participación 
de alrededor de 8.000 asistentes de todo el país. 

Anexo I. Sesión de la Mesa Comunal por la Vida 
Digna del municipio de Remedios, Antioquia
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Sesión de la Mesa Comunal por la Vida Digna del 
municipio de Remedios, realizada los días 7 y 8 de marzo 
del 2015. Allí se trataron, de manera general, los puntos 
que se estaban debatiendo en la mesa de diálogos de La 
Habana entre el gobierno Santos y la insurgecia de las Farc. 
Además, se reforzó la estructura de la mesa comunal y se 
hicieron aportes de manera colectiva para la constituyente 
mineroenergética.

Anexo J. Sesión asamblearia de la Mesa Comunal por 
la Vida Digna de Yondó, Antioquia

Fuente: MESA COMUNAL POR LA VIDA DE YONDÓ. 
Reivindicación de derechos en la Mesa Comunal por la Vida Digna de 
Yondó. En: Prensa Rural. [6 de mayo del 2014]. Disponible en: http://
prensarural.org/spip/spip.php?article14086

En el coliseo del corregimiento de San Miguel del 
Tigre, los días 3 y 4 de mayo del 2015, se efectuó la sesión 
asamblearia de la Mesa Comunal por la Vida Digna de 
Yondó, Antioquia, con la participación de 50 delegaciones 
de las zonas rural y urbana del municipio. En esta sesión se 
contó con el acompañamiento del Instituto Colombiano 
de Desarrollo Rural en un converstorio sobre tierras 
y Zona de Reserva Campesina. La mesa manifestó su 
preocupación con el estado del trámite de titulación 
de las tierras del campesinado que jurídicamente están 
consideradas como baldías. 
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Anexo K. Foro Subregional del Nordeste y Magdalena 
Medio Antioqueño en el marco de las negociaciones 
entre la Cumbre Campesina Étnica y Popular 
del departamento de Antioquia y las autoridades 
gubernamentales

Foro Subregional del Nordeste y Magdalena Medio Antioqueño en 
el marco de las negociaciones entre la Cumbre Campesina Étnica y 
Popular del departamento de Antioquia y las autoridades del orden 
nacional, departamental y municipal. 29 y 30 de junio del 2015.

Anexo L. Reunión de delegados de las juntas de acción 
comunal
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Reunión de delegados de las Juntas de Acción Comunal 
de Panamá 9, Tamar Alto, Cancha Manilas, Carrizal, 
Piñal, El Carmen y Cañaveral del municipio de Remedios, 
realizada el 12 de octubre del 2015 en la caseta comunal de 
Cañaveral.

Anexo M. Equipo de interlocución

Equipo de interlocución de la Mesa Comunal por 
la Vida Digna de Segovia antes de la reunión, a fin de 
reafirmar los compromisos adquiridos por parte del señor 
Gustavo Tobón, alcalde electo de Segovia, Antioquia, 
mediante pacto de gobernabilidad firmado con la Mesa 
Comunal por la Vida Digna del municipio de Segovia. 
Fotografía tomada el 23 de diciembre del 2015.
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Anexo N. Reunión para la construcción participativa 
del Plan de Desarrollo Territorial del Municipio de 
Segovia

Reunión para la construcción participativa del Plan de 
Desarrollo Territorial del municipio de Segovia, efectuada 
en la vereda Las Guaguas, el día 6 de febrero del 2016, con 
la participación de la Mesa Comunal por la Vida Digna 
del municipio de Segovia y el alcalde municipal, junto con 
todo su gabinete.

Anexo Ñ. Sesión Mesa Comunal de Veredas
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Sesión de la Mesa Comunal por la Vida Digna de 
Segovia, en la que participaron las veredas Aguacates, 
San José del Pescado, Bocas de Chicamoqué, Cañaveral 
Chicamoqué, Panamá 9, Cancha Manila y las 
organizaciones sociales ACVC y Cahucopana, que hacen 
parte de la Mesa Comunal por la Vida Digna, junto con la 
vereda Tamar Alto y el Comité de Integración Agrominero 
del Nordeste Antioqueño. El encuentro se efectuó el 13 de 
febrero del 2016, para preparar la reunión del día siguiente, 
de construcción participativa del Plan de Desarrollo 
Territorial del municipio de Segovia con la administración 
municipal. 

Anexo O. Reunión para la construcción participativa 
del Plan de Desarrollo Territorial del municipio de 
Segovia

Reunión para la construcción participativa del Plan de 
Desarrollo Territorial del municipio de Segovia, efectuada 
en la vereda Cancha Manila, el día 14 de febrero del 2016, 
con la participación de la Mesa Comunal por la Vida 
Digna del municipio de Segovia y el alcalde municipal 
junto con todo su gabinete.
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Anexo P. Reuniones de grupos de Junta

Fuente: ASOCIACIÓN CAMPESINA DEL VALLE DEL RÍO 
CIMITARRA. Reunión de bloques de Juntas de la Mesa Comunal por 
la Vida Digna de la Región. En: Prensa Rural. [20 de abril del 2016]. 
Disponible en: http://prensarural.org/spip/spip.php?article19183

Los días 9 y 10 de abril se efectuaron reuniones de 
grupos de Junta en las veredas El Diamante y La Victoria, 
del municipio de Cantagallo, en donde se revisaron el 
Mandato Popular Ambiental, elaborado por la Mesa 
Comunal por la Vida Digna de Cantagallo (28 de marzo 
del 2016), y el Plan de Desarrollo Municipal de la alcaldesa 
Herlides Arango. 
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En el valle del río Cimitarra, y dentro de un proceso netamente 
agrario, las comunidades campesinas organizadas incuban y dan a 
luz constantemente iniciativas que pretenden garantizar su defensa 
y permanencia en el territorio y que mantienen la cultura 
campesina. En este trabajo se verá precisamente que hay iniciativas 
que se convierten en propuestas sólidas y efectivas, fundamentadas 
en la creación y práctica de una democracia ejercida desde abajo, 
que por sus particularidades puede denominarse democracia 
campesina. Se espera que este trabajo lleve, a quien lo lea, a tener 
una mirada general de lo que representan las Mesas Comunales 
por la Vida Digna como parte de un proceso particular de las 
comunidades campesinas del valle del río Cimitarra. Este proceso 
surge a partir de una propuesta de ejercicio de democracia con 
características propias del campesinado que se organizó con un 
fuerte componente de lucha acumulada y que desemboca en el 
trabajo continuo por la integralidad de los derechos humanos.
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